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ACTAS 

Acta de la Sesión Ordinaria del día 30 de Mayo de 2017. 

 

Presidencia de la diputada Beatriz Vicera Alatriste 

 

 

ACTA DE LA SESIÓN DEL DÍA TREINTA DE MAYO DEL AÑO DOS MIL 
DIECISIETE, CORRESPONDIENTE AL SEGUNDO PERIODO ORDINARIO DE 
SESIONES DEL SEGUNDO AÑO DE EJERCICIO CONSTITUCIONAL DE LA 
QUINCUAGÉSIMA TERCERA LEGISLATURA. 

 

 

ORDEN DEL DÍA: 

 

1. Pase de lista de las diputadas y diputados. 

2. Declaratoria del quórum legal. 

3. Lectura, discusión y votación del orden del día. 

4. Lectura, y aprobación de las actas de las sesiones: ordinaria y solemne, 
de los días 24 y 25 de mayo del 2017, respectivamente. 

5. Correspondencia. 

6. Iniciativas. 

A). Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman diversas 
disposiciones del Código Familiar para el Estado Libre y Soberano de Morelos, que 
actualmente discriminan a los concubinos y las mujeres de nuestro Estado; 
presentada por la diputada Beatriz Vicera Alatriste.  

B). Iniciativa con proyecto de Ley de Juicio Político del Estado de Morelos; 
presentada por el diputado Mario Alfonso Chávez Ortega. 

C). Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman diversas 
disposiciones de la Ley de Prestaciones de Seguridad Social de las Instituciones 
Policiales y de Procuración de Justicia del Sistema Estatal de Seguridad Pública; 
presentada por el diputado Francisco Navarrete Conde. 
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D). Iniciativa con proyecto de decreto por el cual se declara a los 
“Sayones”, del Municipio de Tetela del Volcán, como patrimonio inmaterial e 
intangible del Estado de Morelos; presentada por el diputado Javier Montes Rosales. 

E). Iniciativa con proyecto de decreto por la que se reforman los artículos 
322 fracción I y 323 del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el 
Estado de Morelos; presentada por el diputado José Manuel Tablas Pimentel. 

F). Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman, adicionan y 
derogan diversos artículos y disposiciones al Código de Instituciones y 
Procedimientos Electorales del Estado de Morelos en materia de justicia electoral y 
medios de impugnación; presentada por la diputada Norma Alicia Popoca Sotelo, en 
representación del grupo parlamentario del Partido Acción Nacional. 

G). Iniciativa con proyecto de decreto por el cual se reforma el artículo 84, 
apartado A, fracción I, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
Morelos; presentada por el diputado Víctor Manuel Caballero Solano, en 
representación del grupo parlamentario del Partido Acción Nacional.  

H). Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 65 
del Código Familiar para el Estado Libre y Soberano de Morelos; presentada por el 
diputado Emmanuel Alberto Mojica Linares, en representación del grupo 
parlamentario del Partido Acción Nacional. 

I). Iniciativa con proyecto de decreto por el que se adiciona un artículo 9 
bis a la Ley Orgánica para el Congreso del Estado de Morelos; presentada por el 
diputado Julio Espín Navarrete.  

J). Iniciativa con proyecto de decreto por el cual se reforma y adiciona el 
artículo 19 Bis de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos; 
presentada por el diputado Víctor Manuel Caballero Solano, en representación del 
grupo parlamentario del Partido Acción Nacional.  

K). Iniciativa con proyecto de decreto que reforma la fracción XIII del 
artículo 12, el tercer párrafo del artículo 36 y la fracción III del artículo 38, todos de 
la Ley de Educación del Estado de Morelos; presentada por la diputada Hortencia 
Figueroa Peralta. 

L). Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma la Ley Orgánica 
para el Congreso del Estado de Morelos, por la cual se adiciona el Capítulo V “Del 
Consejo Consultivo del Congreso del Estado”, al Título Séptimo “De la Organización 
del Congreso del Estado”, presentada por el diputado Emmanuel Alberto Mojica 
Linares, en representación del grupo parlamentario del Partido Acción Nacional. 

M). Iniciativa con proyecto de decreto que reforma diversas disposiciones 
del Código Familiar y Procesal Familiar, ambos para el Estado Libre y Soberano de 
Morelos, en favor de niñas, niños y adolescentes, presentada por el diputado Manuel 
Nava Amores. 
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N). Iniciativa con proyecto de decreto que crea la Ley del Escudo y Marcha 
“Morelenses” del Estado de Morelos; presentada por la diputada Silvia Irra Marín.  

O). Iniciativa de Ley de Fiscalización Superior y Rendición de Cuentas del 
Estado de Morelos; presentada por el diputado Mario Alfonso Chávez Ortega.  

P). Iniciativa con proyecto de decreto por el que se adiciona un párrafo al 
artículo 1 de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el 
Estado de Morelos, en materia de derechos humanos; presentada por el diputado 
Julio Espín Navarrete.  

7. Dictámenes de primera lectura. 

A). Dictamen emanado de la Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad 
Social, por el que se abroga el dictamen de acuerdo de fecha siete de septiembre de 
dos mil dieciséis, por el cual se niega la procedencia de la solicitud del C. Arturo 
Escobar Colín, para otorgarle la pensión solicitada y se emite decreto mediante el 
cual se otorga pensión por jubilación a su favor, en cumplimiento a la ejecutoria de 
amparo número 2147/2016-III, dictada por el Juzgado Séptimo de Distrito en el 
Estado de Morelos. (Urgente y obvia resolución). 

B). Dictamen emanado de la Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad 
Social, por el que se abroga el diverso 1164, publicado en el Periódico Oficial “Tierra 
y Libertad” número 5444, de fecha 02 de noviembre del 2016, mediante el cual se 
otorga pensión por jubilación a favor del C. Fortino Alonzo Martínez, en cumplimiento 
a la ejecutoria de amparo número 1940/2016, dictada por el Juzgado Quinto de 
Distrito en el Estado de Morelos. (Urgente y obvia resolución). 

C). Dictamen emanado de la Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad 
Social, por el que se abroga el diverso 1293, publicado en el Periódico Oficial “Tierra 
y Libertad” número 5450, de fecha 30 de noviembre del 2016, mediante el cual se 
otorga pensión por jubilación a favor del C. Ezequiel Irineo Oliveros, en cumplimiento 
a la ejecutoria de amparo número 2179/2016-9, dictada por el Juzgado Primero de 
Distrito en el Estado de Morelos. (Urgente y obvia resolución). 

D). Dictamen emanado de la Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad 
Social, por el que se abroga el diverso 1179, publicado en el Periódico Oficial “Tierra 
y Libertad” número 5444, de fecha 02 de noviembre del 2016, mediante el cual se 
otorga pensión por jubilación a favor del C. Armando Lira Galván, en cumplimiento a 
la ejecutoria de amparo número 193/2017-II, dictada por el Juzgado Segundo de 
Distrito en el Estado de Morelos. (Urgente y obvia resolución). 

E). Dictamen emanado de la Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad 
Social, por el que se abroga el diverso 1596, publicado en el Periódico Oficial “Tierra 
y Libertad” número 5479, de fecha 08 de marzo del 2017, mediante el cual se otorga 
pensión por jubilación a favor del C. Isaac Celso Ramírez Peralta, en cumplimiento 
a la ejecutoria de amparo número 472/2017-III, dictada por el Juzgado Segundo de 
Distrito en el Estado de Morelos. (Urgente y obvia resolución). 
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F). Dictamen emanado de la Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad 
Social, por el que se abroga el diverso 1350, publicado en el Periódico Oficial “Tierra 
y Libertad” número 5475, de fecha 15 de febrero del 2017, mediante el cual se otorga 
pensión por jubilación a favor del C. Alfredo Corona Olivares, en cumplimiento a la 
ejecutoria de amparo número 297/2017-III, dictada por el Juzgado Segundo de 
Distrito en el Estado de Morelos. (Urgente y obvia resolución). 

G). Dictamen emanado de la Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad 
Social, por el que se abroga el dictamen de acuerdo de fecha veintidós de mayo de 
dos mil diecisiete, por el cual se niega la procedencia de la solicitud del C. Joel 
Román Brito, para otorgarle la pensión solicitada y se emite decreto mediante el cual 
se otorga pensión por jubilación a su favor, en cumplimiento a la ejecutoria de 
amparo número 2092/2016, dictada por el Juzgado Quinto de Distrito en el Estado 
de Morelos. (Urgente y obvia resolución). 

H). Dictamen emanado de la Junta Política y de Gobierno, mediante el cual 
se otorga pensión por jubilación al C. Ricardo Rosas Pérez, en cumplimiento a la 
ejecutoria pronunciada en el amparo en revisión administrativo R.A. 486/2016, 
deducida del juicio de amparo número 916/2015, pronunciada por el Segundo 
Tribunal Colegiado en materias penal y administrativa del Décimo Octavo Circuito 
del Estado de Morelos. (Urgente y obvia resolución) 

I). Dictamen emanado de las comisiones unidas de Hacienda, 
Presupuesto y Cuenta Pública y de Planeación para el Desarrollo y Asentamientos 
Humanos, respecto de las observaciones realizadas por el Ejecutivo del Estado al 
decreto número mil ochocientos cuarenta y nueve, mediante el cual se adicionan 
diversas disposiciones al decreto número novecientos noventa y seis que autoriza la 
implementación del Programa de Eficiencia Energética y Energía Sustentable en el 
Poder Público del Estado de Morelos y los 33 municipios del Estado de Morelos.  
(Urgente y obvia resolución) 

J). Dictamen emanado de la Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad 
Social por el que se concede pensión por cesantía en edad avanzada a los 
ciudadanos: Luz María Leticia Xicoténcatl Vázquez, Miguel Ángel Guzmán Reyes y 
Raymundo Raúl Piñones Salcedo.  

K). Dictamen emanado de la Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad 
Social por el que se concede pensión por jubilación a los ciudadanos: Osbelia Flores 
Medina, Rosenda Mireya Díaz Cerón, Rosa Estela Rocha Salazar, Jorge Jacob 
Juárez Bernal, Mercedes Bruno Ahuyón, Antonia Peralta Salgado y Emiteria 
Vázquez Hernández. 

L). Dictamen emanado de la Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad 
Social por el que se concede pensión por viudez a las ciudadanas: Ofelia Laredo 
Nieto, Severiana Aldana Guzmán, María Teresa Leyva Salinas, Marina Lara Morales, 
Alejandra Micaela Vargas Hernández, Felicitas Macedo Catañeda, Sabina María 
Mañón Delgado, Amparo Díaz Chávez, Gloria Beltrán Rosales, Ma. de Lourdes 
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Ocampo Ortiz, Guadalupe Alejandra Demesa Castro, Martha Arellano Ramírez, 
Rosa María Isabel Laue Díaz, Zenaida Fitz Vázquez, Leonarda Aparicio Bahena, 
Leticia Lara Pacheco, Angelita Sotelo Quintana, Mariana Villa Bahena, María del 
Carmen Cecilia Galván Arribas y Ernestina Nava Brito.  

M). Dictamen emanado de la Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad 
Social por el que se concede pensión por viudez y orfandad a la ciudadana: Hortensia 
Alpizar López. 

N). Dictamen emanado de la Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad 
Social por el que se concede pensión por orfandad a la ciudadana: Evelia Barrios 
Nava. 

8. Dictámenes de segunda lectura. 

A). Dictamen emanado de la Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad 
Social por el que se concede pensión por cesantía en edad avanzada a los 
ciudadanos: Isaías Armando Briones Sesma, Laura Retana Chaparro, Miguel Carrillo 
Godoy, Bonifacio Roque de la Rosa, Alejandro Vargas Mujica, Rodolfo Mares 
Vásquez, María Irma González Hernández, Fructuosa Abundez Jardón, Rosalva 
Gama Brito. 

B). Dictamen emanado de la Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad 
Social por el que se concede pensión por jubilación a los ciudadanos: Ana María 
Garduño García, María Guadalupe Coria Plascencia, Bertín Cárdenas López, Jorge 
Luis Solís Vázquez, Araceli Romero Ramírez, Joaquín Magdaleno Magdaleno, 
Candelaria Josefina Mancio Maldonado, Elizabeth Rosales Grahanda, Martha 
Aurora Gutiérrez Rojas, María Esther Castro Jaime, Oscar Oswaldo Olivos Ariza, 
Lilia Natalia Hernández Blas, Pablo Ernesto Rodríguez Hernández, José Fernando 
Figueroa Nájera, Carmen Vargas Medina, Teresa Enriqueta González Loza. 

C). Dictamen emanado de la Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad 
Social por el que se concede pensión por invalidez al ciudadano Javier Castro López.   

D). Dictamen emanado de la Comisión de Salud, por el que se instituye el 
reconocimiento al “Mérito a la Enfermería” del Estado de Morelos. 

9. Puntos de acuerdo parlamentarios: 

A). Proposición con punto de acuerdo parlamentario por el que se instruye 
al Titular de la Entidad Superior de Fiscalización del Congreso del Estado de Morelos 
a que realice una auditoría especial al Sistema de Agua Potable y Alcantarillado del 
Municipio de Cuernavaca, Morelos, específicamente en los ejercicios fiscales 2015, 
2016 y 2017; presentado por el diputado Carlos Alfredo Alaniz Romero. (Urgente y 
obvia resolución). 

B). Proposición con punto de acuerdo parlamentario por el que se exhorta 
a la Secretaria de Cultura del Estado de Morelos, para que la escuela de cuerdas 
que se implementará en el edificio de la antigua estación de trenes, ubicado en los 
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Patios de la Estación del Municipio de Cuernavaca, Morelos, reciba el nombre del 
Profesor “Manuel León Díaz”, en el momento de su inauguración; presentado por la 
diputada Silvia Irra Marín. (Urgente y obvia resolución). 

C). Proposición con punto de acuerdo parlamentario mediante el cual se 
exhorta a la Titular de la Secretaría de Obras Públicas, C. Patricia Izquierdo Medina, 
para llevar a cabo la rehabilitación de balizamiento y señalización de las carreteras 
estatales y a los 33 ayuntamientos para que se generen las acciones de balizamiento 
de guarniciones, banquetas, camellones y vialidades en sus respectivos municipios 
del Estado de Morelos; presentado por el diputado Jesús Escamilla Casarrubias. 
(Urgente y obvia resolución). 

D). Proposición con punto de acuerdo parlamentario por el que se exhorta 
al Titular de la Secretaría de Hacienda del Gobierno del Estado de Morelos, para que 
en el ámbito de sus facultades realice las acciones necesarias con la finalidad de 
destinar una partida presupuestal a la Secretaría de Turismo para el desarrollo 
turístico de los municipios del Estado denominados “Pueblos Mágicos”; presentado 
por el diputado Francisco Navarrete Conde. (Urgente y obvia resolución). 

10. Correspondencia. 

11. Asuntos generales. 

12. Clausura de la sesión. 

 

 

DESARROLLO DE LA SESIÓN 

 

Presidenta, diputada Beatriz Vicera Alatriste; Vicepresidenta, diputada 

Hortencia Figueroa Peralta; Secretarias, diputadas Silvia Irra Marín y Edith Beltrán 

Carrillo. 

1.- En la Ciudad de Cuernavaca, capital del Estado de Morelos, siendo las 

doce horas con cuatro minutos, se reunieron en el Salón de Plenos del Congreso del 

Estado de Morelos, los ciudadanos diputados: Carlos Alfredo Alaniz Romero, Edith 

Beltrán Carrillo, Víctor Manuel Caballero Solano, Ricardo Calvo Huerta, Rodolfo 

Domínguez Alarcón, Jesús Escamilla Casarrubias, Faustino Javier Estrada 

González, Hortencia Figueroa Peralta, Enrique Javier Laffitte Bretón, Emmanuel 

Alberto Mojica Linares, Efraín Esaú Mondragón Corrales, Javier Montes Rosales, 

Manuel Nava Amores, Francisco Navarrete Conde, Anacleto Pedraza Flores, Norma 

Alicia Popoca Sotelo, Ulises Vargas Estrada, Beatriz Vicera Alatriste. 

2.- La Secretaría dio cuenta de la asistencia de 18 diputados. 

La Presidenta declaró quórum legal y abrió la sesión. 
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3.- A continuación, la Secretaría, por instrucciones de la Presidenta, dio 

lectura al orden del día. 

Se incorporaron a la sesión los ciudadanos diputados: Jaime Álvarez 

Cisneros, Leticia Beltrán Caballero, Edwin Brito Brito, Mario Alfonso Chávez Ortega, 

Silvia Irra Marín, Alberto Martínez González, Aristeo Rodríguez Barrera, Eder 

Eduardo Rodríguez Casillas, José Manuel Tablas Pimentel. 

La diputada Leticia Beltrán Caballero, desde su curul, solicitó incluir en el 

orden del día el punto de acuerdo mediante el cual se exhorta al Titular del Instituto 

Estatal de Educación para Adultos del Estado de Morelos, para que se extienda la 

publicidad del programa de educación para adultos en las zonas más vulnerables y 

con mayor rezago educativo en el Estado de Morelos. 

La Vicepresidenta instruyó a la Secretaría para que, en votación económica, 

consultara a la Asamblea si estaban de acuerdo con el orden del día, con la 

modificación propuesta por la diputada Leticia Beltrán Caballero. Se aprobó por 

unanimidad. 

Como resultado de la votación, la Vicepresidenta informó que era de 

aprobarse el orden del día. 

Se incorporó a la sesión el diputado Julio César Yáñez Moreno. 

La Vicepresidenta dio la bienvenida a un grupo de estudiantes de la Escuela 

de Enfermería “Florencia Nightingale” de la Cruz Roja Mexicana, invitados por el 

Presidente de la Comisión de Salud, diputado Víctor Manuel Caballero Solano. 

4.- La Secretaría, por instrucciones de la Vicepresidenta, consultó a la 

Asamblea si era de aprobarse la dispensa de la lectura de las actas de las sesiones: 

ordinaria y solemne, de los días 24 y 25 de mayo del 2017, respectivamente. Se 

aprobó por unanimidad. 

Como resultado de la votación, la Vicepresidenta comunicó que era de 

aprobarse la dispensa de la lectura de las actas citadas. 

Se sometieron a discusión las actas. No habiendo oradores inscritos para 

hacer alguna aclaración, la Secretaría, por instrucciones de la Vicepresidenta, 

sometió a la consideración de las diputadas y diputados, mediante votación 

económica, si eran de aprobarse las actas citadas. Se aprobó por unanimidad. 

Con fundamento en lo dispuesto por la fracción VI del artículo 36 de la Ley 

Orgánica para el Congreso del Estado y como resultado de la votación, la 

Vicepresidenta informó que eran de aprobarse las actas de las sesiones ordinaria y 

solemne de los días 24 y 25 de mayo del 2017. 

5.- Se dio cuenta con las comunicaciones recibidas: 
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PRIMERA.- Oficio remitido por el grupo parlamentario del Partido Acción 

Nacional, por medio del cual solicita que sea incluido en el dictamen que elabore la 

Comisión de Participación Ciudadana y Reforma Política del Congreso del Estado, 

el acta del Foro de Consulta Ciudadana del Estado de Morelos.  

ACUERDO: Queda del conocimiento del Pleno y túrnese a la Comisión de 

Participación Ciudadana y Reforma Política. 

SEGUNDA.- Oficio remitido por el Congreso del Estado de Michoacán de 

Ocampo, por medio del cual comunican que aprobaron acuerdo, mismo que en su 

punto segundo solicitan respetuosamente al Titular del Poder Ejecutivo Federal para 

que instruya a la Secretaría de Salud y a la Comisión Federal para la Protección 

Contra Riesgos Sanitarios a declarar urgentemente la aplicación del principio 

precautorio en el país, respecto al uso de neonicotinoides y plaguicidas prohibidos 

por Canadá, Estados Unidos y los países de la Unión Europea, toda vez que estos 

plaguicidas están generando daños que afectan la salud pública de la población 

mexicana y al medio ambiente; mismo acuerdo que remiten a las legislaturas de los 

Estados de la República Mexicana, para que se adhieran  al mismo. 

ACUERDO: Queda del conocimiento del Pleno y túrnese a las comisiones de 

Salud y de Medio Ambiente, para su conocimiento y efectos legales conducentes. 

TERCERA.- Oficio remitido por la coordinadora de compilación y 

sistematización de tesis de la Presidencia de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, por medio del cual remite en CD-ROM de la Gaceta del Semanario Judicial 

de la Federación, 10ª. Época, libro 38-libro 41, enero-abril de 2017. 

ACUERDO: Queda del conocimiento del Pleno y a disposición de las 

diputadas y diputados que deseen obtener una copia. 

CUARTA.- Oficio remitido por el Congreso del Estado de Baja California Sur 

por medio del cual comunican que aprobaron acuerdo, mismo que en su punto 

segundo solicitan en forma respetuosa a las legislaturas del resto de las entidades 

del país: Aguascalientes, Baja California, Campeche, Ciudad de México, Coahuila, 

Colima, Chiapas, Chihuahua, Durango, Estado de México, Guanajuato, Guerrero, 

Hidalgo, Jalisco, Michoacán, Morelos, Nayarit, Nuevo León, Oaxaca, Querétaro, 

Quintana Roo, Puebla, San Luis Potosí, Sinaloa, Sonora, Tabasco, Tamaulipas, 

Tlaxcala, Veracruz, Yucatán y Zacatecas, a que igualmente exhorten a la Cámara de 

Diputados y a la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión, para que los 

legisladores federales discutan y aprueben a la brevedad la Ley de Seguridad Interior 

que actualmente se encuentra en comisiones dentro del proceso legislativo, para que 

una vez aprobado darle certeza jurídica a los elementos de las Fuerzas Armadas en 

México para el combate a la delincuencia en toda la geografía nacional. 
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ACUERDO: Queda del conocimiento del Pleno y túrnese a la Comisión de 

Seguridad Pública y Protección Civil, para su conocimiento y efectos legales 

conducentes. 

QUINTA.- Oficio remitido por la Magistrada Presidenta del Consejo de la 

Judicatura del Poder Judicial del Estado, por medio del cual hace del conocimiento 

la aprobación de las etapas correspondientes al Primer y Segundo Período 

Vacacional que gozará el personal de ese Poder. 

ACUERDO: Queda del conocimiento del Pleno y remítase copia a la Dirección 

Jurídica de este Congreso del Estado, para su conocimiento y efectos legales  

conducentes. 

SEXTA.- Oficio remitido por el Secretario de Gobierno por medio del cual 

remite iniciativa de decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones 

de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, en materia de 

mejora regulatoria, que somete a la consideración de la Quincuagésima Tercera 

Legislatura del Congreso del Estado, el Gobernador Constitucional del Estado. 

ACUERDO: Queda del conocimiento del Pleno y túrnese a la Comisión de 

Puntos Constitucionales y Legislación, para su conocimiento y efectos legales  

conducentes. 

SÉPTIMA.- Oficio remitido por el Secretario de Gobierno, por medio del cual 

informa a esta Soberanía que el pasado 01 de marzo de 2017, fueron publicados en 

el Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, número 5478, el decreto número mil 

trescientos setenta y seis, por el que se crea a la entidad paraestatal denominada 

Auditorio Cultural Teopanzolco; y se autoriza al Titular del Poder Ejecutivo Estatal 

para que, mediante el instrumento idóneo, determine la naturaleza jurídica y demás 

particularidades para su operación; así como el decreto número mil trescientos 

setenta y cinco, por el que se crea a la entidad paraestatal denominada Casa de 

Cultura Juan Soriano o Museo Morelense de Arte Contemporáneo; y se autoriza al 

Titular del Poder Ejecutivo Estatal para que, mediante el instrumento idóneo, 

determine la naturaleza jurídica y demás particularidades para su operación; 

asimismo, informa que derivado de las disposiciones transitorias terceras de ambos 

instrumentos, con fecha 09 de marzo de 2017, fueron publicadas en el Periódico 

Oficial “Tierra y Libertad” número 5480, los decretos por el que se determina la 

naturaleza jurídica como fideicomiso público y demás particularidades para  su 

operación, de la entidad paraestatal denominada Auditorio Cultural Teopanzolco; así 

como el decreto por el que se determina la naturaleza jurídica como fideicomiso 

público y demás particularidades para su operación, de la entidad paraestatal 

denominada Museo Morelense de Arte Contemporáneo o Casa de Cultura Juan 

Soriano; dando cumplimiento a las disposiciones cuartas transitorias de los decretos 
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legislativos números 1375 y 1376, así como las disposiciones transitorias novena y 

octava de los decretos administrativos de referencia. 

ACUERDO: Queda del conocimiento del pleno y a disposición de las 

diputadas y diputados que deseen obtener una copia. 

A solicitud del diputado Víctor Manuel Caballero Solano, Presidente de la 

Comisión de Salud del Congreso y en atención a encontrarse presente un grupo de 

estudiantes de la carrera de enfermería, la Vicepresidenta comunicó que se daría 

trámite al siguiente dictamen de segunda lectura: 

8. D) Se sometió a discusión, en lo general, el dictamen emanado de la 

Comisión de Salud, por el que se instituye el reconocimiento al “Mérito a la 

Enfermería”, del Estado de Morelos.  

No habiendo oradores inscritos para hacer uso de la palabra a favor o en 

contra, se sometió a discusión, en lo particular, el dictamen.  

Se inscribieron, para hablar a favor del dictamen, los ciudadanos diputados: 

Víctor Manuel Caballero Solano, Efraín Esaú Mondragón Corrales, Alberto Martínez 

González, Silvia Irra Marín y Julio César Yáñez Moreno. 

El diputado Jaime Álvarez Cisneros, desde su curul, solicitó realizar un receso 

de diez minutos, en virtud de existir un decreto similar publicado por el Titular del 

Poder Ejecutivo. 

El diputado Víctor Manuel Caballero Solano, desde su curul, aclaró que el 

dictamen discutido serviría para hacer un reconocimiento único en el Estado. 

El diputado Jaime Álvarez Cisneros, exhortó a llevar a cabo el receso 

solicitado para poder aclarar los términos del presente dictamen. 

(Se anexan sus intervenciones íntegras para su publicación en el Semanario 

de los Debates). 

La Secretaría, por instrucciones de la Presidencia, consultó a la Asamblea si 

era de aprobarse el receso solicitado por el diputado Jaime Álvarez Cisneros. 

Como resultado de la votación, la Presidenta comunicó que era de aprobarse 

el receso. 

La Presidenta declaró un receso hasta por diez minutos. 

Se reanudó la sesión. 

Se concedió el uso de la palabra al diputado Jaime Álvarez Cisneros, para 

hablar a favor del dictamen. 
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La Presidenta instruyó a la Secretaría para que, en votación nominal, 

consultara a la Asamblea si era de aprobarse, en lo general, el dictamen, 

contemplando la propuesta del diputado Víctor Manuel Caballero Solano, a efecto de 

que dicho dictamen se allane al decreto por el que se establece el Reconocimiento 

Estatal del Humanismo y Desempeño de Enfermería “Isabel Hernández Tezoquipa” 

y se instituye el día 6 de enero de cada año como el Día Estatal del Profesionista de 

Enfermería, publicado el 24 de mayo del 2017 en el Periódico Oficial "Tierra y 

Libertad" número 5497 del Poder Ejecutivo del Estado, para que, de forma conjunta, 

se entregue dicho reconocimiento. El resultado de la votación fue de: 26 votos a 

favor, 0 en contra y 0 abstenciones. 

En virtud de la votación, la Presidenta indicó que era de aprobarse, en lo 

general, el dictamen. 

Como resultado de la votación en lo general y por no haberse reservado 

ningún artículo en lo particular, la Presidenta indicó que era de aprobarse el 

dictamen.  

La Presidenta instruyó se expidiera el decreto respectivo y se remitiera al 

Titular del Poder Ejecutivo para su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y 

Libertad”, órgano de difusión del Gobierno del Estado. 

En virtud de encontrarse presentes la Subdirectora de Arte y Cultura del 

Instituto de Educación Básica del Estado de Morelos, Rosa Elena Hernández 

Meraza, así como el ciudadano Carlos David, nieto del compositor de la Marcha 

“Morelenses”, Profesor Manuel Lavín Díaz y a petición de la diputada Silvia Irra 

Marín, se dio cuenta con la siguiente iniciativa: 

6.- N) Se concedió el uso de la palabra a la diputada Silvia Irra Marín, para 

presentar iniciativa con proyecto de decreto que crea la Ley del Escudo y Marcha 

“Morelenses” del Estado de Morelos. 

ACUERDO: Queda del conocimiento del Pleno y túrnese a las comisiones 

unidas de Puntos Constitucionales y Legislación y de Educación y Cultura, para su 

análisis y dictamen. 

La Presidenta hizo del conocimiento del Pleno que, por acuerdo de la 

Conferencia para la Dirección y Programación de los Trabajos Legislativos, el orden 

del día se desahogaría de la siguiente manera: dictámenes de primera lectura, 

dictámenes de segunda lectura, propuestas de acuerdos parlamentarios e iniciativas.  

7.- Dictámenes de primera lectura de urgente y obvia resolución: 

La Secretaría, por economía parlamentaria y por instrucciones de la 

Presidenta, consultó a las diputadas y diputados si era de dispensarse la lectura de 

los dictámenes de primera lectura marcados con los incisos del A) al G); y se 
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consideraran como de urgente y obvia resolución para pasar a su discusión y 

votación respectiva. Se aprobó por unanimidad. 

Como resultado de la votación, la Presidenta comunicó que se dispensaba la 

lectura de los dictámenes mencionados e instruyó se insertaran de manera íntegra 

en el Semanario de los Debates y se procedió a su discusión y votación respectiva. 

A). Se sometió a discusión, tanto en lo general como en lo particular, el 

dictamen emanado de la Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad Social, por el 

que se abroga el dictamen de acuerdo de fecha siete de septiembre de dos mil 

dieciséis, por el cual se niega la procedencia de la solicitud del C. Arturo Escobar 

Colín, para otorgarle la pensión solicitada, y se emite decreto mediante el cual se 

otorga pensión por jubilación a su favor en cumplimiento a la ejecutoria de amparo 

número 2147/2016-III, dictada por el Juzgado Séptimo de Distrito en el Estado de 

Morelos.  

No habiendo oradores inscritos para hacer uso de la palabra a favor o en 

contra, la Presidenta instruyó a la Secretaría para que, en votación nominal, 

consultara a la Asamblea si era de aprobarse el dictamen, tanto en lo general como 

en lo particular, por tratarse de ejecutoria de amparo. El resultado de la votación fue 

de: 21 votos a favor, 0 en contra y 0 abstenciones. 

Como resultado de la votación, la Presidenta indicó que era de aprobarse el 

dictamen, tanto en lo general como en lo particular, por contener un solo artículo. 

La Presidenta instruyó se expidiera el decreto respectivo y se remitiera al 

Titular del Poder Ejecutivo para su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y 

Libertad”, órgano de difusión del Gobierno del Estado. 

Asimismo, instruyó a la Dirección Jurídica dar el trámite correspondiente a la 

ejecutoria. 

B). Se sometió a discusión, tanto en lo general como en lo particular, el 

dictamen emanado de la Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad Social, por el 

que se abroga el diverso 1164, publicado en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad” 

número 5444, de fecha 02 de noviembre del 2016, mediante el cual se otorga 

pensión por jubilación a favor del C. Fortino Alonzo Martínez, en cumplimiento a la 

ejecutoria de amparo número 1940/2016, dictada por el Juzgado Quinto de Distrito 

en el Estado de Morelos.  

No habiendo oradores inscritos para hacer uso de la palabra a favor o en 

contra, la Presidenta instruyó a la Secretaría para que, en votación nominal, 

consultara a la Asamblea si era de aprobarse el dictamen, tanto en lo general como 

en lo particular, por tratarse de ejecutoria de amparo. El resultado de la votación fue 

de: 21 votos a favor, 0 en contra y 0 abstenciones. 
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Como resultado de la votación, la Presidenta indicó que era de aprobarse el 

dictamen, tanto en lo general como en lo particular, por contener un solo artículo. 

La Presidenta instruyó se expidiera el decreto respectivo y se remitiera al 

Titular del Poder Ejecutivo para su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y 

Libertad”, órgano de difusión del Gobierno del Estado. 

Asimismo, instruyó a la Dirección Jurídica dar el trámite correspondiente a la 

ejecutoria. 

C). Se sometió a discusión, tanto en lo general como en lo particular, el 

dictamen emanado de la Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad Social, por el 

que se abroga el diverso 1293, publicado en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad” 

número 5450, de fecha 30 de noviembre del 2016, mediante el cual se otorga 

pensión por jubilación a favor del C. Ezequiel Irineo Oliveros, en cumplimiento a la 

ejecutoria de amparo número 2179/2016-9, dictada por el Juzgado Primero de 

Distrito en el Estado de Morelos.  

No habiendo oradores inscritos para hacer uso de la palabra a favor o en 

contra, la Presidenta instruyó a la Secretaría para que, en votación nominal, 

consultara a la Asamblea si era de aprobarse el dictamen, tanto en lo general como 

en lo particular, por tratarse de ejecutoria de amparo. El resultado de la votación fue 

de: 21 votos a favor, 0 en contra y 0 abstenciones. 

Como resultado de la votación, la Presidenta indicó que era de aprobarse el 

dictamen, tanto en lo general como en lo particular, por contener un solo artículo. 

La Presidenta instruyó se expidiera el decreto respectivo y se remitiera al 

Titular del Poder Ejecutivo para su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y 

Libertad”, órgano de difusión del Gobierno del Estado. 

Asimismo, instruyó a la Dirección Jurídica dar el trámite correspondiente a la 

ejecutoria. 

D). Se sometió a discusión, tanto en lo general como en lo particular, el 

dictamen emanado de la Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad Social, por el 

que se abroga el diverso 1179, publicado en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad” 

número 5444, de fecha 02 de noviembre del 2016, mediante el cual se otorga 

pensión por jubilación a favor del C. Armando Lira Galván, en cumplimiento a la 

ejecutoria de amparo número 193/2017-II, dictada por el Juzgado Segundo de 

Distrito en el Estado de Morelos.  

No habiendo oradores inscritos para hacer uso de la palabra a favor o en 

contra, la Presidenta instruyó a la Secretaría para que, en votación nominal, 

consultara a la Asamblea si era de aprobarse el dictamen, tanto en lo general como 
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en lo particular, por tratarse de ejecutoria de amparo. El resultado de la votación fue 

de: 21 votos a favor, 0 en contra y 0 abstenciones. 

Como resultado de la votación, la Presidenta indicó que era de aprobarse el 

dictamen, tanto en lo general como en lo particular, por contener un solo artículo. 

La Presidenta instruyó se expidiera el decreto respectivo y se remitiera al 

Titular del Poder Ejecutivo para su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y 

Libertad”, órgano de difusión del Gobierno del Estado. 

Asimismo, instruyó a la Dirección Jurídica dar el trámite correspondiente a la 

ejecutoria. 

E). Se sometió a discusión, tanto en lo general como en lo particular, el 

dictamen emanado de la Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad Social, por el 

que se abroga el diverso 1596, publicado en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad” 

número 5479, de fecha 08 de marzo del 2017, mediante el cual se otorga pensión 

por jubilación a favor del C. Isaac Celso Ramírez Peralta, en cumplimiento a la 

ejecutoria de amparo número 472/2017-III, dictada por el Juzgado Segundo de 

Distrito en el Estado de Morelos.  

No habiendo oradores inscritos para hacer uso de la palabra a favor o en 

contra, la Presidenta instruyó a la Secretaría para que, en votación nominal, 

consultara a la Asamblea si era de aprobarse el dictamen, tanto en lo general como 

en lo particular, por tratarse de ejecutoria de amparo. El resultado de la votación fue 

de: 21 votos a favor, 0 en contra y 0 abstenciones. 

Como resultado de la votación, la Presidenta indicó que era de aprobarse el 

dictamen, tanto en lo general como en lo particular, por contener un solo artículo. 

La Presidenta instruyó se expidiera el decreto respectivo y se remitiera al 

Titular del Poder Ejecutivo para su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y 

Libertad”, órgano de difusión del Gobierno del Estado. 

Asimismo, instruyó a la Dirección Jurídica dar el trámite correspondiente a la 

ejecutoria. 

F). Se sometió a discusión, tanto en lo general como en lo particular, el 

dictamen emanado de la Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad Social, por el 

que se abroga el diverso 1350, publicado en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad” 

número 5475, de fecha 15 de febrero del 2017, mediante el cual se otorga pensión 

por jubilación a favor del C. Alfredo Corona Olivares, en cumplimiento a la ejecutoria 

de amparo número 297/2017-III, dictada por el Juzgado Segundo de Distrito en el 

Estado de Morelos.  
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No habiendo oradores inscritos para hacer uso de la palabra a favor o en 

contra, la Presidenta instruyó a la Secretaría para que, en votación nominal, 

consultara a la Asamblea si era de aprobarse el dictamen, tanto en lo general como 

en lo particular, por tratarse de ejecutoria de amparo. El resultado de la votación fue 

de: 21 votos a favor, 0 en contra y 0 abstenciones. 

Como resultado de la votación, la Presidenta indicó que era de aprobarse el 

dictamen, tanto en lo general como en lo particular, por contener un solo artículo. 

La Presidenta instruyó se expidiera el decreto respectivo y se remitiera al 

Titular del Poder Ejecutivo para su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y 

Libertad”, órgano de difusión del Gobierno del Estado. 

Asimismo, instruyó a la Dirección Jurídica dar el trámite correspondiente a la 

ejecutoria. 

G). Se sometió a discusión, tanto en lo general como en lo particular, el 

dictamen emanado de la Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad Social, por el 

que se abroga el dictamen de acuerdo de fecha veintidós de mayo de dos mil 

diecisietes, por el cual se niega la procedencia de la solicitud del C. Joel Román 

Brito, para otorgarle la pensión solicitada, y se emite decreto mediante el cual se 

otorga pensión por jubilación a su favor en cumplimiento a la ejecutoria de amparo 

número 2092/2016, dictada por el Juzgado Quinto de Distrito en el Estado de 

Morelos.  

No habiendo oradores inscritos para hacer uso de la palabra a favor o en 

contra, la Presidenta instruyó a la Secretaría para que, en votación nominal, 

consultara a la Asamblea si era de aprobarse el dictamen, tanto en lo general como 

en lo particular, por tratarse de ejecutoria de amparo. El resultado de la votación fue 

de: 21 votos a favor, 0 en contra y 0 abstenciones. 

Como resultado de la votación, la Presidenta indicó que era de aprobarse el 

dictamen, tanto en lo general como en lo particular, por contener un solo artículo. 

La Presidenta instruyó se expidiera el decreto respectivo y se remitiera al 

Titular del Poder Ejecutivo para su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y 

Libertad”, órgano de difusión del Gobierno del Estado. 

Asimismo, instruyó a la Dirección Jurídica dar el trámite correspondiente a la 

ejecutoria. 

H) La Secretaría, por instrucciones de la Presidencia, dio lectura a la versión 

sintetizada del dictamen emanado de la Junta Política y de Gobierno, mediante el 

cual se otorga pensión por jubilación al C. Ricardo Rosas Pérez, en cumplimiento a 

la ejecutoria pronunciada en el amparo en revisión administrativo R.A. 486/2016, 
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deducida del juicio de amparo número 916/2015, pronunciada por Segundo Tribunal 

Colegiado en materias penal y administrativa del Décimo Octavo Circuito del Estado 

de Morelos. 

La Presidenta instruyó se insertara de manera íntegra en el Semanario de los 

Debates. 

La Presidenta solicitó a la Secretaría consultara a la Asamblea, mediante 

votación económica, si el dictamen era de calificarse como de urgente y obvia 

resolución y en su caso, proceder a su discusión y votación respectiva en esta misma 

sesión. Se aprobó por unanimidad. 

Como resultado de la votación, la Presidenta indicó que el dictamen era de 

calificarse como de urgente y obvia resolución, para discutirse y votarse en la misma 

sesión. 

Se sometió a discusión, en lo general, el dictamen. 

No habiendo oradores inscritos para hacer uso de la palabra a favor o en 

contra, se sometió a discusión, en lo particular, el dictamen.  

No hubo oradores que se inscribieran para reservarse algún artículo. 

La Presidenta instruyó a la Secretaría para que, en votación nominal, 

consultara a la Asamblea si era de aprobarse, en lo general, el dictamen. El resultado 

de la votación fue de: 23 votos a favor, 0 en contra y 0 abstenciones. 

En virtud de la votación, la Presidenta indicó que era de aprobarse, en lo 

general, el dictamen. 

Como resultado de la votación en lo general y por no haberse reservado 

ningún artículo en lo particular, la Presidenta indicó que era de aprobarse el 

dictamen.  

La Presidenta instruyó se expidiera el decreto respectivo y se remitiera al 

Titular del Poder Ejecutivo para su publicación en el Periódico Oficial “Tierra y 

Libertad”, órgano de difusión del Gobierno del Estado. 

En cumplimiento del artículo 113, párrafo segundo fracción I del Reglamento 

para el Congreso del Estado, la Presidenta hizo del conocimiento de la Asamblea 

que: 

El dictamen emanado de la Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad Social 

por el que se concede pensión por cesantía en edad avanzada a los ciudadanos: Luz 

María Leticia Xicoténcatl Vázquez, Miguel Ángel Guzmán Reyes y Raymundo Raúl 

Piñones Salcedo; 
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El dictamen emanado de la Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad Social 

por el que se concede pensión por jubilación a los ciudadanos: Osbelia Flores 

Medina, Rosenda Mireya Díaz Cerón, Rosa Estela Rocha Salazar, Jorge Jacob 

Juárez Bernal, Mercedes Bruno Ahuyón, Antonia Peralta Salgado y Emiteria 

Vázquez Hernández; 

El dictamen emanado de la Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad Social 

por el que se concede pensión por viudez a las ciudadanas: Ofelia Laredo Nieto, 

Severiana Aldana Guzmán, María Teresa Leyva Salinas, Marina Lara Morales, 

Alejandra Micaela Vargas Hernández, Felicitas Macedo Catañeda, Sabina María 

Mañón Delgado, Amparo Díaz Chávez, Gloria Beltrán Rosales, Ma. de Lourdes 

Ocampo Ortiz, Guadalupe Alejandra Demesa Castro, Martha Arellano Ramírez, 

Rosa María Isabel Laue Díaz, Zenaida Fitz Vázquez, Leonarda Aparicio Bahena, 

Leticia Lara Pacheco, Angelita Sotelo Quintana, Marina Villa Bahena, María del 

Carmen Cecilia Galván Arribas y Ernestina Nava Brito;  

El dictamen emanado de la Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad Social 

por el que se concede pensión por viudez y orfandad a la ciudadana: Hortensia 

Alpizar López; 

El dictamen emanado de la Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad Social 

por el que se concede pensión por orfandad a la ciudadana: Evelia Barrios Nava. 

Correspondientes al numeral 7 del orden del día para esta sesión, satisfacen 

los requisitos establecidos en el Reglamento para el Congreso del Estado. 

La Presidenta comunicó que quedaban de primera lectura e instruyó se 
insertaran en el Semanario de los Debates y se publicaran en la Gaceta Legislativa, 
órgano informativo del Congreso del Estado. 

8.- Dictámenes de segunda lectura: 

A) Se sometió a discusión, en lo general, el dictamen emanado de la 

Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad Social por el que se concede pensión 

por cesantía en edad avanzada a los ciudadanos: Isaías Armando Briones Sesma, 

Laura Retana Chaparro, Miguel Carrillo Godoy, Bonifacio Roque de la Rosa, 

Alejandro Vargas Mujica, Rodolfo Mares Vásquez, María Irma González Hernández, 

Fructuosa Abundez Jardón, Rosalva Gama Brito. 

No habiendo oradores inscritos para hacer uso de la palabra a favor o en 

contra, se sometió a discusión, en lo particular, el dictamen.  

No hubo oradores que se inscribieran para reservarse algún artículo. 

La Vicepresidenta instruyó a la Secretaría para que, en votación nominal, 

consultara a la Asamblea si era de aprobarse, en lo general, el dictamen. El resultado 

de la votación fue de: 22 votos a favor, 0 en contra y 0 abstenciones. 
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En virtud de la votación, la Vicepresidenta indicó que era de aprobarse, en lo 

general, el dictamen. 

Como resultado de la votación en lo general y por no haberse reservado 

ningún artículo en lo particular, la Vicepresidenta indicó que era de aprobarse el 

dictamen.  

La Vicepresidenta instruyó se expidieran los decretos respectivos y se 

remitieran al Titular del Poder Ejecutivo para su publicación en el Periódico Oficial 

“Tierra y Libertad”, órgano de difusión del Gobierno del Estado. 

B) Se sometió a discusión, en lo general, el dictamen emanado de la 

Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad Social por el que se concede pensión 

por jubilación a los ciudadanos: Ana María Garduño García, María Guadalupe Coria 

Plascencia, Bertín Cárdenas López, Jorge Luis Solís Vázquez, Araceli Romero 

Ramírez, Joaquín Magdaleno Magdaleno, Candelaria Josefina Mancio Maldonado, 

Elizabeth Rosales Grahanda, Martha Aurora Gutiérrez Rojas, María Esther Castro 

Jaime, Oscar Oswaldo Olivos Ariza, Lilia Natalia Hernández Blas, Pablo Ernesto 

Rodríguez Hernández, José Fernando Figueroa Nájera, Carmen Vargas Medina, 

Teresa Enriqueta González Loza. 

No habiendo oradores inscritos para hacer uso de la palabra a favor o en 

contra, se sometió a discusión, en lo particular, el dictamen.  

No hubo oradores que se inscribieran para reservarse algún artículo. 

La Vicepresidenta instruyó a la Secretaría para que, en votación nominal, 

consultara a la Asamblea si era de aprobarse, en lo general, el dictamen. El resultado 

de la votación fue de: 22 votos a favor, 0 en contra y 0 abstenciones. 

En virtud de la votación, la Vicepresidenta indicó que era de aprobarse, en lo 

general, el dictamen. 

Como resultado de la votación en lo general y por no haberse reservado 

ningún artículo en lo particular, la Vicepresidenta indicó que era de aprobarse el 

dictamen.  

La Vicepresidenta instruyó se expidieran los decretos respectivos y se 

remitieran al Titular del Poder Ejecutivo para su publicación en el Periódico Oficial 

“Tierra y Libertad”, órgano de difusión del Gobierno del Estado. 

C) Se sometió a discusión, en lo general, el dictamen emanado de la 

Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad Social por el que se concede pensión 

por invalidez al ciudadano Javier Castro López.   

No habiendo oradores inscritos para hacer uso de la palabra a favor o en 

contra, se sometió a discusión, en lo particular, el dictamen.  
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No hubo oradores que se inscribieran para reservarse algún artículo. 

La Vicepresidenta instruyó a la Secretaría para que, en votación nominal, 

consultara a la Asamblea si era de aprobarse, en lo general, el dictamen. El resultado 

de la votación fue de: 22 votos a favor, 0 en contra y 0 abstenciones. 

En virtud de la votación, la Vicepresidenta indicó que era de aprobarse, en lo 

general, el dictamen. 

Como resultado de la votación en lo general y por no haberse reservado 

ningún artículo en lo particular, la Vicepresidenta indicó que era de aprobarse el 

dictamen.  

La Vicepresidenta instruyó se expidieran los decretos respectivos y se 

remitieran al Titular del Poder Ejecutivo para su publicación en el Periódico Oficial 

“Tierra y Libertad”, órgano de difusión del Gobierno del Estado. 

9.- Propuestas y acuerdos parlamentarios: 

B) Se concedió el uso de la palabra a la diputada Silvia Irra Marín, para 

presentar  proposición con punto de acuerdo parlamentario, por el que se exhorta a 

la Secretaria de Cultura del Estado de Morelos, para que la escuela de cuerdas que 

se implementará en el edificio de la antigua estación de trenes, ubicado en los Patios 

de la Estación del Municipio de Cuernavaca, Morelos, reciba el nombre del Profesor 

“Manuel León Díaz”, en el momento de su inauguración.  

La Secretaría, por instrucciones de la Vicepresidenta, consultó a la Asamblea, 

mediante votación económica, si la proposición con punto de acuerdo era de 

calificarse como de urgente y obvia resolución y en su caso, proceder a su discusión 

y votación respectiva en la misma sesión. Se aprobó por unanimidad. 

Como resultado de la votación, la Vicepresidenta indicó que era de calificarse 

como de urgente y obvia resolución la proposición con punto de acuerdo.  

Se sometió a discusión. 

No habiendo oradores inscritos para hablar a favor o en contra, la 

Vicepresidenta instruyó a la Secretaría para que, en votación económica, consultara 

a la Asamblea si era de aprobarse la proposición con punto de acuerdo citada. Se 

aprobó por unanimidad. 

Como resultado de la votación, se aprobó la proposición con punto de 

acuerdo.  

La Vicepresidenta instruyó se publicara en la Gaceta Legislativa y a la 

Secretaría de Servicios Legislativos y Parlamentarios le diera cumplimiento en sus 

términos. 
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C) Se concedió el uso de la palabra al diputado Jesús Escamilla 

Casarrubias, para presentar proposición con punto de acuerdo parlamentario,  

mediante el cual se exhorta a la Titular de la Secretaría de Obras Públicas, C. Patricia 

Izquierdo Medina para llevar a cabo la rehabilitación de balizamiento y señalización 

de las carreteras estatales y a los 33 ayuntamientos para que se generen las 

acciones de balizamiento de guarniciones, banquetas, camellones y vialidades en 

sus respectivos municipios del Estado de Morelos. 

La Secretaría, por instrucciones de la Vicepresidenta, consultó a la Asamblea, 

mediante votación económica, si la proposición con punto de acuerdo era de 

calificarse como de urgente y obvia resolución y en su caso, proceder a su discusión 

y votación respectiva en la misma sesión. Se aprobó por unanimidad. 

Como resultado de la votación, la Vicepresidenta indicó que era de calificarse 

como de urgente y obvia resolución la proposición con punto de acuerdo.  

Se sometió a discusión. 

No habiendo oradores inscritos para hablar a favor o en contra, la 

Vicepresidenta instruyó a la Secretaría para que, en votación económica, consultara 

a la Asamblea si era de aprobarse la proposición con punto de acuerdo citada. Se 

aprobó por unanimidad. 

Como resultado de la votación, se aprobó la proposición con punto de 

acuerdo.  

La Vicepresidenta instruyó se publicara en la Gaceta Legislativa y a la 

Secretaría de Servicios Legislativos y Parlamentarios le diera cumplimiento en sus 

términos. 

A) Se concedió el uso de la palabra al diputado Carlos Alfredo Alaniz 

Romero, para presentar proposición con punto de acuerdo parlamentario por el que 

se instruye al Titular de la Entidad Superior de Fiscalización del Congreso del Estado 

de Morelos, a que realice una auditoría especial al Sistema de Agua Potable y 

Alcantarillado del Municipio de Cuernavaca, Morelos, específicamente en los 

ejercicios fiscales 2015, 2016 y 2017.   

La Secretaría, por instrucciones de la Vicepresidenta, consultó a la Asamblea, 

mediante votación económica, si la proposición con punto de acuerdo era de 

calificarse como de urgente y obvia resolución y en su caso, proceder a su discusión 

y votación respectiva en la misma sesión. Se aprobó por unanimidad. 

Como resultado de la votación, la Vicepresidenta indicó que era de calificarse 

como de urgente y obvia resolución la proposición con punto de acuerdo.  

Se sometió a discusión. 
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No habiendo oradores inscritos para hablar a favor o en contra, la 

Vicepresidenta instruyó a la Secretaría para que, en votación económica, consultara 

a la Asamblea si era de aprobarse la proposición con punto de acuerdo citada. Se 

aprobó por unanimidad. 

Como resultado de la votación, se aprobó la proposición con punto de 

acuerdo.  

La Vicepresidenta instruyó se publicara en la Gaceta Legislativa y a la 

Secretaría de Servicios Legislativos y Parlamentarios le diera cumplimiento en sus 

términos. 

D) Se concedió el uso de la palabra al diputado Francisco Navarrete 

Conde, para presentar proposición con punto de acuerdo parlamentario, por el que 

se exhorta al Titular de la Secretaría de Hacienda del Gobierno del Estado de 

Morelos, para que, en el ámbito de sus facultades, realice las acciones necesarias 

con la finalidad de destinar una partida presupuestal a la Secretaría de Turismo para 

el desarrollo turístico de los municipios del Estado denominados “pueblos mágicos”. 

La Secretaría, por instrucciones de la Vicepresidenta, consultó a la Asamblea, 

mediante votación económica, si la proposición con punto de acuerdo era de 

calificarse como de urgente y obvia resolución y en su caso, proceder a su discusión 

y votación respectiva en la misma sesión. Se aprobó por unanimidad. 

Como resultado de la votación, la Vicepresidenta indicó que era de calificarse 

como de urgente y obvia resolución la proposición con punto de acuerdo.  

Se sometió a discusión. 

No habiendo oradores inscritos para hablar a favor o en contra, la 

Vicepresidenta instruyó a la Secretaría para que, en votación económica, consultara 

a la Asamblea si era de aprobarse la proposición con punto de acuerdo citada. Se 

aprobó por unanimidad. 

Como resultado de la votación, se aprobó la proposición con punto de 

acuerdo.  

La Vicepresidenta instruyó se publicara en la Gaceta Legislativa y a la 

Secretaría de Servicios Legislativos y Parlamentarios le diera cumplimiento en sus 

términos. 

E) Se concedió el uso de la palabra a la diputada Leticia Beltrán Caballero, 

para presentar proposición con punto de acuerdo parlamentario mediante el cual se 

exhorta al Titular del Instituto Estatal de Educación para Adultos del Estado de 

Morelos, para que se extienda la publicidad del programa de educación para adultos 

en las zonas más vulnerables y con mayor rezago educativo en el Estado de Morelos. 
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La Secretaría, por instrucciones de la Vicepresidenta, consultó a la Asamblea, 

mediante votación económica, si la proposición con punto de acuerdo era de 

calificarse como de urgente y obvia resolución y en su caso, proceder a su discusión 

y votación respectiva en la misma sesión. Se aprobó por unanimidad. 

Como resultado de la votación, la Vicepresidenta indicó que era de calificarse 

como de urgente y obvia resolución la proposición con punto de acuerdo.  

Se sometió a discusión. 

No habiendo oradores inscritos para hablar a favor o en contra, la 

Vicepresidenta instruyó a la Secretaría para que, en votación económica, consultara 

a la Asamblea si era de aprobarse la proposición con punto de acuerdo citada. Se 

aprobó por unanimidad. 

Como resultado de la votación, se aprobó la proposición con punto de 

acuerdo.  

La Vicepresidenta instruyó se publicara en la Gaceta Legislativa y a la 

Secretaría de Servicios Legislativos y Parlamentarios le diera cumplimiento en sus 

términos. 

Se incorporó a la sesión el diputado Francisco Alejandro Moreno Merino. 

6.- Se dio cuenta con las iniciativas recibidas: 

B) Iniciativa con proyecto de Ley de Juicio Político del Estado de Morelos, 

presentada por el diputado Mario Alfonso Chávez Ortega. 

ACUERDO: Queda del conocimiento del Pleno y túrnese a las comisiones de 

Gobernación, Gran Jurado y Ética Parlamentaria y de Participación Ciudadana y 

Reforma Política, para su análisis y dictamen.  

A) Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman diversas 

disposiciones del Código Familiar para el Estado Libre y Soberano de Morelos, que 

actualmente discriminan a los concubinos y las mujeres de nuestro Estado, 

presentada por la diputada Beatriz Vicera Alatriste. 

ACUERDO: Queda del conocimiento del Pleno y túrnese a la Comisión de 

Puntos Constitucionales y Legislación, para su análisis y dictamen.  

C) Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman diversas 

disposiciones de la Ley de Prestaciones de Seguridad Social de las Instituciones 

Policiales y de Procuración de Justicia del Sistema Estatal de Seguridad Pública, 

presentada por el diputado Francisco Navarrete Conde. 

ACUERDO: Queda del conocimiento del Pleno y túrnese a la Comisión de 

Trabajo, Previsión y Seguridad Social, para su análisis y dictamen. 
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F) Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman, adicionan y 

derogan diversos artículos y disposiciones al Código de Instituciones y 

Procedimientos Electorales del Estado de Morelos en materia de justicia electoral y 

medios de impugnación, presentada por la diputada Norma Alicia Popoca Sotelo, en 

representación del grupo parlamentario del Partido Acción Nacional. 

ACUERDO: Queda del conocimiento del Pleno y túrnese a las comisiones de 

Puntos Constitucionales y Legislación y Participación Ciudadana y Reforma Política, 

para su análisis y dictamen. 

O) Iniciativa de Ley de Fiscalización Superior y Rendición de Cuentas del 

Estado de Morelos, presentada por el diputado Mario Alfonso Chávez Ortega.   

ACUERDO: Queda del conocimiento del Pleno y túrnese a la Comisión de 

Hacienda, Presupuesto y Cuenta Pública, para su análisis y dictamen. 

I) Iniciativa con proyecto de decreto por el que se adiciona un artículo 9 

bis a la Ley Orgánica para el Congreso del Estado de Morelos, presentada por el 

diputado Julio Espín Navarrete.   

ACUERDO: Queda del conocimiento del Pleno y túrnese a la Comisión de 

Investigación y Relaciones Interparlamentarias, para su análisis y dictamen. 

P) Iniciativa con proyecto de decreto por el que se adiciona un párrafo al 

artículo 1 de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el 

Estado de Morelos, en materia de derechos humanos, presentada por el diputado 

Julio Espín Navarrete. 

ACUERDO: Queda del conocimiento del Pleno y túrnese a las comisiones de 

Justicia y Derechos Humanos y de Igualdad de Género, para su análisis y dictamen. 

E) Iniciativa con proyecto de decreto por la que se reforman los artículos 

322 fracción I y 323 del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el 

Estado de Morelos, presentada por el diputado José Manuel Tablas Pimentel. 

ACUERDO: Queda del conocimiento del Pleno y túrnese a la comisiones de 

Puntos Constitucionales y Legislación y Participación Ciudadana y Reforma Política, 

para su análisis y dictamen. 

K) Se concedió el uso de la palabra a la diputada Hortencia Figueroa 

Peralta, para presentar iniciativa con proyecto de decreto que reforma la fracción XIII 

del artículo 12, el tercer párrafo del artículo 36 y la fracción III del artículo 38, todos 

de la Ley de Educación del Estado de Morelos.  

ACUERDO: Queda del conocimiento del Pleno y túrnese a la Comisión de 

Educación y Cultura, para su análisis y dictamen. 
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D) Se concedió el uso de la palabra al diputado Javier Montes Rosales, 

para presentar iniciativa con proyecto de decreto por el cual se declara a los 

“Sayones” del Municipio de Tetela del Volcán, como patrimonio inmaterial e 

intangible del Estado de Morelos. 

ACUERDO: Queda del conocimiento del Pleno y túrnese a la Comisión de 

Turismo, para su análisis y dictamen. 

G) Se concedió el uso de la palabra al diputado Víctor Manuel Caballero 

Solano, en representación del grupo parlamentario del Partido Acción Nacional, para 

presentar iniciativa con proyecto de decreto por el cual se reforma el artículo 84, 

apartado A, fracción I, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 

Morelos.  

ACUERDO: Queda del conocimiento del Pleno y túrnese a la Comisión de 

Puntos Constitucionales y Legislación, para su análisis y dictamen. 

H) Se concedió el uso de la palabra al diputado Emmanuel Alberto Mojica 

Linares, en representación del grupo parlamentario del Partido Acción Nacional, para 

presentar iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 65 del 

Código Familiar para el Estado Libre y Soberano de Morelos. 

ACUERDO: Queda del conocimiento del Pleno y túrnese a la Comisión de 

Puntos Constitucionales y Legislación, para su análisis y dictamen. 

J) Se concedió el uso de la palabra al diputado Víctor Manuel Caballero 

Solano, en representación del grupo parlamentario del Partido Acción Nacional, para 

presentar iniciativa con proyecto de decreto por el cual se reforma y adiciona el 

artículo 19 bis, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos.   

ACUERDO: Queda del conocimiento del Pleno y túrnese a la Comisión de 

Puntos Constitucionales y Legislación, para su análisis y dictamen. 

L) Se concedió el uso de la palabra al diputado Emmanuel Alberto Mojica 

Linares, en representación del grupo parlamentario del Partido Acción Nacional, para 

presentar iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma la Ley Orgánica 

para el Congreso del Estado de Morelos, por la cual se adiciona el Capítulo V “Del 

Consejo Consultivo del Congreso del Estado”, al Título Séptimo “De la Organización 

del Congreso del Estado”.  

ACUERDO: Queda del conocimiento del Pleno y túrnese a la Comisión de 

Investigación y Relaciones Interparlamentarias, para su análisis y dictamen. 

M) Se concedió el uso de la palabra al diputado Manuel Nava Amores para 

presentar iniciativa con proyecto de decreto que reforma diversas disposiciones del 
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Código Familiar y Procesal Familiar, ambos para el Estado Libre y Soberano de 

Morelos, en favor de niñas, niños y adolescentes. 

ACUERDO: Queda del conocimiento del Pleno y túrnese a las comisiones de 

Puntos Constitucionales y Legislación, y de la Familia, para su análisis y dictamen. 

Con fundamento en el artículo 36, fracción VIII de la Ley Orgánica para el 

Congreso del Estado y a petición del Presidente de la Comisión de Hacienda, 

Presupuesto y Cuenta Pública, la Vicepresidenta comunicó que se retiraba del orden 

del día el dictamen de primera lectura indicado en el inciso I). 

10.- Se dio cuenta con la correspondencia recibida: 

PRIMERA.- Escritos de los ciudadanos: María Magdalena Vargas Ramírez, 

Ma. Nieves Estrada Salvarrey, Georgina Arendón Xixitla, Teresa Reyes Terán, 

Martha Angélica Gómez Luque, Susana Sonia Bravo Paredes, Gregorio Ángel 

Martínez, Epigmenia Jaimes Vázquez, María Elena Mondragón Barrón, María Esther 

Noemí Pacheco Aguilar, Xorabet Xucati Vargas Ruíz, Blanca Estela Cornelio 

Noriega, Junior Fuentes Jaimes, Antonia Romero Colín, Martha Virginia Reza 

Román, Alma Delia Fuentes Romero, Soraya Marina Tejeda Estrada, Carlos Estrada 

Lozano, Sara Guadalupe Muñoz Flores, Claudia Lorena Urquiza Aguilar, Pedro 

Villalba Carreño, Judith Cambrón Vidal, María Victoria Abarca Martínez, Sonia 

Barragán Cisneros, Dalia Pérez Gutiérrez, Javier Antonio Peña Rodríguez, Adriana 

Pedroza Alcántara, María Martha Gómez Arce, María Guadalupe Garza Ramírez, 

Guadalupe González García,   quienes solicitan pensión por jubilación; Andrés 

Gabino Martínez Toledo, Ignacio Peralta Garduño, Javier Arriaga Sota, Martha Elva 

Delgado Villalobos, Martiniano Casarrubias Flores, Joel Monroy Mejía, Maurilio 

González Almazán, Ma. del Carmen Domínguez Herrera, quienes solicitan pensión 

por cesantía en edad avanzada; Saturnino Olea Gómez, quien solicita pensión por 

invalidez; Esteban Carlos Odriozola Mirón, Ma. de Lourdes Medina Galeana, quienes 

solicitan pensión por viudez; Rubén Leyva Vizcaino, quien solicita pensión por viudez 

en su favor y por orfandad, en representación de los descendientes Yeshua 

Alejandro Leyva Castro y Santiago Leyva Castro. 

ACUERDO: Quedan del conocimiento del Pleno y túrnense a la Comisión de 

Trabajo, Previsión y Seguridad Social, para su análisis y dictamen correspondiente. 

SEGUNDA.- Oficio remitido por la Consejera Presidenta del Instituto 

Morelense de Procesos Electorales y Participación Ciudadana, por medio del cual 

remite copia certificada del acuerdo IMPEPAC/CEE/027/2017, relativo a la 

aprobación de la cuenta pública del ejercicio fiscal 2016, de los ingresos y egresos 

asignados a ese instituto.  
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ACUERDO: Queda del conocimiento del Pleno y túrnese a la Comisión de 

Hacienda, Presupuesto y Cuenta Pública, para su conocimiento y efectos legales  

conducentes. 

TERCERA.- Oficio remitido por la Subsecretaría General de Acuerdos, 

Sección de Trámite de Controversias Constitucionales y de Acciones de 

Inconstitucionalidad del Poder Judicial de la Federación, por medio del cual hace del 

conocimiento el acuerdo dictado en el incidente de suspensión de la controversia 

constitucional 134/2017, promovida por el Municipio de Cuernavaca, Morelos, en el 

que  impugna la reforma al artículo 14 de la Ley de Ingresos del Municipio de 

Cuernavaca, para el ejercicio fiscal 2017, publicada en el Periódico Oficial “Tierra y 

Libertad”, de fecha 08 de marzo de 2017. 

ACUERDO: Queda del conocimiento del Pleno y túrnese a la Dirección 

Jurídica de este Congreso del Estado, para su conocimiento y efectos legales 

conducentes. 

CUARTA.- Cuenta pública de los meses de enero, febrero y marzo, 

correspondiente al primer trimestre del ejercicio fiscal 2017, remitida por el Sistema 

Municipal para el Desarrollo Integral de la Familia de Cuernavaca, para su análisis y 

aprobación correspondiente. 

ACUERDO: Queda del conocimiento del Pleno y túrnese a la Comisión de 

Hacienda, Presupuesto y Cuenta Pública, para su conocimiento y efectos legales 

conducentes. 

CUARTA.- Oficio remitido por el Presidente de la Comisión de Derechos 

Humanos del Estado de Morelos, por medio del cual hace del conocimiento el 

acuerdo dictado en los autos del expediente 075/2015-2, a través del cual realizan 

atento recordatorio al Fiscal General del Estado, a efecto de que, en un término de 

diez días naturales contados a partir de la notificación del presente instrumento, 

tenga a bien remitir evidencias de cumplimiento de la solicitud de mérito. 

ACUERDO: Queda del conocimiento del Pleno y túrnese a la Comisión de 

Justicia y Derechos Humanos; asimismo, remítase copia a la Dirección Jurídica de 

este Congreso, para su conocimiento y efectos legales conducentes. 

QUINTA.- Oficio remitido por el Presidente de la Comisión de Derechos 

Humanos del Estado de Morelos, por medio del cual hace del conocimiento el 

acuerdo dictado en los autos del expediente 622/2015-4, a través del cual realizan 

atento recordatorio al Fiscal General del Estado, a efecto de que, en un término de 

diez días naturales, tenga a bien remitir evidencias de cumplimiento de la solicitud 

de mérito. 
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ACUERDO: Queda del conocimiento del Pleno y túrnese a la Comisión de 

Justicia y Derechos Humanos; asimismo, remítase copia a la Dirección Jurídica de 

este Congreso, para su conocimiento y efectos legales conducentes. 

SÉPTIMA.- Oficio remitido por ciudadanos del Municipio de Jiutepec, Morelos, 

por medio del cual solicitan a esta Soberanía se instruya a quien corresponda a llevar 

a cabo auditoría al Municipio de Jiutepec, Morelos, misma que refieren ya fue 

solicitada con anterioridad a las comisiones de Hacienda, Presupuesto y Cuenta 

Pública y a la Comisión de Gran Jurado y Ética Parlamentaria, así como a los 

diputados integrantes de este Congreso del Estado. 

ACUERDO: Queda del conocimiento del Pleno y túrnese a las comisiones de 

Hacienda, Presupuesto y Cuenta Pública y de Gobernación, Gran Jurado y Ética 

Parlamentaria, para su conocimiento y efectos legales conducentes. 

OCTAVA.- Oficio remitido por el Presidente  de la Comisión Nacional de los 

Derechos Humanos, por medio del cual informa que esa Comisión Nacional emitió 

la recomendación general número 30, sobre condiciones de autogobierno y/o 

cogobierno en los centros penitenciarios de la República Mexicana, misma 

recomendación que remiten en medio magnético, manifestando que las propuestas 

que en ella se mencionan, contribuyan a garantizar el respeto de los derechos 

humanos en las personas privadas de la libertad en los centros de reclusión del país. 

ACUERDO: Queda del conocimiento del Pleno y túrnese a la Comisión de 

Justicia y Derechos Humanos, para su conocimiento y efectos  legales conducentes. 

DÉCIMA.- Oficios remitidos por la Subsecretaría General de Acuerdos, 

Sección de Trámite de Controversias Constitucionales y de Acciones de 

Inconstitucionalidad del Poder Judicial de la Federación, por medio de los cuales 

hacen del conocimiento los acuerdos dictados en la controversia constitucional 

121/2017, y en el incidente de suspensión de la controversia constitucional 121/2017, 

promovidas por el Municipio de Cuernavaca, Morelos, contra los poderes Legislativo, 

Ejecutivo,  y el Secretario de Gobierno, todos del Estado de Morelos. 

ACUERDO: Queda del conocimiento del Pleno y túrnese a la Dirección 

Jurídica de este Congreso del Estado, para su conocimiento y efectos legales 

conducentes. 

11.- No hubo oradores inscritos en asuntos generales. 

La Vicepresidenta  comunicó a los señores diputados que se recibió solicitud 

de justificación de inasistencia a la sesión del Julio Espín Navarrete, misma que será 

calificada por la Mesa Directiva, una vez que sea analizada conforme al marco 

jurídico del Congreso del Estado. 
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12.- No habiendo otro asunto que tratar, se clausuró la sesión siendo las 

quince horas con cuarenta minutos y se informó a los legisladores que serían 

convocados a la siguiente sesión ordinaria con la debida oportunidad. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Damos fe. ------------------------------------------------------- 

 

 

 

 

 

 

BEATRIZ VICERA ALATRISTE 

DIPUTADA PRESIDENTA 

 

 

 

 

 

HORTENCIA FIGUEROA PERALTA 

DIPUTADA VICEPRESIDENTA 
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SILVIA IRRA MARÍN 

DIPUTADA SECRETARIA 

 

 

 

 

 

EDITH BELTRÁN CARRILLO 

DIPUTADA SECRETARIA 

 

 

ORDEN DEL DÍA FINAL 

 

1. Pase de lista de las diputadas y diputados. 

2. Declaratoria del quórum legal. 

3. Lectura, discusión y votación del orden del día. 

4. Lectura, y aprobación de las actas de las sesiones ordinaria y solemne 

de los días 24 y 25 de mayo del 2017, respectivamente. 

5. Correspondencia. 

6. Iniciativas. 

A). Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman diversas 

disposiciones del Código Familiar para el Estado Libre y Soberano de Morelos, que 

actualmente discriminan a los concubinos y las mujeres de nuestro Estado; 

presentada por la diputada Beatriz Vicera Alatriste.  

B). Iniciativa con proyecto de Ley de Juicio Político del Estado de Morelos; 

presentada por el diputado Mario Alfonso Chávez Ortega. 
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C). Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman diversas 

disposiciones de la Ley de Prestaciones de Seguridad Social de las Instituciones 

Policiales y de Procuración de Justicia del Sistema Estatal de Seguridad Pública; 

presentada por el diputado Francisco Navarrete Conde. 

D). Iniciativa con proyecto de decreto por el cual se declara a los Sayones 

del Municipio de Tetela del Volcán como patrimonio inmaterial e intangible del Estado 

de Morelos; presentada por el diputado Javier Montes Rosales. 

E). Iniciativa con proyecto de decreto por la que se reforman los artículos 

322 fracción I y 323 del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el 

Estado de Morelos; presentada por el diputado José Manuel Tablas Pimentel. 

F). Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman, adicionan y 

derogan diversos artículos y disposiciones al Código de Instituciones y 

Procedimientos Electorales del Estado de Morelos en materia de justicia electoral y 

medios de impugnación; presentada por la diputada Norma Alicia Popoca Sotelo en 

representación del grupo parlamentario del Partido Acción Nacional. 

G). Iniciativa con proyecto de decreto por el cual se reforma el artículo 84, 

apartado A, fracción I, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 

Morelos, presentada por el diputado Víctor Manuel Caballero Solano en 

representación del grupo parlamentario del Partido Acción Nacional.  

H). Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 65 

del Código Familiar para el Estado Libre y Soberano de Morelos; presentada por el 

diputado Emmanuel Alberto Mojica Linares en representación del grupo 

parlamentario del Partido Acción Nacional. 

I). Iniciativa con proyecto de decreto por el que se adiciona un artículo 9 

bis a la Ley Orgánica para el Congreso del Estado de Morelos; presentada por el 

diputado Julio Espín Navarrete.  

J). Iniciativa con proyecto de decreto por el cual se reforma y adiciona el 

artículo 19 Bis de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos; 

presentada por el diputado Víctor Manuel Caballero Solano en representación del 

grupo parlamentario del Partido Acción Nacional.  

K). Iniciativa con proyecto de decreto que reforma la fracción XIII del 

artículo 12, el tercer párrafo del artículo 36 y la fracción III del artículo 38, todos de 

la Ley de Educación del Estado de Morelos; presentada por la diputada Hortencia 

Figueroa Peralta. 

L). Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma la Ley Orgánica 

para el Congreso del Estado de Morelos, por la cual se adiciona el Capítulo V “Del 

Consejo Consultivo del Congreso del Estado”, al Título Séptimo “De la Organización 
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del Congreso del Estado”, presentada por el diputado Emmanuel Alberto Mojica 

Linares en representación del grupo parlamentario del Partido Acción Nacional. 

M). Iniciativa con proyecto de decreto que reforma diversas disposiciones 

del Código Familiar y Procesal Familiar, ambos para el Estado Libre y Soberano de 

Morelos, en favor de niñas, niños y adolescentes, presentada por el diputado Manuel 

Nava Amores. 

N). Iniciativa con proyecto de decreto que crea la Ley del Escudo y Marcha 

“Morelenses” del Estado de Morelos; presentada por la diputada Silvia Irra Marín.  

O). Iniciativa de Ley de Fiscalización Superior y Rendición de Cuentas del 

Estado de Morelos; presentada por el diputado Mario Alfonso Chávez Ortega.  

P). Iniciativa con proyecto de decreto por el que se adiciona un párrafo al 

artículo 1 de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el 

Estado de Morelos, en materia de derechos humanos; presentada por el diputado 

Julio Espín Navarrete.  

7. Dictámenes de primera lectura. 

A). Dictamen emanado de la Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad 

Social, por el que se abroga el dictamen de acuerdo de fecha siete de septiembre de 

dos mil dieciséis, por el cual se niega la procedencia de la solicitud del C. Arturo 

Escobar Colín, para otorgarle la pensión solicitada y se emite decreto mediante el 

cual se otorga pensión por jubilación a su favor en cumplimiento a la ejecutoria de 

amparo número 2147/2016-III, dictada por el Juzgado Séptimo de Distrito en el 

Estado de Morelos. (Urgente y obvia resolución). 

B). Dictamen emanado de la Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad 

Social, por el que se abroga el diverso 1164, publicado en el Periódico Oficial “Tierra 

y Libertad” número 5444, de fecha 02 de noviembre del 2016, mediante el cual se 

otorga pensión por jubilación a favor del C. Fortino Alonzo Martínez, en cumplimiento 

a la ejecutoria de amparo número 1940/2016, dictada por el Juzgado Quinto de 

Distrito en el Estado de Morelos. (Urgente y obvia resolución). 

C). Dictamen emanado de la Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad 

Social, por el que se abroga el diverso 1293, publicado en el Periódico Oficial “Tierra 

y Libertad” número 5450, de fecha 30 de noviembre del 2016, mediante el cual se 

otorga pensión por jubilación a favor del C. Ezequiel Irineo Oliveros, en cumplimiento 

a la ejecutoria de amparo número 2179/2016-9, dictada por el Juzgado Primero de 

Distrito en el Estado de Morelos. (Urgente y obvia resolución). 

D). Dictamen emanado de la Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad 

Social, por el que se abroga el diverso 1179, publicado en el Periódico Oficial “Tierra 

y Libertad” número 5444, de fecha 02 de noviembre del 2016, mediante el cual se 
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otorga pensión por jubilación a favor del C. Armando Lira Galván, en cumplimiento a 

la ejecutoria de amparo número 193/2017-II, dictada por el Juzgado Segundo de 

Distrito en el Estado de Morelos. (Urgente y obvia resolución). 

E). Dictamen emanado de la Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad 

Social, por el que se abroga el diverso 1596, publicado en el Periódico Oficial “Tierra 

y Libertad” número 5479, de fecha 08 de marzo del 2017, mediante el cual se otorga 

pensión por jubilación a favor del C. Isaac Celso Ramírez Peralta, en cumplimiento 

a la ejecutoria de amparo número 472/2017-III, dictada por el Juzgado Segundo de 

Distrito en el Estado de Morelos. (Urgente y obvia resolución). 

F). Dictamen emanado de la Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad 

Social, por el que se abroga el diverso 1350, publicado en el Periódico Oficial “Tierra 

y Libertad” número 5475, de fecha 15 de febrero del 2017, mediante el cual se otorga 

pensión por jubilación a favor del C. Alfredo Corona Olivares, en cumplimiento a la 

ejecutoria de amparo número 297/2017-III, dictada por el Juzgado Segundo de 

Distrito en el Estado de Morelos. (Urgente y obvia resolución). 

G). Dictamen emanado de la Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad 

Social, por el que se abroga el dictamen de acuerdo de fecha veintidós de mayo de 

dos mil diecisiete, por el cual se niega la procedencia de la solicitud del C. Joel 

Román Brito, para otorgarle la pensión solicitada, y se emite decreto mediante el cual 

se otorga pensión por jubilación a su favor, en cumplimiento a la ejecutoria de 

amparo número 2092/2016, dictada por el Juzgado Quinto de Distrito en el Estado 

de Morelos. (Urgente y obvia resolución). 

H). Dictamen emanado de la Junta Política y de Gobierno, mediante el cual 

se otorga pensión por jubilación al C. Ricardo Rosas Pérez, en cumplimiento a la 

ejecutoria pronunciada en el amparo en revisión administrativo R.A. 486/2016, 

deducida del juicio de amparo número 916/2015, pronunciada por el Segundo 

Tribunal Colegiado en materias penal y administrativa del Décimo Octavo Circuito 

del Estado de Morelos. (Urgente y obvia resolución) 

I). Se retiró. 

J). Dictamen emanado de la Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad 

Social por el que se concede pensión por cesantía en edad avanzada a los 

ciudadanos: Luz María Leticia Xicoténcatl Vázquez, Miguel Ángel Guzmán Reyes y 

Raymundo Raúl Piñones Salcedo.  

K). Dictamen emanado de la Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad 

Social por el que se concede pensión por jubilación a los ciudadanos: Osbelia Flores 

Medina, Rosenda Mireya Díaz Cerón, Rosa Estela Rocha Salazar, Jorge Jacob 
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Juárez Bernal, Mercedes Bruno Ahuyón, Antonia Peralta Salgado y Emiteria 

Vázquez Hernández. 

L). Dictamen emanado de la Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad 

Social por el que se concede pensión por viudez a las ciudadanas: Ofelia Laredo 

Nieto, Severiana Aldana Guzmán, María Teresa Leyva Salinas, Marina Lara Morales, 

Alejandra Micaela Vargas Hernández, Felicitas Macedo Catañeda, Sabina María 

Mañón Delgado, Amparo Díaz Chávez, Gloria Beltrán Rosales, Ma. de Lourdes 

Ocampo Ortiz, Guadalupe Alejandra Demesa Castro, Martha Arellano Martínez, 

Rosa María Isabel Laue Díaz, Zenaida Fitz Vázquez, Leonarda Aparicio Bahena, 

Leticia Lara Pacheco, Angelita Sotelo Quinta, Marina Villa Bahena, María del Carmen 

Cecilia Galván Arribas y Ernestina Nava Brito.  

M). Dictamen emanado de la Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad 

Social por el que se concede pensión por viudez y orfandad a la ciudadana: Hortensia 

Alpizar López. 

N). Dictamen emanado de la Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad 

Social por el que se concede pensión por orfandad a la ciudadana: Evelia Barrios 

Nava. 

8. Dictámenes de segunda lectura. 

A). Dictamen emanado de la Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad 

Social por el que se concede pensión por cesantía en edad avanzada a los 

ciudadanos: Isaías Armando Briones Sesma, Laura Retana Chaparro, Miguel Carrillo 

Godoy, Bonifacio Roque de la Rosa, Alejandro Vargas Mujica, Rodolfo Mares 

Vázquez, María Irma González Hernández, Fructuosa Abundez Jardón, Rosalva 

Gama Brito. 

B). Dictamen emanado de la Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad 

Social por el que se concede pensión por jubilación a los ciudadanos: Ana María 

Garduño García, María Guadalupe Coria Plascencia, Bertín Cárdenas López, Jorge 

Luis Solís Vázquez, Araceli Romero Ramírez, Joaquín Magdaleno Magdaleno, 

Candelaria Josefina Mancio Maldonado, Elizabeth Rosales Grahanda, Martha 

Aurora Gutiérrez Rojas, María Esther Castro Jaime, Oscar Oswaldo Olivos Ariza, 

Lilia Natalia Hernández Blas, Pablo Ernesto Rodríguez Hernández, José Fernando 

Figueroa Nájera, Carmen Vargas Medina, Teresa Enriqueta González Loza. 

C). Dictamen emanado de la Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad 

Social por el que se concede pensión por invalidez al ciudadano Javier Castro López.   

D). Dictamen emanado de la Comisión de Salud, por el que se instituye el 

reconocimiento al “Mérito a la Enfermería”, del Estado de Morelos. 

9. Puntos de acuerdo parlamentarios: 
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A). Proposición con punto de acuerdo parlamentario por el que se instruye 

al Titular de la Entidad Superior de Fiscalización del Congreso del Estado de 

Morelos, a que realice una auditoría especial al Sistema de Agua Potable y 

Alcantarillado del Municipio de Cuernavaca, Morelos, específicamente en los 

ejercicios fiscales 2015, 2016 y 2017; presentado por el diputado Carlos Alfredo 

Alaniz Romero. (Urgente y obvia resolución). 

B). Proposición con punto de acuerdo parlamentario por el que se exhorta 

a la Secretaria de Cultura del Estado de Morelos, para que la escuela de cuerdas 

que se implementará en el edificio de la antigua estación de trenes, ubicado en los 

Patios de la Estación del Municipio de Cuernavaca, Morelos, reciba el nombre del 

Profesor “Manuel León Díaz”, en el momento de su inauguración; presentado por la 

diputada Silvia Irra Marín. (Urgente y obvia resolución). 

C). Proposición con punto de acuerdo parlamentario mediante el cual se 

exhorta a la Titular de la Secretaría de Obras Públicas, C. Patricia Izquierdo Medina 

para llevar a cabo la rehabilitación de balizamiento y señalización de las carreteras 

estatales y a los 33 ayuntamientos para que se generen las acciones de balizamiento 

de guarniciones, banquetas, camellones y vialidades en sus respectivos municipios 

del Estado de Morelos; presentado por el diputado Jesús Escamilla Casarrubias. 

(Urgente y obvia resolución). 

D). Proposición con punto de acuerdo parlamentario por el que se exhorta 

al Titular de la Secretaría de Hacienda del Gobierno del Estado de Morelos, para que 

en el ámbito de sus facultades realice las acciones necesarias con la finalidad de 

destinar una partida presupuestal a la Secretaría de Turismo para el desarrollo 

turístico de los municipios del Estado denominados “pueblos mágicos”; presentado 

por el diputado Francisco Navarrete Conde. (Urgente y obvia resolución). 

E). Proposición con punto de acuerdo mediante el cual se exhorta al Titular 

del Instituto Estatal de Educación para Adultos del Estado de Morelos, para que se 

extienda la publicidad del programa de educación para adultos en las zonas más 

vulnerables y con mayor rezago educativo en el Estado de Morelos; presentada por 

la diputada Leticia Beltrán Caballero. (Urgente y obvia resolución). 

10. Correspondencia. 

11. Asuntos generales. 

12. Clausura de la sesión. 
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INICIATIVAS 

Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman, adicionan y derogan 

diversas disposiciones del Código Penal para el Estado de Morelos, en materia 

de combate a la corrupción; presentada por el diputado Enrique Javier Laffitte 

Bretón. 

 

HONORABLE ASAMBLEA: 

P R E S E N T E 

 

EL QUE SUSCRIBE DIPUTADO ENRIQUE JAVIER LAFFITTE BRETÓN, 

INTEGRANTE DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO DE LA 

REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA EN LA QUINCUAGÉSIMA TERCERA 

LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO DE MORELOS, CON LA 

FACULTAD QUE ME CONFIEREN LOS ARTÍCULOS 42 FRACCIÓN II DE LA 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS Y 

18 FRACCIÓN IV DE LA LEY ORGÁNICA PARA EL CONGRESO DEL ESTADO, 

PRESENTO A SU CONSIDERACIÓN INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO 

POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS 

DISPOSICIONES DEL CÓDIGO PENAL PARA EL ESTADO DE MORELOS, CON 

LA FINALIDAD DE ADECUAR SU CONTENIDO CON LAS DISPOSICIONES QUE 

RIGEN A LOS SISTEMAS NACIONAL Y ESTATAL ANTICORRUPCIÓN, MISMA 

QUE SUSTENTO EN LA SIGUIENTE:  

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

Un Morelos sin corrupción, próspero y progresista, es una aspiración principal de la 
sociedad morelense. 
 
La Sociedad ha exigido desde hace ya mucho tiempo, la creación de leyes e 
instituciones eficaces para combatir la corrupción, que tanto ha lacerado; es por ello 
que, preocupados por la gravedad de los problemas y las amenazas que plantea la 
corrupción para la estabilidad y seguridad de las sociedades, al socavar las 
instituciones y los valores de la democracia, la ética y la justicia, y al comprometer el 
desarrollo sostenible y el imperio de la ley, planteo la presente iniciativa con la 
finalidad de reformar el Código Penal del Estado de Morelos, en el que se establezca 
con toda precisión los delitos relacionados con hechos de corrupción y de esa 
manera quede armonizado con las reformas realizadas al Código Penal Federal, 
publicadas en el Diario Oficial de la Federación el 18 de Julio de 2016. 
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Un informe de Transparencia Internacional, difundido el 02 de diciembre de 2014, da 
a conocer que nuestro País, en el 2014, ocupó el lugar 103 de 175, de entre los 
países miembros de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico 
(OCDE) con mayor corrupción, entre los cuales se realizó la medición; es decir, 
México se ubica dentro del ranking de los países con mayor incidencia de ese 
fenómeno.  
 
Por su parte el 27 de enero de 2016, la misma organización publicó un estudio en el 
que da a conocer el índice de percepción de corrupción a nivel mundial en un estudio 
realizado entre 168 países, en el cual México ocupa el lugar 95 y el 11 entre los 
veintidós países de América Latina. 
 
De lo anterior se puede advertir que México se encuentra por arriba de la media en 
cuanto a los índices de corrupción; por ello diversos sectores de la sociedad, entre 
ellos Transparencia Mexicana, manifestaron desde entonces la urgente necesidad 
de contar con un Sistema Anticorrupción que abarcara los ámbitos federal, estatal y 
municipal. 
 
La presente iniciativa tiene por objeto modificar y adicionar diversos artículos del 
Código Penal del Estado de Morelos, en los que se contemple el Titulo de Hechos 
de Corrupción, con las conductas de servidores públicos que deben encuadrarse en 
este título, pues la corrupción ha dejado de ser un problema local para convertirse 
en un fenómeno transnacional que afecta a todas las sociedades y economías, 
teniendo presente que la prevención y la erradicación de la corrupción son 
responsabilidades de todos los Estados, con el apoyo y la participación de personas 
y grupos que no pertenecen al sector público, como la sociedad civil, las 
organizaciones no gubernamentales y las organizaciones de base comunitaria, para 
que sus esfuerzos en este ámbito sean eficaces. 
 
Como lo ha sostenido la ONU: “La corrupción es una plaga insidiosa que tiene un 
amplio espectro de consecuencias corrosivas para la sociedad. Socava la 
democracia y el estado de derecho, da pie a violaciones de los derechos humanos, 
distorsiona los mercados, menoscaba la calidad de vida y permite el florecimiento de 
la delincuencia organizada, el terrorismo y otras amenazas a la seguridad humana. 
Este fenómeno maligno se da en todos los países —grandes y pequeños, ricos y 
pobres— pero sus efectos son especialmente devastadores en el mundo en 
desarrollo. 
 
“La corrupción afecta más a los sectores más desprotegidos de la sociedad, porque 
desvía los fondos destinados al desarrollo, socava la capacidad de los gobiernos de 
ofrecer servicios básicos, alimenta la desigualdad y la injusticia y desalienta la 
inversión y las ayudas extranjeras. La corrupción es un factor clave del bajo 
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rendimiento y un obstáculo muy importante para el alivio de la pobreza y el 
desarrollo.” 1 
 
Las normas jurídicas deben reformarse tomando como premisa fundamental la 
progresividad y no el retroceso; para ello, debe tenerse claro que el combate a la 
corrupción incide en la toma de decisiones estructurales sobre la base de 
procedimientos eficaces, a partir de la prevención de conductas relacionadas con 
actos de corrupción, de la participación ciudadana, la observancia de las leyes y la 
racionalidad de las sanciones, entre otros aspectos. 
 
En este sentido, es indispensable hacer referencia a las finalidades principales 
adoptadas en el artículo 1° de la Convención de las Naciones Unidas contra la 
Corrupción mediante resolución número 58/4 de fecha 3 de octubre de 2003, por la 
Asamblea General que establece: “La finalidad de la presente convención es: (i) 
Adoptar medidas para prevenir y combatir de forma eficaz y eficiente la corrupción, 
así como el fortalecimiento de las normas existentes; (ii) Fomentar la cooperación 
internacional y la asistencia técnica en la prevención y la lucha contra la corrupción, 
y (iii) Promover la integridad, la obligación de rendir cuentas y la debida gestión de 
los asuntos y bienes públicos”. 
 
Por consiguiente, debemos armonizar la legislación estatal para disponer de 
instrumentos eficaces para investigar a todo servidor público y particular que 
participe en hechos relacionados con la corrupción, y así, se advertirá a todos ellos 
que no se seguirá tolerando se traicione la confianza de la sociedad, malversando 
sus contribuciones, y se reiterará la importancia de valores fundamentales como la 
honestidad, el respeto del estado de derecho, la obligación de rendir cuentas y la 
transparencia para fomentar el desarrollo y hacer que nuestro mundo sea un lugar 
mejor para todos. 
 
Que la redacción del presente ordenamiento es acorde con los avances de la ciencia 
jurídico penal, pero exenta de formulaciones doctrinales innecesarias o de afiliaciones 
escolásticas prescindibles. Se debe contar con un texto que pueda ser bien 
comprendido y aplicado por quienes tienen a su cargo esta elevada misión, así como 
por la comunidad morelense, destinataria de las normas jurídicas. 
 
Bien se sabe que muchas opciones contenidas en una legislación penal, cualesquiera 

que sean estas, son naturalmente discutibles y han sido ampliamente 

abordadas por tratadistas, juzgadores y el foro en general. En todo caso, el presente 

ordenamiento incorpora las opciones más frecuentemente aceptadas por el actual 

Derecho penal mexicano, sin ignorar soluciones extranjeras, en la medida en 

que resulten aprovechables en nuestro país, pero incorporando novedades 

legislativas actuales, propias de nuestro sistema penal, como las que ya se 

                                                           
1 Convención de las Naciones Unidas Contra la Corrupción. Resolución 58/4 de la Asamblea 
General, de 31 de octubre de 2003. 
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encuentran en el Código Penal Federal, con especial diseño y redacción para el 

eficaz combate a la corrupción. 

 

Por lo anteriormente expuesto, someto a la valoración del Pleno del Poder Legislativo 

la siguiente iniciativa con proyecto: 

 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS 

DISPOSICIONES DEL CÓDIGO PENAL PARA EL ESTADO DE MORELOS, EN 

MATERIA DE COMBATE A LA CORRUPCIÓN. 

 
ARTÍCULO PRIMERO. Se reforman, la denominación del Capítulo I del Título 

Vigésimo; el artículo 268; el artículo 269; la denominación del Capítulo III del Título 

Vigésimo; el artículo 271; el artículo 272; el artículo 273; el artículo 274; el artículo 

276; el artículo 277; el artículo 278; el artículo 279; el artículo 280; el artículo 297, 

todos del Código Penal para el Estado de Morelos. 

 

ARTÍCULO SEGUNDO. Se adicionan, un artículo 269 BIS y 269 TER; se adiciona 

un CAPÍTULO IV BIS, con los artículos 272 BIS, 272 TER, 272 QUATER y 272 

QUINTUS; la denominación del Capítulo VIII del Título Vigésimo; se adiciona el 

artículo 276 BIS; se adiciona el artículo 278 BIS, todos al Código Penal para el Estado 

de Morelos. 

 

ARTÍCULO TERCERO. Se derogan, los artículos 148 quintus, 148 sextus, 148 

septimus, 148 octavus, 148 nonus, 148 decimus, 148 undecimus; el Capítulo VI y el 

artículo 304, todos del Código Penal para el Estado de Morelos, para quedar como 

a continuación se indica: 

 

 

TÍTULO VIGÉSIMO 
DELITOS CONTRA LAS FUNCIONES DEL ESTADO Y EL SERVICIO PÚBLICO 

 
CAPÍTULO I 

DE LOS DELITOS POR HECHOS DE CORRUPCIÓN 
 
ARTÍCULO 268.- Para los efectos de este Título es servidor público del Estado toda 
persona que desempeña un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en la 
Administración Pública centralizada o descentralizada del Estado, empresas de 
participación estatal mayoritaria, organizaciones y sociedades asimiladas a aquéllas, 
fideicomisos públicos, organismos públicos descentralizados, organismos  
públicos autónomos creados o reconocidos con tal carácter en la Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, así como aquellos que a los 
que  les otorgue autonomía dicho ordenamiento,  en los poderes Ejecutivo, 
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Legislativo y Judicial del Estado de Morelos, en cualquier otro órgano 
jurisdiccional que no pertenezca al Poder Judicial, en la administración 
municipal, o que manejen recursos públicos federales, estatales o 
municipales. Se impondrán las mismas sanciones aplicables al delito de que se 
trata, a cualquier persona que participe en la perpetración de los delitos previstos por 
este Título o el subsecuente, salvo que la ley prevenga otra cosa. 
 
Para los efectos de este capítulo se entenderá por recursos públicos estatales 
o municipales todos aquellos que formen parte de su patrimonio o del erario 
en términos de la ley, y en especial los provenientes de aportaciones de la 
Federación para entidades y municipios, que se encuentren destinados o 
etiquetados para fines u obras específicas, o participaciones federales, a que 
se refiere la Ley de Coordinación Fiscal. 
 
ARTÍCULO 269.- Independientemente de las sanciones que se impongan por la 
comisión de algún hecho delictuoso de los señalados en este capítulo, se 
impondrá a los responsables de su comisión, la pena de destitución e 
inhabilitación para desempeñar un empleo cargo o comisión, así como para 
participar en adquisiciones, arrendamientos, servicios u obra pública, 
concesiones de prestación de servicio público o explotación, aprovechamiento 
y usos de dominio del Estado y los Municipios, por un plazo de uno a veinte 
años, atendiendo a los siguientes criterios: 
 

I. Será por un plazo de uno hasta diez años cuando no exista daño o 
perjuicio o cuando el monto de la afectación o beneficio obtenido por 
la comisión del delito no exceda de doscientas veces el valor diario 
de la Unidad de Medida y Actualización; 

II. Será por un plazo de diez a veinte años si dicho monto excede el 
limite señalado en la fracción anterior, y 

III. En todos los casos, se evitará la duplicidad en la imposición de las 
sanciones derivadas de procedimientos de responsabilidades 
administrativas, por los mismos hechos. 

 
Para efectos de lo anterior, el juez deberá considerar en caso de que el 
responsable tenga el carácter de servidor público, los elementos del empleo, 
cargo o comisión que desempeñaba cuando incurrió en el delito, su nivel 
jerárquico de servidor público y el grado de responsabilidad del encargo, su 
antigüedad en el empleo, sus antecedentes de servicio, sus percepciones, su 
grado de instrucción, la necesidad de reparar los daños y perjuicios causados 
por la conducta ilícita, su nivel o grado de participación cuando se trate de dos 
o más responsables y las circunstancias especiales de los hechos 
constitutivos del delito. Sin perjuicio de lo anterior, la categoría de funcionario 
o empleado de confianza será una circunstancia que podrá dar lugar a una 
agravación de la pena por un tercio más de la que se individualice sin 
considerar este último aspecto. 
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Tendrán el carácter de servidor público de confianza los así establecidos por 
la normativa interior aplicable o en su caso por lo que dispone la Ley del 
Servicio Civil. 
 
Cuando el responsable tenga el carácter de particular, el Juez deberá imponer 
la sanción de inhabilitación para desempeñar un empleo, cargo o comisión 
dentro de la Administración Pública del Estado de Morelos, así como para 
participar en adquisiciones, arrendamientos, concesiones, servicios u obras 
públicas, de uno a diez años, considerando, en su caso, lo siguiente: 

 

a). Los daños y perjuicios patrimoniales causados por los actos u 
omisiones; 

b). Las circunstancias socioeconómicas del responsable; 

c). Las condiciones exteriores y los medios de ejecución, y 

d). El monto del beneficio que haya obtenido el responsable. 
 

Artículo 269 BIS.- Cuando los delitos a que se refieren los artículos 272, 275 y 
278 del presente Código, sean cometidos por servidores públicos miembros 
de alguna corporación policiaca, las penas previstas serán aumentadas hasta 
en una mitad. 
 
ARTÍCULO 269 TER- Los delitos contemplados en los artículos 270, 271, 276, 
277, 278, 279 y 280, de este Código, que sean cometidos por servidores 
públicos electos popularmente o cuyo nombramiento sea constitucionalmente 
realizado por el Congreso del Estado, o esté sujeto a ratificación por el mismo, 
las penas previstas serán aumentadas hasta en una tercera parte. 
 

 

CAPÍTULO III 

EJERCICIO ILÍCITO DE SERVICIO PÚBLICO 
 
ARTÍCULO 271.- Comete el delito de ejercicio ilícito de servicio público, el servidor 
público que:  
 

I. Ejerza las funciones de un empleo, cargo o comisión, sin haber tomado 
posesión legítima o sin satisfacer todos los requisitos legales; 

II. Continúe ejerciendo las funciones de un empleo, cargo o comisión después 
de saber que se ha revocado su nombramiento o que se le ha suspendido 
o destituido, o después de haber renunciado, salvo que por disposición de 
la ley deba continuar ejerciendo sus funciones hasta ser relevado; 

III. Teniendo conocimiento por razón de su empleo, cargo o comisión de que 
puedan resultar gravemente afectados el patrimonio o los intereses de 
alguna dependencia o entidad de las mencionadas en el artículo 268 por 
cualquier acto u omisión, no informe por escrito a su superior jerárquico o 
no lo evite si está dentro de sus facultades; 
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IV.  Teniendo conocimiento por razón de su empleo, cargo o comisión de que 
puedan resultar gravemente afectados el patrimonio o los intereses de 
alguna dependencia o entidad de la Administración pública, 
centralizada, organismos descentralizados, empresa de participación 
estatal mayoritaria, asociaciones y sociedades asimiladas a estas y 
fideicomisos públicos, de organismos públicos descentralizados, 
organismos  públicos autónomos creados o reconocidos con tal 
carácter en la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
Morelos, así como aquellos que a los que  les otorgue autonomía 
dicho ordenamiento,  en los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial 
del Estado de Morelos, en cualquier otro órgano jurisdiccional que no 
pertenezca al Poder Judicial, en la administración municipal, o que 
manejen recursos públicos estatales o municipales, por cualquier acto 
u omisión y no informe por escrito a su superior jerárquico o lo evite si está 
dentro de sus facultades; 

V. Teniendo obligación por razones de empleo, cargo o comisión, de 
custodiar, vigilar, proteger o dar seguridad a personas, lugares, 
instalaciones u objetos incumpliendo su deber, en cualquier forma propicie 
daño a las personas, o a los lugares, instalaciones y objetos, pérdida o 
substracción de objetos que se encuentren bajo su cuidado; 

VI. Autorice el cobro de sueldos a algún servidor público sin que éste ejerza 
las funciones del empleo, cargo, comisión o contrato de prestación de 
servicios profesionales para el que fue designado; comete la misma 
conducta el servidor público que reciba el pago en las circunstancias 
anteriores; 

VII. Al que permita, autorice y expida permisos de construcción de proyectos 
de edificación o autorice licencias de cambio de uso de suelo contrarias a 
las normas urbanísticas, ambientales y a los planes de desarrollo urbano;  

VIII. Al que sabiendo que existe la construcción, edificación o lotificación de un 
bien inmueble, sin la autorización respectiva y negligentemente no proceda 
conforme a las normas reglamentarias y legales correspondientes, una vez 
agotado el procedimiento administrativo; 

IX. Autorice el cobro de sueldo a algún servidor público en cantidad mayor a la 
asignada al Presidente de la República en el Presupuesto de Egresos de 
la Federación respectivo, y 

X. Autorice el cobro de sueldo, compensación o retribución, a algún servidor 
público, cuyo monto sea mayor al aprobado en el presupuesto de 
egresos estatal o municipal, excepto en los siguientes casos: cuando el 
importe sea producto del cumplimiento de las condiciones generales del 
trabajo que se pacten; o cuando derive de un trabajo calificado o 
especializado de la función encomendada, siempre que en cualquiera de 
ambos casos el monto no exceda la mitad de la remuneración asignada al 
Presidente de la República de conformidad con el presupuesto de Egresos 
de la Federación, correspondiente. 

 



Segundo Año de Ejercicio Constitucional 
2°. Periodo Ordinario 

Gaceta No. 110 

 

44 | P á g i n a  
 

Al que cometa alguno de los delitos a que se refieren las fracciones I, II y VII se le 
impondrán de uno a tres años de prisión, y multa de treinta a trescientas veces el 
importe del valor diario de la Unidad de Medida y Actualización vigente en el 
momento de la comisión del delito. 
 
Al responsable de las conductas previstas en las fracciones III, IV, V, VI, VIII, IX y X 
se le impondrán de tres a ocho años de prisión, y multa de treinta a trescientas 
veces el importe del valor diario de la Unidad de Medida y Actualización vigente 
en el momento de la comisión del delito. 
 
 

CAPÍTULO IV 

ABUSO DE AUTORIDAD 
 

ARTÍCULO 272.- Comete el delito de abuso de autoridad el servidor público cuando: 
 

I. Para impedir la ejecución de una ley, decreto, reglamento, el cobro de un 
impuesto o el cumplimiento de una resolución judicial, pida auxilio a la 
fuerza pública o la emplee con ese objeto; 

II. Ejerciendo sus funciones o con motivo de ellas emplee violencia contra 
alguna persona o la veje; 

III. Indebidamente retarde o niegue a los particulares la protección o servicio 
que tenga obligación de otorgarles o impida la presentación o el curso de 
una solicitud; 

IV. El encargado de brindar seguridad pública o alguno de sus elementos, se 
niegue a recibir, dentro de las circunstancias que establezca la ley adjetiva, 
la denuncia de hechos, o cuando requerido legalmente por una autoridad 
competente para que le brinde auxilio, se niegue indebidamente a dárselo 
o retrase injustificadamente el apoyo solicitado, o no investigue o practique 
las diligencias solicitadas. La misma previsión se aplicará tratándose de 
peritos oficiales; 

V. Haga que se le entreguen fondos, valores u otra cosa que no se le hayan 
confiado y se los apropie o disponga de ellos indebidamente; 

VI. Con cualquier pretexto, obtenga, exija o solicite sin derecho alguno o 
causa legítima para sí o para cualquier otra persona parte del sueldo 
o remuneración de uno o más de sus subalternos, dádivas u otros 
bienes o servicios; 

VII. En el ejercicio de sus funciones o con motivo de ellas, otorgue empleo, 
cargo o comisión públicos, o contrato de prestación de servicios 
profesionales o mercantiles o de cualquier otra naturaleza, que sean 
remunerados, a sabiendas de que no se prestará el servicio para el que se 
nombró al designado, o no se cumplirá el contrato otorgado; 

VIII. Autorice o contrate a quien se encuentre inhabilitado por resolución firme 
de autoridad competente para desempeñar un empleo, cargo o comisión 
en el servicio público, o para participar en adquisiciones, 
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arrendamientos, servicios u obras públicas, siempre que lo haga con 
conocimiento de tal situación; 

IX. Otorgue cualquier identificación en que acredite como servidor público a 
una persona que realmente no desempeñe el empleo, cargo o comisión a 
los que haga referencia en dicha identificación; 

X. Estando encargado de cualquier establecimiento destinado a la ejecución 
de las sanciones privativas de libertad, centros de ejecución de medidas 
privativas de libertad para menores o centros privativos de libertad 
administrativos, sin los requisitos legales, reciba como presa, detenida, 
arrestada o interna a una persona o la mantenga privada de su libertad, sin 
dar parte del hecho a la autoridad correspondiente; niegue que está 
detenida si lo estuviere, o no cumpla la orden de libertad girada por la 
autoridad competente; 

XI. Teniendo conocimiento de una privación ilegal de la libertad no la 
denunciase inmediatamente a la autoridad competente o no la haga cesar, 
de manera inmediata, si esto estuviere en sus atribuciones; 

XII. Al elemento de corporaciones policiales que habiendo practicado la 
detención de una persona no informe tan luego sea posible a la 
autoridad correspondiente de la detención, para los efectos del 
artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, o requerido para ello, no preste el auxilio conforme a la 
ley, a las víctimas del delito; 

XIII. Omita el registro de la detención correspondiente o demore 
injustificadamente la puesta a disposición del imputado a la autoridad 
competente; 

XIV. Incumplir con la obligación de impedir la ejecución de las conductas 
de privación de la libertad, y 

XV. Obligar al inculpado a declarar, usando la incomunicación, la 
intimidación, la tortura o tratos inhumanos o degradantes. 

 
Al que cometa el delito de abuso de autoridad en los términos previstos por las 
fracciones I a V y X a XII, se le impondrá de uno a ocho años de prisión y de cincuenta 
hasta trescientas veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización vigente 
en el momento de la comisión del delito. Igual sanción se impondrá a las personas 
que acepten los nombramientos, contrataciones o identificaciones, o participen en 
las adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras públicas, a que se refieren 
las fracciones VII, VIII y IX. 
 
Al que cometa el delito de abuso de autoridad en los términos previstos por las 
fracciones VI, XIII, XIV y XV, se le impondrá de dos a nueve años de prisión, de 
setenta hasta cuatrocientas veces el valor diario de la Unidad de Medida y 
Actualización vigente en el momento de la comisión del delito. 
 

CAPÍTULO IV BIS 

DESAPARICIÓN FORZADA DE PERSONAS 
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Artículo 272 BIS.- Comete el delito de desaparición forzada de personas, el 
servidor público que, independientemente de que haya participado en la 
detención legal o ilegal de una o varias personas, propicie o mantenga 
dolosamente su ocultamiento bajo cualquier forma de detención. 
 
Artículo 272 TER.- A quien cometa el delito de desaparición forzada de 
personas se le impondrá una pena de cinco a cuarenta años de prisión. 
 
Si la víctima fuere liberada espontáneamente dentro de los tres días siguientes 
a su detención la pena será de ocho meses a cuatro años de prisión, sin 
perjuicio de aplicar la que corresponda a actos ejecutados u omitidos que 
constituyan por sí mismos delitos.  
 
Si la liberación ocurriera dentro de los diez días siguientes a su detención, la 
pena aplicable será de dos a ocho años de prisión, sin perjuicio de aplicar la 
que corresponda a actos ejecutados u omitidos que constituyan por sí mismo 
delitos.  
 
Estas penas podrán ser disminuidas hasta una tercera parte en beneficio de 
aquel que hubiere participado en la comisión del delito, cuando suministre 
información que permita esclarecer los hechos, y hasta en una mitad, cuando 
contribuya a lograr la aparición con vida de la víctima.  
 
Artículo 272 QUATER.- Al servidor Público que haya sido condenado por el 
delito de desaparición forzada de personas, además se le destituirá del cargo 
y se le inhabilitará de uno a veinte años para desempeñar cualquier cargo, 
comisión o empleo públicos. 
  
Artículo 272 QUINTUS.- La oposición o negativa a la autoridad competente para 
tener libre e inmediato acceso al lugar donde haya motivos para creer que se 
pueda encontrar a una persona desaparecida, por parte del servidor público 
responsable del mismo, será sancionada con la destitución de su cargo, 
comisión o empleo, sin perjuicio de la aplicación de las penas de los demás 
delitos en que pudiera incurrir con motivo de su conducta. 
 

CAPÍTULO V 

COALICIÓN DE SERVIDORES PUBLICOS 

 

ARTÍCULO 273.- Cometen el delito de coalición de servidores públicos, los que 
teniendo tal carácter se coaliguen para tomar medidas contrarias a una ley, 
reglamento u otras disposiciones de carácter general, impedir su ejecución o 
para hacer dimisión de sus puestos con el fin de impedir o suspender la 
administración pública en cualquiera de sus ramas. No cometen este delito los 
trabajadores que se coaliguen en ejercicio del derecho de huelga. 
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Al que cometa el delito de coalición de servidores públicos se le impondrán de 
dos a siete años de prisión y multa de treinta a trescientas veces el valor diario 
de la Unidad de Medida y Actualización vigente en el momento de la comisión 
del delito. 

 
 

CAPÍTULO VI 

CONCUSIÓN 

 
ARTÍCULO 274.- … 
 
Cuando la cantidad o el valor de lo exigido indebidamente no exceda del equivalente 
de quinientos cincuenta veces el valor diario de la Unidad de Medida y 
Actualización vigente en el momento de cometer el delito, o sea invaluable, se 
impondrá de tres meses a dos años de prisión, de treinta a trescientas veces el valor 
diario de dicha Unidad. 
 
Cuando la cantidad o el valor de lo exigido indebidamente exceda de quinientos 
cincuenta días de Unidades de Medida y Actualización vigente en el momento de 
cometer el delito, se impondrán de dos a doce años de prisión, de trescientas a 
quinientas veces el valor diario de dicha Unidad. 
 

CAPÍTULO VIII 

EJERCICIO ABUSIVO DE FUNCIONES 
 
ARTÍCULO 276.- Comete el delito de ejercicio abusivo de funciones, el servidor 
público que: 
 

I. En el desempeño de su empleo, cargo o comisión, indebidamente otorgue 
por sí o por interpósita persona, contratos, concesiones, permisos, 
licencias, franquicias, exenciones, adjudicaciones o autorizaciones de 
contenido económico sin causa justificada,  efectúe compras o ventas 
o realice cualquier acto jurídico que produzca beneficios económicos al 
propio servidor público, a su cónyuge, descendientes o ascendientes, 
parientes por consanguinidad o por afinidad hasta el cuarto grado, 
concubina o concubinario, a cualquier tercero con el que tenga vínculos 
afectivos, económicos o de dependencia administrativa directa, socios o 
sociedades de las que el servidor público o las personas antes referidas 
formen parte;  

II. Valiéndose de la información que posea por razón de su empleo o 
comisión, sea o no materia de sus funciones, y que no sea del conocimiento 
público, realice por sí, o por interpósita persona, inversiones, 
enajenaciones o adquisiciones, o cualquier otro acto que le produzca algún 
beneficio económico indebido al servidor público o a alguna de las 
personas mencionadas en la primera fracción de este artículo; 



Segundo Año de Ejercicio Constitucional 
2°. Periodo Ordinario 

Gaceta No. 110 

 

48 | P á g i n a  
 

III. Otorgue indebidamente deducciones o subsidios sobre impuestos, 
derechos, productos, aprovechamientos, en general sobre los 
ingresos fiscales y sobre precios y tarifas de los bienes y servicios 
producidos o prestados en la Administración Pública Estatal; 

IV. Indebidamente otorgue, realice o contrate obras públicas, 
adquisiciones, arrendamientos, enajenaciones de bienes o servicios, 
con recursos públicos; 

V. Contrate deuda o realice colocaciones de fondos y valores con 
recursos públicos, sin la autorización de quién o quiénes deban 
otorgarla; 

VI. El servidor público que, a sabiendas de la ilicitud del acto, y en 
perjuicio del patrimonio o del servicio público o de otra persona, 
niegue el otorgamiento o contratación de las operaciones 
relacionadas con el servicio público, existiendo todos los requisitos 
establecidos en la normatividad aplicable para su otorgamiento, y 

VII. Siendo responsable de administrar o verificar directamente el 
cumplimiento de los términos de una concesión, permiso, asignación 
o contrato, se haya abstenido de cumplir con dicha obligación. 

 
Se impondrán las mismas sanciones previstas a cualquier persona que a 
sabiendas de la ilicitud del acto y en perjuicio del patrimonio o el servicio 
público o de otra persona participe, solicite o promueva la perpetración de 
cualquiera de los delitos previstos en este artículo. 
 
Al que cometa el delito de ejercicio abusivo de funciones se le impondrán las 
siguientes sanciones: 
 
Cuando la cuantía a que asciendan las operaciones a que hace referencia este 
artículo no exceda del equivalente de quinientas veces el valor diario de la 
Unidad de Medida y Actualización en el momento de cometerse el delito, se 
impondrán de tres meses a dos años de prisión, multa de treinta a trescientas 
veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización en el momento de 
cometerse el delito. 
 
Cuando la cuantía a que asciendan las operaciones a que hace referencia este 
artículo, exceda de quinientas veces el valor diario de la Unidad de Medida y 
Actualización en el momento de cometerse el delito se impondrán de dos a 
doce años de prisión, multa de trescientas a quinientas veces el valor diario de 
la Unidad de Medida y Actualización en el momento de cometerse el delito. 
 
Respecto de la fracción V, se considerará grave, cuando la cuantía a que 
asciendan las operaciones a que hace referencia este artículo, exceda de cinco 
mil veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización en el momento 
de cometerse el delito, y se impondrán de cinco a quince años de prisión, multa 
de tres mil a diez mil veces el valor diario de la Unidad de Medida y 
Actualización en el momento de cometerse el delito. 
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ARTÍCULO 276 BIS.- Comete el delito contemplado en el artículo anterior y se 
impondrá de uno a diez años de presión y de cien a trescientos días veces el 
valor diario de la Unidad de Medida y Actualización en el momento de 
cometerse el delito, al particular que en su carácter de contratista, 
permisionario, asignatario; titular de una concesión de prestación de un 
servicio público de explotación, aprovechamiento o uso de bienes del dominio 
del estado, con la finalidad de obtener un beneficio para sí o para un tercero, 
oculte, genere y utilice información falsa o alterada, respecto de los 
rendimientos o beneficios que obtengan y que estén legalmente obligados a 
informar o a entregar a alguna autoridad.  
 
 

CAPÍTULO IX 

TRÁFICO DE INFLUENCIA 
 
ARTÍCULO 277.- Comete el delito de tráfico de influencia: 
 

I. El servidor público que por sí o interpósita persona promueva o gestione la 
tramitación o resolución ilícita o de negocios públicos ajenos a las 
responsabilidades inherentes a su empleo, cargo o comisión; 

II. El servidor que por sí o interpósita persona solicite o promueva 
indebidamente cualquier resolución o la realización de cualquier acto 
materia del empleo, cargo o comisión de otro servidor público, que 
produzcan beneficios económicos para sí o para cualquiera de las 
personas a que hace referencia la primera fracción del artículo 276 de este 
ordenamiento; 

III. Cualquier persona que promueva la conducta ilícita del servidor público o 
se preste a la promoción o gestión a que hacen referencia las fracciones 
I y II de este artículo, y 

IV. Al particular que, sin estar autorizado legalmente para intervenir en 
un negocio público, afirme tener influencia ante los servidores 
públicos para tomar decisiones dentro de dichos negocios, e 
intervenga ante ellos para promover la resolución ilícita de los 
mismos, a cambio de obtener un beneficio para sí o para otro. 

 
Al que cometa el delito de tráfico de influencia se le impondrán de tres a ocho años 
de prisión, multa de doscientas a trescientas veces el valor diario de la Unidad 
de Medida y Actualización en el momento de cometerse el delito. 
 

 
CAPÍTULO X 

COHECHO 
 
ARTÍCULO 278.- Comete el delito de cohecho: 
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I. El servidor público que, por sí, o por interpósita persona solicite o reciba 
ilícitamente para sí o para otro, dinero, o cualquier otra dádiva, o acepte 
una promesa, para cumplir o dejar de cumplir con sus funciones 
inherentes a su empleo, cargo o comisión; 

II. El que dé, prometa o entregue cualquier beneficio a alguna de las personas 
que se mencionan en el artículo 268 de este Código, para que haga u omita 
un acto relacionado con sus funciones, a su empleo, cargo o comisión, y 

III. El diputado que, en ejercicio de sus funciones o atribuciones, y en el 
marco del proceso de aprobación del presupuesto de egresos 
respectivo gestione o solicite: 

 
a) La asignación de recursos a favor de un ente público, exigiendo u 

obteniendo, para sí o para un tercero, una comisión, dádiva o 
contraprestación, en dinero o en especie, distinta a la que le corresponde 
por el ejercicio de su encargo, y 

b) El otorgamiento de contratos de obra pública o de servicios a favor de 
determinadas personas físicas o morales. 

 
Se aplicará la misma pena a cualquier persona que gestione, solicite o nombre 
o en representación del legislador las asignaciones de recursos u 
otorgamiento de contratos a que se refieren los incisos a y b de este artículo. 

 
Al que cometa el delito de cohecho se le impondrán las siguientes sanciones: 
 
Cuando la cantidad o el valor de la dádiva, los bienes, promesa o prestación 
exceda de quinientas cincuenta veces el valor diario de la Unidad de Medida y 
Actualización vigente en el momento de cometerse el delito, se impondrá de 
dos a catorce años de prisión, multa de treinta a trescientas veces el valor 
diario de la Unidad de Medida y Actualización vigente en el momento de 
cometerse el delito. 
 
En ningún caso se devolverá a los responsables del delito de cohecho, el dinero o 
dádivas entregadas, que se aplicarán en beneficio de la administración de justicia 
del Estado. 
 

 
CAPÍTULO X BIS 

EVASIÓN DE PRESO 

 
ARTÍCULO 278 BIS.- Se aplicarán de tres a seis años de prisión al que 
favoreciere la evasión de algún detenido, procesado o sentenciado. 
 
Si quien incurre en este delito es el encargado de conducir o custodiar al 
prófugo o es servidor público que se desempeñe en cualquier establecimiento 
penitenciario o que por razones de su función pública se encuentra en el 
interior del mismo cualquiera que sea la circunstancia de su estancia, o no 
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siendo servidor público tenga ingreso a un establecimiento penitenciario para 
la prestación de un servicio relacionado con el funcionamiento del mismo; sea 
por acción o por omisión, las sanciones serán de seis a quince años de prisión, 
destitución del cargo, en su caso. 
 
Se incrementarán hasta en una tercera parte las penas señaladas en este 
artículo si quien propicia la evasión fuese un servidor público distinto al 
señalado en el párrafo anterior. 
 
 

CAPÍTULO XI 

PECULADO 
 
ARTÍCULO 279.- Comete el delito de peculado: 
 

I. Todo servidor público que para su beneficio o el de una tercera persona 
física o moral, distraiga de su objeto dinero, valores, fincas o cualquier otra 
cosa perteneciente a los poderes, dependencias o entidades a que se 
refiere el artículo 268 de este Código, o a un particular, si por razón de su 
cargo los hubiere recibido en administración, en depósito, en posesión o 
por otra causa; 

II. Cualquier persona que sin tener el carácter de servidor público estatal 
o municipal, y estando obligada legalmente a la custodia, 
administración o aplicación de recursos públicos, los distraiga de su 
objeto para usos propios o ajenos o les dé una aplicación distinta a la 
que se les destinó, y 

III. El servidor público que, por culpa, descuido, negligencia, falta de 
previsión, de cuidado o por impericia, efectúe, autorice, o de cualquier 
forma participe, permita o genere condiciones para la distracción de 
su objeto de dinero, valores, fincas o cualquier otra cosa 
perteneciente a los poderes, que por razón de su cargo hubiere 
recibido en administración, en depósito, en posesión o por otra causa. 

 
Al que cometa el delito de peculado se le impondrán las siguientes sanciones: 
 
Cuando el monto de lo distraído o de los fondos públicos utilizados indebidamente 
no exceda del equivalente de quinientas veces el valor diario de la Unidad de 
Medida y Actualización vigente en el momento de cometerse el delito, o sea 
invaluable, se impondrá de ocho meses a tres años de prisión y de treinta a 
trescientos veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización vigente en 
el momento de cometerse el delito. 
 
Cuando el monto de lo sustraído o de los fondos públicos utilizados indebidamente 
exceda de quinientas veces hasta setecientas veces el valor diario de la Unidad de 
Medida y Actualización vigente en el momento de cometerse el delito, se impondrá 
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de tres a catorce años de prisión, de trescientas a quinientas veces el valor diario 
de la Unidad de Medida y Actualización en el momento de cometerse el delito. 
 
La comisión de este delito será considerada como grave cuando el valor de lo 
distraído o de los fondos públicos utilizados indebidamente exceda de setecientas 
veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización en el momento de 
cometerse el delito. 
 
Para los efectos de este artículo, se entiende por distracción cualquier acción 
de traspaso, transferencia o aplicación, a través de cualquier movimiento 
bancario, contable o financiero, sin que importe la utilización de cheques, 
cheques de caja, dispositivos electrónicos, banca electrónica o digital, de 
fondos públicos, sean participaciones o aportaciones federales o de recursos 
propios de estados o municipios, que prive en todo o en parte de su aplicación 
para los cuales se encuentran destinados, aun cuando esa distracción se 
enderece o dirija los recursos públicos mencionados, a cuentas del mismo 
titular, de rubros o denominaciones distintas. 
 

CAPÍTULO XII 

ENRIQUECIMIENTO ILÍCITO 

 

ARTÍCULO 280.- Se sancionará a quien, con motivo de su empleo, cargo o 
comisión en el servicio público, haya incurrido en enriquecimiento ilícito.  

 

Para efectos de este artículo se entiende que existe enriquecimiento ilícito 
cuando el servidor público no pueda acreditar el aumento, parcial o total, de 
cantidades u operaciones en cuentas bancarias, inversiones, o beneficios, 
operaciones inmobiliarias, fideicomisos, monederos electrónicos, bonos, 
concesiones, derechos o cualquier otra fuente de recursos apreciables en 
dinero o en especie, que no guarden correspondencia con sus ingresos 
legítimos. 

 

También para efectos del presente artículo, se computarán entre los bienes 
que adquieran los servidores públicos o con respecto de los cuales se 
conduzcan como dueños, los que reciban o de los que dispongan su cónyuge 
y sus dependientes económicos directos, salvo que el servidor público 
acredite que éstos los obtuvieron por sí mismos, así como el total de las 
cantidades en cuentas bancarias en general, propias o de terceros con los que 
guarde relación de parentesco hasta el cuarto grado, o con personas morales. 

 

No será enriquecimiento ilícito en caso de que el aumento del patrimonio sea 
producto de una conducta que encuadre en otra hipótesis del presente Título. 
En este caso se aplicará la hipótesis y la sanción correspondiente, sin que dé 
lugar al concurso de delitos. 
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Al que cometa el delito de enriquecimiento ilícito se le impondrán las 
siguientes sanciones: 

 

Cuando el monto a que ascienda el enriquecimiento ilícito no exceda del 
equivalente de cinco mil veces el valor diario de la Unidad de Medida y 
Actualización se impondrán de uno a cinco años de prisión y de doscientas a 
dos mil veces el valor de la misma Unidad mencionada. 

 

Cuando el monto a que ascienda el enriquecimiento ilícito exceda del 
equivalente de cinco mil veces el valor diario de la Unidad de Medida y 
Actualización se impondrán de cinco años a quince años de prisión y multa de 
quinientas a cuatro mil veces el valor de la misma Unidad mencionada. 
 
 

TÍTULO VIGÉSIMO PRIMERO 
DELITOS COMETIDOS CONTRA LA PROCURACION Y ADMINISTRACIÓN DE 

JUSTICIA 
 

CAPÍTULO I 

DELITOS COMETIDOS POR LOS SERVIDORES PÚBLICOS 
 
ARTÍCULO 297.- Son delitos contra la procuración y administración de justicia, 
los cometidos por los servidores públicos que incurran en algunas de las 
conductas siguientes: 
 
 I.  Conocer de negocios para los cuales tengan impedimento legal, o 

abstenerse de conocer de los que les correspondan teniendo la obligación 
legal de hacerlo; 

 II. Desempeñar otro empleo oficial o una función o cargo particular, que la ley 
les prohíba; 

III. Litigar por sí o por interpósita persona, cuando la ley les prohíbe el ejercicio 
de su profesión; 

IV.       Dirigir o aconsejar indebidamente a las personas que ante ellos litiguen; 
V. No cumplir una disposición que legalmente se les comunique por su 

superior     competente, sin causa fundada para ello; 
VI.- Dictar, a sabiendas, una resolución de fondo o una sentencia 

definitiva que sean ilícitas por violar algún precepto de la ley, o ser 
contrarias a las actuaciones seguidas en juicio u omitir dictar una 
resolución de trámite, de fondo o una sentencia definitiva lícita, 
dentro de los términos dispuestos en la ley; 

VII. Ejecutar actos o incurrir en omisiones que produzcan un daño o concedan 
a alguien una ventaja indebida; 

VIII. Retardar o entorpecer maliciosamente o por violación a un deber de 
cuidado la procuración o administración de justicia; 
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IX.  Abstenerse de ejercitar la acción penal, cuando sea procedente 
conforme a la Constitución y a las leyes de la materia, en los casos 
en que la ley imponga esa obligación; 

X.  Abstenerse injustificadamente de ejercer la acción penal que 
corresponda de una persona que se encuentre detenida a su 
disposición como imputado de algún delito, cuando esta sea 
procedente conforme a la Constitución y a las leyes de la materia, en 
los casos en que la ley les imponga esa obligación; o ejercitar la 
acción penal cuando no proceda denuncia, acusación o querella; 

XI. Ordenar la aprehensión de un individuo por delito que no amerite pena 
privativa de libertad, o sin que preceda denuncia, acusación o querella; 

XII.        No otorgar, cuando se solicite, la libertad caucional, si procede 
legalmente; 
XIII.  Obligar al imputado a declarar en su contra, usando la 

incomunicación, intimidación o tortura.  
XIV.  Ocultar al imputado el nombre de quien se le acusa, salvo en los 

casos previstos por la ley, no darle a conocer los hechos que se le 
imputan o no realizar el descubrimiento probatorio conforme a los 
establecido en el Código Nacional de Procedimientos Penales. 

XV. Prolongar la prisión preventiva por más tiempo del que como máximo fije 
la ley en calidad de sanción penal al delito que motive el proceso; 

XVI. Imponer gabelas o contribuciones en cualesquiera lugares de 
aseguramiento o internamiento; 

XVII.  No dictar auto de vinculación a proceso o de libertad de un imputado, 
dentro de los plazos a que se refiere el Código Nacional de 
Procedimientos Penales. 

XVIII. Demorar injustificadamente el cumplimiento de las providencias judiciales 
en las que se ordene poner en libertad a un detenido; 

XIX. Ordenar o practicar cateos o visitas domiciliarias fuera de los casos 
autorizados por la ley; 

XX. Abrir un proceso penal contra un servidor público, con fuero, sin habérsele 
retirado éste previamente, conforme a lo dispuesto por la ley; 

XXI. Ordenar la aprehensión de un individuo por delito que no amerite 
pena privativa de libertad, o en casos en que no preceda denuncia o 
querella; o realizar la aprehensión sin poner al detenido a disposición 
del juez en el término señalado por el artículo 16 de la Constitución 
Federal. 

XXII. A los encargados o empleados de los centros penitenciarios que 
cobren cualquier cantidad a los imputados, sentenciados o a sus 
familiares, a cambio de proporcionarles bienes o servicios que 
gratuitamente brinde el Estado para otorgarles condiciones de 
privilegio en el alojamiento, alimentación o régimen. 

XXIII. Rematar, en favor de ellos mismos, por sí o por interpósita persona, los 
bienes objeto de un remate en cuyo juicio hubieren intervenido; 

XXIV. El encargado de administrar justicia, se niegue injustificadamente a 
despachar un negocio pendiente ante él, dentro de los términos 
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establecidos en la ley, bajo cualquier pretexto incluso el de obscuridad o 
silencio de la ley; 

XXV. Admitir o nombrar depositario o entregar a éste los bienes secuestrados 
sin el cumplimiento de los requisitos legales correspondientes; 

XXVI. Hacer conocer al demandado, indebidamente, la providencia de embargo 
decretada en su contra; 

XXVII.  Estando encargado de administrar justicia, bajo cualquier pretexto, 
aunque sea el de obscuridad o silencio de la ley, se niegue 
injustificadamente a despachar un negocio pendiente ante él, dentro 
de los términos establecidos por la ley. 

XXVIII. Permitir, fuera de los casos previstos por la ley, la salida temporal de las 
personas que están privadas de libertad. 

XXIX. Omitir el registro inmediato de la detención correspondiente o dilatar 
injustificadamente el mismo, o la puesta a disposición del detenido a la 
autoridad correspondiente; 

XXX.  Retener al imputado sin cumplir con los requisitos que establece la 
Constitución Federal y las leyes respectivas. 

XXXI.  Alterar, modificar, ocultar, destruir, perder o perturbar el lugar de los 
hechos o del hallazgo, indicios, evidencias, objetos, instrumentos o 
productos relacionados con un hecho delictivo o el procedimiento 
de cadena de custodia; 

XXXII. Desviar u obstaculizar la investigación del hecho delictuoso de que se 
trate, o favorecer que el inculpado se sustraiga a la acción de la justicia, o 

XXXIII. Al elemento de las instituciones policiales que asiente hechos falsos, 
o simule, altere o modifique en el Informe Policial Homologado con 
el fin de obtener un beneficio económico o cosa para sí o para otro. 

XXXIV. Obligue a una persona o a su representante a otorgar el perdón en 
los delitos que se persiguen por querella; 

XXXV.  Obligue a una persona a renunciar a su cargo o empleo para evitar 
responder a acusaciones de acoso, hostigamiento o para ocultar 
violaciones a la Ley Federal del Trabajo. 

XXXVI.  A quien ejerciendo funciones de supervisor de libertad o con motivo 
de ellas hiciere amenazas, hostigue o ejerza violencia en contra de la 
persona procesada, sentenciada, su familia y posesiones; 

XXXVII. A quien ejerciendo funciones de supervisor de libertad 
indebidamente requiera favores, acciones o cualquier transferencia 
de bienes de la persona procesada, sentenciada o su familia, y 

XXXVIII. A quien ejerciendo funciones de supervisor de libertad falsee 
informes o reportes al Juez de Ejecución. 

 

A quien cometa los delitos previstos en las fracciones I, II, III, VII, VIII, IX, XX, 
XXIV, XXV, XXVI, XXXIII y XXXIV, se le impondrá pena de prisión de tres a ocho 
años y de treinta a mil cien días multa. 

 

A quien cometa los delitos previstos en las fracciones IV, V, VI, X, XI, XIII, XIV, 
XV, XVI, XVII, XVIII, XIX, XXI, XXII, XXIII, XXVII, XXVIII, XXX, XXXI, XXXII, XXXV, 



Segundo Año de Ejercicio Constitucional 
2°. Periodo Ordinario 

Gaceta No. 110 

 

56 | P á g i n a  
 

XXXVI y XXXVII, se le impondrá pena de prisión de cuatro a diez años y de cien 
a ciento cincuenta días multa. 

 

En caso de tratarse de particulares realizando funciones propias del supervisor 
de libertad, y con independencia de la responsabilidad penal individual de 
trabajadores o administradores, la organización podrá ser acreedora a las 
penas y medidas en materia de responsabilidad penal de las personas jurídicas 
estipuladas en este Código. 
 

CAPÍTULO VI 

EVASIÓN DE PRESO 
 
 
ARTÍCULO 304.- DEROGADO. 
 

 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

 

 

PRIMERA. Remítase el presente Decreto al Titular del Poder Ejecutivo, para su 
promulgación y publicación respectiva de conformidad con los artículos 44, 47 y 70 
fracción XVII inciso a) de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
Morelos. 
 
 
SEGUNDA. El presente Decreto, entrará en vigor a partir del día siguiente de su 
publicación en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, Órgano de difusión del 
Gobierno del Estado de Morelos. 

 

Recinto Legislativo del Estado de Morelos, a los veintisiete días del mes de junio de 

dos mil diecisiete. 

 

 

 

 

ATENTAMENTE 

“DEMOCRACIA YA, PATRIA PARA TODOS” 

 

 

 

DIPUTADO ENRIQUE JAVIER LAFFITTE BRETÓN 
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Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman, adicionan y derogan 

diversas disposiciones de la Ley Orgánica de la Fiscalía General del Estado de 

Morelos, con la finalidad de adecuar su contenido con las disposiciones que 

rigen a los sistemas nacional y estatal anticorrupción; presentada por el 

diputado Enrique Javier Laffitte Bretón. 

 

HONORABLE ASAMBLEA: 

P R E S E N T E 

 

EL QUE SUSCRIBE DIPUTADO ENRIQUE JAVIER LAFFITTE BRETÓN, 

INTEGRANTE DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO DE LA 

REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA EN LA QUINCUAGÉSIMA TERCERA 

LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO DE MORELOS, CON LA 

FACULTAD QUE ME CONFIEREN LOS ARTÍCULOS 42 FRACCIÓN II DE LA 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS Y 

18 FRACCIÓN IV DE LA LEY ORGÁNICA PARA EL CONGRESO DEL ESTADO, 

PRESENTO A SU CONSIDERACIÓN INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO 

POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS 

DISPOSICIONES DE LA LEY ORGÁNICA DE LA FISCALÍA GENERAL DEL 

ESTADO DE MORELOS, CON LA FINALIDAD DE ADECUAR SU CONTENIDO 

CON LAS DISPOSICIONES QUE RIGEN A LOS SISTEMAS NACIONAL Y 

ESTATAL ANTICORRUPCIÓN, MISMA QUE SUSTENTO EN LA SIGUIENTE:  

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

La creación del Sistema Nacional Anticorrupción en nuestro país no puede 
entenderse de otra forma sino como la respuesta que el Estado Mexicano otorgó a 
las exigencias de su sociedad, de la cual diversos sectores se manifestaron para 
expresar el hartazgo derivado de múltiples acontecimientos relacionados con hechos 
de corrupción que se suscitaron sobre todo en el segundo semestre del año 2014. 
 
Ante tal escenario, en el Congreso de la Unión se iniciaron los trabajos legislativos 
para llevar a cabo reformas a la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, con la finalidad de generar las bases fundamentales de dicho sistema, y 
con ello, estar en posibilidades de sancionar a servidores públicos, como a 
particulares, tanto administrativa, como penalmente, que incurran en actos de 
corrupción. 
 
Es así que, el pasado 27 de mayo de 2015, el Presidente de la República promulgó 
el Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de combate a la 
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corrupción, el cual se publicó en el Diario Oficial de la Federación –en lo sucesivo 
DOF- en la misma fecha,2 iniciando su vigencia el día posterior a su publicación. 
 
Mediante dicho decreto se reformaron diversos artículos de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos –en adelante CPEUM-, cuyo objetivo central fue 
combatir la corrupción en el servicio público, mediante la creación del Sistema 
Nacional Anticorrupción, como una instancia de coordinación entre las autoridades 
de todos los órdenes de gobierno competentes para la prevención, detección y 
sanción de responsabilidades administrativas y hechos de corrupción, así como en 
la fiscalización y control de recursos públicos; estableciendo como requisito 
indispensable para su funcionamiento la participación ciudadana. 
 
Así pues, los artículos transitorios de la referida reforma constitucional, otorgaron 
diversos plazos tanto a la Cámara de Diputados, como a la Cámara de Senadores 
para llevar a cabo la expedición de diversas leyes y, asimismo, reformar y adicionar 
otras, con la finalidad de dar vida al Sistema Nacional Anticorrupción.  
 
El paquete de las primeras leyes generales, que el Congreso de la Unión se 
encontraba obligado por mandato constitucional a expedir o reformar, son las 
siguientes: 
 

1. Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción 
2. Ley General de Responsabilidades Administrativas 
3. Ley del Tribunal Federal de Justicia Administrativa 
4. Ley Orgánica de la Administración Pública Federal  
5. Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación 
6. Código Penal Federal 
7. Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República 

 
A través de los Presidentes de las Mesas Directivas, tanto de la Cámara de 
Senadores, como de Diputados, los integrantes del Congreso de la Unión fueron 
convocados a un Periodo Extraordinario, mismo que se celebró del 13 al 17 de junio 
de 2016, semana en la que se discutieron y aprobaron los dictámenes de las siete 
leyes mencionadas. 
 
Posteriormente, los decretos fueron remitidos al Presidente de la República para su 
análisis y posterior publicación en el Diario Oficial de la Federación, por lo cual, 
ejercitado y subsanadas las etapas del procedimiento del derecho de veto concedido 
al Titular del Poder Ejecutivo de conformidad con lo dispuesto en el artículo 72, inciso 
c), de la CPEUM, el 18 de julio de 2016 en un acto protocolario llevado a cabo en 
Palacio Nacional, el Presidente de la República, Enrique Peña Nieto, firmó los 
decretos con los que se promulgaron las leyes generales del Sistema Nacional 

                                                           
2Diario Oficial de la Federación de fecha 27 de mayo de 2015, consultado en la página de internet:  

http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5394003&fec.ha=27/05/2015&print=true 

http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5394003&fec.ha=27/05/2015&print=true
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Anticorrupción, publicándose en la misma fecha en el DOF,3 decretos que entrarán 
en vigor conforme a lo dispuesto en los artículos transitorios de cada decreto. 
 
De esta manera el Congreso de la Unión ha sentado las bases mínimas sobre las 
que deben ser creados los sistemas locales anticorrupción en las entidades 
federativas de la República Mexicana.  
 
Ahora bien, en cumplimiento a lo ordenado por el artículo cuarto transitorio de la 
reforma constitucional, el Congreso de la Unión y las Legislaturas locales contaron 
con un plazo de un ciento ochenta días, a partir de la entrada en vigor de las leyes 
generales del Sistema Nacional Anticorrupción para expedir y efectuar las 
adecuaciones normativas que correspondieran, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, por lo cual el Congreso del Estado de Morelos, tuvo a bien 
implementar el Sistema Estatal Anticorrupción, y en consecuencia, adicionó tres 
últimos párrafos al artículo 79-B de nuestra Constitución Local, para crear la Fiscalía 
Especializada para la Investigación de Hechos de Corrupción, como institución 
integrante del Sistema Estatal Anticorrupción, disponiendo que ésta se regiría al 
amparo de la Ley Orgánica de la Fiscalía General del Estado de Morelos. 
 
En ese contexto, un gran atino significó la creación e inicio de operaciones de la 
Fiscalía en mención, siendo referente a escasos meses de su creación, como modelo 
a replicar en otras entidades de la República, en especial su condición de autonomía 
e independencia para mantener sus acciones abstraídas de toda intromisión e 
intereses contrarios, con el esperanzador objetivo de que la visión de un Morelos 
libre de corrupción, se haga realidad y se convierta en un nuevo paradigma a través 
de las estrategias en cumplimiento de la misión encargada, y que debe ser adoptada 
como un apostolado con compromiso total y no como labores ordinarias.  
 
Después de múltiples acciones el H. Congreso del Estado de Morelos, con enormes 
inversiones de tiempo, recursos económicos, grandes aportaciones de los 
legisladores, juristas, organizaciones sociales y distinguidos ciudadanos, en el 
Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, se publican las reformas y adiciones a la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, para establecer el 
Sistema Estatal Anticorrupción, lo cual aconteció el 7 de abril de 2017, y el día 19 del 
mismo mes y año, se publica en el mismo medio, la Ley del Sistema Estatal 
Anticorrupción. 
 
Como parte integrante del Sistema Estatal Anticorrupción, la Fiscalía Especializada 
en Combate a la Corrupción, en su denominación actual, con anticipación ha iniciado 
acciones encaminadas al cumplimiento de su objetivo, aspecto que muy lejos de un 
desatino ha significado un invaluable ejercicio para generar la suficiente información 
en el sentido de que se requiere garantizar su posición como institución fuerte y 
eficaz, a través de medidas concretas que le permitan realizar mayores acciones en 

                                                           
3 El contenido íntegro de los decretos puede ser consultado en el siguiente link: 

http://www.dof.gob.mx/index.php?year=2016&month=07&day=18 

http://www.dof.gob.mx/index.php?year=2016&month=07&day=18
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verdadero beneficio de la sociedad, para la prevención, detección, investigación y 
sanción de faltas administrativas y hechos de corrupción. 
 
El momento histórico requerido y la oportunidad para hacer efectivas las experiencias 
hasta el día de hoy obtenidas, por la Fiscalía Especializada en Combate a la 
Corrupción, se encuentran presentes en el actual escenario y por tanto, se proponen 
al H. Congreso del Estado de Morelos, como cuerpo legislativo de vanguardia, como 
lo ha venido haciendo en sus anteriores integraciones, diversas adecuaciones 
normativas. 

 
OPORTUNIDADES DE CONSOLIDACIÓN DEL SISTEMA ESTATAL 
ANTICORRUPCIÓN EN RELACIÓN CON LA FISCALÍA ESPECIALIZADA EN 
COMBATE A LA CORRUPCIÓN: 
 
FORTALECIMIENTO DE LA AUTONOMÍA E INDEPENDENCIA DE LA FISCALÍA 
ESPECIALIZADA EN COMBATE A LA CORRUPCIÓN: 
 
Dos rubros se identifican como sugeridos para el fortalecimiento de la Fiscalía 
Anticorrupción: 
 

a. Autonomía e independencia del Fiscal. 
b. Autonomía e independencia presupuestaria. 

 
Múltiples organizaciones civiles especializadas en el tema anticorrupción coinciden 
en la importancia de una plena autonomía e independencia de la figura del Fiscal 
Especializado en el Combate a la Corrupción, y que no exista subordinación más 
que la requerida para un rendimiento de cuentas apartado de intereses partidarios y 
de grupos de influencia, de manera que cumpla con su obligación persecutoria de la 
corrupción, y que cuente con una infraestructura humana, técnica y presupuestaria, 
propias, para su operación sin contratiempos. 
 
La Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción, tiene grandes desafíos que 
para superarlos requiere de esa autonomía e independencia en grado pleno. 
 
Desde el punto de vista etimológico, se llama autónoma a la entidad que se rige por 
su propia ley, es decir, que no depende de una norma que no sea la suya. La 
autonomía sin embargo, no es soberanía. Los entes autónomos gozan de la facultad 
de decidir sobre sus asuntos, pero están sometidos a la soberanía estatal. 
 
En otro aspecto, desde un punto de vista jurídico la autonomía no es más que un 
grado extremo de descentralización; si bien puede haber organismos 
descentralizados que no sean autónomos, no es posible que haya organismos 
autónomos que no sean descentralizados. En términos generales la 
descentralización en una figura jurídica mediante la cual determinadas facultades de 
decisión se transfieren de una autoridad central, a otra autoridad de competencia 
menos general. 
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Ambos conceptos de autonomía son los buscados para que, sin reconocer la 
soberanía estatal, las decisiones y acciones permitan una mayor elasticidad y 
alcance, más fortaleza, para el reiterado cumplimiento de su misión, en busca de la 
anhelada visión social de un Morelos sin corrupción, con todas las bondades que ello 
acarreará en el mediano y largo plazo. 
 
En ese contexto, se propone la consolidación de la Fiscalía Especializada en 
Combate a la Corrupción, dentro de la Ley Orgánica de la Fiscalía General que le 
rige, a efecto de dotarle de mayor autonomía y libertad en el ejercicio de su 
presupuesto, con el principal propósito de incrementar la eficiencia y eficacia de sus 
funciones con resultados satisfactorios para la sociedad, lo que no significará una 
posición de privilegio. 
 
En el marco de las acciones de investigación que hasta esta fecha se han llevado a 
cabo por la Fiscalía Anticorrupción, un claro ejemplo de la necesidad del 
fortalecimiento de las facultades de la misma, con las reformas que se proponen, es 
la autorización por parte de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, para el que 
Titular de la misma, pueda ya, en forma directa, solicitar información que poseen las 
instituciones del sistema financiero mexicano, fundamental para el conocimiento de 
hechos requeridos por los impartidores de justicia, para tener por acreditados los 
extremos que exige el artículo 19 Constitucional, para una vinculación a proceso 
sólida, consistentes en la acreditación de un hecho que la ley señala como delito, y 
la probabilidad de autoría y participación del imputado. 
 
Anterior a dicha autorización fundamental, la solicitud de información bajo secreto 
bancario se realizaba por conducto de la Fiscalía General, la cual ya cuenta con una 
autorización similar con anterioridad, por lo que al satisfacer el Fiscal Anticorrupción 
la totalidad de requisitos necesarios, ante la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores, para hacer la solicitud en forma directa, a través del Sistema de Atención a 
Requerimientos de Autoridad, el cual es una plataforma electrónica a la que se 
accede a través de una contraseña especial, con una significativa reducción en el 
tiempo para la obtención de tan valiosa información, para la integración de carpetas 
relacionadas con delitos de peculado o enriquecimiento ilícito, por ejemplo, mismos 
que se realizan precisamente utilizando cuentas bancarias –protegidas por el secreto 
bancario–, bajo el cual se amparan quienes efectúan esos hechos de corrupción, 
pero que ahora existe ese acceso directo por la Fiscalía Anticorrupción para lo 
conducente. 
 
Esa autorización, desde luego, no requirió de una adición a las facultades del Titular 
de la Fiscalía Anticorrupción, porque se trata de una gestión ante la propia Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores, que no requiere de facultad expresa, pero existen 
otras que podrán complementarla, en aras de abonar ese fortalecimiento, que se 
vislumbran necesarias, y que sí requieren de condición para el efecto, como la que 
se necesaria para la obtención de información fiscal, telecomunicaciones, etcétera. 
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Se propone entonces la firmeza en la homologación jerárquica del Titular de la 
Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción, como estrategia para la eficaz 
investigación y sanción a todo servidor público y particulares que incurran en actos 
de corrupción, sin que importe su nivel o empoderamiento político o económico, lo 
que de otra forma se dificultaría o incluso, se podría tornar inalcanzable, contrario al 
espíritu del legislador al disponer su creación. 
 
Por lo que, teniendo en cuenta lo anterior, se propone reformar los artículos 2 y 3 de 
la LOFGEM para incorporar la nueva denominación de la Fiscalía Anticorrupción. Por 
su parte, mediante la adición al artículo 4 se otorga la facultad al titular de la Fiscalía 
Especializada en Combate a la Corrupción, para llevar a cabo la elaboración de su 
anteproyecto de egresos, el cual deberá entregarlo directamente a la Secretaría de 
Hacienda del Poder Ejecutivo Estatal, dependencia que deberá integrarlo al Proyecto 
de Presupuesto de Egresos que se presente ante el Congreso Local para su 
aprobación. Con la adición de tal atribución, se garantiza que el Congreso Local 
apruebe recursos suficientes y necesarios para la operatividad de dicha institución. 
 
Asimismo, se incorpora la mención de la Fiscalía Anticorrupción al artículo 6 de la 
LOFGEM, con la finalidad de reforzar la autonomía técnica y de gestión que le fuera 
otorgada mediante diversa reforma a dicho ordenamiento jurídico de fecha 09 de 
marzo de 2016. 
 
También se adecúan las atribuciones otorgadas al Fiscal Anticorrupción con las 
propias que fueron establecidas a la figura del Fiscal Anticorrupción de la 
Procuraduría General de la República, mediante la publicación del “Decreto por el 
que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley Orgánica de la 
Procuraduría General de la República, publicado en el DOF, en fecha 18 de julio de 
2016; fortaleciendo de tal manera, el ámbito de actuación del Fiscal Especializado 
en Combate a la Corrupción del Estado de Morelos, para garantizar a los morelenses 
más y mejores resultados en el combate a la corrupción. 
 
En concordancia con lo anterior, se proponen diversas reformas y adiciones al 
artículo 13 BIS de la LOFGEM, disposición en donde se establecen las atribuciones 
del Fiscal Especializado en Combate a la Corrupción, para ajustar las facultades de 
este servidor público con las propias que a nivel federal le han sido otorgadas al 
Fiscal Anticorrupción de la Federación, en lo conducente. 
 
Por su parte, en atención a la autonomía de administración y organización de 
recursos humanos con que cuenta la Fiscalía Especializada en Combate a la 
Corrupción, en el presente documento se plantea la incorporación de la fracción XI 
al citado artículo 13 BIS de la LOFGEM, para otorgar a su titular la facultad de 
nombrar a los titulares de las Unidades Administrativas que conforme a su estructura 
orgánica integren esta institución, estableciendo además que esta atribución deberá 
ejercerse en estricta observancia y cumplimiento a las disposiciones legales y 
administrativas que establecen los requisitos que los servidores públicos de las 
instituciones de procuración de justicia deben cumplir, tales como la Ley General del 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/lgsnsp.htm
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Sistema Nacional de Seguridad Pública, la Ley del Sistema de Seguridad Pública del 
Estado de Morelos, y demás normativa aplicable. 
 
En ese mismo orden, resulta conveniente dotarle de una facultad más, para la pronta 
atención y ejercicio de sus facultades persecutorias, del todo afín con el Sistema 
Anticorrupción, consistente en el ejercicio directo de la facultad conferida a los 
Titulares del Ministerio Público de cada entidad federativa, a que alude el artículo 
142, fracción II, de la Ley General de Instituciones de Crédito, herramienta muy 
indispensable, se reitera, para reducir en lo posible el tiempo en que se atiende una 
solicitud de información de cuentas y movimientos bancarios en lo general, ante la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, y al mismo tiempo para ampliar las vías 
para la obtención de información de instituciones bancarias, por la naturaleza propia 
de los delitos en materia de corrupción, los que por regla general se llevan a cabo 
utilizando recursos públicos depositados en cuentas bancarias, de donde son 
distraídos, desviados o ejecutando otras acciones o maniobras en perjuicio de la 
sociedad destinataria de tales recursos. 
 
Es importante mencionar que la excepción que consigna el artículo 142, fracción II, 
de la Ley General de Instituciones de Crédito, se refiere en forma expresa a los 
“Procuradores Generales de Justicia” de los Estados de la República, referencia que 
requiere dos interpretaciones: La primera, que en el Estado de Morelos, en la 
actualidad es la Fiscalía General quien ejerce las funciones que anteriormente se 
atribuyeron al Procurador General de Justicia del Estado; y la segunda, que en 
estricta observancia a los párrafos antepenúltimo y penúltimo del artículo 13 BIS de 
la Ley Orgánica de la Fiscalía General, confieren un nivel equivalente al Fiscal 
Especializado en Combate a la Corrupción. 
 
Entonces, el Fiscal Especializado en Combate a la Corrupción, tiene un nivel 
equivalente al de un Procurador General de Justicia, a que se refiere el artículo 142, 
fracción II, de la Ley General de Instituciones de Crédito, y en consecuencia, es de 
especial importancia que en forma expresa se le reconozca esa excepción al secreto 
bancario que confiere el mencionado precepto. 
 
A mayor abundamiento, el actual párrafo antepenúltimo del artículo 109 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece: 
 

“… 
En el cumplimiento de sus atribuciones, a los órganos responsables de la 
investigación y sanción de responsabilidades administrativas y hechos de 
corrupción no les serán oponibles las disposiciones dirigidas a proteger la 
secrecía de la información en materia fiscal o la relacionada con 
operaciones de depósito, administración, ahorro e inversión de recursos 
monetarios. La ley establecerá los procedimientos para que les sea 
entregada dicha información. 
…” 

 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/lgsnsp.htm
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Por lo que en general, las adiciones a las facultades en comento, al Fiscal 
Especializado en Combate a la Corrupción, serían congruentes con el novedoso 
texto constitucional pretranscrito. 
 
Otras facultades también requeridas para complemento de las ya indicadas, son la 
designación libre y discrecional de peritos especializados en la materia penal y 
capacitados para operar dentro del sistema de impartición de justicia penal 
adversarial y oral, y para contribuir de manera efectiva en la implementación y 
consolidación del sistema anticorrupción, de manera que las cualidades muy 
particulares de cada profesional son las que tomará en cuenta el titular de la Fiscalía 
Anticorrupción, para la selección final, siempre que dichos peritos además de 
acreditar su preparación se encuentren acreditados ante el Tribunal Superior de 
Justicia del Estado de Morelos, para garantizar aún más su imparcialidad. 
 
Asimismo, se estima necesario que esta institución cuente dentro de su estructura 
orgánica con Asesores Jurídicos, en atención a lo previsto por el artículo 110 del 
Código Nacional de Procedimientos Penales,4 disposición que entre otras cosas 
señala que la intervención de los asesores jurídicos será para orientar, asesorar o 
intervenir legalmente en los procedimientos penales en representación de la víctima 
u ofendido, señalando también que si estos últimos no pueden designar a uno 
particular, tendrán derecho a uno de oficio; razón por la cual al igual que sucede con 
los defensores públicos que representan jurídica y gratuitamente a los imputados y 
cuyo sueldo es absorbido por el Estado, las víctimas u ofendidos tienen el derecho 
de que les sea nombrado un asesor jurídico de oficio proporcionado por el Estado. 
 
También, se propone la reforma al artículo 20 de la LOFGEM, para fortalecer la 
autonomía técnica que se ha conferido a la Fiscalía Especializada; se propone la 
derogación del segundo párrafo del artículo 21 para dar paso a la expedición del 
artículo 21 BIS, mediante el cual de manera específica se establezca que la Fiscalía 
Especializada contará con Unidades Administrativas independientes de la Fiscalía 
General del Estado, a través de las cuales desplegará sus actuaciones, garantizando 
con ello el respeto al principio de no subordinación, lo cual resulta necesario para 
que la institución encargada de combatir los hechos de corrupción en el estado de 
Morelos realice sus funciones sin ningún tipo de presión indebida y externa. 
 
REESTRUCTURACIÓN DE LA FECC PARA EFICIENTAR EL PRESUPUESTO. 
 

                                                           
4Artículo 110. Designación de Asesor jurídico. En cualquier etapa del procedimiento, las víctimas u ofendidos podrán 

designar a un Asesor jurídico, el cual deberá ser licenciado en derecho o abogado titulado, quien deberá acreditar su profesión 
desde el inicio de su intervención mediante cédula profesional. Si la víctima u ofendido no puede designar uno particular, 
tendrá derecho a uno de oficio. 

Cuando la víctima u ofendido perteneciere a un pueblo o comunidad indígena, el Asesor jurídico deberá tener conocimiento de 
su lengua y cultura y, en caso de que no fuere posible, deberá actuar asistido de un intérprete que tenga dicho conocimiento. 

La intervención del Asesor jurídico será para orientar, asesorar o intervenir legalmente en el procedimiento penal en 
representación de la víctima u ofendido. 

En cualquier etapa del procedimiento, las víctimas podrán actuar por sí o a través de su Asesor jurídico, quien sólo promoverá 
lo que previamente informe a su representado. El Asesor jurídico intervendrá en representación de la víctima u ofendido en 
igualdad de condiciones que el Defensor. 
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En otro rubro, se propone una estrategia de eficiencia de los recursos destinados a 
la Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción mediante le unificación de 
funciones a través de una Vice-Fiscalía que asumirá las funciones de las Fiscalías 
Específicas actuales, y una Coordinación General, ambas del mismo nivel jerárquico 
que formarán parte del Ministerio Público, esta segunda –la Coordinación General–, 
será la que aglutine diversas áreas directivas con apoyo de servidores públicos en 
cada especialidad, y asimismo se haga cargo de otras funciones que sin tratarse de 
la actividad preponderante y sustantiva, es innegable su estrecha e indisoluble 
vinculación con la misma, como lo son la atención a los juicios de amparo, con la 
rendición de informes, ofrecimiento y preparación de pruebas, búsqueda ante los 
diversos órganos jurisdiccionales de amparo, de criterios que vayan permitiendo la 
correcta implementación de los Sistemas Nacional y Estatal Anticorrupción, a través 
del Sistema de Impartición de Justicia Penal Adversarial y Oral, como pueden ser las 
ejecutoria en recursos de revisión o amparos directo, incluso, denuncias 
contradicción de tesis ante el Pleno de Circuito correspondiente, o bien similar vía, 
ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
 
La creación de una unidad directiva con toda la infraestructura que ello requiere, por 
cada área en específico, elevaría en forma substancial el costo de operación de la 
Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción, habida cuenta del pleno 
conocimiento de la limitación de recursos. 
 
Existen otras actividades que igualmente se vinculan de forma inseparable con las 
acciones sustantivas, como certificación o expedición de copias, investigación 
jurisprudencial y legislativa, enlace con el Sistema Estatal Anticorrupción, necesario 
para una correcta coordinación, la representación jurídica ante instancias no 
precisamente vinculadas a juicios promovidos como resultado de las acciones 
sustantivas de la Fiscalía Anticorrupción, que pueden ser atendidas a través de esa 
Coordinación con una reducción del gasto a futuro, apoyada por servidores públicos 
idóneos para tales tareas, sin incremento al actual presupuesto aprobado. 
 
En lo referente al Servicio Civil, previsto en el artículo 49 de la Ley Orgánica de la 
Fiscalía General, en razón de la especialidad de la Fiscalía como del personal 
adscrito a la misma, precisa de la misma institución para generar continuidad y 
mantener el profesionalismo, como también el que ese personal se concentre en la 
obtención de resultados en la materia de combate a la corrupción, por lo que se 
propone hacer extensivo el mismo, a la Fiscalía Especializada en Combate a la 
Corrupción. 
 
Asimismo, la oportunidad es propicia para una armonización integral del resto de los 
artículos que actualmente conforman la LOFGEM, con la extensión y aplicación 
expresa para los servidores públicos de la Fiscalía Anticorrupción en lo referente a 
derechos, obligaciones, sanciones, prohibiciones, excusas y recusaciones, y otros 
aspectos, en los apartados en que solo se alude a la Fiscalía General, para no dar 
margen a interpretaciones innecesarias, o en los que se hace mención todavía, a la 
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Fiscalía Especializada para la Investigación de Hechos de Corrupción o Fiscalía 
Especializada en Combate a la Corrupción, y así unificar la denominación correcta. 
 
Se destaca que esta propuesta se elaboró teniendo como base la plena conciencia 
de que el fenómeno de la corrupción debe ser combatido con instituciones 
especializadas, que además cuenten con autonomía técnica, de gestión y de 
operación, pero sobre todo, garantes de los principios constitucionales que debe 
revestir toda ley, en beneficio de la sociedad, pues de no ser así, se corre el riesgo 
de conculcar derechos fundamentales a los gobernados. 
 
Lo anterior, ya que tal y como lo ha sostenido la ONU:  
 

“La corrupción es una plaga insidiosa que tiene un amplio espectro de 
consecuencias corrosivas para la sociedad. Socava la democracia y el 
estado de derecho, da pie a violaciones de los derechos humanos, 
distorsiona los mercados, menoscaba la calidad de vida y permite el 
florecimiento de la delincuencia organizada, el terrorismo y otras amenazas 
a la seguridad humana. Este fenómeno maligno se da en todos los países 
—grandes y pequeños, ricos y pobres— pero sus efectos son 
especialmente devastadores en el mundo en desarrollo.  

 
“Se sabe que la corrupción afecta infinitamente más a los segmentos más 

vulnerables y desprotegidos, porque desvía los fondos destinados al 
desarrollo, socava la capacidad de los gobiernos de ofrecer servicios 
básicos, alimenta la desigualdad y la injusticia y desalienta la inversión y 
las ayudas extranjeras. La corrupción es un factor clave del bajo 
rendimiento y un obstáculo muy importante para el alivio de la pobreza y el 
desarrollo.” 5 

 
 
Por las razones expuestas en párrafos anteriores, debe concluirse que en el presente 
caso, las normas jurídicas deben reformarse tomando como premisa fundamental la 
progresividad y no el retroceso, para ello, debe establecerse la autonomía técnica, 
de gestión y operación de la Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción, 
respecto de las demás Unidades Administrativas que integran la Fiscalía General, 
para que no quede duda de su imparcialidad respecto de aquellas, aunque se 
encuentren regidas por la misma ley, ni mucho menos se encuentre sujeta a una 
subordinación laboral, sino más bien en un grado de coordinación administrativa, 
cuyo objetivo sea el de brindar la adecuada procuración de justicia a la sociedad 
morelense que tanto la demanda. 
 
En ese tenor, se ha propuesto el desarrollo de un sistema de rendición de cuentas 
“horizontal” en el que el poder se disperse, es decir, que no exista un monopolio legal 

                                                           
5 Convención de las Naciones Unidas Contra la Corrupción. Resolución 58/4 de la Asamblea General, de 31 de octubre de 
2003. 
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de ninguna institución y cada una de éstas sea individualmente responsable de los 
actos y procedimientos que se desarrollen en el ámbito de su competencia. 
 
Con todo lo anterior, se busca dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 36 de 
la Convención de la ONU contra la Corrupción, disposición que es del tenor siguiente:   
 

“Cada Estado Parte6, de conformidad con los principios fundamentales de su 
ordenamiento jurídico, se cerciorará de que dispone de uno o más órganos o 
personas especializadas en la lucha contra la corrupción mediante la 
aplicación coercitiva de la ley. Ese Por lo cual, no debe pasar desapercibido 
para esta Soberanía, la importancia de lo señalado por este valioso 
instrumento jurídico que forma parte de nuestro orden jurídico nacional al 
haber sido ratificado por el órgano u órganos o esas personas gozarán de la 
independencia necesaria, conforme a los principios fundamentales del 
ordenamiento jurídico del Estado Parte, para que puedan desempeñar sus 
funciones con eficacia y sin presiones indebidas. Deberá proporcionarse a 
esas personas o al personal de ese órgano u órganos formación adecuada y 
recursos suficientes para el desempeño de sus funciones”. 

 
Senado de la República en el año 2004, y por lo tanto la obligación que tiene el 

Estado Mexicano de cumplir con tal disposición de conformidad con el principio del 

derecho internacional conocido como “pacta sunt servanda”, el cual indica que todo 

tratado en vigor obliga a las partes y debe ser cumplido de buena fe. 

 

Por lo anteriormente expuesto, someto a la valoración del Pleno del Poder Legislativo 

la siguiente iniciativa con proyecto de: 

 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS 
DISPOSICIONES DE LA LEY ORGÁNICA DE LA FISCALÍA GENERAL DEL 
ESTADO DE MORELOS, CON LA FINALIDAD DE ADECUAR SU CONTENIDO 
CON LAS DISPOSICIONES QUE RIGEN A LOS SISTEMAS NACIONAL Y 
ESTATAL ANTICORRUPCIÓN. 
 
ARTÍCULO PRIMERO. Se reforman los artículos 1; 2; 3; 4; 5; 6; 13 BIS; 13 TER; 19; 
el artículo 20; 21; 22; 23; 49; 50; 51; 64; el segundo párrafo del artículo 73; la 
denominación del Capítulo XI; el primer párrafo del artículo 85; el primer párrafo y la 
fracción VI del artículo 86; el primer párrafo del artículo 87; el primer párrafo del 
artículo 89; y el artículo 92; todos de la Ley Orgánica de la Fiscalía General del 
Estado de Morelos. 
 
ARTÍCULO SEGUNDO. Se adicionan al CAPÍTULO SEGUNDO la Sección Primera, 
denominada “De la Fiscalía General”, que se integra por los artículos 11, 12 y 13; la 
Sección Segunda, denominada “De la Fiscalía Anticorrupción” que contiene los 

                                                           
6 Aprobada por el Senado de la República el 29/abril/2004. DOF 27/mayo/2004. 
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artículos 13 BIS y 13 TER, y la Sección Tercera, denominada “De los Auxiliares del 
Ministerio Público” que contiene los artículos 14, 15, 16, 17 y 18; así como se 
adiciona un artículo 21 BIS; todo en la Ley Orgánica de la Fiscalía General del Estado 
de Morelos. 
 
ARTÍCULO TERCERO. Se deroga el segundo párrafo del artículo 21 de la Ley 
Orgánica de la Fiscalía General del Estado de Morelos; todo lo anterior, para quedar 
como sigue: 
 
 
Artículo 1. Esta Ley es de orden público y de interés social, y tiene por objeto 
establecer, organizar y regular las atribuciones de la Fiscalía General y de la Fiscalía 
Especializada en Combate a la Corrupción del Estado de Morelos, así como de 
las Unidades Administrativas que las integran, para el despacho de los asuntos que 
al Ministerio Público le confieren la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos y demás 
normas aplicables. 
 
Artículo 2. Para los efectos de esta Ley, se entenderá por: 
 

I. Cadena de custodia, es el sistema de control y registro que se aplica al indicio, 
evidencia, objeto, instrumento o producto del hecho delictivo, desde su 
localización, descubrimiento aportación, en el lugar de los hechos o del hallazgo, 
hasta que la autoridad competente ordene su conclusión; 
II. Consejo: al Consejo de Profesionalización; 
III. Consejo de Honor: al Consejo de Honor y Justicia;  
IV. Ficha Identificativa: documento de identificación de los cadáveres o restos 
humanos que carecen de la misma, que tengan relación con una carpeta de 
investigación, que contenga el número y fecha de inicio de la misma; así como 
cualquier información que permita el pleno reconocimiento de los mismos, como 
son, antropología forense, criminalística de campo, video, fotografía forense, 
medicina forense, dactiloscopia, genética forense y odontología forense; 
VII.- Fiscalía Anticorrupción: a la Fiscalía Especializada en Combate a la 
Corrupción; 
VIII.- Fiscal Anticorrupción: a la persona titular de la Fiscalía Especializada 
en Combate a la Corrupción; 
IX. Gobernador: al Titular del Poder Ejecutivo Estatal; 
X. Ley: a la Ley Orgánica de la Fiscalía General del Estado de Morelos;  
XI. Ley General: a la Ley General para Prevenir y Sancionar los Delitos en Materia 
de Secuestro, reglamentaria de la fracción XXI, del artículo 73 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos;  
XI. Ministerio Público: quien ejerce las funciones del Ministerio Público; 
XII. Oficial: al Oficial del Registro Civil del Municipio que corresponda; 
XIII. Placa Identificativa: a la placa de material anticorrosivo que contiene la mayor 
cantidad de datos posibles de la Ficha Identificativa; 
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XIV. Protocolo: al Protocolo para el Tratamiento e Identificación Forense, expedido 
por la Procuraduría General de la República; 
XV. Policía de Investigación Criminal: al cuerpo de Policía que auxilia al Ministerio 
Público en las funciones de investigación y persecución de los delitos, en términos 
de la Constitución Federal; 
XVI. Registro: al Registro de Datos de los cadáveres no identificados relacionados 
con una carpeta de investigación; 
XVII. Reglamento, al Reglamento de la Ley; 
XVIII. Secretario Técnico, a la persona Titular de la Secretaría Técnica del 
Consejo; 
XIX. Servicio de Carrera, al Servicio de Carrera de la Fiscalía General para los 
Agentes del Ministerio Público, Oficiales Auxiliares del Ministerio Público, Peritos 
y Agentes de la Policía de Investigación Criminal, y 
XX. Servicios Periciales; al cuerpo de personas con conocimientos y experiencia 
en las diferentes profesiones, ciencias, técnicas, artes u oficios, que mediante la 
emisión de opiniones y dictámenes auxilian al Ministerio Público en su función. 

 
Artículo 3.- La Fiscalía General, es una Institución perteneciente al Poder Ejecutivo 
del Estado, dotada de autonomía de gestión, técnica, de ejercicio y de aplicación del 
gasto público que le asigne el Congreso del Estado. 
 
 
 
Por su parte, la Fiscalía Anticorrupción, integrante del Sistema Estatal 
Anticorrupción, cuenta con autonomía técnica, de gestión y operación, con 
competencia exclusiva para la prevención, persecución e investigación de los 
delitos que la ley señale como relacionados con hechos de corrupción. 

 
Artículo 4. Por su autonomía de gestión, la Fiscalía General y la Fiscalía 
Anticorrupción gozan de la administración, dirección, organización, disposición, 
distribución y suministro de recursos humanos, materiales y financieros; así como de 
la capacidad de decidir responsablemente sobre la adquisición de productos y 
servicios, en los términos previstos por las disposiciones jurídicas aplicables, el 
ejercicio de sus recursos propios, su estructura administrativa, así como proponer 
los niveles remunerativos para el personal que la integra, de conformidad con el 
presupuesto autorizado para ello y en términos de lo dispuesto por la legislación 
Federal y Estatal que resulte aplicable. 

 
El Fiscal Anticorrupción elaborará su anteproyecto y lo entregará a la 
Secretaría de Hacienda, para que sea integrado al Proyecto de Presupuesto de 
Egresos del Gobierno del Estado, para su posterior aprobación por parte del 
Congreso Local. 

 
Artículo 5. La autonomía técnica de la Fiscalía General, y de la Fiscalía 
Anticorrupción, debe ser entendida como la facultad que les ha sido otorgada para 
expedir sus propias disposiciones normativas, con excepción de las disposiciones 
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legales que le competan al Gobernador, con el propósito de regular las acciones que 
desarrolla en el ámbito de su competencia, delimitar las atribuciones que ejerce y 
regir su actuación, bajo las políticas permanentes de especialización técnica, 
profesionalización y rendición de cuentas, debiendo respetar en todo momento, la 
Constitución Federal, la Convención de Naciones Unidas Contra la Corrupción7 
los Tratados Internacionales en materia de Derechos Humanos de los que el 
Estado Mexicano sea parte, los Códigos y Leyes Nacionales, Generales y 
Federales que rijan su actuar procesal, la Constitución Local, y en general toda 
disposición jurídica aplicable. 

 
Artículo 6. El Fiscal General y el Fiscal Anticorrupción, para el ejercicio de la 
autonomía técnica y de gestión a que se refieren los artículos 4 y 5 de esta Ley, 
contarán en el ámbito de sus respectivas competencias, con las siguientes 
atribuciones: 

 
I. Instrumentar y organizar políticas sobre la administración de los recursos humanos, 
la adquisición de bienes y servicios y el arrendamiento de inmuebles; 
II. Planear, coordinar, dirigir y controlar la administración de los recursos 
presupuestales; 
III. Aprobar la adquisición del equipo operativo, técnico, científico, móvil y demás que 
sea necesario para los fines y necesidades de su actividad; 
IV. Aprobar la contratación de prestadores de servicios profesionales para la 
capacitación y profesionalización de personal; 
V. Aprobar el arrendamiento de inmuebles para los fines de seguridad, protección de 
víctimas y testigos, de conformidad con las disposiciones legales aplicables; 
VI. Autorizar las propuestas de modificación de la estructura administrativa y la 
plantilla del personal adscrito a la Fiscalía General y a la Fiscalía Anticorrupción; 
VII. Coadyuvar en el diseño, construcción y remodelación de los bienes inmuebles, 
oficinas e instalaciones que ocupen la Fiscalía General y la Fiscalía 
Anticorrupción, conforme a las disposiciones jurídicas aplicables; 
VIII. Planear y promover la calidad en los servicios que presten la Fiscalía General y 
la Fiscalía Anticorrupción; 
IX. Fijar criterios y medidas administrativas para la simplificación de los trámites y 
procesos que se realicen ante la Fiscalía General y la Fiscalía Anticorrupción; 
X. Integrar el Comité de adquisiciones de la Fiscalía General y de la Fiscalía 
Anticorrupción; 
XI. Aprobar el Programa Anual de Adquisiciones de la Fiscalía General y de la 
Fiscalía Anticorrupción, y 
XII. Las demás disposiciones legales y reglamentarias aplicables a la Fiscalía 
General y a la Fiscalía Anticorrupción. 

 

                                                           
7 La Convención mencionada fue aprobada por la Cámara de Senadores del Honorable Congreso de la Unión, el veintinueve 

de abril de dos mil cuatro, según decreto publicado en el DOF el veintisiete de mayo del propio año. El instrumento de 
ratificación, firmado por el Ejecutivo Federal el treinta y uno de mayo de dos mil cuatro, fue depositado ante el Secretario 
General de las Naciones Unidas el veinte de julio del propio año, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 67 de la 
Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción. 
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Los Comités de Adquisiciones tanto de la Fiscalía General, como de la Fiscalía 
Anticorrupción, se integrarán y funcionarán de conformidad con lo que 
dispongan para tales efectos sus respectivos Reglamentos y la normativa 
aplicable. 

 
CAPÍTULO II 

DE LAS FUNCIONES DEL MINISTERIO PÚBLICO 
 

SECCIÓN PRIMERA 
DE LA FISCALÍA GENERAL 

 
Artículo 11. … 
 
Artículo 12. … 
 
Artículo 13. … 

 
SECCIÓN SEGUNDA 

DE LA FISCALÍA ANTICORRUPCIÓN 
 

Artículo 13 BIS. El Fiscal Anticorrupción, contará con las atribuciones 
siguientes:  
 
I. Planear, programar, organizar y dirigir el funcionamiento de la Fiscalía 
Anticorrupción, para perseguir e investigar los delitos relacionados con hechos 
de corrupción previstos en el capítulo correspondiente del Código Penal, que 
sean cometidos por servidores públicos o particulares; 
II. Ejercitar acción penal en contra de los imputados de los delitos a que se 
refiere la fracción anterior; 
III. Autorizar la consulta de reserva, incompetencia, acumulación y separación 
de las investigaciones, archivo temporal, criterio de oportunidad, acuerdo 
reparatorio, y procedimiento abreviado que propongan los agentes del 
Ministerio Público, de su adscripción; 
IV. Solicitar atención y reparación para las víctimas de las conductas previstas en la 
normativa aplicable en la materia; 
V. Recibir, por cualquier medio autorizado por la Ley, las denuncias sobre los delitos 
e iniciar la investigación correspondiente; 
VI. Dar aviso al Ministerio Público competente, por razón de fuero o materia, cuando 
de las diligencias practicadas en la investigación de los delitos de su competencia se 
desprenda la comisión de alguno diferente; 
VII. Utilizar las técnicas de investigación previstas en la normativa aplicable; 
VIII. Vigilar, con absoluto respeto a los derechos constitucionales, a las personas 
respecto de las cuales se tengan indicios de que pudieran estar involucradas en 
hechos de corrupción; 
IX. Sistematizar la información obtenida para la detención de los imputados; 
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X. Requerir a las instancias de gobierno federales, de las entidades federativas 
y municipales, la información que resulte útil o necesaria para sus 
investigaciones, la que por ningún motivo le podrá ser negada, incluso 
anteponiendo el secreto bancario, fiduciario, industrial, fiscal, bursátil, postal, 
o cualquier otro de similar naturaleza, en términos del artículo 109, 
antepenúltimo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 
XI. Proponer, en coordinación con el Sistema Estatal Anticorrupción, políticas y 
programas para la prevención e investigación de hechos de corrupción;  
XII. Nombrar bajo su más estricta responsabilidad a los Titulares de las 
Unidades Administrativas, a que se refiere el artículo 21 BIS, y en general a 
todo el personal de la Fiscalía Anticorrupción a su cargo, con estricta 
observancia a la normativa aplicable, y en términos del artículo 22 de este 
instrumento; 
XIII. Instruir a la Policía de Investigación Criminal, y al resto de las 
corporaciones policiales del Estado cuando éstos actúen como auxiliares en 
la prevención, investigación y persecución de delitos relacionados con 
hechos de corrupción, realicen sus actuaciones con pleno respeto a los 
derechos fundamentales y conforme a los principios de legalidad y 
objetividad; 
XIV. Promover la participación de la ciudadanía en los programas de su 
competencia; 
XV. Participar como integrante del Comité Coordinador del Sistema Estatal 
Anticorrupción, atendiendo a las bases establecidas en el artículo 113, 
fracción III, inciso a), de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, y 134, en lo conducente, de la Constitución Política del Estado 
Libre y Soberano de Morelos; 
XVI. Diseñar, establecer e implementar mecanismos de cooperación y 
colaboración con autoridades federales, de la Ciudad de México, estatales y 
municipales, incluyendo autoridades que ejerzan facultades de fiscalización, 
bancarias y de similar naturaleza, en el ámbito de su competencia, atendiendo 
a las normas y políticas institucionales; 
XVII. Ordenar el aseguramiento, el embargo precautorio o ejercer la acción de 
extinción de dominio, cuando proceda, de bienes propiedad de los imputados 
sujetos a investigación, así como aquellos sobre los que se conduzca como 
dueños o dueño beneficiario o beneficiario controlador; 
XVIII. Emitir o solicitar las órdenes o medidas para la protección, atención y 
auxilio de las personas víctimas de delito o de los testigos, e implementar 
medidas de protección hacia sus propios servidores públicos cuando sea 
necesario; 
XIX. Autorizar en definitiva que los Agentes del Ministerio Público adscritos a 
la Fiscalía Anticorrupción, decreten el no ejercicio de la acción penal, de 
conformidad a la disposición procesal penal correspondiente, y cuando así se 
concluya del estudio pormenorizado de los datos de prueba correspondientes;  
XX. Autorizar la formulación de conclusiones no acusatorias en los procesos 
penales o en su caso, la solicitud del desistimiento de la acción penal ante el 
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órgano jurisdiccional que establece el artículo 144 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales;  
XXI. Designar en forma discrecional a los peritos en función de su especialidad, 
experticia, grado de confianza y prestigio, de entre los autorizados por el 
Tribunal Superior de Justicia del Estado, consultando al efecto la lista 
correspondiente; 
XXII. Ejercer en forma directa la facultad de excepción que establece el artículo 
142, fracción II, de la Ley General de Instituciones de Crédito, en directa 
relación con el artículo 109, antepenúltimo párrafo, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos; 
XXIII. Celebrar Convenios con las Empresas de telecomunicaciones para la 
obtención de datos adicionales contenidos en la base de datos prevista en la 
Ley Federal de Telecomunicaciones y sobre el uso de las mismas; 
XXIV. Emitir o suscribir los instrumentos jurídicos que faciliten el 
funcionamiento y operación de la Fiscalía Anticorrupción, el cual incluye los 
acuerdos, circulares, instructivos, bases, y demás normas administrativas 
necesarias que rijan la actuación de la Fiscalía, en el ámbito de su 
competencia; 
XXV. Supervisar y ejercer las facultades que correspondan a las unidades 
administrativas que le estén adscritas, sin perjuicio de que sean 
desempeñadas por sus respectivos titulares; 
XXVI. Supervisar y dirigir el Servicio Civil de Carrera de la Fiscalía 
Anticorrupción, conforme a las bases que al efecto se emitan, y 
XXVII. Las demás que le otorguen su Reglamento Interior, las que le sean 
conducentes consignadas en el artículo 31 de esta Ley, y otras disposiciones 
jurídicas aplicables. 
 
Para los fines del presente artículo y conforme a lo previsto por el artículo 79-B de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, se establece la 
Fiscalía Anticorrupción, que goza de la misma autonomía que la Fiscalía General 
en términos de los artículos 4 y 5 de esta Ley, incluso respecto de ésa, a fin de 
salvaguardar toda imparcialidad en el desempeño de sus actividades, de 
conformidad con las disposiciones presupuestales asignadas para ello.  

 
El Fiscal Anticorrupción, además de cumplir con los requisitos establecidos en la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, gozará de nivel 
equivalente al del Fiscal General, y no le resultarán aplicables los requisitos a que 
se refiere el artículo 37 de esta Ley. 

 
La designación y permanencia en el cargo de dicho Fiscal Anticorrupción se regirán 
por lo previsto en la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, 
así como por la normativa aplicable. 

 
Artículo 13 TER. A la Fiscalía Anticorrupción y a todo su personal le son aplicables 
en lo conducente y siempre que no se opongan a la función especializada que 
tiene, las disposiciones previstas en los artículos 24 y 25 de esta Ley, considerando 
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lo dispuesto por el artículo anterior y su previsión constitucional, como integrante del 
Sistema Estatal Anticorrupción, y sin perjuicio de otras disposiciones jurídicas de este 
y otros ordenamientos que deba observar. 
 
El personal de la Fiscalía Anticorrupción, en coordinación con el Sistema Estatal 
Anticorrupción, deberá capacitarse en la materia, así como desempeñar sus 
funciones, empleos, cargos y comisiones en el marco de los principios de legalidad, 
honradez, lealtad, imparcialidad, eficiencia y secrecía. 
 
Para ingresar al servicio de esta unidad especializada, los aspirantes deberán asumir 
el compromiso de sujetarse a vigilancia no intrusiva, por la autoridad competente, en 
cualquier tiempo de su servicio y dentro de los cinco años posteriores a la 
terminación del mismo, así como rendir y mantener actualizada la información en 
materia de corrupción. 
 

SECCIÓN TERCERA 
DE LOS AUXILIARES DEL MINISTERIO PÚBLICO 

 
 
Artículo 14. … 
 
Artículo 15. … 
 
Artículo 16. … 
 
Artículo 17. … 
 
Artículo 18. … 
 
 

CAPÍTULO III 
DE LA ESTRUCTURA Y ORGANIZACIÓN 

DE LA FISCALÍA GENERAL Y DE LA FISCALÍA ANTICORRUPCIÓN 
 
 
Artículo 19. La Fiscalía General está a cargo de un Fiscal General, quien es el Titular 
de la Institución del Ministerio Público, y ejerce la autoridad jerárquica sobre todo el 
personal de la misma, con excepción del Fiscal Anticorrupción, conforme a lo 
dispuesto por el artículo 13 BIS de esta Ley. 
 
Artículo 20. El Fiscal General y el Fiscal Anticorrupción emitirán los acuerdos, 
circulares, instructivos, protocolos, Programas, Manuales Administrativos y demás 
disposiciones que rijan la actuación de las Unidades Administrativas a su cargo.  
 
Artículo 21. … 
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I. a la XII. … 
 

Derogado. 
 

Artículo 21 BIS. Para el despacho de los asuntos de su competencia, la Fiscalía 
Anticorrupción contará con las siguientes Unidades Administrativas: 

 
I. Vice-Fiscalías; 
II. Coordinaciones Generales; 
III. Direcciones Generales, y 
IV. Las demás que resulten necesarias para su funcionamiento y las que 
disponga la normativa aplicable y reglamentaria, de conformidad con el 
presupuesto autorizado para ello. 

 
Con independencia de ello, la Fiscalía Anticorrupción contará con la estructura 
que al efecto se establezca en su Reglamento Interior, así como en los 
Manuales Administrativos conforme a lo previsto en la Constitución Política 
del Estado Libre y Soberano de Morelos, esta Ley y demás normativa aplicable, 
atendiendo la partida presupuestal que se le asigne. 

 
Artículo 22. El Reglamento establecerá la integración, funciones y atribuciones de 
cada una de las Unidades Administrativas, así como de los titulares que las integran. 
La Fiscalía Anticorrupción se regirá por su propio Reglamento Interior. 
 
Cada Unidad Administrativa, contará con los Directores, Coordinadores, Agentes del 
Ministerio Público, Oficiales Auxiliares del Ministerio Público, operadores de justicia 
alternativa, asesores jurídicos y demás personal que sea necesario para el 
cumplimiento de sus funciones, conforme a la disponibilidad presupuestaria y lo 
previsto en el Reglamento.  
 
Artículo 23. El Fiscal General y el Fiscal Anticorrupción, de conformidad con las 
disposiciones presupuestales asignadas para ello, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, podrán establecer las Unidades Administrativas u Operativas que 
se encuentren previstas en sus propios Reglamentos, podrán formar Unidades de 
Investigación para la persecución de delitos por géneros o específicos que por su 
trascendencia, interés y características así lo ameriten de acuerdo a las necesidades 
del servicio. 
 
Artículo 49. El Servicio de Carrera es un sistema de carácter obligatorio y 
permanente en el cual, se establecen los lineamientos de reclutamiento, selección, 
ingreso, certificación, formación y permanencia de los Agentes y Oficiales Auxiliares 
del Ministerio Público, los Peritos y los Agentes de la Policía de Investigación 
Criminal de la Fiscalía General y de la Fiscalía Anticorrupción. 
 
Artículo 50. El Servicio de Carrera de los Agentes y Oficiales Auxiliares del Ministerio 
Público, los Peritos y los Agentes de la Policía de Investigación Criminal de la Fiscalía 
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General y de la Fiscalía Anticorrupción, comprenderá la selección, ingreso, 
permanencia, estímulos, promoción, reconocimiento y terminación del mismo, en las 
siguientes etapas:  
 
I. a la III. … 
 
Artículo 51. Los miembros del Servicio de Carrera de la Fiscalía General y de la 
Fiscalía Anticorrupción dejarán de formar parte del mismo por terminación 
ordinaria o extraordinaria, conforme a lo siguiente: 
 
I. a la II. … 
 
Artículo 64.- La Visitaduría General, será el órgano de la institución encargada de 
ejecutar las resoluciones que determine el Consejo de Honor; esta deberá ser 
notificada personalmente al interesado, para lo que estime pertinente conforme a 
derecho; una vez que haya quedado firme la resolución mediante la que se imponga 
una sanción, los integrantes del Consejo de Honor, vigilarán en coordinación con las 
áreas administrativas y operativas correspondientes, lo relativo a la suspensión o 
destitución, descuentos de adeudos, resguardos e inventario de equipo, así como su 
correspondiente inscripción en los Sistemas Nacional y Estatal de Seguridad Pública 
y otras medidas conducentes; el incumplimiento dará lugar a las sanciones previstas 
por la Ley General de Responsabilidades Administrativas y la legislación 
estatal aplicable en la materia.  
 
Artículo 73.- Las resoluciones que tome el Consejo de Honor, causarán ejecutoria 
una vez transcurrido el término para impugnar la misma, y su resolución se agregará 
a los expedientes personales u hojas de servicio de cada Servidor Público 
sancionado.  
 
Cuando se imponga suspensión temporal o destitución, se notificará a los Sistemas 
Nacional y Estatal de Seguridad Pública, para su control y trámites legales a que 
haya lugar, su incumplimiento dará lugar a las sanciones previstas por la Ley 
General de Responsabilidades Administrativas y la legislación estatal aplicable 
en la materia.  
 
 

CAPÍTULO XI 
DE LOS DERECHOS, RESPONSABILIDADES Y SANCIONES 

DEL PERSONAL DE LA FISCALÍA GENERAL Y DE LA FISCALÍA 
ANTICORRUPCIÓN 

 
Artículo 85. Son causas de responsabilidad del personal de la Fiscalía General y de 
la Fiscalía Anticorrupción, además de las previstas en la Ley General de 
Responsabilidades Administrativas y la legislación estatal aplicable en la 
materia, las siguientes:  
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I. a la VIII. … 
 
Artículo 86. Son obligaciones del personal de la Fiscalía General y de la Fiscalía 
Anticorrupción, las siguientes: 
 
 

I. V. … 
 

Artículo 86. Son obligaciones del personal de la Fiscalía General y de la Fiscalía 
Anticorrupción, las siguientes: 
 
I. V. … 
 
VI. Desempeñar su función sin solicitar o aceptar compensaciones, pagos o 
gratificaciones distintas a las previstas legalmente; en particular, se opondrán a 
cualquier acto de corrupción. La Fiscalía Anticorrupción conocerá de las 
conductas que configuren un hecho calificado como delito de corrupción por 
la ley y exista la posibilidad de que el servidor público lo cometió o participó 
en su comisión, por la infracción a la presente obligación; 
 
VII. a la XXI. … 

 
Artículo 87. El personal de las Fiscalías General y Anticorrupción, 
respectivamente, deberá abstenerse de: 
 
I… a la IV… 
 
Artículo 89. Procederá la separación del personal de la Fiscalía General y de la 
Fiscalía Anticorrupción, por el incumplimiento de alguna o algunas de las 
obligaciones previstas en las fracciones IV, V, VII, VIII, XII, XIII y XIX, del artículo 86 
de la presente Ley o, en su caso, por la reiteración de por lo menos tres ocasiones 
en el incumplimiento de alguna o algunas de las obligaciones restantes del artículo 
citado. 
 
Artículo 92. Los servidores públicos de la Fiscalía General y de la Fiscalía 
Anticorrupción, podrán excusarse y ser recusados en los asuntos que intervengan, 
cuando ocurra una o más de las causas que motivan las excusas en los términos de 
la Normativa Procedimental Penal aplicable. La excusa y la recusación, deberán ser 
calificadas en definitiva por el Fiscal General y su trámite se definirá en el 
Reglamento. 
 
 
 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 
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PRIMERA. Remítase el presente Decreto al Titular del Poder Ejecutivo, para su 
promulgación y publicación respectiva de conformidad con los artículos 44, 47 y 70, 
fracción XVII, inciso a), de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
Morelos. 
 
SEGUNDA. El presente Decreto, entrará en vigor a partir del día siguiente de su 
publicación en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, Órgano de difusión del 
Gobierno del estado de Morelos. 
 
TERCERA. En congruencia con la Disposición Transitoria Octava del Decreto Mil 
Ochocientos Nueve publicado en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad” número 5487 
de fecha siete de abril del presente año, así como con este Decreto, se dispone que 
el Titular del Poder Ejecutivo realice las adecuaciones administrativas que resulten 
necesarias. 
 
CUARTA. Las reformas contenidas en los artículos 64, 73 y 85 del presente Decreto, 
entrarán en vigor el dieciocho de julio del presente año, en congruencia con el 
Artículo Transitorio Tercero de la Ley General de Responsabilidades Administrativas 
de los Servidores Públicos. 
 
QUINTA. Se derogan todas las disposiciones de igual o menor rango jerárquico 
normativo que se opongan al presente decreto. 
 
SEXTA. Dentro del plazo de noventa días hábiles, contados a partir de que surta 
efectos el presente Decreto, realícese las modificaciones reglamentarias a que haya 
lugar. 
 
SÉPTIMA. En términos del artículo 3°, segundo párrafo, de la Ley Orgánica de la 

Fiscalía General del Estado de Morelos, son de la competencia exclusiva de la 

Fiscalía Anticorrupción, con excepción de las carpetas de investigación relacionadas 

con delitos de corrupción, iniciadas ante la Fiscalía General, las que continuarán a 

su cargo hasta su conclusión. 

 

Recinto Legislativo del Estado de Morelos, a los veintisiete días del mes de junio de 
dos mil diecisiete. 

 
 

ATENTAMENTE 

“DEMOCRACIA YA, PATRIA PARA TODOS” 

 

 

 

DIPUTADO ENRIQUE JAVIER LAFFITTE BRETÓN 
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Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan diversas 

disposiciones de la Ley Orgánica Municipal del Estado de Morelos, para 

adecuarla al Sistema Estatal Anticorrupción, presentada por el diputado 

Enrique Javier Laffitte Bretón. 

 

HONORABLE ASAMBLEA: 

P R E S E N T E 

 

EL QUE SUSCRIBE DIPUTADO ENRIQUE JAVIER LAFFITTE BRETÓN, 

INTEGRANTE DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO DE LA 

REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA EN LA QUINCUAGÉSIMA TERCERA 

LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO DE MORELOS, CON LA 

FACULTAD QUE ME CONFIEREN LOS ARTÍCULOS 42 FRACCIÓN II DE LA 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS Y 

18 FRACCIÓN IV DE LA LEY ORGÁNICA PARA EL CONGRESO DEL ESTADO, 

PRESENTO  A SU CONSIDERACIÓN INICIATIVA CON PROYECTO DE 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS 

DISPOSICIONES DE LA LEY ORGÁNICA MUNICIPAL DEL ESTADO DE 

MORELOS, PARA ADECUARLA AL SISTEMA ESTATAL ANTICORRUPCIÓN, 

MISMA QUE SUSTENTO EN LA SIGUIENTE:  

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

Con fecha veintiocho de marzo de dos mil diecisiete, mediante Decreto número 1839, 

publicado en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad” número 5487, fueron 

promulgadas las reformas a la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 

Morelos, que dieron vida al Sistema Estatal Anticorrupción en los términos 

siguientes: 

ARTICULO 40.- Son facultades del Congreso: 
 
I.- a la XLIII.- … 
XLIV.- Designar, con el voto de las dos terceras partes de los miembros presentes 
de la Legislatura, al Auditor General de la Entidad Superior de Auditoría y 
Fiscalización del Congreso del Estado; así mismo designar con el voto aprobatorio 
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de las dos terceras partes de los integrantes de la Legislatura, a los titulares de 
los órganos internos de control de los organismos públicos autónomos a que se 
refiere el artículo 23-C de esta Constitución que ejerzan recursos del Presupuesto 
de Egresos del Estado; a los miembros de la Comisión de Selección que elegirá a 
su vez a los integrantes del Comité de Participación Ciudadana del Sistema Estatal 
Anticorrupción; así como ratificar con el voto de las dos terceras partes de los 
miembros de la Legislatura, el nombramiento del Secretario de la Contraloría 
del Estado; 
XLV.- a la LIX.- … 
 
ARTICULO 70.- Son facultades del Gobernador del Estado: 
 
I.- a la V.- … 
VI.- Designar o nombrar a los Secretarios de Despacho y al Consejero Jurídico, en 
una proporción que no exceda la mitad para un mismo género. El nombramiento 
del Secretario de la Contraloría se sujetará a la ratificación del Congreso del 
Estado; 
VII.- a la XLIII.- ... 
 
En ese sentido, resultan necesarias las modificaciones que hoy planteo con la 

presente iniciativa, en virtud de que, en la actualidad, el Contralor Municipal es 

nombrado y removido de manera directa por el Presidente Municipal, por lo que se 

convierte en un subordinado del mismo, lo que le impide realizar su labor de combatir 

frontalmente la corrupción que se presenta por parte de los colaboradores del alcalde 

que lo designó. 

 

Otra de las modificaciones constitucionales en materia de combate a la corrupción 

en la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, es la siguiente: 

 
ARTICULO 134.- … 
… 
… 
El Sistema tendrá un Comité Coordinador, el que contará a su vez con un órgano de 
apoyo técnico; el Comité estará integrado por los Titulares de la Entidad Superior de 
Auditoría y Fiscalización del Congreso del Estado de Morelos, Fiscalía Especializada 
en Combate a la Corrupción, Secretaría de la Contraloría, el Magistrado Presidente 
del Tribunal de Justicia Administrativa, el Comisionado Presidente del Instituto 
Morelense de Información Pública y Estadística, así como por un representante del 
Consejo de la Judicatura del Poder Judicial, un representante de los Contralores 
Municipales del Estado y el Presidente del Comité de Participación Ciudadana; el 
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Presidente del Comité de Participación Ciudadana, lo será a su vez del Comité 
Coordinador. 
… 
a) a la d) … 
… 
 
Por lo que resulta necesario plasmar en la Ley Orgánica Municipal del Estado de 

Morelos estas nuevas facultades del Contralor Municipal, con el propósito de no caer 

en una antinomia legislativa. 

Por último, resulta necesario ajustar los requisitos para ocupar el cargo de Contralor 

Municipal, con el propósito de que, el profesionista que sea designado en tan 

importante cargo, se ajuste a la dinámica de trabajo del Sistema Estatal 

Anticorrupción, donde precisamente, como planteo la reforma multicitada, los 

integrantes del Comité Coordinador serán los titulares de los organismos encargados 

de la fiscalización, la rendición de cuentas, de los procedimientos de 

responsabilidades administrativas y de la tutela del derecho a la información pública 

en el Estado. 

 

Por lo anteriormente expuesto, someto a la valoración del Pleno del Poder Legislativo 

la siguiente: 

 
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y 

ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY ORGÁNICA MUNICIPAL 

DEL ESTADO DE MORELOS, PARA ADECUARLA AL SISTEMA ESTATAL 

ANTICORRUPCIÓN. 

 

ARTÍCULO PRIMERO. Se reforman, la fracción I del artículo 24; la fracción III del 

artículo 41; la fracción V del artículo 85, y el artículo 88, todos de la Ley Orgánica 

Municipal del Estado de Morelos, para quedar como a continuación se indica: 

 

ARTÍCULO SEGUNDO. Se adicionan las fracciones XVI y XVII al artículo 86 de la 

Ley Orgánica Municipal del Estado de Morelos, para quedar como sigue: 
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Artículo 24.- … 
… 
… 
… 
… 
 

I.- Designar a los titulares de las dependencias de la administración pública 
municipal, así como a la titular de la dirección de la instancia de la mujer con 
excepción del Secretario del Ayuntamiento, el Tesorero, el Contralor Municipal, 
dicho nombramiento se sujetará a la ratificación del Cabildo, el Titular de la 
Seguridad Pública Municipal, los cuales serán nombrados por el Presidente, en 
una proporción que no exceda el cincuenta por ciento para un mismo género. En 
todo momento, el Ayuntamiento verificará que la remuneración autorizada a 
dichos servidores públicos no rebase los montos establecidos en la fracción V del 
artículo 20 de la Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público del estado de 
Morelos. 
II. a la V. … 
 

Artículo 41.- … 
 

I. a la II. … 

III. Nombrar al Secretario Municipal, al Tesorero Municipal, al Contralor 
Municipal, cuyo nombramiento se sujetará a la ratificación del Cabildo y al 
Titular de Seguridad Pública; 
IV. a la XLI. … 
 

Artículo 85.- … 
I.- a la IV. … 
V. Contar con experiencia mínima comprobable de dos años en órganos de 
control gubernamental, fincamiento de responsabilidades, fiscalización de 
recursos públicos o rendición de cuentas, y 
VI. Tener como mínimo veinticinco años de edad, cumplidos al día de la 
designación.  
 

Artículo 86.- … 
 

I. a la XV.- … 

XVI.- Integrar por sí o a través de un representante común de todos los 
Contralores del Estado, el Comité Coordinador del Sistema Estatal 
Anticorrupción y el Sistema Estatal de Fiscalización; 

XVII.- Cumplir cabalmente con las recomendaciones y lineamientos que emitan 
el Comité Coordinador del Sistema Estatal Anticorrupción y el Sistema 
Estatal de Fiscalización, y 
XVIII.- Las demás que le otorguen otros ordenamientos jurídicos o que el Ayuntamiento 
le confiera dentro del marco de sus atribuciones. 
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Artículo 88.- Se establece la coordinación institucional entre los órganos de control 
del Poder Ejecutivo, del Poder Legislativo y de los Ayuntamientos, así como con el 
Sistema Estatal Anticorrupción y el Sistema Estatal de Fiscalización, para 
unificar criterios en los métodos, procedimientos y alcances sobre las funciones de 
seguimiento, control y evaluación; instrumentar, participar y recibir la capacitación 
para el mejor desempeño de sus funciones, de las actualizaciones del marco 
normativo y de los sistemas de seguimiento y revisiones; formular consultas sobre 
aspectos operativos o normativos; intercambiar experiencias y elaborar propuestas 
de mejoramiento de la administración pública. 
 

 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

 
PRIMERA. Aprobado el presente Decreto se remitirá al Gobernador Constitucional 
del Estado para que se publique en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, órgano de 
difusión del Gobierno del estado de Morelos, como se dispone en los artículos 44 y 
70, fracción XVII, inciso a) y c) de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano 
de Morelos. 
 
SEGUNDA. El presente Decreto iniciará su vigencia al día siguiente de su 
publicación en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, órgano de difusión de Gobierno 
del Estado. 
 
TERCERA. Las reformas contenidas en las fracciones I del artículo 24 y III del 
artículo 41 de la Ley Orgánica Municipal del Estado de Morelos, relativas a la 
ratificación del nombramiento del Contralor Municipal, serán aplicables cuando 
ocurra una nueva designación con posterioridad a la entrada en vigor de dicha 
reforma, en respeto irrestricto al principio constitucional de irretroactividad. 
 
CUARTA. Se derogan todas las disposiciones de igual o menor rango que se 
opongan a la presente Reforma. 
 
 
Recinto Legislativo del Estado de Morelos, a los veintisiete días del mes de junio de 
dos mil diecisiete.  
 

 
 

ATENTAMENTE 
“DEMOCRACIA YA, PATRIA PARA TODOS” 

 
 
 
 

DIP. ENRIQUE JAVIER LAFFITTE BRETÓN 
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Iniciativa con proyecto de Ley de Protección de Datos Personales en Posesión 

de Sujetos Obligados del Estado de Morelos; presentada por el diputado 

Enrique Javier Laffitte Bretón. 

 

HONORABLE ASAMBLEA: 
P R E S E N T E 
 

EL QUE SUSCRIBE DIPUTADO ENRIQUE JAVIER LAFFITTE BRETÓN, 
INTEGRANTE DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO DE LA 
REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA EN LA QUINCUAGÉSIMA TERCERA 
LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO DE MORELOS, CON LA 
FACULTAD QUE ME CONFIEREN LOS ARTÍCULOS 42 FRACCIÓN II DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS Y 
18 FRACCIÓN IV DE LA LEY ORGÁNICA PARA EL CONGRESO DEL ESTADO, 
PRESENTO  A SU CONSIDERACIÓN LEY DE PROTECCIÓN DE DATOS 
PERSONALES EN POSESIÓN DE SUJETOS OBLIGADOS DEL ESTADO DE 
MORELOS, MISMA QUE SUSTENTO EN LA SIGUIENTE:  

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
El 7 de febrero del año 2014 en el Diario Oficial de la Federación se publicó la tercera 
generación de reformas en materia de Transparencia e Información Pública, su 
finalidad es robustecer lo ya establecido en la reforma constitucional del año 2007. 
En ese sentido, se crean dos apartados, el apartado A para la transparencia, 
protección de datos personales, acceso a la Información y el procedimiento de 
designación, conformación del órgano garante de la transparencia federal; y el 
apartado B, relativo a las telecomunicaciones y el proceso de designación del 
Consejero Presidente. 
 
El artículo 6º de la Constitución Federal en su apartado A, estableció las bases 
generales tutelando los derechos humanos, siendo de observancia general para los 
órganos garantes tanto federal como de los estados. No pasa desapercibido la 
creación de un nuevo Órgano Garante de la Transparencia a nivel Federal, como un 
Organismo Constitucional Autónomo, autonomía que, en Morelos, existe desde su 
origen –hace más una década-.  
 
Con la entrada en vigor de la reforma aludida y como lo establece en su transitorio 
quinto las Legislaturas de los Estados contaban con un año a partir de la entrada en 
vigor de dicho Decreto, para armonizar la normatividad aplicable. 
 
En ese sentido, resultaba necesario armonizar la constitución estadual de Morelos al 
marco Constitucional Federal, estableciendo los principios fundamentales que 
deberán regir en materia de Derecho de Acceso a la Información. 
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Dentro de las reformas Constitucionales, el Instituto Nacional de Transparencia, 
Acceso a la Información y Protección de Datos (INAI) 8, fungirá como órgano revisor 
de las resoluciones que pronuncien los órganos garantes locales, cuando confirme 
la reserva, confidencialidad, inexistencia o negativa de la información; de igual forma, 
atraerá de oficio o a petición del órgano garante de la transparencia local, los asuntos 
que por su transcendencia así lo ameriten. 
 
Ahora bien, la Reforma Constitucional en materia de Transparencia promulgada el 7 
de febrero de 2014, así como la aprobada Ley General de Transparencia y Acceso 
a la Información Pública de manera enunciativa más no limitativa establecen los 
parámetros mínimos con los que deberán contar los órganos garantes de acceso a 
la información, entre otros, la conformación de dichos entes.  
 
Por último, dentro de la reforma en la constitución federal en su fracción I apartado 
A del artículo 6to, establece entre otras entidades como sujetos obligados a los 
órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como de 
cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o 
realice actos de autoridad en el ámbito federal, estatal y municipal, si bien en nuestra 
ley secundaria estatal ya se encuentras previsto, no desde el ámbito constitucional 
local, por ello se propone adiciona dichos sujetos obligados desde la constitución 
para homologar lo acontecido en la Constitución Federal. 
 
Ahora bien, cabe destacar que el pasado veintisiete de mayo de 2015, se promulgó 
por el Presidente de la República, licenciado Enrique Peña Nieto, el Decreto por el 
que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de combate a la corrupción, 
mismo que fuera publicada en el Diario Oficial de la Federación en esa misma fecha, 
y que tiene como objetivo central combatir la impunidad en el servicio público, 
mediante la creación del Sistema Nacional Anticorrupción, como una instancia de 
coordinación entre las autoridades de todos los órdenes de gobierno competentes 
en la prevención, detección y sanción de responsabilidades administrativas y hechos 
de corrupción, así como en la fiscalización y control de recursos públicos; 
estableciendo como requisito indispensable para su funcionamiento la participación 
ciudadana. 
 
Con fecha once de agosto del presente año, por Decreto número 2758, publicado en 
el Periódico Oficial “Tierra y Libertad” No. 5315, entraron en vigencia las reformas, 
adiciones y derogaciones de diversas disposiciones de la Constitución Política del 
Estado Libre y Soberano de Morelos, en materia de transparencia y de combate a la 
corrupción, en los términos siguientes:  

 
ARTÍCULO 2.- ...  

                                                           
8 El pasado 04 de mayo de 2015, fue promulgada por el Presidente de la República Enrique Peña Nieto, la Ley General de 
Transparencia, en la que se establece las nuevas facultades y denominación del Instituto Nacional de Transparencia, 
Acceso a la Información y Protección de Datos. 

http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5394003&fecha=27/05/2015
http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5394003&fecha=27/05/2015
http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5394003&fecha=27/05/2015
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… 
…  
…. 
…  
I. Toda la información en posesión de los poderes públicos 
estatales, autoridades municipales, organismos públicos 
autónomos creados por esta Constitución, organismos 
auxiliares de la administración pública estatal o municipal, 
partidos políticos, fondos públicos, personas físicas, 
morales o sindicatos que reciben y ejerzan recursos 
públicos o realicen actos de autoridad en el ámbito estatal 
y municipal y, en general, de cualquier órgano de la 
Administración Pública del  
Estado es pública y sólo podrá ser reservada temporalmente por 
razones de interés público en los términos que fijen las leyes. 
La normativa determinará los supuestos específicos bajo 
los cuales procederá la declaración de inexistencia de la 
información; 
II. La información que se refiere a la vida privada y los datos 
personales será protegida en los términos y con las excepciones 
que fijen las leyes; 
III. Toda persona, sin necesidad de acreditar interés alguno o 
justificar su utilización, tendrá acceso gratuito a la información 
pública, a sus datos personales o a la rectificación de éstos; 
IV. Los sujetos obligados deberán preservar sus documentos en 
archivos administrativos actualizados y publicarán a través de 
los medios electrónicos disponibles, la información completa y 
actualizada sobre el ejercicio de los recursos públicos y los 
indicadores de gestión que permitan rendir cuentas del 
cumplimiento de sus objetivos y resultados, con relación a 
los parámetros y obligaciones establecidos por las normas 
aplicables; 
V. La ley de la materia determinará la manera en que los sujetos 
obligados deberán hacer pública la información relativa a los 
recursos públicos que reciban, manejen, apliquen o entreguen 
a personas físicas o morales; 
VI. La inobservancia a las disposiciones en materia de acceso a 
la información pública será sancionada en los términos que 
dispongan las leyes; 
VII. Se establecerán mecanismos de acceso a la información y 
procedimientos de revisión expeditos. Estos procedimientos se 
sustanciarán ante el organismo público autónomo 
denominado Instituto Morelense de Información Pública y 
Estadística, que se regirá por los principios de certeza, 
legalidad, independencia, imparcialidad, eficacia, 
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objetividad, profesionalismo, transparencia y máxima 
publicidad; 
VIII. Se establecerán sistemas electrónicos de consulta 
estatales y municipales para que los ciudadanos puedan ejercer 
el derecho de acceso a la información; el Estado apoyará a los 
municipios que tengan una población mayor a setenta mil 
habitantes para el cumplimiento de esta disposición; 
IX. En los casos en que el Instituto Morelense de 
Información Pública y Estadística, mediante resolución 
confirme la reserva, confidencialidad, inexistencia o 
negativa de la información, los solicitantes podrán 
interponer Recurso de Revisión ante el Instituto Nacional 
de Transparencia y Acceso a la Información y Protección de 
Datos Personales. Del mismo modo, dicho organismo, de 
oficio o a petición fundada del Instituto Morelense de 
Información Pública y Estadística, podrá conocer de los 
recursos que por su interés y trascendencia así lo ameriten, 
y 
X. Con el objeto de fortalecer la rendición de cuentas en el 
estado de Morelos, el Instituto Morelense de Información 
Pública y Estadística, implementará acciones con el 
Instituto Nacional de Transparencia y Acceso a la 
Información y Protección de Datos Personales, la Secretaría 
de la Contraloría del Poder Ejecutivo del Estado, la Entidad 
Superior de Auditoría y Fiscalización del Congreso del 
Estado de Morelos y el Instituto Estatal de Documentación. 
…  
… 
… 
 

Así pues, destaca la inclusión de los sindicatos como nuevos sujetos obligados, así 
como cualquier entidad que ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad. 
 
Los principios sobre los que se debe regir el Instituto Morelense de Información 
Pública, Estadística y Protección de Datos Personales. 
 
También incluye un recurso de revisión ante el Instituto Nacional de Acceso a la 
Información, para el caso de que el propio IMIPE confirme la resolución de 
inexistencia de información. 
 

Artículo 23-A.- El Congreso del Estado establecerá un 
organismo público autónomo imparcial, colegiado, con 
personalidad jurídica y patrimonio propio, capacidad para 
decidir sobre el ejercicio de su presupuesto y determinar su 
organización interna, responsable de garantizar el 
cumplimiento del derecho de acceso a la información pública 



Segundo Año de Ejercicio Constitucional 
2°. Periodo Ordinario 

Gaceta No. 110 

 

88 | P á g i n a  
 

de todas las personas, proteger los datos personales y realizar 
estadísticas, sondeos y encuestas imparciales que coadyuven 
al cumplimiento de las funciones de los poderes públicos y al 
desarrollo democrático del Estado, denominado Instituto 
Morelense de Información Pública y Estadística; en la 
conformación de este organismo garante se procurará la 
equidad de género. El Instituto será el encargado de aplicar las 
leyes de la materia y sus resoluciones serán acatadas por las 
entidades y dependencias públicas del Estado y municipios, 
organismos públicos autónomos, organismos auxiliares de 
la administración pública, partidos políticos, fondos 
públicos, personas físicas, morales o sindicatos que 
reciban y ejerzan recursos públicos o realicen actos de 
autoridad en el ámbito estatal o municipal, y por toda 
persona que reciba, maneje, aplique o participe en el ejercicio 
de recursos públicos o privados, siempre que estos se destinen 
a actividades relacionadas con la función pública. 
Derogado. 
El Instituto Morelense de Información Pública y Estadística 
se integra por tres comisionados, los cuales serán electos 
por la mayoría calificada de los integrantes del Congreso, 
para lo cual se expedirá convocatoria pública para recibir 
propuestas de la sociedad, observando en todo momento 
el procedimiento que establezcan las leyes de la materia. 
Los comisionados durarán en su cargo siete años, sin 
posibilidad de otra designación; no podrán tener otro 
empleo, cargo o comisión, salvo los de docencia y los no 
remunerados en asociaciones científicas, artísticas o de 
beneficencia.  
En los procedimientos para la selección de los 
comisionados se deberá garantizar la transparencia, 
independencia y participación de la sociedad. 
 

Se ratifica el cambio de Consejeros a Comisionados. 
 

TÍTULO SÉPTIMO 
DEL SISTEMA ESTATAL ANTICORRUPCIÓN 

ARTÍCULO 134.- Se establece el Sistema Estatal 
Anticorrupción, como instancia coordinadora entre las 
autoridades competentes en la prevención, detección, 
investigación y sanción de responsabilidades 
administrativas y hechos de corrupción, el cual se 
conformará y ajustará a lo dispuesto en la propia 
Constitución y la normativa aplicable. 
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Para los efectos de las responsabilidades a que se refiere este 
Título, se reputan como servidores públicos a los integrantes de 
los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, así como de los 
Ayuntamientos, el Consejero Presidente y los consejeros 
electorales del Organismo Público Electoral de Morelos, el 
Comisionado Presidente y los comisionados del Instituto 
Morelense de Información Pública y Estadística, los Magistrados 
del Tribunal Electoral del Estado de Morelos, los Magistrados 
del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Morelos, el 
Magistrado del Tribunal Unitario de Justicia para Adolescentes 
y en general todo aquel que desempeñe un cargo, comisión 
empleo de cualquier naturaleza en la Administración Pública 
Estatal o Paraestatal o en las Entidades, organismos públicos 
autónomos e instituciones mencionadas en esta Constitución. El 
Sistema Estatal contará con un Comité de Participación 
Ciudadana, integrado por cinco ciudadanos que se hayan 
destacado por su contribución a la transparencia, la rendición de 
cuentas o el combate a la corrupción y serán designados en los 
términos que establezca la ley. 
Al Gobernador sólo se le podrá exigir responsabilidad durante 
su cargo, mediante Juicio Político, por violación expresa y 
calificada como grave a esta Constitución, ataques a la libertad 
electoral y al derecho de participación ciudadana y por delitos 
graves del orden común. 

El Sistema contará con un Comité Coordinador que estará 
integrado por los Titulares de la Entidad Superior de 
Auditoría y Fiscalización del Congreso del Estado de 
Morelos, Fiscalía Especializada en Investigación de Hechos 
de Corrupción, Secretaría de la Contraloría, el Magistrado 
Presidente del Tribunal de Justicia Administrativa, el 
Comisionado Presidente del Instituto Morelense de 
Información Pública y Estadística, así como por un 
representante del Consejo de la Judicatura del Poder 
Judicial y otro del Comité de Participación Ciudadana. 

 
Se establece que al Instituto Morelense de Información Pública, Estadística y 
Protección de Datos Personales, es parte fundamental del Sistema Estatal 
Anticorrupción. 

 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

 
SEXTA. El Congreso del Estado deberá adecuar la Ley de 
Información Pública, Estadística y Protección de Datos 
Personales del Estado de Morelos y armonizar las leyes 
relativas, en los términos previstos en la presente reforma y de 
conformidad con el plazo establecido en el Artículo Transitorio 
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Quinto de la Ley General de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública. 
 

El 26 de enero del presente año fue publicada en el Diario Oficial de la Federación 
la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados, la cual establece en su artículo segundo transitorio que las leyes vigentes 
de las Entidades Federativas en la materia deberán ajustarse a las disposiciones 
previstas en la norma general en un plazo de seis meses siguientes contados a partir 
de su entrada en vigor.  
 
En caso de que las Legislaturas de las Entidades Federativas omitan total o 
parcialmente realizar las adecuaciones legislativas a que haya lugar, en el plazo 
establecido, resultará aplicable de manera directa la Ley General de Protección de 
Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, con la posibilidad de seguir 
aplicando de manera supletoria las leyes preexistentes en todo aquello que no se 
oponga a la misma, hasta en tanto no se cumpla la condición impuesta en el citado 
artículo transitorio. 
 
Como se señala en el documento denominado “Bases de configuración normativa 
de las entidades federativas en materia de transparencia y acceso a la información, 
así como protección de datos personales en posesión de sujetos obligados.” A partir 
del 8 de febrero de 2014, iniciaron su vigencia las modificaciones constitucionales en 
materia protección de datos personales. 
 
Las materias relacionadas con el derecho de acceso a la información, como lo es la 
de protección de datos personales, se fijan como concurrentes, es decir, que en tales 
materias inciden simultáneamente los órdenes federal, estatal y municipal; por lo 
que, se establece una configuración normativa tanto para la federación como para 
los Estados en materias de Transparencia Gubernamental; Acceso a la Información; 
Protección de Datos Personales y Archivos, y dejan de ser materias coincidentes 
clásicas, y su estructuración queda constreñida al texto constitucional y al de la ley 
general expedida. 
 
A efecto de cumplir en la garantía de protección de datos personales en posesión de 
los sujetos obligados y cumplir con el mandato legal establecido en el artículo 
segundo transitorio del decreto por el que se expide la Ley General de Protección de 
Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, se impulsa la siguiente 
iniciativa con proyecto de decreto que plantea expedir la Ley de Protección de Datos 
Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de Morelos. 

 
 Por lo anteriormente expuesto, someto a la valoración del Pleno del Poder 
Legislativo la siguiente: 
 
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE LA LEY DE 
PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES EN POSESIÓN DE SUJETOS 
OBLIGADOS DEL ESTADO DE MORELOS. 
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ARTÍCULO ÚNICO.- Se Expide la Ley de Protección de Datos Personales en 
Posesión de Sujetos Obligados del Estado de Morelos, para quedar como 
sigue: 
 
Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del 

Estado de Morelos 
 

TÍTULO PRIMERO 

DISPOSICIONES GENERALES 

 

Capítulo Único 
Del objeto de la Ley y su interpretación 

 
Artículo 1. La presente Ley es de orden público e interés social y de observancia 
general en el Estado de Morelos, en materia de protección de datos personales en 
posesión de sujetos obligados, reglamentaria de los artículos 2º y 23-A, de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos. 
 
Tiene por objeto la tutela y garantía del derecho humano a la protección de datos 
personales que tengan en su posesión los sujetos obligados a los que hace 
referencia esta Ley; así como, establecer los principios, derechos, obligaciones y 
procedimientos que rigen la materia.  
 

El Instituto Morelense de Información Pública y Estadística ejercerá las atribuciones 
y facultades que le otorga esta Ley, independientemente de las otorgadas en las 
demás disposiciones aplicables. 

 

Son sujetos obligados por la Ley, cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo 
de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, Órganos Autónomos, partidos 
políticos, fideicomisos, fondos públicos y municipios del Estado de Morelos. 

 

Los sindicatos y cualquier otra persona física o moral que reciba y ejerza recursos 
públicos o realice actos de autoridad en el ámbito federal, estatal y municipal serán 
responsables de los datos personales, de conformidad con la normatividad aplicable 
para la protección de datos personales en posesión de los particulares. 

 
En todos los demás supuestos diferentes a los mencionados en el párrafo anterior, 
las personas físicas y morales se sujetarán a lo previsto en la Ley Federal de 
Protección de Datos Personales en Posesión de los Particulares. 
 
Artículo 2. Son objetivos específicos de la presente Ley: 

 

I. Garantizar que toda persona pueda ejercer el derecho a la protección de los datos 
personales; 
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II. Establecer los mecanismos de coordinación entre los distintos sujetos obligados 
regulados por la presente Ley; 

III. Garantizar la observancia de los principios de protección de datos personales 
previstos en la presente Ley y demás disposiciones que resulten aplicables en la 
materia; 

IV. Regular y asegurar procedimientos sencillos y expeditos para acceder a la 
información pública, así como a sus datos personales; 

V. Proteger los datos personales en posesión de los sujetos obligados a los que hace 
mención esta Ley, con la finalidad de regular su debido tratamiento; 

VI. Promover, fomentar y difundir una cultura de protección de datos personales; 

VII. Establecer los mecanismos para garantizar el cumplimiento y la efectiva 
aplicación de las medidas de apremio que correspondan para aquellas conductas 
que contravengan las disposiciones previstas en esta Ley; 

VIII. Facultar el ejercicio de los medios de impugnación y procedimientos para la 
interposición de acciones de inconstitucionalidad por parte del Instituto, y 

IX. Regular y asegurar procedimientos sencillos y expeditos para que cualquier 
persona pueda ejercer los derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición 
al tratamiento de datos personales y portabilidad de datos; 
 

Artículo 3. Para los efectos de la presente Ley se entiende por: 
 
I. Áreas, a las instancias de los sujetos obligados que se encuentren previstas en 
sus respectivos reglamentos interiores, estatutos orgánicos o instrumentos 
equivalentes, que cuenten o puedan contar, dar tratamiento y ser responsables o 
encargados de los datos personales; 
II. Aviso de privacidad, al documento a disposición del titular de forma física, 
electrónica o en cualquier formato generado por el responsable, a partir del momento 
en el cual se recaben sus datos personales, con el objeto de informarle los propósitos 
del tratamiento de los mismos; 
III. Bases de datos, al conjunto ordenado de datos personales referentes a una 
persona física identificada o identificable, condicionados a criterios determinados, 
con independencia de la forma o modalidad de su creación, tipo de soporte, 
procesamiento, almacenamiento y organización; 

IV. Bloqueo, a la identificación y conservación de datos personales una vez cumplida 
la finalidad para la cual fueron recabados, con el único propósito de determinar 
posibles responsabilidades en relación con su tratamiento, hasta el plazo de 
prescripción legal o contractual de éstas. Durante dicho periodo, los datos personales 
no podrán ser objeto de tratamiento y transcurrido éste, se procederá a su 
cancelación en la base de datos que corresponda; 
V. Comité de Transparencia, a la instancia a la que hace referencia el artículo 22 de 
la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos; 

VI. Cómputo en la nube, al modelo de provisión externa de servicios de cómputo bajo 
demanda, que implica el suministro de infraestructura, plataforma o programa 
informático, distribuido de modo flexible, mediante procedimientos virtuales, en 
recursos compartidos dinámicamente; 
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VII. Consejo Nacional, al Consejo Nacional de Transparencia, Acceso a la 
Información y Protección de Datos Personales a que se refiere el artículo 32 de la 
Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública; 

VIII. Consentimiento, a toda manifestación de voluntad, libre, inequívoca, específica 
e informada, mediante la que el titular consienta el tratamiento de los datos 
personales que le conciernen; 
IX. Datos personales, a cualquier información concerniente a una persona física 
identificada o identificable. Se considera que una persona es identificable cuando su 
identidad pueda determinarse directa o indirectamente a través de cualquier 
información; 
X. Datos personales sensibles, aquellos que se refieran a la esfera más íntima de su 
titular, o cuya utilización indebida pueda dar origen a discriminación o conlleve un 
riesgo grave para éste. De manera enunciativa más no limitativa, se consideran 
sensibles los datos personales que puedan revelar aspectos como origen racial o 
étnico, estado de salud presente o futuro, información genética, creencias religiosas, 
filosóficas y morales, opiniones políticas y preferencia sexual; 

XI. Derechos ARCO, a los derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición 
al tratamiento de datos personales; 

XII. Días: Días hábiles; 

XIII. Disociación, al procedimiento mediante el cual los datos personales no pueden 
asociarse al titular ni permitir, por su estructura, contenido o grado de desagregación, 
la identificación del mismo; 

XIV. Documento de seguridad, al instrumento que describe y da cuenta de manera 
general sobre las medidas de seguridad técnicas, físicas y administrativas adoptadas 
por el responsable para garantizar la confidencialidad, integridad y disponibilidad de 
los datos personales que posee; 
XV. Encargado, a la persona física o jurídica, pública o privada, ajena a la 
organización del responsable, que sola o conjuntamente con otras trate datos 
personales a nombre y por cuenta del responsable; 
XVI. Evaluación de impacto, al documento mediante el cual los sujetos obligados que 
pretendan poner en operación o modificar políticas públicas, programas, sistemas o 
plataformas informáticas, aplicaciones electrónicas o cualquier otra tecnología que 
implique el tratamiento intensivo o relevante de datos personales, valoran los 
impactos reales respecto de determinado tratamiento de datos personales, a efecto 
de identificar y mitigar posibles riesgos relacionados con los principios, deberes y 
derechos de los titulares, así como los deberes de los responsables y encargados, 
previstos en la normativa aplicable; 

XVII. Fuentes de acceso público, aquellas bases de datos, sistemas o archivos que 
por disposición de ley puedan ser consultadas públicamente cuando no exista 
impedimento por una norma limitativa y sin más exigencia que, en su caso, el pago 
de una contraprestación, tarifa o contribución. No se considerará fuente de acceso 
público cuando la información contenida en la misma sea obtenida o tenga una 
procedencia ilícita, conforme a las disposiciones establecidas por la presente Ley y 
demás normativa aplicable; 
XVIII. Instituto, al Instituto Morelense de Información Pública y Estadística; 
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XIX. INAI, al Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y 
Protección de Datos Personales;  
XX. Ley, a la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de Morelos;  
XXI. Ley de Transparencia, a la Ley de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública del Estado de Morelos; 
XXII. Ley General, a la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión 
de Sujetos Obligados; 
XXIII. Medidas compensatorias, a los mecanismos alternos para dar a conocer a los 
titulares el aviso de privacidad, a través de su difusión por medios masivos de 
comunicación u otros de amplio alcance; 

XXIV. Medidas de seguridad, al conjunto de acciones, actividades, controles o 
mecanismos administrativos, técnicos y físicos que permitan proteger los datos 
personales; 
XXV. Medidas de seguridad administrativas, a las políticas y procedimientos para la 
gestión, soporte y revisión de la seguridad de la información a nivel organizacional, 
la identificación, clasificación y borrado seguro de la información, así como la 
sensibilización y capacitación del personal, en materia de protección de datos 
personales; 
XXVI. Medidas de seguridad físicas, al conjunto de acciones y mecanismos para 
proteger el entorno físico de los datos personales y de los recursos involucrados en 
su tratamiento. De manera enunciativa más no limitativa, se deben considerar las 
siguientes actividades: 

a) Prevenir el acceso no autorizado al perímetro de la organización, sus 
instalaciones físicas, áreas críticas, recursos e información; 

b) Prevenir el daño o interferencia a las instalaciones físicas, áreas críticas de la 
organización, recursos e información; 

c) Proteger los recursos móviles, portátiles y cualquier soporte físico o 
electrónico que pueda salir de la organización, y 

d) Proveer a los equipos que contienen o almacenan datos personales de un 
mantenimiento eficaz, que asegure su disponibilidad e integridad. 

XXVII. Medidas de seguridad técnicas, al conjunto de acciones y mecanismos que 
se valen de la tecnología relacionada con hardware y software para proteger el 
entorno digital de los datos personales y los recursos involucrados en su tratamiento. 
De manera enunciativa más no limitativa, se deben considerar las siguientes 
actividades: 

a) Prevenir que el acceso a las bases de datos o a la información, así como a los 
recursos, sea por usuarios identificados y autorizados; 

b) Generar un esquema de privilegios para que el usuario lleve a cabo las 
actividades que requiere con motivo de sus funciones; 

c) Revisar la configuración de seguridad en la adquisición, operación, desarrollo 
y mantenimiento del software y hardware, y 

d) Gestionar las comunicaciones, operaciones y medios de almacenamiento de 
los recursos informáticos en el tratamiento de datos personales. 
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XXVIII. Plataforma Nacional, a la Plataforma Nacional de Transparencia a que hace 
referencia el artículo 49 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública; 

XXIX. Programa Nacional, al Programa Nacional de Protección de Datos 
Personales; 

XXX. Receptor, a la persona física o moral pública o privada a quien el responsable 
transfiere datos personales; 
XXXI. Remisión, a toda comunicación de datos personales realizada exclusivamente 
entre el responsable y encargado, dentro o fuera del territorio mexicano; 
XXXII. Responsable, a los sujetos obligados a los que se refiere el artículo 1 de la 
presente ley que deciden sobre el tratamiento de los datos personales; 
XXXIII. Sistema Nacional, al Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la 
Información y Protección de Datos Personales; 
XXXIV. Supresión, a la baja archivística de los datos personales conforme a la 
normativa archivística aplicable, que resulte en la eliminación, borrado o destrucción 
de los datos personales bajo las medidas de seguridad previamente establecidas por 
el responsable; 

XXXV. Titular, a la persona física o moral a quien corresponden los datos personales 
objeto de tratamiento; 
XXXVI. Transferencia, a toda comunicación de datos personales dentro o fuera del 
territorio mexicano, realizada a persona distinta del titular, del responsable o del 
encargado; 
XXXVII. Transferente, al Sujeto Obligado que posee los datos personales objeto de 
la transferencia;  
XXXVIII. Tratamiento, a cualquier operación o conjunto de operaciones efectuadas 
mediante procedimientos manuales o automatizados aplicados a los datos 
personales, relacionadas con la obtención, uso, registro, organización, conservación, 
elaboración, utilización, comunicación, difusión, almacenamiento, posesión, acceso, 
manejo, aprovechamiento, divulgación, transferencia o disposición de datos 
personales, y 
XXXIX. Unidad de Transparencia, a la instancia a la que hace referencia el artículo 
46 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de 
Morelos. 
 

Artículo 4. La presente Ley será aplicable a cualquier tratamiento de datos 
personales que obren en soportes físicos o electrónicos de los sujetos obligados, con 
independencia de la forma o modalidad de su creación, tipo de soporte, 
procesamiento, almacenamiento y organización. 
 

Artículo 5. Para los efectos de la presente Ley, se considerarán como fuentes de 
acceso público: 

 
I. Las páginas de Internet o medios remotos o locales de comunicación electrónica, 
óptica y de otra tecnología, siempre que el sitio donde se encuentren los datos 
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personales esté concebido para facilitar información al público y esté abierto a la 
consulta general; 

II. Los directorios telefónicos en términos de la normativa específica; 

III. Los diarios, gacetas o boletines oficiales, de acuerdo con su normativa; 

IV. Los medios de comunicación social, y 

V. Los registros públicos conforme a las disposiciones que les resulten aplicables. 
 

Para que los supuestos enumerados en el presente artículo sean considerados 
fuentes de acceso público será necesario que su consulta pueda ser realizada por 
cualquier persona no impedida por una norma limitativa, o sin más exigencia que, en 
su caso, el pago de una contra prestación, derecho o tarifa. No se considerará una 
fuente de acceso público cuando la información contenida en la misma sea o tenga 
una procedencia ilícita. 
 

Artículo 6. El Estado garantizará la protección de los datos personales de los 
individuos y deberá velar porque en los sujetos obligados no se incurra en conductas 
que puedan afectar la esfera de los mismos arbitrariamente. 
 

El derecho a la protección de los datos personales solamente se limitará por razones 
de seguridad pública, en términos de la ley en la materia, disposiciones de orden 
público y salud públicas o para proteger los derechos de terceros. 

 
Los Sujetos Obligados deberán resguardar toda la información de carácter personal 
que posean. 
 

Artículo 7. Por regla general no podrán tratarse datos personales sensibles, salvo 
que se cuente con el consentimiento expreso de su titular o en su defecto, se trate 
de los casos establecidos en el artículo 20 de esta Ley. 

 

Los datos personales sensibles son irrenunciables, intransferibles e indelegables. 
 

Artículo 8. En el tratamiento de datos personales de menores de edad se deberá 
privilegiar el interés superior de la niña, el niño y el adolescente, en términos de las 
disposiciones legales aplicables. 
 

Artículo 9. La aplicación e interpretación de esta Ley se realizará conforme a lo 
dispuesto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, los Tratados 
Internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, la Ley General, la Ley 
General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, la Ley de 
Transparencia, así como las resoluciones y sentencias vinculantes que emitan los 
órganos nacionales e internacionales especializados, favoreciendo en todo tiempo el 
derecho a la privacidad, la protección de datos personales y a las personas la 
protección más amplia. 
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Para el caso de la interpretación, se podrán tomar en cuenta los criterios, 
determinaciones y opiniones de los organismos nacionales e internacionales, en 
materia de protección de datos personales. 
 

Artículo 10. A falta de disposición expresa en la presente Ley, se aplicarán de 
manera supletoria las disposiciones de la Ley de Procedimiento Administrativo para 
el Estado de Morelos, Código Procesal Civil para el Estado Libre y Soberano de 
Morelos y el Código Civil para el Estado Libre y Soberano de Morelos. 
 

TÍTULO SEGUNDO 

PRINCIPIOS Y DEBERES 

 

Capítulo I 

De los Principios 
 

Artículo 11. El responsable deberá observar los principios de calidad, 
consentimiento, finalidad, información, lealtad, licitud, proporcionalidad y 
responsabilidad en el tratamiento de datos personales. 
 

Artículo 12. El responsable deberá adoptar las medidas necesarias para mantener 
exactos, completos, correctos y actualizados los datos personales en su posesión, a 
fin de que no se altere la veracidad de éstos. 
 

Se presume que se cumple con la calidad en los datos personales cuando éstos son 
proporcionados directamente por el titular y hasta que éste no manifieste y acredite 
lo contrario. 
 

Cuando los datos personales hayan dejado de ser necesarios para el cumplimiento 
de las finalidades previstas en el aviso de privacidad y que motivaron su tratamiento 
conforme a las disposiciones que resulten aplicables, deberán ser suprimidos, previo 
bloqueo en su caso, y una vez que concluya el plazo de conservación de los mismos. 
 
Los plazos de conservación de los datos personales no deberán exceder aquéllos 
que sean necesarios para el cumplimiento de las finalidades que justificaron su 
tratamiento, y deberán atender a las disposiciones aplicables en la materia de que 
se trate y considerar los aspectos administrativos, contables, fiscales, jurídicos e 
históricos de los datos personales. 
 

Artículo 13. El responsable deberá establecer y documentar los procedimientos para 
la conservación y, en su caso, bloqueo y supresión de los datos personales que lleve 
a cabo, en los cuales se incluyan los periodos de conservación de los mismos, de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo anterior de la presente Ley. 

 

En los procedimientos a que se refiere el párrafo anterior, el responsable deberá 
incluir mecanismos que le permitan cumplir con los plazos fijados para la supresión 
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de los datos personales, así como para realizar una revisión periódica sobre la 
necesidad de conservar los datos personales. 
 

Artículo 14. Por regla general, el responsable deberá contar con el consentimiento 
previo del titular para el tratamiento de los datos personales, el cual deberá otorgarse 
de forma: 

 

I. Libre: Sin que medie error, mala fe, violencia o dolo que puedan afectar la 
manifestación de voluntad del titular; 

II. Específica: Referida a finalidades concretas, lícitas, explícitas y legítimas que 
justifiquen el tratamiento; 

III. Informada: Que el titular tenga conocimiento del aviso de privacidad previo al 
tratamiento a que serán sometidos sus datos personales, y 

IV. Inequívoca: que no admita duda o equivocación. 

 

De manera excepcional, el responsable no estará obligado a recabar el 
consentimiento del titular, cuando se actualice alguna de las causales previstas en 
el artículo 20 de la presente Ley, 

 

En la obtención del consentimiento de menores de edad o de personas que se 
encuentren en estado de interdicción o incapacidad declarada conforme a la ley, se 
estará a lo dispuesto en las reglas de representación previstas en el Código Civil 
para el Estado Libre y Soberano de Morelos. 

 

Artículo 15. Ninguna persona está obligada a proporcionar datos personales que 
pudieran propiciar expresiones de discriminación e intolerancia sobre su persona, 
honor, reputación y dignidad, salvo que los mismos sean estrictamente necesarios 
para proteger su vida, salud o seguridad personal. 

 

Artículo 16. El consentimiento podrá manifestarse de forma expresa o tácita.  

 

Artículo 17. Se deberá entender que el consentimiento es expreso cuando la 
voluntad del titular se manifieste verbalmente, por escrito, por medios electrónicos, 
ópticos, signos inequívocos o por cualquier otra tecnología. 

 

Artículo 18. El consentimiento será tácito cuando habiéndose puesto a disposición 
del titular el aviso de privacidad, éste no manifieste su voluntad en sentido contrario. 

 

Por regla general será válido el consentimiento tácito, salvo que la ley o las 
disposiciones aplicables exijan que la voluntad del titular se manifieste 
expresamente. 

 

Artículo 19. Tratándose de datos personales sensibles el responsable deberá 
obtener el consentimiento expreso y por escrito del titular para su tratamiento, a 
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través de su firma autógrafa, firma electrónica o cualquier mecanismo de 
autenticación que al efecto se establezca, salvo en los casos previstos en el artículo 
20 de esta Ley. 

 

Artículo 20. El responsable no estará obligado a recabar el consentimiento del titular 
para el tratamiento de sus datos personales en los siguientes casos: 

 

I. Cuando una ley así lo disponga, debiendo dichos supuestos ser acordes con las 
bases, principios y disposiciones establecidos en esta Ley, en ningún caso, podrán 
contravenirla; 

II. Cuando las transferencias que se realicen entre responsables, sean sobre datos 
personales que se utilicen para el ejercicio de facultades propias, compatibles o 
análogas con la finalidad que motivó el tratamiento de los datos personales; 

III. Cuando exista una orden judicial, resolución o mandato fundado y motivado de 
autoridad competente; 

IV.  Para el reconocimiento o defensa de derechos del titular ante autoridad 
competente; 

V. Cuando los datos personales se requieran para ejercer un derecho o cumplir 
obligaciones derivadas de una relación jurídica entre el titular y el responsable; 

VI. Cuando exista una situación de emergencia que potencialmente pueda dañar a 
un individuo en su persona o en sus bienes; 

VII. Cuando los datos personales sean necesarios para efectuar un tratamiento para 
la prevención, diagnóstico, la prestación de asistencia sanitaria; 

VIII. Cuando los datos personales figuren en fuentes de acceso público; 

IX. Cuando los datos personales se sometan a un procedimiento previo de 
disociación; 

X. Cuando el titular de los datos personales sea una persona reportada como 
desaparecida en los términos de la ley en la materia, o 

XI. Cuando la información sea requerida para fines estadísticos, científicos o de 
interés general previstos en la ley, siempre que los datos sean agregaos y no puedan 
relacionarse con las personas a las que se refieran. 

 

Artículo 21. Todo tratamiento de datos personales que efectúe el responsable 
deberá estar justificado por finalidades concretas, lícitas, explícitas y legítimas, 
relacionadas con las atribuciones que la normatividad aplicable les confiera. 

 

El responsable podrá tratar datos personales para finalidades distintas a aquéllas 
establecidas en el aviso de privacidad, siempre y cuando cuente con atribuciones 
conferidas en la ley y medie el consentimiento del titular, salvo que sea una persona 
reportada como desaparecida, en los términos previstos en la presente Ley y demás 
disposiciones que resulten aplicables en la materia. 

 

Los responsables no podrán requerir a los titulares información que exceda los fines 
para los cuales se solicita. 
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Artículo 22. El responsable deberá informar al titular, a través del aviso de 
privacidad, la existencia y características principales del tratamiento al que serán 
sometidos sus datos personales, a fin de que pueda tomar decisiones informadas al 
respecto. 

 

Por regla general, el aviso de privacidad deberá ser difundido por los medios 
electrónicos y físicos con que cuente el responsable. 

 

Para que el aviso de privacidad cumpla de manera eficiente con su función de 
informar, deberá estar redactado y estructurado de manera clara y sencilla. 

 

Cuando resulte imposible dar a conocer al titular el aviso de privacidad, de manera 
directa o ello exija esfuerzos desproporcionados, el responsable podrá instrumentar 
medidas compensatorias de comunicación masiva de acuerdo con los criterios que 
para tal efecto emita el Sistema Nacional. 

 

Artículo 23. El aviso de privacidad se pondrá a disposición del titular en dos 
modalidades: simplificado e integral.  

 

Artículo 24. El aviso de privacidad simplificado deberá contener la siguiente 
información: 

 

I. La denominación del responsable; 

II. Las finalidades del tratamiento para las cuales se obtienen los datos personales, 
distinguiendo aquéllas que requieran el consentimiento del titular; 

III. Cuando se realicen transferencias de datos personales que requieran 
consentimiento, se deberá informar: 

a) Los receptores de los datos personales, y 

b) Las finalidades de la transferencia. 

IV. Los mecanismos y medios disponibles para que el titular, en su caso, pueda 
manifestar su negativa para el tratamiento de sus datos personales para finalidades 
y transferencias de datos personales que requieren el consentimiento del titular, y 

Los mecanismos y medios a los que se refiere esta fracción deberán estar 
disponibles para que el titular pueda manifestar su negativa al tratamiento de sus 
datos personales para las finalidades o transferencias que requieran su 
consentimiento, previo a que ocurra dicho tratamiento. 

V. El sitio donde se podrá consultar el aviso de privacidad integral. 

 

La puesta a disposición del aviso de privacidad al que refiere este artículo no exime 
al responsable de su obligación de proveer los mecanismos para que el titular pueda 
conocer el contenido del aviso de privacidad integral. 
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Artículo 25. El aviso de privacidad integral, además de lo dispuesto en las fracciones 
del artículo anterior, deberá contener, al menos, la siguiente información: 

 

I. El domicilio del responsable; 

II. El nombre de la base de datos a la que serán incorporados los datos personales. 

III. Los datos personales que serán sometidos a tratamiento, identificando aquéllos 
que son sensibles; 

IV. El fundamento legal que faculta al responsable para llevar a cabo el tratamiento; 

V. El carácter obligatorio o facultativo de la entrega de los datos personales; 

VI. Las finalidades del tratamiento para las cuales se obtienen los datos personales, 
distinguiendo aquéllas que requieren el consentimiento del titular; 

VII. Los mecanismos, medios y procedimientos disponibles para ejercer los derechos 
ARCO; 

VIII. El domicilio de la Unidad de Transparencia; 

IX. Los medios a través de los cuales el responsable comunicará a los titulares los 
cambios al aviso de privacidad, y 

X. Datos de contacto del Instituto. 

 

Artículo 26. El responsable no deberá obtener y tratar datos personales, a través de 
medios engañosos o fraudulentos, privilegiando la protección de los intereses del 
titular y la expectativa razonable de privacidad. 

 

Artículo 27. El tratamiento de datos personales por parte del responsable deberá 
sujetarse a las facultades o atribuciones que la normatividad aplicable le confiera. 

 

Artículo 28. El responsable sólo deberá tratar los datos personales que resulten 
adecuados, relevantes y estrictamente necesarios para la finalidad que justifica su 
tratamiento. 

 

Artículo 29. El responsable deberá implementar los mecanismos previstos en el 
artículo siguiente para acreditar el cumplimiento de los principios, deberes y 
obligaciones establecidos en la presente Ley y rendir cuentas sobre el tratamiento 
de datos personales en su posesión al titular y al Instituto, caso en el cual deberá 
observar la Constitución y los Tratados Internacionales en los que el Estado 
mexicano sea parte; en lo que no se contraponga con la normativa mexicana podrá 
valerse de estándares o mejores prácticas nacionales o internacionales para tales 
fines. 

 

Artículo 30. Entre los mecanismos que deberá adoptar el responsable para cumplir 
con el principio de responsabilidad establecido en la presente Ley están, al menos, 
los siguientes: 

 

I. Destinar recursos autorizados para tal fin para la instrumentación de programas y 
políticas de protección de datos personales; 
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II. Elaborar políticas y programas de protección de datos personales, obligatorios y 
exigibles al interior de la organización del responsable; 

III. Poner en práctica un programa de capacitación y actualización del personal sobre 
las obligaciones y demás deberes en materia de protección de datos personales; 

IV. Revisar periódicamente las políticas y programas de seguridad de datos 
personales para determinar las modificaciones que se requieran; 

V. Establecer un sistema de supervisión y vigilancia interna o externa, incluyendo 
auditorías, para comprobar el cumplimiento de las políticas de protección de datos 
personales; 

VI. Establecer procedimientos para recibir y responder dudas y quejas de los 
titulares; 

VII. Diseñar, desarrollar e implementar sus políticas públicas, programas, servicios, 
sistemas o plataformas informáticas, aplicaciones electrónicas o cualquier otra 
tecnología que implique el tratamiento de datos personales, de conformidad con las 
disposiciones previstas en la presente Ley y las demás que resulten aplicables en la 
materia, y 
VIII. Garantizar que sus políticas públicas, programas, servicios, sistemas o 
plataformas informáticas, aplicaciones electrónicas o cualquier otra tecnología que 
implique el tratamiento de datos personales, cumplan por defecto con las 
obligaciones previstas en la presente Ley y las demás que resulten aplicables en la 
materia. 
 

Capítulo II 

De los Deberes 
 

Artículo 31. Con independencia del tipo de sistema en el que se encuentren los 
datos personales o el tipo de tratamiento que se efectúe, el responsable deberá 
establecer y mantener las medidas de seguridad de carácter administrativo, físico y 
técnico para la protección de los datos personales, que permitan protegerlos contra 
daño, pérdida, alteración, destrucción o su uso, acceso o tratamiento no autorizado 
o ilícito, así como garantizar los deberes de confidencialidad, integridad y 
disponibilidad. 

 
Artículo 32. El deber de confidencialidad consiste en que la información no se pone 
a disposición, no se revela a individuos o entidades, siendo el responsable, el 
encargado o los usuarios autorizados, los únicos que pueden llevar a cabo el 
tratamiento de los datos personales, mediante los procedimientos que se 
establezcan.  
 
Los servidores públicos a cargo de los datos personales objeto del tratamiento o bien 
los usuarios de los mismos, están obligados a guardar confidencialidad respecto de 
los mismos.  
 
Cualquier violación a este precepto será objeto de responsabilidad, de conformidad 
con la normatividad aplicable. 
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Artículo 33. El responsable deberá establecer controles o mecanismos que tengan 
por objeto que todas aquellas personas que intervengan en cualquier fase del 
tratamiento de los datos personales guarden confidencialidad respecto de éstos, 
obligación que subsistirá aún después de finalizar sus relaciones con el mismo. 

 

Lo anterior, sin menoscabo de lo establecido en las disposiciones de acceso a la 
información pública. 

 

Artículo 34. El deber de integridad consistente en que el dato no ha sido alterado de 
manera no autorizada. 

 

Artículo 35. El deber de disponibilidad consiste en que los datos personales deben 
ser accesibles y utilizables cuando sean requeridos.  

 

Artículo 36. Los sistemas de datos personales creados para su resguardo deberán 
utilizarse exclusivamente para los finales legales y legítimos para los que fueron 
creados. Los sujetos obligados sólo podrán administrar archivos de datos personales 
estrictamente relacionados con el ejercicio de su competencia. 

 

El registro, administración, operación, procesamiento, actualización y resguardo de 
dichos sistemas deberá realizarse con estricto apego a los fines señalados en el 
párrafo que antecede. 

 
Artículo 37. Las medidas de seguridad constituyen mínimos exigibles, por lo que el 
responsable adoptará las medidas adicionales que estime necesarias para brindar 
mayores garantías en la protección y resguardo de los sistemas de datos personales.  
 
Las medidas de seguridad que se adopten serán consideradas confidenciales y 
únicamente se comunicará al Instituto el nivel de seguridad aplicable. 

 
Artículo 38. El responsable adoptará las medidas de seguridad, conforme a lo 
siguiente: 
 
A. Tipos de seguridad: 
 
I. Física. Toda medida orientada a la protección de instalaciones, equipos, soportes 
o sistemas de datos para la prevención de riesgos por caso fortuito o causas de 
fuerza mayor; 
II. Lógica. Medidas de protección que permiten la identificación y autenticación de 
las personas o usuarios autorizados para el tratamiento de los datos personales de 
acuerdo con su función; 
III. De desarrollo y aplicaciones. Autorizaciones con las que deberá contar la creación 
o tratamiento del sistema de datos personales, según su importancia, para garantizar 
el adecuado desarrollo y uso de los datos, previendo la participación de usuarios, la 
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separación de entornos, la metodología a seguir, ciclos de vida y gestión, así como 
las consideraciones especiales respecto de aplicaciones y pruebas; 
IV. De cifrado. Implementación de algoritmos, claves, contraseñas, así como 
dispositivos concretos de protección que garanticen la integridad y confidencialidad 
de la información, y 
V. De comunicaciones y redes. Restricciones preventivas o de riesgos que deberán 
observar los usuarios de datos o sistemas de datos personales para acceder a 
dominios o cargar programas autorizados, así como para el manejo de 
telecomunicaciones. 
 
B. Niveles de seguridad: 
 
I. Básico. El relativo a las medidas generales de seguridad cuya aplicación es 
obligatoria para todos los sistemas de datos personales. Dichas medidas 
corresponden a los siguientes aspectos: 

a) Documento de seguridad; 
b) Funciones y obligaciones del personal que intervenga en el tratamiento de los 
sistemas de datos personales; 
c) Registro de incidencias; 
d) Identificación y autenticación; 
e) Control de acceso; 
f) Gestión de soportes, y 
g) Copias de respaldo y recuperación. 

II. Medio. A la adopción de medidas de seguridad cuya aplicación corresponde a 
aquellos sistemas de datos relativos a la comisión de infracciones administrativas o 
penales, hacienda pública, servicios financieros, datos patrimoniales, así como a los 
que contengan datos de carácter personal suficientes que permitan obtener una 
evaluación de la personalidad del individuo. Este nivel de seguridad, de manera 
adicional a las medidas calificadas como básicas, considera los siguientes aspectos: 

a) Responsable de seguridad; 
b) Auditoría; 
c) Control de acceso físico, y 
d) Pruebas con datos reales. 

III. Alto. Medidas de seguridad aplicables a sistemas de datos concernientes a la 
ideología, religión, creencias, afiliación política, origen racial o étnico, salud, 
biométricos, genéticos o vida sexual, así como los que contengan datos recabados 
para fines policiales, de seguridad, prevención, investigación y persecución de 
delitos. En estos casos, además de incorporar las medidas de nivel básico y medio, 
deberán completar las siguientes: 

a) Distribución de soportes; 
b) Registro de acceso, y 
c) Telecomunicaciones. 

 
Los niveles de seguridad serán establecidos atendiendo a las características 
propias de la información. 
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Artículo 39. El responsable establecerá las medidas técnicas necesarias para 
sistematizar y archivar con fines lícitos y legítimos la información que contenga datos 
personales. 

 

Artículo 40. El responsable deberá informar al Instituto de los sistemas de datos 
personales que posea cuando éstos sean creados y de la actualización que realice 
a los mismos. 

 

Artículo 41. El responsable deberá tomar las medidas técnicas para proteger los 
sistemas de datos personales que posea, de manera enunciativa, contra los riesgos 
naturales, la pérdida por siniestro o accidentes y contra el riesgo de que se acceda 
a ellos sin autorización, se utilicen de manera encubierta o que puedan ser 
contaminados por virus informáticos.  

 

Artículo 42. Las medidas de seguridad adoptadas por el responsable deberán 
considerar: 

 

I. El riesgo inherente a los datos personales tratados; 

II. La sensibilidad de los datos personales tratados; 

III. El desarrollo tecnológico; 

IV. Las posibles consecuencias de una vulneración para los titulares; 

V. Las transferencias de datos personales que se realicen; 

VI. El número de titulares; 

VII. Las vulneraciones previas ocurridas en los sistemas de tratamiento, y 

VIII. El riesgo por el valor potencial cuantitativo o cualitativo que pudieran tener los 
datos personales tratados para una tercera persona no autorizada para su posesión. 

 

Artículo 43. Para establecer y mantener las medidas de seguridad para la protección 
de los datos personales, el responsable deberá realizar, al menos, las siguientes 
actividades interrelacionadas: 

 

I. Crear políticas internas para la gestión y tratamiento de los datos personales, que 
tomen en cuenta el contexto en el que ocurren los tratamientos y el ciclo de vida de 
los datos personales, es decir, su obtención, uso y posterior supresión; 

II. Definir las funciones y obligaciones del personal involucrado en el tratamiento de 
datos personales; 

III. Elaborar un inventario de datos personales y de los sistemas de tratamiento; 

IV. Realizar un análisis de riesgo de los datos personales, considerando las 
amenazas y vulnerabilidades existentes para los datos personales y los recursos 
involucrados en su tratamiento, como pueden ser, de manera enunciativa más no 
limitativa, hardware, software, personal del responsable, entre otros;  

V. Realizar un análisis de brecha, comparando las medidas de seguridad existentes 
contra las faltantes en la organización del responsable; 
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VI. Elaborar un plan de trabajo para la implementación de las medidas de seguridad 
faltantes, así como las medidas para el cumplimiento cotidiano de las políticas de 
gestión y tratamiento de los datos personales; 

VII. Monitorear y revisar de manera periódica las medidas de seguridad 
implementadas, así como las amenazas y vulneraciones a las que están sujetos los 
datos personales, y 

VIII. Diseñar y aplicar diferentes niveles de capacitación del personal bajo su mando, 
dependiendo de sus roles y responsabilidades respecto del tratamiento de los datos 
personales. 

 

Artículo 44. Las acciones relacionadas con las medidas de seguridad para el 
tratamiento de los datos personales deberán estar documentadas y contenidas en 
un sistema de gestión. 

 

Se entenderá por sistema de gestión al conjunto de elementos y actividades 
interrelacionadas para establecer, implementar, operar, monitorear, revisar, 
mantener y mejorar el tratamiento y seguridad de los datos personales, de 
conformidad con lo previsto en la presente Ley y demás disposiciones que le resulten 
aplicables en la materia. 

 

Artículo 45. Los responsables deberán elaborar y aprobar un documento que 
contenga las medidas de seguridad aplicables a los sistemas de datos personales. 

 

El documento de seguridad será de observancia obligatoria para los responsables, 
encargados y demás personas que realizan algún tipo de tratamiento a los datos 
personales. A elección del sujeto obligado, éste podrá ser único e incluir todos los 
sistemas de datos personales que posea; bien, por unidad administrativa en el que 
se incluyan los sistemas de datos personales en custodia; o individualizado para 
cada sistema. 

 

Artículo 46. De manera particular, el responsable deberá elaborar un documento de 
seguridad que contenga, al menos, lo siguiente: 

 

I. El inventario de datos personales y de los sistemas de tratamiento; 

II. Las funciones y obligaciones de las personas que traten datos personales; 

III. El análisis de riesgos; 

IV. El análisis de brecha; 

V. El plan de trabajo; 

VI. Los mecanismos de monitoreo y revisión de las medidas de seguridad, y 

VII. El programa general de capacitación. 

 

Artículo 47. El responsable deberá actualizar el documento de seguridad cuando 
ocurran los siguientes eventos: 
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I. Se produzcan modificaciones sustanciales al tratamiento de datos personales que 
deriven en un cambio en el nivel de riesgo; 

II. Como resultado de un proceso de mejora continua, derivado del monitoreo y 
revisión del sistema de gestión; 

III. Como resultado de un proceso de mejora para mitigar el impacto de una 
vulneración a la seguridad ocurrida, y 

IV. Implementación de acciones correctivas y preventivas ante una vulneración de 
seguridad. 

 

Artículo 48. En caso de que ocurra una vulneración a la seguridad, el responsable 
deberá analizar las causas por las cuales se presentó e implementar en su plan de 
trabajo las acciones preventivas y correctivas para adecuar las medidas de seguridad 
y el tratamiento de los datos personales si fuese el caso a efecto de evitar que la 
vulneración se repita. 

 

Artículo 49. Además de las que señalen las leyes respectivas y la normatividad 
aplicable, se considerarán como vulneraciones de seguridad, en cualquier fase del 
tratamiento de datos, al menos, las siguientes: 

 

I. La pérdida o destrucción no autorizada; 

II. El robo, extravío o copia no autorizada; 

III. El uso, acceso o tratamiento no autorizado, o 

IV. El daño, la alteración o modificación no autorizada. 

 

Artículo 50. El responsable deberá llevar una bitácora de las vulneraciones a la 
seguridad en la que se describa ésta, la fecha en la que ocurrió, el motivo y las 
acciones correctivas implementadas de forma inmediata y definitiva. 

 

Artículo 51. El responsable deberá informar sin dilación alguna al titular y al Instituto 
las vulneraciones que afecten de forma significativa los derechos patrimoniales o 
morales, en cuanto se confirme que ésta ocurrió y que el responsable haya 
empezado a tomar las acciones encaminadas a detonar un proceso de revisión 
exhaustiva de la magnitud de la afectación, a fin de que los titulares afectados 
puedan tomar las medidas correspondientes para la defensa de sus derechos. 

 

Artículo 52. El responsable deberá informar al titular al menos lo siguiente: 

 

I. La naturaleza del incidente; 

II. Los datos personales comprometidos; 

III. Las recomendaciones al titular acerca de las medidas que éste pueda adoptar 
para proteger sus intereses; 

IV. Las acciones correctivas realizadas de forma inmediata, y 

V. Los medios donde puede obtener más información al respecto. 
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TÍTULO TERCERO 

DERECHOS DE LOS TITULARES Y SU EJERCICIO 

 

Capítulo I 

De los Derechos de Acceso, Rectificación, Cancelación y Oposición 

 

Artículo 53. La acción del Habeas Data al que hace referencia el artículo 164 de la 
Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos, es 
la acción mediante la cual el titular puede ejercer los derechos de Acceder, Rectificar 
Cancelar u Oponerse al tratamiento de sus datos personales, derechos que por su 
acrónimo son llamados derechos ARCO. 

 

Artículo 54. En todo momento el titular o su representante podrán solicitar al 
responsable, el acceso, rectificación, cancelación u oposición al tratamiento de los 
datos personales que le conciernen, de conformidad con lo establecido en el 
presente Título.  

 

El ejercicio de cualquiera de los derechos ARCO no es requisito previo, ni impide el 
ejercicio de otro. 

 

Artículo 55. Los responsables no podrán comercializar, difundir o distribuir los datos 
personales en su posesión, salvo que exista consentimiento expreso, inequívoco y 
por escrito de los titulares de los datos personales de que se trate. 

 

Artículo 56. El titular tendrá derecho de acceder a sus datos personales que obren 
en posesión del responsable, así como conocer la información relacionada con las 
condiciones y generalidades de su tratamiento. 

 

Artículo 57. El titular tendrá derecho a solicitar al responsable la rectificación o 
corrección de sus datos personales, cuando estos resulten ser inexactos, 
incompletos o no se encuentren actualizados. 

 

La rectificación podrá hacerse de oficio cuando el responsable tenga en su posesión 
los documentos que acrediten la inexactitud de los datos. 

 

Artículo 58. El titular tendrá derecho a solicitar la cancelación de sus datos 
personales de los archivos, registros, expedientes y sistemas del responsable, a fin 
de que los mismos ya no estén en su posesión y dejen de ser tratados por este 
último. 

 

Artículo 59. El titular podrá oponerse al tratamiento de sus datos personales o exigir 
que se cese en el mismo, cuando: 
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I. Aun siendo lícito el tratamiento, el mismo debe cesar para evitar que su 
persistencia cause un daño o perjuicio al titular, y 

II. Sus datos personales sean objeto de un tratamiento automatizado, el cual le 
produzca efectos jurídicos no deseados o afecte de manera significativa sus 
intereses, derechos o libertades, y estén destinados a evaluar, sin intervención 
humana, determinados aspectos personales del mismo o analizar o predecir, en 
particular, su rendimiento profesional, situación económica, estado de salud, 
preferencias sexuales, fiabilidad o comportamiento. 

 

 

Capítulo II 

Del Ejercicio de los Derechos de Acceso, Rectificación, Cancelación y 
Oposición 

 

Artículo 60. La recepción y trámite de las solicitudes para el ejercicio de los derechos 
ARCO que se formulen a los responsables, se sujetará al procedimiento establecido 
en el presente Título y demás disposiciones que resulten aplicables en la materia. 

 

Artículo 61. Para el ejercicio de los derechos ARCO será necesario acreditar la 
identidad del titular y, en su caso, la identidad y personalidad con la que actúe el 
representante. 

 

Artículo 62. El ejercicio de los derechos ARCO por persona distinta a su titular o a 
su representante, será posible, excepcionalmente, en aquellos supuestos previstos 
por disposición legal, o en su caso, por mandato judicial. 

 

En el ejercicio de los derechos ARCO de menores de edad o de personas que se 
encuentren en estado de interdicción o incapacidad, de conformidad con las leyes 
civiles, se estará a las reglas de representación dispuestas en la misma legislación. 

 

Tratándose de datos personales concernientes a personas fallecidas, la persona que 
acredite tener un interés jurídico, de conformidad con las leyes aplicables, podrá 
ejercer los derechos que le confiere el presente Capítulo, siempre que el titular de 
los derechos hubiere expresado fehacientemente su voluntad en tal sentido o que 
exista un mandato judicial para dicho efecto. 

 

Artículo 63. Los responsables no podrán entregar datos personales a persona 
distinta a su titular o bien, su representante legal, salvo que exista consentimiento 
expreso e inequívoco de dicho titular o representante. 

 

Artículo 64. El ejercicio de los derechos será gratuito.  
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Sólo podrán realizarse cobros para recuperar los costos de reproducción, 
certificación o envío, en los términos previstos por el Código Fiscal para el Estado de 
Morelos y conforme a la normatividad aplicable. 

 

Cuando el titular proporcione el medio magnético, electrónico o el mecanismo 
necesario para reproducir los datos personales, los mismos deberán ser entregados 
sin costo a éste. 

 

La información deberá ser entregada sin costo, cuando implique la entrega de no 
más de veinte hojas simples. Las unidades de transparencia podrán exceptuar el 
pago de reproducción y envío atendiendo a las circunstancias socioeconómicas del 
titular. 

 

El responsable no podrá establecer para la presentación de las solicitudes del 
ejercicio de los derechos ARCO algún servicio o medio que implique un costo al 
titular. 

 

Artículo 65. El responsable deberá establecer procedimientos sencillos que 
permitan el ejercicio de los derechos ARCO, cuyo plazo de respuesta no deberá 
exceder de veinte días contados a partir del día siguiente a la recepción de la 
solicitud. 

 

El plazo referido en el párrafo anterior podrá ser ampliado por una sola vez hasta por 
diez días cuando así lo justifiquen las circunstancias, y siempre y cuando se le 
notifique al titular dentro del plazo de respuesta. 

 

En caso de resultar procedente el ejercicio de los derechos ARCO, el responsable 
deberá hacerlo efectivo en un plazo que no podrá exceder de quince días contados 
a partir del día siguiente en que se haya notificado la respuesta al titular. 

 

Artículo 66. Las solicitudes para el ejercicio de los derechos ARCO deberán 
presentarse ante la Unidad de Transparencia del responsable, que el titular 
considere competente y podrá realizarse en cualquiera de las siguientes 
modalidades: 

 

I. A través de escrito libre presentado personalmente por el titular o su representante 
legal; 

II. Mediante los formatos establecidos para tal efecto, o 

III. Por medios electrónicos o cualquier otro medio que establezca el Instituto. 

 
El responsable deberá dar trámite a toda solicitud para el ejercicio de los derechos 
ARCO y entregar el acuse de recibo que corresponda. 
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El Instituto podrá establecer formularios, sistemas y otros métodos simplificados para 
facilitar a los titulares el ejercicio de los derechos ARCO. 

 

Los medios y procedimientos habilitados por el responsable para atender las 
solicitudes para el ejercicio de los derechos ARCO deberán ser de fácil acceso y con 
la mayor cobertura posible considerando el perfil de los titulares y la forma en que 
mantienen contacto cotidiano o común con el responsable. 

 

Los medios y procedimientos habilitados por el responsable para atender las 
solicitudes para el ejercicio de los derechos ARCO deberán ser de fácil acceso y con 
la mayor cobertura posible considerando el perfil de los titulares y la forma en que 
mantienen contacto cotidiano o común con el responsable. 

 

Artículo 67. En la solicitud para el ejercicio de los derechos ARCO no podrán 
imponerse mayores requisitos que los siguientes: 

 

I. El nombre del titular y su domicilio en el Estado de Morelos o cualquier otro medio 
para recibir notificaciones; 

II. Los documentos que acrediten la identidad del titular y, en su caso, la personalidad 
e identidad de su representante; 

III. De ser posible, el área del responsable que trata los datos personales y ante el 
cual se presenta la solicitud; 

IV. La descripción clara y precisa de los datos personales respecto de los que se 
busca ejercer alguno de los derechos ARCO, salvo que se trate del derecho de 
acceso; 

V. La descripción del derecho ARCO que se pretende ejercer, o bien, lo que solicita 
el titular, y 

VI. Cualquier otro elemento o documento que facilite la localización de los datos 
personales, en su caso. 

 

Tratándose de una solicitud de acceso a datos personales, el titular deberá señalar 
la modalidad en la que prefiere que éstos se reproduzcan. El responsable deberá 
atender la solicitud en la modalidad requerida por el titular, salvo que exista una 
imposibilidad física o jurídica que lo limite a reproducir los datos personales en dicha 
modalidad, en este caso deberá ofrecer otras modalidades de entrega de los datos 
personales fundando y motivando dicha actuación. 

 

En la solicitud de cancelación, el titular deberá señalar las causas que lo motiven a 
solicitar la supresión de sus datos personales. 

 

Para la solicitud de oposición, el titular deberá manifestar las causas legítimas o la 
situación específica que lo llevan a solicitar el cese en el tratamiento, así como el 
daño o perjuicio que le causaría la persistencia del tratamiento, o en su caso, las 
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finalidades específicas respecto de las cuales requiere ejercer el derecho de 
oposición. 

 

Artículo 68. En caso de que la solicitud no satisfaga alguno de los requisitos 
señalados en el artículo anterior y el responsable no cuente con elementos para 
subsanarla, se prevendrá al titular de los datos dentro de los cinco días siguientes a 
la presentación de su solicitud, por una sola ocasión, para que subsane las omisiones 
dentro de un plazo de diez días contados a partir del día siguiente al de la notificación. 

 

Transcurrido el plazo sin desahogar la prevención se tendrá por no presentada la 
solicitud. 

 

La prevención tendrá el efecto de interrumpir el plazo para resolver la solicitud de 
ejercicio de los derechos ARCO. 

 

Artículo 69. Cuando el responsable no sea competente para atender la solicitud de 
ejercicio de derechos ARCO, deberá hacer del conocimiento del titular dicha 
situación dentro de los tres días siguientes a la presentación de la solicitud, y en caso 
de poderlo determinar, orientarlo hacia el responsable competente. 

 

Artículo 70. En caso de que el responsable tenga la obligación de contar con los 
datos personales materia de la solicitud y declare la inexistencia de éstos en sus 
archivos, registros, sistemas o expediente, dicha declaración deberá constar en una 
resolución del Comité de Transparencia que confirme la inexistencia de los datos 
personales. 

 

Artículo 71. En caso de que el responsable advierta que la solicitud para el ejercicio 
de los derechos ARCO corresponda a un derecho diferente de los previstos en la 
presente Ley, deberá reconducir la vía haciéndolo del conocimiento al titular. 

 

Artículo 72. Cuando las disposiciones aplicables a determinados tratamientos de 
datos personales establezcan un trámite o procedimiento específico para solicitar el 
ejercicio de los derechos ARCO, el responsable deberá informar al titular sobre la 
existencia del mismo, en un plazo no mayor a cinco días siguientes a la presentación 
de la solicitud para el ejercicio de los derechos ARCO, a efecto de que este último 
decida si ejerce sus derechos a través del trámite específico, o bien, por medio del 
procedimiento que el responsable haya establecido para tal efecto. 

 

Artículo 73. Se presumirá que el titular acepta que las notificaciones le sean 
efectuadas por el mismo conducto que presentó su solicitud, salvo que acredite 
haber señalado uno distinto para recibir notificaciones. 

 

Artículo 74. Las únicas causas en las que el ejercicio de los derechos ARCO no será 
procedente son: 
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I. Cuando el titular o su representante no estén debidamente acreditados para ello; 

II. Cuando los datos personales no se encuentren en posesión del responsable; 

III. Cuando exista un impedimento legal; 

IV. Cuando se lesionen los derechos de un tercero; 

V. Cuando se obstaculicen actuaciones judiciales o administrativas; 

VI. Cuando exista una resolución de autoridad competente que restrinja el acceso a 
los datos personales o no permita la rectificación, cancelación u oposición de los 
mismos; 

VII. Cuando la cancelación u oposición haya sido previamente realizada; 

VIII. Cuando el responsable no sea competente; 

IX. Cuando sean necesarios para proteger intereses jurídicamente tutelados del 
titular; 

X. Cuando sean necesarios para dar cumplimiento a obligaciones legalmente 
adquiridas por el titular; 

XI. Cuando en función de sus atribuciones legales el uso cotidiano, resguardo y 
manejo sean necesarios y proporcionales para mantener la integridad, estabilidad y 
permanencia del Estado mexicano, o 

XII. Cuando los datos personales sean parte de la información que las entidades 
sujetas a la regulación y supervisión financiera del sujeto obligado hayan 
proporcionado a éste, en cumplimiento a requerimientos de dicha información sobre 
sus operaciones, organización y actividades. 

 

En todos los casos anteriores, el responsable, a través de su Unidad de 
Transparencia, deberá dar al titular una respuesta fundada y motivada a su solicitud 
en el plazo de hasta veinte días a los que se refiere el primer párrafo del artículo 65 
de la presente Ley, y por el mismo medio en que se llevó a cabo la solicitud, 
acompañando en su caso, las pruebas que resulten pertinentes. 

 

Artículo 75. Contra la negativa de dar trámite a toda solicitud para el ejercicio de los 
derechos ARCO o por falta de respuesta del responsable, procederá la interposición 
del recurso de revisión a que se refiere el artículo 113 de la presente Ley. 

 

Todas las respuestas negativas a las solicitudes a que se refiere este Título deberán 
ser notificadas de oficio al Instituto, por escrito o medios electrónicos, para que éste 
proceda y requiera al responsable acerca del fundamento y motivación legal que 
sustente su negativa. 

 

Capítulo III 

De la Portabilidad de los Datos 

 

Artículo 76. Cuando se traten datos personales por vía electrónica en un formato 
estructurado y comúnmente utilizado, el titular tendrá derecho a obtener del 
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responsable una copia de los datos objeto de tratamiento en un formato electrónico 
estructurado y comúnmente utilizado que le permita seguir utilizándolos. 

 

Cuando el titular haya facilitado los datos personales y el tratamiento se base en el 
consentimiento o en un contrato, tendrá derecho a transmitir dichos datos personales 
y cualquier otra información que haya facilitado y que se conserve en un sistema de 
tratamiento automatizado a otro sistema en un formato electrónico comúnmente 
utilizado, sin impedimentos por parte del responsable del tratamiento de quien se 
retiren los datos personales. 

 

El Sistema Nacional establecerá mediante lineamientos, los parámetros a considerar 
para determinar los supuestos en los que se está en presencia de un formato 
estructurado y comúnmente utilizado, así como las normas técnicas, modalidades y 
procedimientos para la transferencia de datos personales. 

 

La solicitud para el ejercicio del derecho al que se refiere el presente artículo se 
estará a lo señalado en el Capítulo anterior. 

 

 

TÍTULO CUARTO 

RELACIÓN DEL RESPONSABLE Y ENCARGADO 

 

Capítulo Único 

Responsable y Encargado 

 

Artículo 77. El encargado deberá realizar las actividades de tratamiento de los datos 
personales sin ostentar poder alguno de decisión sobre el alcance y contenido del 
mismo, así como limitar sus actuaciones a los términos fijados por el responsable. 

 

Artículo 78. La relación entre el responsable y el encargado deberá estar 
formalizada mediante contrato o cualquier otro instrumento jurídico que decida el 
responsable, de conformidad con la normativa que le resulte aplicable, y que permita 
acreditar su existencia, alcance y contenido. 

 

En el contrato o instrumento jurídico que decida el responsable se deberán prever, 
al menos, las siguientes cláusulas generales relacionadas con los servicios que 
preste el encargado: 

 

I. Realizar el tratamiento de los datos personales conforme a las instrucciones del 
responsable; 

II. Abstenerse de tratar los datos personales para finalidades distintas a las instruidas 
por el responsable; 

III. Implementar las medidas de seguridad conforme a los instrumentos jurídicos 
aplicables; 
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IV. Informar al responsable cuando ocurra una vulneración a los datos personales 
que trata por sus instrucciones; 

V. Guardar confidencialidad respecto de los datos personales tratados; 

VI. Suprimir o devolver los datos personales objeto de tratamiento una vez cumplida 
la relación jurídica con el responsable, siempre y cuando no exista una previsión 
legal que exija la conservación de los datos personales; 

VII. El nivel de protección requerido para los datos de acuerdo con su naturaleza, y 

VIII. Abstenerse de transferir los datos personales salvo en el caso de que el 
responsable así lo determine, o la comunicación derive de una subcontratación, o 
por mandato expreso de la autoridad competente. 

 

Artículo 79. Los acuerdos entre el responsable y el encargado relacionados con el 
tratamiento de datos personales no deberán contravenir la presente Ley y demás 
disposiciones aplicables, así como lo establecido en el aviso de privacidad 
correspondiente. 

 

Artículo 80. Cuando el encargado incumpla las instrucciones del responsable y 
decida por sí mismo sobre el tratamiento de los datos personales, asumirá el carácter 
de responsable conforme a la legislación que le resulte aplicable. 

 

Artículo 81. El encargado podrá, a su vez, subcontratar servicios que impliquen el 
tratamiento de datos personales por cuenta del responsable, siempre y cuando 
medie la autorización expresa de este último. El subcontratado asumirá el carácter 
de encargado en los términos de la presente la Ley y demás disposiciones aplicables 
en la materia. 

 

Cuando el contrato o el instrumento jurídico mediante el cual se haya formalizado la 
relación entre el responsable y el encargado prevea que este último pueda llevar a 
cabo a su vez las subcontrataciones de servicios, la autorización a la que refiere el 
párrafo anterior se entenderá como otorgada a través de lo estipulado en éstos. 

 

Artículo 82. Una vez obtenida la autorización expresa del responsable, el encargado 
deberá formalizar la relación adquirida con el subcontratado a través de un contrato 
o cualquier otro instrumento jurídico que decida, de conformidad con la normatividad 
que le resulte aplicable, y permita acreditar la existencia, alcance y contenido de la 
prestación del servicio en términos de lo previsto en el presente Capítulo. 

 

Artículo 83. El responsable podrá contratar o adherirse a servicios, aplicaciones e 
infraestructura en el cómputo en la nube, y otras materias que impliquen el 
tratamiento de datos personales, siempre y cuando el proveedor externo garantice 
políticas de protección de datos personales equivalentes a los principios y deberes 
establecidos en la presente Ley y demás disposiciones aplicables en la materia. 
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En su caso, el responsable deberá delimitar el tratamiento de los datos personales 
por parte del proveedor externo a través de cláusulas contractuales u otros 
instrumentos jurídicos. 

 

Artículo 84. Para el tratamiento de datos personales en servicios, aplicaciones e 
infraestructura de cómputo en la nube y otras materias, en los que el responsable se 
adhiera a los mismos mediante condiciones o cláusulas generales de contratación, 
sólo podrá utilizar aquellos servicios en los que el proveedor: 

 

I. Cumpla, al menos, con lo siguiente: 

a) Tener y aplicar políticas de protección de datos personales afines a los 
principios y deberes aplicables que establece la presente Ley y demás normativa 
aplicable; 

b) Transparentar las subcontrataciones que involucren la información sobre la 
que se presta el servicio; 

c) Abstenerse de incluir condiciones en la prestación del servicio que le autoricen 
o permitan asumir la titularidad o propiedad de la información sobre la que preste el 
servicio, y 

d) Guardar confidencialidad respecto de los datos personales sobre los que se 
preste el servicio; 

II. Cuente con mecanismos, al menos, para: 

a) Dar a conocer cambios en sus políticas de privacidad o condiciones del 
servicio que presta; 

b) Permitir al responsable limitar el tipo de tratamiento de los datos personales 
sobre los que se presta el servicio; 

c) Establecer y mantener medidas de seguridad para la protección de los datos 
personales sobre los que se preste el servicio; 

d) Garantizar la supresión de los datos personales una vez que haya concluido 
el servicio prestado al responsable y que este último haya podido recuperarlos, y 

e) Impedir el acceso a los datos personales a personas que no cuenten con 
privilegios de acceso, o bien, en caso de que sea a solicitud fundada y motivada de 
autoridad competente, informar de ese hecho al responsable. 

 

En cualquier caso, el responsable no podrá adherirse a servicios que no garanticen 
la debida protección de los datos personales, conforme a la presente Ley y demás 
disposiciones que aplicables en la materia. 

 

 

TÍTULO QUINTO 

COMUNICACIONES DE DATOS PERSONALES 

 

Capítulo Único 

De las Transferencias y Remisiones de Datos Personales 
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Artículo 85. Toda transferencia de datos personales sea ésta nacional o 
internacional, se encuentra sujeta al consentimiento de su titular, salvo las 
excepciones previstas en esta Ley. 

 

No se considerarán transferencias las comunicaciones efectuadas entre el 
responsable y el encargado, así como las que se den entre áreas adscritas al mismo 
responsable en el ejercicio de sus atribuciones. 

 

Artículo 86. Toda transferencia deberá formalizarse mediante la suscripción de 
cláusulas contractuales, convenios de colaboración o cualquier otro instrumento 
jurídico, de conformidad con la normatividad que le resulte aplicable al responsable, 
que permita demostrar el alcance del tratamiento de los datos personales, así como 
las obligaciones y responsabilidades asumidas por las partes. 

 

Lo dispuesto en el párrafo anterior, no será aplicable en los siguientes casos: 

 

I. Cuando la transferencia sea nacional y se realice entre responsables en virtud del 
cumplimiento de una disposición legal o en el ejercicio de atribuciones expresamente 
conferidas a éstos, o 

II. Cuando la transferencia sea internacional y se encuentre prevista en una ley o 
tratado suscrito y ratificado por México, o bien, se realice a petición de una autoridad 
extranjera u organismo internacional competente en su carácter de receptor, siempre 
y cuando sus facultades y las del transferente sean homólogas, o bien, las finalidades 
que motivan la transferencia sean análogas o compatibles respecto de aquéllas que 
dieron origen al tratamiento del transferente. 

 

Artículo 87. Cuando la transferencia sea nacional, el receptor de los datos 
personales deberá tratar los datos personales, comprometiéndose a garantizar su 
confidencialidad y únicamente los utilizará para los fines que fueron transferidos 
atendiendo a lo convenido en el aviso de privacidad que le será comunicado por el 
transferente. 

 

Artículo 88. El responsable sólo podrá transferir o hacer remisión de datos 
personales fuera del territorio nacional cuando el receptor o encargado se obligue a 
proteger los datos personales conforme a los principios y deberes que establece la 
presente Ley y las disposiciones que resulten aplicables en la materia. 

 

Artículo 89. En toda transferencia de datos personales, el responsable deberá 
comunicar al receptor el aviso de privacidad conforme al cual se tratan los datos 
personales frente al titular. 

 

Artículo 90. El responsable podrá realizar transferencias de datos personales sin 
necesidad de requerir el consentimiento del titular, en los siguientes supuestos: 
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I. Cuando la transferencia esté prevista en esta Ley u otras leyes, convenios o 
Tratados Internacionales suscritos y ratificados por México; 

II. Cuando la transferencia se realice entre responsables, siempre y cuando los datos 
personales se utilicen para el ejercicio de facultades propias, compatibles o análogas 
con la finalidad que motivó el tratamiento de los datos personales; 

III. Cuando la transferencia sea legalmente exigida para la investigación y 
persecución de los delitos, así como la procuración o administración de justicia; 

IV. Cuando la transferencia sea precisa para el reconocimiento, ejercicio o defensa 
de un derecho ante autoridad competente, siempre y cuando medie el requerimiento 
de esta última; 

V. Cuando la transferencia sea necesaria para la prevención o el diagnóstico médico, 
la prestación de asistencia sanitaria, tratamiento médico o la gestión de servicios 
sanitarios, siempre y cuando dichos fines sean acreditados; 

VI. Cuando la transferencia sea precisa para el mantenimiento o cumplimiento de 
una relación jurídica entre el responsable y el titular; 

VII. Cuando la transferencia sea necesaria por virtud de un contrato celebrado o por 
celebrar en interés del titular, por el responsable y un tercero; 

VIII. Cuando se trate de los casos en los que el responsable no esté obligado a 
recabar el consentimiento del titular para el tratamiento y transmisión de sus datos 
personales, conforme a lo dispuesto en el artículo 20 de la presente Ley; 
IX. Cuando se trate de datos obtenidos de fuentes de acceso público, y 

X. Cuando la transferencia sea necesaria por razones de seguridad nacional. 

 

La actualización de algunas de las excepciones previstas en este artículo, no exime 
al responsable de cumplir con las obligaciones previstas en el presente Capítulo que 
resulten aplicables. 

 

Artículo 91. En caso de que los receptores sean autoridades federales o 
instituciones de otras entidades federativas, los responsables deberán asegurarse 
de que éstos garanticen que cuentan con niveles de protección, semejantes o 
superiores, a los establecidos en la presente Ley y demás ordenamientos aplicables. 

 

Artículo 92. Las remisiones nacionales e internacionales de datos personales que 
se realicen entre responsable y encargado no requerirán ser informadas al titular, ni 
contar con su consentimiento. 

 

TÍTULO SEXTO 

ACCIONES PREVENTIVAS EN MATERIA DE PROTECCIÓN DE DATOS 
PERSONALES 

 

Capítulo I 

De las Mejores Prácticas 

 



Segundo Año de Ejercicio Constitucional 
2°. Periodo Ordinario 

Gaceta No. 110 

 

119 | P á g i n a  
 

Artículo 93. Para el cumplimiento de las obligaciones previstas en la presente Ley, 
el responsable podrá desarrollar o adoptar, en lo individual o en acuerdo con otros 
responsables, encargados u organizaciones, esquemas de mejores prácticas que 
tengan por objeto: 

 

I. Elevar el nivel de protección de los datos personales; 

II. Armonizar el tratamiento de datos personales en un sector específico; 

III. Facilitar el ejercicio de los derechos ARCO por parte de los titulares; 

IV. Facilitar las transferencias de datos personales; 

V. Complementar las disposiciones previstas en la normatividad que resulte aplicable 
en materia de protección de datos personales, y 

VI. Demostrar ante el Instituto o, en su caso, los Organismos garantes, el 
cumplimiento de la normatividad que resulte aplicable en materia de protección de 
datos personales. 

 

Artículo 94. Todo esquema de mejores prácticas que busque la validación o 
reconocimiento por parte del Instituto o, en su caso, de los Organismos garantes 
deberá: 

 

I. Cumplir con los parámetros que para tal efecto emita el Instituto conforme a los 
criterios que fije el Sistema Nacional, y 

II. Ser notificado ante el Instituto de conformidad con el procedimiento establecido en 
los parámetros señalados en la fracción anterior, a fin de que sean evaluados y, en 
su caso, validados o reconocidos e inscritos en el registro al que refiere el último 
párrafo de este artículo. 

 

El Instituto deberán emitir las reglas de operación de los registros en los que se 
inscribirán aquellos esquemas de mejores prácticas validados o reconocidos. El 
Instituto podrá inscribir los esquemas de mejores prácticas que hayan reconocido o 
validado en el registro administrado por el Instituto Nacional, de acuerdo con las 
reglas que fije este último. 

 

Artículo 95. Cuando el responsable pretenda poner en operación o modificar 
políticas públicas, sistemas o plataformas informáticas, aplicaciones electrónicas o 
cualquier otra tecnología que a su juicio y de conformidad con esta Ley impliquen el 
tratamiento intensivo o relevante de datos personales, deberá realizar una 
Evaluación de impacto en la protección de datos personales, y presentarla ante el 
Instituto, quien podrá emitir recomendaciones no vinculantes especializadas en la 
materia de protección de datos personales. 

 

El contenido de la evaluación de impacto a la protección de datos personales deberá 
determinarse por el Instituto, conforme los Lineamientos que emita el Sistema 
Nacional. 
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Artículo 96. Para efectos de esta Ley se considerará que se está en presencia de 
un tratamiento intensivo o relevante de datos personales cuando: 

 

I. Existan riesgos inherentes a los datos personales a tratar; 

II. Se traten datos personales sensibles, y 

III. Se efectúen o pretendan efectuar transferencias de datos personales. 

 

Artículo 97. El Sistema Nacional podrá emitir criterios adicionales con sustento en 
parámetros objetivos que determinen que se está en presencia de un tratamiento 
intensivo o relevante de datos personales, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo anterior, en función de: 

 

I. El número de titulares; 

II. El público objetivo; 

III. El desarrollo de la tecnología utilizada, y 

IV. La relevancia del tratamiento de datos personales en atención al impacto social 
o, económico del mismo, o bien, del interés público que se persigue. 

 

Artículo 98. Los sujetos obligados que realicen una Evaluación de impacto en la 
protección de datos personales deberán presentarla ante el Instituto, treinta días 
anteriores a la fecha en que se pretenda poner en operación o modificar políticas 
públicas, sistemas o plataformas informáticas, aplicaciones electrónicas o cualquier 
otra tecnología, a efecto de que emita las recomendaciones no vinculantes 
correspondientes. 

 

Artículo 99. El Instituto deberá emitir, de ser el caso, recomendaciones no 
vinculantes sobre la Evaluación de impacto en la protección de datos personales 
presentado por el responsable. 

 

El plazo para la emisión de las recomendaciones a que se refiere el párrafo anterior 
será dentro de los treinta días siguientes contados a partir del día siguiente a la 
presentación de la evaluación. 

 

Artículo 100. Cuando a juicio del sujeto obligado se puedan comprometer los efectos 
que se pretenden lograr con la posible puesta en operación o modificación de 
políticas públicas, sistemas o plataformas informáticas, aplicaciones electrónicas o 
cualquier otra tecnología que implique el tratamiento intensivo o relevante de datos 
personales o se trate de situaciones de emergencia o urgencia, no será necesario 
realizar la Evaluación de impacto en la protección de datos personales. 

 

Capítulo II 

De las Bases de Datos en Posesión de Instancias de Seguridad, Procuración 
y Administración de Justicia 
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Artículo 101. La obtención y tratamiento de datos personales, en términos de lo que 
dispone esta Ley, por parte de los sujetos obligados competentes en instancias de 
seguridad, procuración y administración de justicia, está limitada a aquellos 
supuestos y categorías de datos que resulten necesarios y proporcionales para el 
ejercicio de las funciones en materia de seguridad pública o para la prevención o 
persecución de los delitos. Deberán ser almacenados en las bases de datos 
establecidas para tal efecto. 

 

Las autoridades que accedan y almacenen los datos personales que se recaben por 
los particulares en cumplimiento de las disposiciones legales correspondientes, 
deberán cumplir con las disposiciones señaladas en el presente Capítulo. 

 

Artículo 102. En el tratamiento de datos personales, así como en el uso de las bases 
de datos para su almacenamiento, que realicen los sujetos obligados competentes 
de las instancias de seguridad, procuración y administración de justicia deberá 
cumplir con los principios establecidos en el Título Segundo de la presente Ley. 

 

Las comunicaciones privadas son inviolables. Exclusivamente la autoridad judicial 
federal, a petición de la autoridad federal que faculte la ley o del titular del Ministerio 
Público de la entidad federativa correspondiente, podrá autorizar la intervención de 
cualquier comunicación privada. 

 

Artículo 103. Los responsables a que se refiere este Capítulo, deberán establecer 
medidas de seguridad de nivel alto, para garantizar la integridad, disponibilidad y 
confidencialidad de la información, que permitan proteger los datos personales 
contra daño, pérdida, alteración, destrucción o el uso, acceso o tratamiento no 
autorizado. 

 

 

TÍTULO SÉPTIMO 

RESPONSABLES EN MATERIA DE PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES 
EN POSESIÓN DE LOS SUJETOS OBLIGADOS 

 

Capítulo I 

Comité de Transparencia 

 

Artículo 104. Cada responsable contará con un Comité de Transparencia, el cual se 
integrará y funcionará conforme a lo dispuesto en la Ley General de Transparencia 
y Acceso a la Información Pública y demás normativa aplicable. 

 

El Comité de Transparencia será la autoridad máxima en materia de protección de 
datos personales. 
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Artículo 105. Para los efectos de la presente Ley y sin perjuicio de otras atribuciones 
que le sean conferidas en la normatividad que le resulte aplicable, el Comité de 
Transparencia tendrá las siguientes funciones: 

 

I. Coordinar, supervisar y realizar las acciones necesarias para garantizar el derecho 
a la protección de los datos personales en la organización del responsable, de 
conformidad con las disposiciones previstas en la presente Ley y en aquellas 
disposiciones que resulten aplicables en la materia; 

II. Instituir, en su caso, procedimientos internos para asegurar la mayor eficiencia en 
la gestión de las solicitudes para el ejercicio de los derechos ARCO; 

III. Confirmar, modificar o revocar las determinaciones en las que se declare la 
inexistencia de los datos personales, o se niegue por cualquier causa el ejercicio de 
alguno de los derechos ARCO; 

IV. Establecer y supervisar la aplicación de criterios específicos que resulten 
necesarios para una mejor observancia de la presente Ley y en aquellas 
disposiciones que resulten aplicables en la materia; 

V. Supervisar, en coordinación con las áreas o unidades administrativas 
competentes, el cumplimiento de las medidas, controles y acciones previstas en el 
documento de seguridad; 

VI. Dar seguimiento y cumplimiento a las resoluciones emitidas por el Instituto y los 
organismos garantes, según corresponda; 

VII. Establecer programas de capacitación y actualización para los servidores 
públicos en materia de protección de datos personales, y 

VIII. Dar vista al órgano interno de control o instancia equivalente en aquellos casos 
en que tenga conocimiento, en el ejercicio de sus atribuciones, de una presunta 
irregularidad respecto de determinado tratamiento de datos personales; incluyendo 
casos relacionados con la declaración de inexistencia que realicen los responsables. 

 

Capítulo II 

De la Unidad de Transparencia 

 

Artículo 106. Cada responsable contará con una Unidad de Transparencia, se 
integrará y funcionará conforme a lo dispuesto en la Ley General de Transparencia 
y Acceso a la Información Pública, la Ley de Transparencia y demás normativa 
aplicable, que tendrá las siguientes funciones: 

 

I. Auxiliar y orientar al titular que lo requiera con relación al ejercicio del derecho a la 
protección de datos personales; 

II. Gestionar las solicitudes para el ejercicio de los derechos ARCO; 

III. Establecer mecanismos para asegurar que los datos personales solo se 
entreguen a su titular o su representante debidamente acreditados; 

IV. Informar al titular o su representante el monto de los costos a cubrir por la 
reproducción y envío de los datos personales, con base en lo establecido en las 
disposiciones normativas aplicables; 
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V. Proponer al Comité de Transparencia los procedimientos internos que aseguren 
y fortalezcan mayor eficiencia en la gestión de las solicitudes para el ejercicio de los 
derechos ARCO; 

VI. Aplicar instrumentos de evaluación de calidad sobre la gestión de las solicitudes 
para el ejercicio de los derechos ARCO, y 

VII. Asesorar a las áreas adscritas al responsable en materia de protección de datos 
personales. 

 

Los responsables que en el ejercicio de sus funciones sustantivas lleven a cabo 
tratamientos de datos personales relevantes o intensivos, podrán designar a un 
oficial de protección de datos personales, especializado en la materia, quien realizará 
las atribuciones mencionadas en este artículo y formará parte de la Unidad de 
Transparencia. 

 

Los sujetos obligados promoverán acuerdos con instituciones públicas 
especializadas que pudieran auxiliarles a la recepción, trámite y entrega de las 
respuestas a solicitudes de información, en la lengua indígena, braille o cualquier 
formato accesible correspondiente, en forma más eficiente. 

 

Artículo 107. En la designación del titular de la Unidad de Transparencia, el 
responsable estará a lo dispuesto en la Ley de Transparencia y demás normativa 
aplicable. 

 

Artículo 108. El responsable procurará que las personas con algún tipo de 
discapacidad o grupos vulnerables puedan ejercer, en igualdad de circunstancias, 
su derecho a la protección de datos personales. 

 

 

TÍTULO OCTAVO 

ORGANISMOS GARANTES 

 

Capítulo I 

Del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección 
de Datos Personales 

 

Artículo 109. En la integración, procedimiento de designación y funcionamiento del 
Instituto y del Consejo Consultivo se estará a lo dispuesto por la Ley de 
Transparencia y demás normativa aplicable. 

 

Artículo 110. Además de las facultades que le son conferidas en la Ley de 
Transparencia y demás normatividad que le resulte aplicable, el Instituto tendrá las 
siguientes atribuciones: 
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I. Garantizar el ejercicio del derecho a la protección de datos personales en posesión 
de sujetos obligados; 

II. Aplicar las disposiciones de la presente Ley e interpretarla en el ámbito 
administrativo; 

III. Conocer, sustanciar y resolver, en el ámbito de su respectiva competencia, de los 
recursos de revisión interpuestos por los titulares o sus representantes, en términos 
de lo dispuesto en la presente Ley y demás disposiciones que resulten aplicables en 
la materia; 

IV. Presentar petición fundada al Instituto Nacional, para que conozca de los recursos 
de revisión que por su interés y trascendencia así lo ameriten, en términos de lo 
previsto en la presente Ley y demás disposiciones que resulten aplicables en la 
materia; 

V. Imponer las medidas de apremio para asegurar el cumplimiento de sus 
resoluciones; 

VI. Promover y difundir el ejercicio del derecho a la protección de datos personales; 

VII. Coordinarse con las autoridades competentes para que las solicitudes para el 
ejercicio de los derechos ARCO y los recursos de revisión que se presenten en 
lenguas indígenas, sean atendidos en la misma lengua; 

VIII. Garantizar, en el ámbito de su respectiva competencia, condiciones de 
accesibilidad para que los titulares que pertenecen a grupos vulnerables puedan 
ejercer, en igualdad de circunstancias, su derecho a la protección de datos 
personales; 

IX. Elaborar y publicar estudios e investigaciones para difundir y ampliar el 
conocimiento sobre la materia de la presente Ley; 

X. Hacer del conocimiento de las autoridades competentes, la probable 
responsabilidad derivada del incumplimiento de las obligaciones previstas en la 
presente Ley y en las demás disposiciones que resulten aplicables; 

XI. Proporcionar al Instituto Nacional los elementos que requiera para resolver los 
recursos de inconformidad que le sean presentados, en términos de lo previsto en el 
Título Noveno, Capítulo II de la presente Ley y demás disposiciones que resulten 
aplicables en la materia; 

XII. Suscribir convenios de colaboración con el Instituto Nacional para el 
cumplimiento de los objetivos previstos en la presente Ley y demás disposiciones 
aplicables; 

XIII. Vigilar, en el ámbito de sus respectivas competencias, el cumplimiento de la 
presente Ley y demás disposiciones que resulten aplicables en la materia; 

XIV. Llevar a cabo acciones y actividades que promuevan el conocimiento del 
derecho a la protección de datos personales, así como de sus prerrogativas; 

XV. Aplicar indicadores y criterios para evaluar el desempeño de los responsables 
respecto del cumplimiento de la presente Ley y demás disposiciones que resulten 
aplicables; 

XV. Promover la capacitación y actualización en materia de protección de datos 
personales entre los responsables; 

XVI. Solicitar la cooperación del Instituto Nacional en los términos del artículo 89, 
fracción XXX de la Ley General; 
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XVII. Administrar, en el ámbito de sus competencias, la Plataforma Nacional de 
Transparencia; 

XVIII. Interponer acciones de inconstitucionalidad en contra de leyes expedidas por 
la legislatura local, que vulneren el derecho a la protección de datos personales; 

XIX. Diseñar y aprobar los formatos de solicitudes de derechos ARCO; 

XX. Emitir resoluciones y determinaciones; 

XXI. Proporcionar apoyo técnico a los sujetos obligados y responsables en materia 
de protección de datos personales; 

XXII. Capacitar en materia de protección de datos personales en posesión de Sujetos 
Obligados en el ámbito de su respectiva competencia, y 

XXIII. Emitir, en su caso, las recomendaciones no vinculantes correspondientes a la 
Evaluación de impacto en protección de datos personales que le sean presentadas. 

 

Capítulo II 

De la Coordinación y Promoción del Derecho a la Protección de Datos 
Personales 

 

Artículo 111. Los responsables deberán colaborar con el Instituto para capacitar y 
actualizar de forma permanente a todos sus servidores públicos en materia de 
protección de datos personales, a través de la impartición de cursos, seminarios, 
talleres y cualquier otra forma de enseñanza y entrenamiento que se considere 
pertinente. 

 

Artículo 112. El Instituto, en el ámbito de su respectiva competencia, deberá: 

 

I. Promover que en los programas y planes de estudio, libros y materiales que se 
utilicen en las instituciones educativas de todos los niveles y modalidades del Estado, 
se incluyan contenidos sobre el derecho a la protección de datos personales, así 
como una cultura sobre el ejercicio y respeto de éste; 

II. Impulsar en conjunto con instituciones de educación superior, la integración de 
centros de investigación, difusión y docencia sobre el derecho a la protección de 
datos personales que promuevan el conocimiento sobre este tema y coadyuven con 
el Instituto en sus tareas sustantivas, y 

III. Fomentar la creación de espacios de participación social y ciudadana que 
estimulen el intercambio de ideas entre la sociedad, los órganos de representación 
ciudadana y los responsables. 

 

 

TÍTULO NOVENO 

DE LOS PROCEDIMIENTOS DE IMPUGNACIÓN EN MATERIA DE 
PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES EN POSESIÓN DE SUJETOS 

OBLIGADOS 

 

Capítulo I 
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Disposiciones Comunes a los Recursos de Revisión  

 

Artículo 113. El titular o su representante podrán interponer un recurso de revisión 
ante el Instituto, o bien, ante la Unidad de Transparencia que haya conocido de la 
solicitud, a través de los siguientes medios: 

 

En el caso de que se interponga ante la Unidad de Transparencia, ésta deberá remitir 
el recurso de revisión al Instituto a más tardar al día siguiente de haberlo recibido. 

 

I. Por escrito libre en el domicilio del Instituto, o en las oficinas habilitadas que al 
efecto establezcan; 

II. Por correo certificado con acuse de recibo; 

III. Por formatos que al efecto emita el Instituto; 

IV. Por los medios electrónicos que para tal fin se autoricen, o 

V. Cualquier otro medio que al efecto establezca el Instituto. 

 

Se presumirá que el titular acepta que las notificaciones le sean efectuadas por el 
mismo conducto que presentó su escrito, salvo que acredite haber señalado uno 
distinto para recibir notificaciones. 

 

Artículo 114. El titular podrá acreditar su identidad a través de cualquiera de los 
siguientes medios: 

 

I. Identificación oficial; 

II. Firma electrónica avanzada o del instrumento electrónico que lo sustituya, o 

III. Mecanismos de autenticación autorizados por el Instituto o el Instituto Nacional 
publicados mediante acuerdo general en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad” o en 
el Diario Oficial de la Federación.  

 

La utilización de la firma electrónica avanzada o del instrumento electrónico que lo 
sustituya eximirá de la presentación de la copia del documento de identificación. 

 

Artículo 115. Cuando el titular actúe mediante un representante, éste deberá 
acreditar su personalidad en los siguientes términos: 

 

I. Si se trata de una persona física, a través de carta poder simple suscrita ante dos 
testigos anexando copia de las identificaciones de los suscriptores, o instrumento 
público, o declaración en comparecencia personal del titular y del representante ante 
el Instituto. 

II. Si se trata de una persona moral, mediante instrumento público. 

 

Artículo 116. La interposición de un recurso de revisión o de inconformidad de datos 
personales concernientes a personas fallecidas, podrá realizarla la persona que 
acredite tener un interés jurídico o legítimo. 



Segundo Año de Ejercicio Constitucional 
2°. Periodo Ordinario 

Gaceta No. 110 

 

127 | P á g i n a  
 

 

Artículo 117. En la sustanciación de los recursos de revisión, las notificaciones que 
emita el Instituto surtirán efectos el mismo día en que se practiquen. 

 

Las notificaciones podrán efectuarse: 

 

I. Personalmente en los siguientes casos: 

    a) Se trate de la primera notificación; 

b) Se trate del requerimiento de un acto a la parte que deba cumplirlo; 

    c) Se trate de la solicitud de informes o documentos; 

    d) Se trate de la resolución que ponga fin al procedimiento de que se trate, y 

    e) En los demás casos que disponga la ley; 

II. Por correo certificado con acuse de recibo o medios digitales o sistemas 
autorizados por el Instituto o el Instituto Nacional, publicados mediante acuerdo 
general en el Diario Oficial de la Federación o en el Periódico Oficial “Tierra y 
Libertad”, cuando se trate de requerimientos, emplazamientos, solicitudes de 
informes o documentos y resoluciones que puedan ser impugnadas; 

III. Por correo postal ordinario o por correo electrónico ordinario cuando se trate de 
actos distintos de los señalados en las fracciones anteriores, o 

IV. Por estrados, cuando la persona a quien deba notificarse no sea localizable en 
su domicilio, se ignore éste o el de su representante. 

 

Artículo 118. El cómputo de los plazos señalados en el presente Título comenzará 
a correr a partir del día siguiente a aquél en que haya surtido efectos la notificación 
correspondiente. 

 

Concluidos los plazos fijados a las partes, se tendrá por perdido el derecho que 
dentro de ellos debió ejercitarse, sin necesidad de acuse de rebeldía por parte del 
Instituto. 

 

Artículo 119. El titular, su representante y el Instituto o cualquier autoridad deberán 
atender los requerimientos de información en los plazos y términos que el Instituto 
Nacional y el Instituto, según corresponda. 

 

Artículo 120. Cuando el titular, el responsable o cualquier autoridad se nieguen a 
atender o cumplimentar los requerimientos, solicitudes de información y 
documentación, emplazamientos, citaciones o diligencias notificadas por el Instituto 
o facilitar la práctica de las diligencias que hayan sido ordenadas, o entorpezca las 
actuaciones del Instituto, tendrán por perdido su derecho para hacerlo valer en algún 
otro momento del procedimiento y el Instituto tendrá por ciertos los hechos materia 
del procedimiento y resolverá con los elementos que disponga. 

 

Artículo 121. En la sustanciación de los recursos de revisión o recursos de 
inconformidad, las partes podrán ofrecer las siguientes pruebas: 
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I. La documental pública; 

II. La documental privada; 

III. La inspección; 

IV. La pericial; 

V. La testimonial; 

VI. La confesional, excepto tratándose de autoridades; 

VII. Las imágenes fotográficas, páginas electrónicas, escritos y demás elementos 
aportados por la ciencia y tecnología, y 

VIII. La presuncional legal y humana. 

 

El Instituto podrá allegarse de los medios de prueba que consideren necesarios, sin 
más limitación que las establecidas en la ley. 

 

Capítulo II 

Del Recurso de Revisión ante el Instituto  

 

Artículo 122. El titular, por sí mismo o a través de su representante, podrán 
interponer un recurso de revisión ante el Instituto o la Unidad de Transparencia del 
responsable que haya conocido de la solicitud para el ejercicio de los derechos 
ARCO, dentro de un plazo que no podrá exceder de quince días contados a partir 
del siguiente a la fecha de la notificación de la respuesta. 

 

Transcurrido el plazo previsto para dar respuesta a una solicitud para el ejercicio de 
los derechos ARCO sin que se haya emitido ésta, el titular o, en su caso, su 
representante podrán interponer el recurso de revisión dentro de los quince días 
siguientes al que haya vencido el plazo para dar respuesta. 

 

Artículo 123. El recurso de revisión procederá en los siguientes supuestos: 

 

I. Se clasifiquen como confidenciales los datos personales sin que se cumplan las 
características señaladas en las leyes que resulten aplicables; 

II. Se declare la inexistencia de los datos personales; 

III. Se declare la incompetencia por el responsable; 

IV. Se entreguen datos personales incompletos; 

V. Se entreguen datos personales que no correspondan con lo solicitado; 

VI. Se niegue el acceso, rectificación, cancelación u oposición de datos personales; 

VII. No se dé respuesta a una solicitud para el ejercicio de los derechos ARCO dentro 
de los plazos establecidos en la presente Ley y demás disposiciones que resulten 
aplicables en la materia; 

VIII. Se entregue o ponga a disposición datos personales en una modalidad o formato 
distinto al solicitado, o en un formato incomprensible; 

IX. El titular se inconforme con los costos de reproducción, envío o tiempos de 
entrega de los datos personales; 
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X. Se obstaculice el ejercicio de los derechos ARCO, a pesar de que fue notificada 
la procedencia de los mismos; 

XI. No se dé trámite a una solicitud para el ejercicio de los derechos ARCO, y 

XII. La falta de respuesta o indebida fundamentación y motivación de la ampliación 
del plazo a que se refiere el artículo 122 de esta Ley; 

XIII. La falta, deficiencia o insuficiencia de la fundamentación y motivación en la 
respuesta, y 

XIV. En los demás casos que dispongan las leyes. 

 

Artículo 124. Los únicos requisitos exigibles en el escrito de interposición del recurso 
de revisión serán los siguientes: 

 

I. El área responsable ante quien se presentó la solicitud para el ejercicio de los 
derechos ARCO; 

II. El nombre del titular que recurre o su representante y, en su caso, del tercero 
interesado, así como el domicilio en el Estado de Morelos o medio que señale para 
recibir notificaciones; 

III. La fecha en que fue notificada la respuesta al titular, o bien, en caso de falta de 
respuesta la fecha de la presentación de la solicitud para el ejercicio de los derechos 
ARCO; 

IV. El acto que se recurre y los puntos petitorios, así como las razones o motivos de 
inconformidad; 

V. En su caso, copia de la respuesta que se impugna y de la notificación 
correspondiente, y 

VI. Los documentos que acrediten la identidad del titular y, en su caso, la 
personalidad e identidad de su representante. 

 

Al recurso de revisión se podrán acompañar las pruebas y demás elementos que 
considere el titular o su representante procedentes someter a juicio del Instituto o, en 
su caso, de los Organismos garantes. 

 

En ningún caso será necesario que el titular ratifique el recurso de revisión 
interpuesto. 

 

Artículo 125. Una vez admitido el recurso de revisión, el Instituto podrá buscar una 
conciliación entre el titular y el responsable. 

 

De llegar a un acuerdo, éste se hará constar por escrito y tendrá efectos vinculantes. 
El recurso de revisión quedará sin materia y el Instituto deberá verificar el 
cumplimiento del acuerdo respectivo. 

 

Artículo 126. Admitido el recurso de revisión y sin perjuicio de lo dispuesto por el 
artículo 65 de la Ley General, el Instituto promoverá la conciliación entre las partes, 
de conformidad con el siguiente procedimiento: 
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I. El Instituto requerirá a las partes para que manifiesten, por cualquier medio, su 
voluntad de conciliar, en un plazo no mayor a siete días, contados a partir de la 
notificación de dicho acuerdo, mismo que contendrá un resumen del recurso de 
revisión y de la respuesta del responsable si la hubiere, señalando los elementos 
comunes y los puntos de controversia. 

La conciliación podrá celebrarse presencialmente, por medios remotos o locales de 
comunicación electrónica o por cualquier otro medio que determine el Instituto. En 
cualquier caso, la conciliación habrá de hacerse constar por el medio que permita 
acreditar su existencia. 

Queda exceptuado de la etapa de conciliación, cuando el titular sea menor de edad 
y se haya vulnerado alguno de los derechos contemplados en la Ley de los Derechos 
de las Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Morelos, vinculados con la 
presente Ley y su Reglamento, salvo que cuente con representación legal 
debidamente acreditada; 

II. Aceptada la posibilidad de conciliar por ambas partes, el Instituto señalará el lugar 
o medio, día y hora para la celebración de una audiencia de conciliación, la cual 
deberá realizarse dentro de los diez días siguientes en que el Instituto haya recibido 
la manifestación de la voluntad de conciliar de ambas partes, en la que se procurará 
avenir los intereses entre el titular y el responsable.  

El conciliador podrá, en todo momento en la etapa de conciliación, requerir a las 
partes que presenten en un plazo máximo de cinco días, los elementos de convicción 
que estime necesarios para la conciliación. 

El conciliador podrá suspender cuando lo estime pertinente o a instancia de ambas 
partes la audiencia por una ocasión. En caso de que se suspenda la audiencia, el 
conciliador señalará día y hora para su reanudación dentro de los cinco días 
siguientes. 

De toda audiencia de conciliación se levantará el acta respectiva, en la que conste 
el resultado de la misma. En caso de que el responsable o el titular o sus respectivos 
representantes no firmen el acta, ello no afectará su validez, debiéndose hacer 
constar dicha negativa; 

III. Si alguna de las partes no acude a la audiencia de conciliación y justifica su 
ausencia en un plazo de tres días, será convocado a una segunda audiencia de 
conciliación, en el plazo de cinco días; en caso de que no acuda a esta última, se 
continuará con el recurso de revisión. Cuando alguna de las partes no acuda a la 
audiencia de conciliación sin justificación alguna, se continuará con el procedimiento; 

IV. De no existir acuerdo en la audiencia de conciliación, se continuará con el recurso 
de revisión; 

V. De llegar a un acuerdo, éste se hará constar por escrito y tendrá efectos 
vinculantes. El recurso de revisión quedará sin materia y el Instituto deberá verificar 
el cumplimiento del acuerdo respectivo, y 

VI. El cumplimiento del acuerdo dará por concluido la sustanciación del recurso de 
revisión, en caso contrario, el Instituto reanudará el procedimiento. 
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El plazo al que se refiere el artículo siguiente de la presente Ley será suspendido 
durante el periodo de cumplimiento del acuerdo de conciliación. 

 

Artículo 127. El Instituto resolverá el recurso de revisión en un plazo que no podrá 
exceder de treinta días, el cual podrá ampliarse hasta por veinte días por una sola 
vez. 

 

Artículo 128. Durante el procedimiento a que se refiere el presente Capítulo, el 
deberá aplicar la suplencia de la queja a favor del titular, siempre y cuando no altere 
el contenido original del recurso de revisión, ni modifique los hechos o peticiones 
expuestas en el mismo, así como garantizar que las partes puedan presentar los 
argumentos y constancias que funden y motiven sus pretensiones. 

 

Las partes podrán presentar, de manera oral o escrita, los argumentos que funden y 
motiven sus pretensiones. 

 

Artículo 129. Si en el escrito de interposición del recurso de revisión el titular no 
cumple con alguno de los requisitos previstos en la presente Ley y el Instituto no 
cuente con elementos para subsanarlos, éstos deberán requerir al titular, por una 
sola ocasión, la información que subsane las omisiones en un plazo que no podrá 
exceder de cinco días, contados a partir del día siguiente de la presentación del 
escrito. 

 

El titular contará con un plazo que no podrá exceder de cinco días, contados a partir 
del día siguiente al de la notificación de la prevención, para subsanar las omisiones, 
con el apercibimiento de que, en caso de no cumplir con el requerimiento, se 
desechará el recurso de revisión. 

 

La prevención tendrá el efecto de interrumpir el plazo que tienen el Instituto para 
resolver el recurso, por lo que comenzará a computarse a partir del día siguiente a 
su desahogo. 

 

Artículo 130. El Instituto tendrá acceso a la información contenida en los sistemas 
de datos personales de los responsables que resulte indispensable para resolver el 
recurso.  

 

Artículo 131. Las resoluciones del podrán: 

 

I. Sobreseer o desechar el recurso de revisión por improcedente; 

II. Confirmar la respuesta del responsable; 

III. Revocar o modificar la respuesta del responsable, o 

IV. Ordenar la entrega de los datos personales, en caso de omisión del responsable. 
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Las resoluciones establecerán, en su caso, los plazos y términos para su 
cumplimiento y los procedimientos para asegurar su ejecución. Los responsables 
deberán informar al Instituto el cumplimiento de sus resoluciones en un plazo no 
mayor a cinco días hábiles contados a partir de aquel en que se hubiera dado 
cumplimiento a la resolución. 

 

Ante la falta de resolución por parte del Instituto se entenderá confirmada la 
respuesta del responsable. 

 

Cuando el Instituto determine durante la sustanciación del recurso de revisión que 
se pudo haber incurrido en una probable responsabilidad por el incumplimiento a las 
obligaciones previstas en la presente Ley y demás disposiciones que resulten 
aplicables en la materia, deberán hacerlo del conocimiento del órgano interno de 
control o de la instancia competente para que ésta inicie, en su caso, el 
procedimiento de responsabilidad respectivo. 

 

Artículo 132. El recurso de revisión podrá ser desechado por improcedente cuando: 

 

I. Sea extemporáneo por haber transcurrido el plazo establecido en el artículo 122 
de la presente Ley; 

II. El titular o su representante no acrediten debidamente su identidad y personalidad 
de este último; 

III. El Instituto hayan resuelto anteriormente en definitiva sobre la materia del mismo; 

IV. No se actualice alguna de las causales del recurso de revisión previstas en el 
artículo 124 de la presente Ley; 

V. Se esté tramitando ante los tribunales competentes algún recurso o medio de 
defensa interpuesto por el recurrente, o en su caso, por el tercero interesado, en 
contra del acto recurrido ante el Instituto; 

VI. El recurrente modifique o amplíe su petición en el recurso de revisión, únicamente 
respecto de los nuevos contenidos, o 

VII. El recurrente no acredite interés jurídico. 

 

El desechamiento no implica la preclusión del derecho del titular para interponer ante 
el Instituto un nuevo recurso de revisión. 

 

Artículo 133. El recurso de revisión solo podrá ser sobreseído cuando: 

 

I. El recurrente se desista expresamente; 

II. El recurrente fallezca; 

III. Admitido el recurso de revisión, se actualice alguna causal de improcedencia en 
los términos de la presente Ley; 

IV. El responsable modifique o revoque su respuesta de tal manera que el recurso 
de revisión quede sin materia, o 

V. Quede sin materia el recurso de revisión. 
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Artículo 134. El Instituto deberá notificar a las partes la resolución y publicar las 
versiones públicas correspondientes, a más tardar, al tercer día siguiente de su 
aprobación. 

 

Artículo 135. Las resoluciones del Instituto serán vinculantes, definitivas e 
inatacables para los responsables. 

 

Los titulares podrán impugnar dichas resoluciones ante el Poder Judicial de la 
Federación mediante el Juicio de Amparo. 

 

Artículo 136. Tratándose de las resoluciones a los recursos de revisión del Instituto, 
los particulares podrán optar por acudir ante el Instituto Nacional interponiendo el 
recurso de inconformidad previsto en la Ley General o ante el Poder Judicial de la 
Federación mediante el Juicio de Amparo. 

 

Artículo 137. A falta de disposición expresa en esta Ley, el recurso de revisión será 
tramitado de conformidad con los términos, plazos y requisitos señalados en la Ley 
de Transparencia. 

 

Capítulo III 

Del Recurso de Inconformidad ante el Instituto Nacional 

 

Artículo 138. El recurso de Inconformidad se substanciará y resolverá en los 
términos establecidos por la Ley General y la Ley General de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública. 

 

Artículo 139. En los casos en que a través del recurso de inconformidad se 
modifique o revoque la resolución del Instituto, éste deberá emitir un nuevo fallo 
atendiendo los lineamientos que se fijaron al resolver la inconformidad, dentro del 
plazo de quince días, contados a partir del día siguiente al en que se hubiere 
notificado o se tenga conocimiento de la resolución dictada en la inconformidad. 

 

Artículo 140. Corresponderá al Instituto, en el ámbito de su competencia, realizar el 
seguimiento y vigilancia del debido cumplimiento por parte del responsable de la 
nueva resolución emitida como consecuencia de la inconformidad en términos de la 
Ley General y la presente Ley. 

 

Capítulo IV 

De la Atracción de los Recursos de Revisión 

 

Artículo 141. El Pleno del Instituto Nacional, cuando así lo apruebe la mayoría de 
sus Comisionados, de oficio o a petición fundada del Instituto, podrá ejercer la 
facultad de atracción para conocer de aquellos recursos de revisión pendientes de 
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resolución en materia de datos personales, que por su interés y trascendencia así lo 
ameriten y cuya competencia original corresponda al Instituto, en los plazos y 
términos previstos en la Ley General y demás normatividad aplicable. 

 

Capítulo V 

Del Recurso de Revisión en Materia de Seguridad Nacional 

 

Artículo 142. El recurso de revisión al que hace mención este Capítulo se 
substanciará y resolverá en los términos previstos por la Ley General. 

 

Capítulo VI 

De los Criterios de Interpretación 

 

Artículo 143. Una vez que hayan causado ejecutoria las resoluciones dictadas con 
motivo de los recursos que se sometan a su competencia, el Instituto podrá emitir los 
criterios de interpretación que estime pertinentes y que deriven de lo resuelto en los 
mismos, conforme a lo dispuesto en la Ley General de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública y demás normativa aplicable. 

 

El Instituto Nacional podrá emitir criterios de carácter orientador para el Instituto, que 
se establecerán por reiteración al resolver tres casos análogos de manera 
consecutiva en el mismo sentido, por al menos dos terceras partes del Pleno del 
Instituto Nacional, derivados de resoluciones que hayan causado estado. 

 

Artículo 144. Los criterios se compondrán de un rubro, un texto y el precedente o 
precedentes que, en su caso, hayan originado su emisión. 

 

Todo criterio que emita el Instituto deberá contener una clave de control para su 
debida identificación. 

 

TÍTULO DÉCIMO 

FACULTAD DE VERIFICACIÓN DEL INSTITUTO  

 

Capítulo Único 

Del Procedimiento de Verificación 

 

Artículo 145. El Instituto tendrá la atribución de vigilar y verificar el cumplimiento de 
las disposiciones contenidas en la presente Ley y demás ordenamientos que se 
deriven de ésta. 

 

En el ejercicio de las funciones de vigilancia y verificación, el personal del Instituto 
estará obligado a guardar confidencialidad sobre la información a la que tengan 
acceso en virtud de la verificación correspondiente. 
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El responsable no podrá negar el acceso a la documentación solicitada con motivo 
de una verificación, o a sus bases de datos personales, ni podrá invocar la reserva 
o la confidencialidad de la información. 

 

Artículo 146. La verificación podrá iniciarse: 

 

I. De oficio cuando el Instituto cuente con indicios que hagan presumir fundada y 
motivada la existencia de violaciones a las leyes correspondientes; 

II. Por denuncia del titular cuando considere que ha sido afectado por actos del 
responsable que puedan ser contrarios a lo dispuesto por la presente Ley y demás 
normativa aplicable, o  

III. En su caso, por cualquier persona cuando tenga conocimiento de presuntos 
incumplimientos a las obligaciones previstas en la presente Ley y demás 
disposiciones que resulten aplicables en la materia. 

 

El derecho a presentar una denuncia precluye en el término de un año contado a 
partir del día siguiente en que se realicen los hechos u omisiones materia de la 
misma. Cuando los hechos u omisiones sean de tracto sucesivo, el término 
empezará a contar a partir del día hábil siguiente al último hecho realizado. 

 

La verificación no procederá en los supuestos de procedencia del recurso de revisión 
o inconformidad previstos en la presente Ley. 

 

La verificación no se admitirá en los supuestos de procedencia del recurso de 
revisión o inconformidad, previstos en la presente Ley. 

 

Previo a la verificación respectiva, el Instituto podrá desarrollar investigaciones 
previas, con el fin de contar con elementos para fundar y motivar el acuerdo de inicio 
respectivo. 

 

Artículo 147. Los responsables deberán atender los requerimientos del Instituto, 
brindar auxilio y coadyuvar con las investigaciones. 

 

Artículo 148. Para la presentación de una denuncia no podrán solicitarse mayores 
requisitos que los que a continuación se describen: 

 

I. El nombre de la persona que denuncia, o en su caso, de su representante; 

II. El domicilio ubicado en el Estado de Morelos o medio para recibir notificaciones 
de la persona que denuncia; 

III. La relación de hechos en que se basa la denuncia y los elementos con los que 
cuente para probar su dicho; 

IV. El responsable denunciado y su domicilio, o en su caso, los datos para su 
identificación o ubicación, y 
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V. La firma del denunciante, o en su caso, de su representante. En caso de no saber 
firmar, bastará la huella digital. 

 

La denuncia podrá presentarse por escrito libre, o a través de los formatos, medios 
electrónicos o cualquier otro medio que al efecto establezca el Instituto. 

 

Una vez recibida la denuncia, el Instituto deberá acusar recibo de la misma. El 
acuerdo correspondiente se notificará al denunciante. 

 

Artículo 149. La verificación iniciará mediante una orden escrita que funde y motive 
la procedencia de la actuación por parte del Instituto, la cual tiene por objeto requerir 
al responsable la documentación e información necesaria vinculada con la presunta 
violación o realizar visitas a las oficinas o instalaciones del responsable, o en su caso, 
en el lugar donde estén ubicadas las bases de datos personales respectivas. 

 

Para la verificación en instancias de seguridad pública se requerirá en la resolución, 
la aprobación del Pleno del Instituto, por mayoría calificada de sus Comisionados; 
así como de una fundamentación y motivación reforzada de la causa del 
procedimiento, debiéndose asegurar la información sólo para uso exclusivo de la 
autoridad y para los fines establecidos en el artículo 101. 

 

El procedimiento de verificación deberá tener una duración máxima de cincuenta 
días. 

 

El Instituto podrá ordenar medidas cautelares, si del desahogo de la verificación 
advierten un daño inminente o irreparable en materia de protección de datos 
personales, siempre y cuando no impidan el cumplimiento de las funciones ni el 
aseguramiento de bases de datos de los sujetos obligados. 

 

Estas medidas sólo podrán tener una finalidad correctiva y será temporal hasta 
entonces los sujetos obligados lleven a cabo las recomendaciones hechas por el 
Instituto. 

 

La verificación podrá incluir diversos sistemas de datos personales pertenecientes al 
responsable. 

 

Artículo 150. El procedimiento de verificación concluirá con la resolución que emita 
el Instituto, en la cual, se establecerán las medidas que deberá adoptar el 
responsable en el plazo que la misma determine. 

 

Artículo 151. Los responsables podrán voluntariamente someterse a la realización 
de auditorías por parte del Instituto, que tengan por objeto verificar la adaptación, 
adecuación y eficacia de los controles, medidas y mecanismos implementados para 
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el cumplimiento de las disposiciones previstas en la presente Ley y demás normativa 
que resulte aplicable. 

 

El informe de auditoría deberá dictaminar sobre la adecuación de las medidas y 
controles implementados por el responsable, identificar sus deficiencias, así como 
proponer acciones correctivas complementarias, o bien, recomendaciones que en su 
caso correspondan. 

 

 

TÍTULO DÉCIMO PRIMERO 

MEDIDAS DE APREMIO Y RESPONSABILIDADES 

 

Capítulo I 

De las Medidas de Apremio 

 

Artículo 152. Para el cumplimiento de las resoluciones emitidas por el Instituto, se 
deberá observar lo dispuesto en el Capítulo VI del Título Octavo de la Ley General 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública. 

 

Artículo 153. El Instituto podrá imponer las siguientes medidas de apremio para 
asegurar el cumplimiento de sus determinaciones: 

 

I. La amonestación pública, o 

II. La multa, equivalente a la cantidad de ciento cincuenta hasta mil quinientas veces 
el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización. 

 

El incumplimiento de los sujetos obligados será difundido en el portal de obligaciones 
de transparencia del Instituto y considerados en las evaluaciones que realicen éstos. 

 

En caso de que el incumplimiento de las determinaciones del Instituto implique la 
presunta comisión de un delito o una de las conductas señaladas en el artículo 168 
de la presente Ley, deberán denunciar los hechos ante la autoridad competente.  

 

Las medidas de apremio de carácter económico no podrán ser cubiertas con 
recursos públicos. 

 

Artículo 154. Las medidas de apremio a que se refiere el presente Capítulo deberán 
ser aplicadas por el Instituto, por sí mismos o con el apoyo de la autoridad 
competente, de conformidad con los procedimientos que establezcan las leyes 
respectivas. 

 

Artículo 155. Las multas que se fijen se harán efectivas ante la Secretaría de 
Hacienda del Estado de Morelos, según corresponda, a través de los procedimientos 
que las leyes establezcan. 
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Artículo 156. Si a pesar de la ejecución de las medidas de apremio previstas en el 
artículo anterior no se cumpliere con la resolución, se requerirá el cumplimiento al 
superior jerárquico para que en el plazo de cinco días lo obligue a cumplir sin demora. 

 

De persistir el incumplimiento, se aplicarán sobre aquellas medidas de apremio 
establecidas en el artículo anterior. Transcurrido el plazo, sin que se haya dado 
cumplimiento, se dará vista la autoridad competente en materia de 
responsabilidades. 

 

Artículo 157. Para calificar las medidas de apremio establecidas en el presente 
Capítulo, el Instituto deberá considerar: 

 

I. La gravedad de la falta del responsable, determinada por elementos tales como el 
daño causado; los indicios de intencionalidad; la duración del incumplimiento de las 
determinaciones del Instituto y la afectación al ejercicio de sus atribuciones; 

II. La condición económica del infractor, y 

III. La reincidencia. 

 

El Instituto establecerá mediante lineamientos de carácter general, las atribuciones 
de las áreas encargadas de calificar la gravedad de la falta de observancia a sus 
determinaciones y de la notificación y ejecución de las medidas de apremio que 
apliquen e implementen, conforme a los elementos desarrollados en este Capítulo. 

 

Artículo 158. En caso de reincidencia, el Instituto podrá imponer una multa 
equivalente hasta el doble de la que se hubiera determinado por el Instituto. 

 

Se considerará reincidente al que habiendo incurrido en una infracción que haya sido 
sancionada, cometa otra del mismo tipo o naturaleza. 

 

Artículo 159. Las medidas de apremio deberán aplicarse e implementarse en un 
plazo máximo de quince días, contados a partir de que sea notificada la medida de 
apremio al infractor. 

 

Artículo 160. La amonestación pública será impuesta por el Instituto y será 
ejecutada por el superior jerárquico inmediato del infractor con el que se relacione. 

 

Artículo 161. El Instituto podrá requerir al infractor la información necesaria para 
determinar su condición económica, apercibido de que en caso de no proporcionar 
la misma, las multas se cuantificarán con base a los elementos que se tengan a 
disposición, entendidos como los que se encuentren en los registros públicos, los 
que contengan medios de información o sus propias páginas de Internet y, en 
general, cualquiera que evidencie su condición, quedando facultado el Instituto para 
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requerir aquella documentación que se considere indispensable para tal efecto a las 
autoridades competentes. 

 

Artículo 162. En contra de la imposición de medidas de apremio, procede el recurso 
correspondiente ante el Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Morelos. 

 

Capítulo II 

De las Sanciones 

 

Artículo 163. Serán causas de sanción por incumplimiento de las obligaciones 
establecidas en la materia de la presente Ley, las siguientes: 

 

I. Actuar con negligencia, dolo o mala fe durante la sustanciación de las solicitudes 
para el ejercicio de los derechos ARCO; 

II. Incumplir los plazos de atención previstos en la presente Ley para responder las 
solicitudes para el ejercicio de los derechos ARCO o para hacer efectivo el derecho 
de que se trate; 

III. Usar, sustraer, divulgar, ocultar, alterar, mutilar, destruir o inutilizar, total o 
parcialmente y de manera indebida datos personales, que se encuentren bajo su 
custodia o a los cuales tengan acceso o conocimiento con motivo de su empleo, 
cargo o comisión; 

IV. Dar tratamiento, de manera intencional, a los datos personales en contravención 
a los principios y deberes establecidos en la presente Ley; 

V. No contar con el aviso de privacidad, o bien, omitir en el mismo alguno de los 
elementos a que refiere el artículo 18 de la presente Ley, según sea el caso, y demás 
disposiciones que resulten aplicables en la materia; 

VI. Clasificar como confidencial, con dolo o negligencia, datos personales sin que se 
cumplan las características señaladas en las leyes que resulten aplicables. La 
sanción sólo procederá cuando exista una resolución previa, que haya quedado 
firme, respecto del criterio de clasificación de los datos personales; 

VII. Incumplir el deber de confidencialidad establecido en la presente Ley; 

VIII. No establecer las medidas de seguridad señaladas en la presente Ley; 

IX. Presentar vulneraciones a los datos personales por la falta de implementación de 
medidas de seguridad; 

X. Llevar a cabo la transferencia de datos personales, en contravención a lo previsto 
en la presente Ley; 

XI. Obstruir los actos de verificación de la autoridad; 

XII. Crear bases de datos personales en contravención a lo dispuesto por el artículo 
101 de la presente Ley; 

XIII. Declarar dolosamente la inexistencia de datos personales, cuando estos existan 
en los archivos del responsable; 
XIV. Omitir reiteradamente dar respuesta a las solicitudes de acceso, rectificación, 
cancelación u oposición de datos personales, dentro de los plazos previstos por esta 
Ley; 
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XV. Entregar intencionalmente de manera incompleta información requerida en una 
solicitud de datos personales; 

XVI. Recabar datos personales innecesarios para el desempeño de sus funciones 
públicas;  

XVII. Comercializar con datos personales contenidos en sus archivos 

XVIII. No acatar las resoluciones emitidas por el Instituto, y 

XIX. Omitir la entrega del informe anual y demás informes a que se refiere el artículo 
44, fracción VII de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública, o bien, entregar el mismo de manera extemporánea. 

 

Las causas de responsabilidad previstas en las fracciones I, II, IV, VI, X, XII, y XIX, 
así como la reincidencia en las conductas previstas en el resto de las fracciones de 
este artículo, serán consideradas como graves para efectos de su sanción 
administrativa. 

 
Las sanciones a que se refiere este artículo o cualquier otra derivada del 
incumplimiento a lo establecido en esta Ley serán fincadas a través de autoridad 
competente, previa promoción del fincamiento por parte del Instituto. 

 

En caso de que la presunta infracción hubiere sido cometida por algún integrante de 
un partido político, la investigación y, en su caso, sanción, corresponderán a la 
autoridad electoral competente. 

 

Las sanciones de carácter económico no podrán ser cubiertas con recursos públicos. 

 

Artículo 164. Para las conductas a que se refiere el artículo anterior se dará vista a 
la autoridad competente para que imponga o ejecute la sanción. 

 

Artículo 165. Las responsabilidades que resulten de los procedimientos 
administrativos correspondientes, derivados de la violación a lo dispuesto por el 
artículo 163 de esta Ley, son independientes de las del orden civil, penal o de 
cualquier otro tipo que se puedan derivar de los mismos hechos. 

 

Dichas responsabilidades se determinarán, en forma autónoma, a través de los 
procedimientos previstos en las leyes aplicables y las sanciones que, en su caso, se 
impongan por las autoridades competentes, también se ejecutarán de manera 
independiente. 

 

Para tales efectos, el Instituto podrá denunciar ante las autoridades competentes 
cualquier acto u omisión violatoria de esta Ley y aportar las pruebas que consideren 
pertinentes, en los términos de las leyes aplicables. 

 

Artículo 166. Ante incumplimientos por parte de los partidos políticos, el Instituto 
dará vista al Instituto Morelense de Procesos Electorales y Participación Ciudadana, 
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para que resuelvan lo conducente, sin perjuicio de las sanciones establecidas para 
los partidos políticos en las leyes aplicables. 

 

En el caso de probables infracciones relacionadas con fideicomisos o fondos 
públicos, el deberá dar vista al órgano interno de control del sujeto obligado 
relacionado con éstos, cuando sean servidores públicos, con el fin de que 
instrumenten los procedimientos administrativos a que haya lugar. 

 

Artículo 167. En aquellos casos en que el presunto infractor tenga la calidad de 
servidor público, el Instituto deberá remitir a la autoridad competente, junto con la 
denuncia correspondiente, un expediente en que se contengan todos los elementos 
que sustenten la presunta responsabilidad administrativa. 

 

La autoridad que conozca del asunto, deberá informar de la conclusión del 
procedimiento y, en su caso, de la ejecución de la sanción al Instituto. 

 

A efecto de sustanciar el procedimiento citado en este artículo, el Instituto deberá 
elaborar una denuncia dirigida a la contraloría, órgano interno de control o 
equivalente, con la descripción precisa de los actos u omisiones que, a su 
consideración, repercuten en la adecuada aplicación de la presente Ley y que 
pudieran constituir una posible responsabilidad. 

 

Asimismo, deberá elaborar un expediente que contenga todos aquellos elementos 
de prueba que considere pertinentes para sustentar la existencia de la posible 
responsabilidad. Para tal efecto, se deberá acreditar el nexo causal existente entre 
los hechos controvertidos y las pruebas presentadas. 

 

La denuncia y el expediente deberán remitirse a la contraloría, órgano interno de 
control o equivalente dentro de los quince días siguientes a partir de que el Instituto 
tenga conocimiento de los hechos. 

 

Artículo 168. En caso de que el incumplimiento de las determinaciones del Instituto 
implique la presunta comisión de un delito, éste deberá denunciar los hechos ante la 
autoridad competente. 

 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

 
PRIMERO. Una vez aprobada la presente Ley, remítase al Titular del Poder 
Ejecutivo, para su promulgación y publicación respectiva de conformidad con los 
artículos 44, 47 y 70 fracción XVII inciso a) de la Constitución Política del Estado 
Libre y Soberano de Morelos. 
 
SEGUNDO. La presente Ley iniciará su vigencia al día siguiente de su publicación 
en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, órgano de difusión de Gobierno del Estado. 
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TERCERO. Se Deroga el Título Décimo Primero y sus Capítulos I y II, así como los 
artículos 159 al 172 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
del Estado de Morelos, publicada el 27 de abril de 2016, en el Periódico Oficial “Tierra 
y Libertad”. 
 
CUARTO. Los recursos iniciados con anterioridad a la entrada en vigor de la 
presente Ley, continuarán tramitándose hasta su resolución final conforme a las 
disposiciones aplicables vigentes a su inicio, salvo lo que se refiere al cumplimiento 
y ejecución de las sentencias que se llevaran a cabo conforme a las reglas de esta 
Ley. 
 
QUINTO. Dentro de los sesenta días hábiles siguientes contados a partir de la 
entrada en vigor de esta Ley, el Instituto Morelense de Información Pública, 
Estadística y Protección de Datos Personales, expedirá el Reglamento 
correspondiente, que deberá publicarse en el Periódico Oficial “Tierra y Libertad” del 
Gobierno del Estado de Morelos, mientras tanto continuará rigiendo el reglamento 
vigente en lo que no se oponga a lo previsto en este ordenamiento. 
 
 
 
Recinto Legislativo a los veintisiete días del mes de junio de dos mil diecisiete.  
 

 
ATENTAMENTE 

“DEMOCRACIA YA, PATRIA PARA TODOS” 
 
 
 
 

DIP. ENRIQUE JAVIER LAFFITTE BRETÓN 
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Iniciativa con proyecto de Ley de Participación Ciudadana para el Estado de 

Morelos. 

 

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO 
POR LA QUE SE CREA LA LEY DE 
PARTICIPACION CIUDADANA DEL ESTADO DE 
MORELOS. 
 

 

HONORABLE ASAMBLEA: 

 

Los que suscriben, Diputados: Víctor Manuel Caballero Solano, Norma Alicia Popoca 

Sotelo, Emmanuel Alberto Mojica Linares y Carlos Alfredo Alaniz Romero; 

integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional de la 

Quincuagésima Tercera Legislatura del Estado de Morelos, con fundamento en lo 

establecido por los artículos 40 fracción II, y 42 fracción II de la Constitución Política 

del Estado Libre y Soberano de Morelos, 18 fracción IV de la Ley Orgánica para el 

Congreso del Estado de Morelos y 14 fracción IV del Reglamento para el Congreso 

de Morelos tenemos a bien presentar para su aprobación a éste pleno la INICIATIVA 

CON PROYECTO DE DECRETO POR LA QUE SE CREA LA LEY DE 

PARTICIPACION CIUDADANA DEL ESTADO DE MORELOS,  en base a la 

siguientes exposición de motivos y consideraciones: 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS: 

 

La reforma en materia de Derechos Humanos llevada a cabo en el año dos mil once 

en México, transformó de manera profunda el sistema jurídico nacional, la apertura 

al reconocimiento de los derechos humanos por parte del Estado abrió una nueva 

época jurídica. El otrora sistema garantista quedó rebasado por nuevos 

ordenamientos que atienden la progresividad de los derechos humanos y el principio 

pro homine en la interpretación y aplicación de la norma.  

 

Derivado de este cambio de paradigma normativo que acarreo la reforma de junio 

de dos mil once, los derechos político-electorales viven una evolución constante que 

avanza hacia la ciudadanización de las estructuras gubernamentales, con la 

intención de crear un equilibrio en el sistema de pesos y contrapesos del poder. El 
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ejercicio de los derechos político-electorales, como menciona Arturo Barraza en sus 

“Apuntes de Derecho Electoral”, son donde el hombre, entendido como zoon 

politikón, encuentra “el elemento indispensable para su realización, tanto en lo 

individual como en lo colectivo”.  

 

Considerar los derechos políticos-electorales como derechos fundamentales, es un 

avance progresista en la concepción y naturaleza de la actividad política y 

participativa de las personas en las decisiones gubernamentales y en la integración 

formal del Estado. La participación política de la ciudadanía debe verse desde un 

enfoque de ampliación de los derechos, el ensanchamiento de la normatividad en 

esta materia es pilar básico para fortalecer la democracia. 

 

Con relación a la participación de la ciudadanía en la actividad política de un país, 

la Declaración Universal de Derechos Humanos de la Organización de las Naciones 

Unidas en su artículo 21 establece “el derecho de toda persona a participar en el 

gobierno de su país, sea directamente o por medio de representantes libremente 

elegidos, y a tener acceso en igualdad a las funciones públicas, siendo la voluntad 

del pueblo, expresada en elecciones auténticas y periódicas por sufragio universal, 

igualitario y secreto, la base de la autoridad del poder público” consagrando la 

libertad de expresión, de pensamiento y de asociación. En este sentido, los derechos 

político-electorales de los ciudadanos no se acotan al votar y ser votado, sino 

también a los derechos que tiene todo individuo para intervenir en actividades que 

se encuentren relacionadas con el Estado en el ejercicio de la función pública. 

 

Atendiendo a lo anterior, la participación ciudadana es parte trascendental de la 

evolución de los derechos político-electorales de las personas. Esta participación se 

configura a través de mecanismos que permitan que la sociedad civil lleve a cabo 

acciones de vigilancia y evaluación de las actuaciones del Estado, de propuestas 

legislativas por parte de la ciudadanía y de establecimiento de un mandato 

imperativo de los electores a los funcionarios públicos. 

 

La participación ciudadana, además de acrecentar el ejercicio de derechos 

fundamentales, abona en la configuración democrática del Estado, Norberto Bobbio 

en sus estudios sobre democracia concluye que, “un estado mide su grado de 

democracia en relación al número de personas que participan, pero también al 

número de espacios donde se participa, donde más espacios hay, el estado es más 

democrático”. Lo que la participación ciudadana provoca es que un Estado sea más 

democrático, al contemplar en su normatividad supuestos donde los ciudadanos 

pueden establecer una relación soberana más estrecha. 
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El Estado de Morelos, se reconoce desde su Constitución Local como un Estado 

democrático, que respeta los derechos humanos, y agrega en el mismo cuerpo 

normativo la participación ciudadana como un derecho de consagrado. Ante esto es 

necesaria la creación de un nuevo marco jurídico que regule de manera eficiente la 

participación ciudadana, los medios por los que se realiza y los organismos 

ejecutores. 

 

De esta forma es importante entender que las autoridades deben dar las condiciones 

para que esta participación se dé de manera constante, como lo ha mencionado la 

politóloga Azucena Serrano Rodríguez “la participación ciudadana no aparece 

mágicamente en un régimen democrático, ya que el Estado debe construir las 

condiciones que permitan efectivizarla” y agrega que “Actualmente se cuenta con  

canales institucionales y con un marco jurídico que regula la injerencia de los actores 

privados en las políticas gubernamentales. Definitivamente esto se ha logrado 

gracias al interés de las autoridades por incluir la participación ciudadana en su 

gestión. Sin embargo, aunque ya está reglamentada, todavía permanece en un 

estado de aletargamiento” 

 

Debemos considerar que el ejercicio de la democracia depende en su mayoría del 

rol que desempeña el habitante-ciudadano respecto a los servidores públicos, sin la 

participación de la ciudadanía la democracia se debilita, y los gobernantes pierden 

representatividad y legitimidad ante la sociedad. Lo importante de la participación 

ciudadana es que permite ejercer la ciudadanía en diferentes espacios y por diversos 

medios. 

 

Al respecto, el Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología, arguye lo siguiente: “Una 

parte del Estado es dirigida por funcionarios no electos, frente a los cuales el voto no 

es un mecanismo de control, además, los instrumentos de rendición de cuentas 

horizontales adolecen de algunas limitantes estructurales: la naturaleza del poder no 

es rendir cuentas, pues no hay incentivos para fomentar que el Estado, además de 

cumplir con sus obligaciones de manera eficaz y eficiente, informe y justifique ante 

la ciudadanía sus acciones; como tampoco hay estímulo para que los actores 

políticos ejerzan un control estricto.” (CONACYT, 2008) 

 

“Por esta razón, si los mecanismos de rendición de cuentas tradicionales son 

imperfectos, se considera importante desarrollar e implementar formas 

complementarias de control, en las cuales la participación de la ciudadanía 
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constituye el elemento indispensable para activar los controles existentes, o bien, 

para mejorarlos; es decir, que los controles de la sociedad hacia el Estado vayan 

más allá del voto, y que los controles horizontales se lleven a cabo de manera 

efectiva. Este tipo de rendición de cuentas es lo que se denomina control social o 

rendición de cuentas social.” (CONACYT, 2008) 

 

Hoy, ante la grave crisis que el sistema político atraviesa, agravado por el 

debilitamiento de las instituciones del Estado, es urgente redireccionar el trabajo 

legislativo, ante profundas reformas políticas que apuestan por la participación activa 

y en mayor proporción de la ciudadanía es necesario dar un orden de positivización 

a la participación ciudadana. 

 

 

 

Acción Nacional como instituto político que desde su creación se distingue por tener 

como prioridad el empoderamiento de los ciudadanos, generar mayor acceso a la 

participación social; partiendo de una tesis establecida claramente: la democracia 

participativa, es un elemento fundamental en la construcción de sociedades 

modernas, donde el derecho a la vida, el derecho la libertad, a la seguridad, a la 

educación y la integración de los gobiernos sean de inspiración auténticamente 

ciudadana. 

 

Para el Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional en Morelos, es 

determinante la correcta instrumentación de la reciente reforma a la constitución 

local, en relación al artículo 19 bis, para lograr instrumentar en forma correcta los 

mecanismos de participación ciudadana, partiendo de una premisa fundamental: a 

través de los mencionados mecanismos los ciudadanos Morelenses, tendrán 

garantizado su derecho humano a participar en la integración y desarrollo de sus 

gobiernos.  

 

 

Para el Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, le resulta de vital 

importancia que en la elaboración de la iniciativa de ley de participación ciudadana, 

se realizarán foros de consulta con los ciudadanos para recibir sus propuestas e 

integrarlas a la iniciativa que el GPPAN presente, pero sobre todo que se vean 

reflejadas en una nueva Ley, con las consideraciones y propuestas de los 

ciudadanos que coadyuven para enriquecerla, es por ello que el Grupo Parlamentario 

y el Partido Acción Nacional organizaron un foro de consulta el día once de mayo del 

presente año, mismo que se levantó acta que se transcribe a continuación:  
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“ACTA DEL FORO DE CONSULTA CIUDADANA RELATIVA A LA NUEVA LEY 
DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA DEL ESTADO DE MORELOS, REALIZADA 
POR EL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL. 
 
 

En la ciudad de Cuernavaca, Morelos, siendo las diez horas con veinte minutos del 

día once de mayo del dos mil diecisiete, se llevó a cabo el Foro de Consulta 

Ciudadana relativa a la nueva Ley de Participación Ciudadana del Estado de 

Morelos, reunidos en el Salón Legisladores ubicado en la instalaciones del Instituto 

de Investigaciones Legislativas en calle nueva Cataluña número 25 colonia 

Maravillas, Cuernavaca; Morelos, con la asistencia de los CC. Diputados Víctor 

Manuel Caballero Solano, Norma Alicia Popoca Sotelo, Carlos Alaníz Romero y 

Emmanuel Alberto Mojica Linares integrantes del Grupo Parlamentario del Partido 

Acción Nacional en el Estado de Morelos, autoridades del Poder Ejecutivo, Poder 

Legislativo, Poder Judicial, de Órganos Constitucionales Autónomos como son el 

IMPEPAC e IMIPE, asociaciones y colegios de abogados, asociaciones civiles y 

empresariales, así como ciudadanos en general, se anexa la lista de asistencia. 

 

Se dio inicio el Foro con la Bienvenida por parte de la Dip. Norma Alicia Popoca 

Sotelo, acto seguido el Dip. Víctor Manuel Caballero Solano expuso en líneas 

generales la iniciativa de Ley de Participación Ciudadana, que presento el Grupo 

Parlamentario del PAN, continuo con un mensaje por parte de la Maestra Ana Isabel 

Trueba León, Consejera Presidenta del Instituto Morelense de Procesos Electorales 

y de Participación Ciudadana, para finalizar el primer momento del Foro con la 

exposición de Vera Sisniega Aspe Co Directora del Centro de Investigación Morelos 

Rinde Cuenta. 

 

En la segunda parte del Foro de Consulta Ciudadana, se instalaron cuatro mesas de 

trabajo, divididas de la siguiente forma: 

• Mesa 1. Mecanismos de Participación Ciudadana: Audiencia Pública, Cabildo 

Abierto, Colaboración Ciudadana, Congreso Abierto, Consulta Ciudadana; 

Difusión Pública y Revocación del Mandato; 
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• Mesa 2. Mecanismos de Participación Ciudadana: Iniciativa Popular, 

Plebiscito, Referéndum, Red de Contraloría y Rendición de Cuentas; 

• Mesa 3. Consejo de Participación Ciudadana; y 

 

• Mesa 4. Medios de Impugnación. 

 

En el desahogo de las mesas de trabajo, se presentaron las siguientes propuestas 

 

MESA 1. 

Coordinador: Diputado Víctor Manuel Caballero Solano 

Tema: Mecanismos de Participación Ciudadana: Audiencia Pública, Cabildo Abierto, 

Colaboración Ciudadana, Congreso Abierto, Consulta Ciudadana, Difusión Pública y 

Revocación del Mandato. 

Propuestas ciudadanas: 

1. Elevar a rango constitucional los mecanismos de participación ciudadana. 

2. Incorporar las figuras de revocación de mandato, de evaluación ciudadana al 

Poder Público y de presupuesto participativo. 

3. En Congreso Abierto: transparencia y participación de la ciudadanía en la 

elección de funcionarios, para evitar que los grupos parlamentarios se repartan 

los cargos. 

4. Control estricto de la calidad de los candidatos a cargos de elección popular. 

5. Parlamento abierto para la ciudadanía. 

6. Incluir la participación equilibrada entre hombres y mujeres en la integración del 

Consejo de Participación Ciudadana.  

7. Que los integrantes del Consejo de Participación Ciudadana cuenten con perfil 

de expertos en diferentes áreas y sin antecedentes penales. 

8. Que los gobernantes respondan con su patrimonio por los malos manejos 

durante su administración. 

9. Incorporar el tema de Gobierno Abierto, en los mecanismos de cabildo 

ciudadano, congreso abierto y consulta ciudadana, para toma de decisiones, 
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sobre todo de tipo presupuestal. 

10. Incorporar cabildo ciudadano en lugar de cabildo abierto, para que acudan a 

las comunidades y colonias y se comprometan con los ciudadanos al igual que 

los diputados, y de esta forma los ciudadanos colaboren en la transparencia de 

los recursos. 

11. Que los Diputados se dediquen a legislar temas trascendentes. 

12. Todos los funcionarios presenten su declaración 3 de 3 obligatoriamente. 

13. Se puedan auditar ejercicios anteriores hasta por un periodo de 10 años. 

14. El Congreso transparente sus recursos. 

15. Sanción a los funcionarios que no cumplan sus promeses de campaña. 

16. Exigir como mínimo licenciatura para ocupar cargos de elección popular. 

 

MESA 2. 

Coordinador: Diputada Norma Alicia Popoca Sotelo. 

Tema: Mecanismos de Participación Ciudadana: Iniciativa Popular, Plebiscito, 

Referéndum, Red de Contraloría y Rendición de Cuentas; 

Propuestas ciudadanas: 

1. PLEBISCITO 

• Disminuir del 2% de los ciudadanos del padrón electoral al 0.5% para solicitar 

el mecanismo. Esta propuesta la hicieron tomando como ejemplo la elección 

pasada, que el Partido Nueva Alianza solo obtuvo el 0.99% del padrón 

electoral, entonces, sería totalmente desfavorable pedirles a los ciudadanos 

un porcentaje mayor ya que a diferencia de los partidos políticos no se les 

asignaría un presupuesto para lograr ese porcentaje. 

 

• Se disminuya del 30% al 13% el porcentaje para tenerlo por vinculatorio, ya 

que toman como justo un porcentaje de la mitad al obtenido por el gobernador 

o alcalde en la elección pasada. 

 

• Que en caso de que la solicitud contenga datos o firmas falsas no sean 

contabilizados en el cómputo final. 
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2. REFERÉNDUM 

• Disminuir del 2% de los ciudadanos del padrón electoral al 0.5% para solicitar 

el mecanismo. Esta propuesta la hicieron tomando como ejemplo el primer 

punto del Plebiscito. 

 

• Que el tiempo para promover el referéndum sea de hasta 60 o 90 días y no 

de 30. 

 

 

• Se disminuya del 40% al 13% el porcentaje para tenerlo por vinculatorio, ya 

que toman como justo un porcentaje de la mitad al obtenido por el PAN en la 

elección pasada. 

 

3. REVOCACIÓN DE MANDATO 

• Que sea un mecanismo propuesto por el GPPAN 

 

4. Se agrega, una propuesta por escrito de uno de los participantes de la mesa. 

 

MESA 3. 

Coordinador: Diputado Emmanuel Alberto Mojica Linares. 

TEMA: Consejo de Participación Ciudadana. 

Propuestas ciudadanas: 

1. El Consejo de Participación ciudadana no puede estar adscrito al IMPEPAC 

(Articulo 116, inciso C, fracción 1 de la CPEUM y art. 19 BIS Constitución del Estado 

de Morelos). 

 

2. Se deben tomar en cuenta otras organizaciones para la participación 

ciudadana, caso las autoridades auxiliares como Ayudantes y Delegados 

Municipales, así como su forma de ser nombrados. 

 

3. Se debe analizar si es necesario construir más organismos de participación 

ciudadana o activar los que ya existen, pero no se instalan. 

 

4. El Consejo de Participación Ciudadana debería quedar fuera del IMPEPAC. 
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5. Una facultad del Consejo, de existir, podría ser la promoción de la 

participación ciudadana en los mecanismos de participación. 

 

6. El Consejo de Participación Ciudadana podría aglutinar a todos los pequeños 

consejos que existan y ayudar en su funcionamiento. 

 

7. El Consejo de Participación Ciudadana podría promover la participación para 

ser funcionarios y observadores de casilla en las elecciones. 

 

8. Recibir opiniones, aunque no sean vinculantes, en el IMPEPAC, podría ser 

inconstitucional. 

 

9. Finalmente, la mayoría de la mesa, excepto una persona, dijo estar de 

acuerdo con la propuesta del PAN, pues a la ciudadanía le gusta que exista el 

Consejo de Participación Ciudadana. Solo una persona dijo no al Consejo y sí a la 

creación de una Dirección de Participación Ciudadana dentro del IMPEPAC, misma 

que también pueda sancionar a las autoridades públicas en caso de que no activen 

a los organismos de participación ciudadana. 

 

MESA 4. 

Coordinador: Diputado Carlos Alfredo Alaníz Romero. 

Tema: Medios de Impugnación. 

Propuestas ciudadanas:  

1. Los integrantes de esta mesa se manifestaron de conformidad a la propuesta 

presentada por el Grupo Parlamentario del PAN. 

 

2. Un integrante de la mesa 1, propuso que el recurso de reconsideración y el 

juicio para la protección de los derechos político electorales del ciudadano se debe 

de imponer dentro del término de quince días hábiles, para darle mayor acceso a la 

justica a los ciudadanos. 

 

Siendo las trece horas del día de su inicio, se clausura los trabajos del Foro de 

Consulta Ciudadana relativa a la nueva Ley de Participación Ciudadana.  

 

Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional 
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Dip. Norma Alicia Popoca Sotelo                    Dip. Víctor Manuel Caballero Solano 

 

 

Dip. Emmanuel Alberto Mojica Linares          Dip. Carlos Alfredo Alaníz Romero” 

 

Dentro de las obligaciones de los Diputados se encuentra la de actualizar las leyes 

a la realidad social, tomando en cuenta las demandas y exigencias de sus habitantes, 

es por tal motivo que se valora en su justa dimensión las propuestas presentadas 

por los ciudadanos asistentes al Foro de Consulta para integrarlas a la nueva 

iniciativa de proyecto de decreto por la que se crea la Ley de Participación Ciudadana 

del Estado de Morelos.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, presentamos a consideración del pleno: 

 

 

 

“INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR LA QUE SE CREA LA 

LEY DE PARTICIPACION CIUDADANA DEL ESTADO DE MORELOS” 

 
 

TÍTULO PRIMERO 

DISPOSICIONES GENERALES 
 

CAPÍTULO ÚNICO 
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DISPOCISIONES GENERALES 

 
Artículo 1. La presente Ley es de orden e interés público y de observancia general 
en el territorio del estado de Morelos, reglamentaria del artículo 19 bis, de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos y tiene por objeto 
establecer, regular y promover los mecanismos que permitan la organización y el 
funcionamiento de la participación ciudadana, en el ámbito de competencia estatal y 
municipal.  
 
Artículo 2. Para efectos de esta ley, la participación ciudadana es el derecho de los 
ciudadanos y habitantes inscritos en el padrón nominal del Estado a participar, 
individual o colectivamente, en las decisiones públicas, en la formulación, ejecución 
y evaluación de las políticas, programas y actos de gobierno. 
 
Artículo 3. La participación ciudadana radica en los principios siguientes:  

 

I. Certeza: Principio que otorga seguridad y certidumbre jurídica a los 
particulares, en virtud de que permite conocer si las acciones del gobierno son 
apegadas a derecho y garantiza que los procedimientos sean completamente 
verificables y confiables; 

 

II. Corresponsabilidad, que es el compromiso compartido de acatar, por parte 

de la ciudadanía y el gobierno, los resultados de las decisiones mutuamente 

convenidas, reconociendo y garantizando los derechos de los ciudadanos a 

proponer y decidir sobre los asuntos públicos, postulando que la participación 

ciudadana es condición indispensable para un buen gobierno y no sustitución 

de responsabilidades del mismo;  

 

III. Democracia, que es la posibilidad de los ciudadanos de participar en la toma 

de decisiones públicas sin discriminación de carácter político, religioso, étnico, 

ideológico o de alguna otra especie;  

 

IV. Inclusión, con base en una gestión pública socialmente responsable que 

englobe y comprenda todas las opiniones de quienes desean participar, que 

reconoce diferencias y promueve un desarrollo armónico y equitativo de la 

sociedad y de los individuos que la integran;  

 

V. Igualdad, que implica la eliminación de toda forma de discriminación, 

reconociendo entre hombres y mujeres el ejercicio de sus derechos, 

oportunidades y participación en la vida estatal;  

VI. Imparcialidad, entendida como un criterio de justica que se basa en decisiones 

tomadas con objetividad, sin influencia de prejuicios o intereses que lleven a 

favorecer a alguna de las partes; 
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VII. Legalidad, sustentada en que las actuaciones del gobierno serán siempre 

apegadas a derecho y con la obligación de fundar y motivar sus resoluciones y 

actos en las normas aplicables; 

 

VIII. Máxima publicidad, se refiere al acceso y difusión de información pública, 

completa, útil, veraz, oportuna y de interés para los ciudadanos; sujeta a un 

régimen de excepciones que deberán estar claramente definidas y ser legítimas 

y estrictamente necesarias; 

 

IX. Objetividad, obligación de todos los servidores públicos de ajustar su 
actuación a los presupuestos de la legislación que deben aplicar en cada caso 
en particular y resolver todos los hechos, prescindiendo de las consideraciones 
y criterios personales; 

 

X. Pluralidad, entendido como el respeto al reconocimiento pleno de la diversidad 

de opiniones y posturas, ejercidas libremente en torno a los asuntos de interés 

público. En este caso inicia con la libertad de elegir cómo y cuándo se participa 

en la vida pública del Estado, tomando como base la construcción de 

consensos; 

 

XI. Solidaridad, es la disposición de toda persona de colaborar en la solución de 

los problemas de otros como propios, contrario a todo egoísmo o interés 

particular, que propicie el desarrollo de relaciones humanistas entre las 

personas, eleve la sensibilidad social para enfrentar colectivamente la 

problemática común; 

 

XII. Sustentabilidad, con base en la responsabilidad de que las decisiones 

asumidas en el presente, den certeza a las generaciones futuras, fomentando 

una cultura ciudadana crítica, activa, responsable y positiva; y 

 

XIII. Transparencia, sustentada en la obligación de todas las autoridades de dar 

publicidad a las deliberaciones y actos relacionados con sus atribuciones, así 

como dar acceso a la información que generen. 

 

Artículo 4. Para efectos de esta Ley se entenderá por: 

 

I. Autoridades Auxiliares, a los delegados y ayudantes municipales, contemplados 
en la Ley Orgánica Municipal del Estado de Morelos; 

II. Consejo de Participación Ciudadana, al Consejo de Participación Ciudadana 
del Estado de Morelos; 

III. Constitución, a la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos; 
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IV. Constitución Federal, a la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos 

V. Instituto Morelense, al Instituto Morelense de Procesos Electorales y de 
Participación Ciudadana;  

VI. Mecanismos de participación ciudadana, a los mecanismos de participación 
ciudadana previstos en el artículo 7 de la presente Ley;  

VII. Periódico Oficial, al Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, órgano de difusión del 
Gobierno del Estado de Morelos; 

VIII. Poder Legislativo, al Poder Legislativo del Estado de Morelos, y 
IX. Tribunal Electoral, al Tribunal Electoral del Estado de Morelos; 
 
Artículo 5. Esta ley tiene como objetivos generales: 
 

I. Propiciar y fomentar la participación ciudadana en la toma de decisiones 
públicas, vigilar su ejecución y coadyuvar en la resolución de problemas de 
interés general, a fin de contribuir a la consolidación de la democracia; 

II. Asegurar la participación equitativa e incluyente de la ciudadanía mediante 
mecanismos efectivos que permitan anteponer el bien común ante cualquier 
interés particular; 

III. Respetar y promover las distintas expresiones de participación de los pueblos 
y comunidades en la vida cívica del Estado; 

IV. Consolidar el derecho de las personas de acceder a los mecanismos de 
participación ciudadana; y 

V. Establecer y regular los mecanismos vinculantes de participación ciudadana en 
el Estado. 
 

Artículo 6. Son autoridades en materia de participación ciudadana, en el ámbito de 
sus respectivas competencias:  
  

I. El Poder Legislativo del Estado;  

II. El Poder Ejecutivo del Estado;  

III. Los Ayuntamientos del Estado;  

IV. El Instituto Morelense; y 

V. El Tribunal Electoral. 

 

 

TÍTULO SEGUNDO 

DE LOS DERECHOS Y OBLIGACIONES DE LOS CIUDADANOS EN MATERIA 

DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA 

  

CAPÍTULO ÚNICO 

DE LOS DERECHOS Y OBLIGACIONES 
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Artículo 7. Los ciudadanos morelenses tienen los siguientes derechos en materia 

de participación ciudadana: 

 

I. Fomentar la participación ciudadana, sea de manera individual o en forma 

colectiva, con apego a lo dispuesto en esta Ley y demás normativa aplicable; 

II. Promover, ejercer y hacer uso de los mecanismos de participación ciudadana 

previstos en esta Ley; 

III. Participar en los procesos de participación ciudadana que se desarrollen en el 

Estado; 

IV. Integrar los órganos de representación ciudadana; y 

V. Las demás que establezcan las leyes. 

 

Artículo 8. Los servidores públicos, estatales o municipales, tienen en el ámbito de 
sus respectivas atribuciones, la obligación de cumplir y hacer cumplir esta Ley, de 
respetar y facilitar la participación ciudadana y de abstenerse de utilizar cualquier 
medio que la inhiba. 
 
 

TÍTULO TERCERO 

DE LOS MECANISMOS DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA 
 

CAPÍTULO I 

DE SU OBJETO Y FINALIDAD 

 
Artículo 9. Los mecanismos de participación ciudadana son el medio por el cual los 

ciudadanos morelenses inscritos en el padrón nominal del Estado, forman parte de 

manera activa en las decisiones de los órganos de gobierno, sin tener la obligación 

de formar parte de la función pública o integrar algún partido político, con la finalidad 

de acrecentar la trasparencia y el buen actuar de los servidores públicos, 

privilegiando en todo momento el interés general y el desarrollo democrático del 

Estado. 

 

 

CAPÍTULO II 

DE LA AUDIENCIA PÚBLICA 

 

Artículo 10. La audiencia pública, es un instrumento de participación por el cual los 

ciudadanos morelenses, pueden proponer de manera directa al Titular del Poder 

Ejecutivo, a los titulares de las dependencias de la administración pública estatal, al 

Poder Legislativo y a los   Ayuntamientos, la adopción de determinados acuerdos o 

la realización de ciertos actos, en todo lo relacionado con la administración pública a 

su cargo.  
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Artículo 11. La audiencia pública se promoverá por alguna de las causas siguientes: 

 

I. Que la ciudadanía solicite información sobre las actuaciones de los órganos 

que integran la administración pública estatal o municipal;  

II. Que los ciudadanos deseen presentar al Poder Ejecutivo Estatal, al Poder 

Legislativo y a los Ayuntamientos en el estado de Morelos, las peticiones, 

propuestas o quejas en todo lo relacionado con la función pública a su cargo; y 

III. Que los ciudadanos deseen evaluar junto con las autoridades el cumplimiento 

de los programas y actos de gobierno.   

 

Artículo 12. Podrán promover la celebración de audiencia pública: 

 

I. Las asambleas ciudadanas, los comités ciudadanos, los consejos consultivos 

ciudadanos, y las organizaciones ciudadanas;  

II. Representantes de los sectores que concurran en el desarrollo de actividades 

industriales, comerciales, de prestación de servicios, de bienestar social, 

ecológicos y demás grupos sociales organizados; y 

III. El dos por ciento de los ciudadanos inscritos en la lista nominal del Estado 

 

Las audiencias públicas se celebrarán, de preferencia, en plazas, jardines o locales 

de fácil acceso, a fin de propiciar el acercamiento con la población, garantizando en 

todo momento la seguridad de los asistentes. 

En todo momento las autoridades garantizarán el derecho de petición de los 

ciudadanos, de manera ágil y expedita.  

 

Artículo 13. En toda solicitud de audiencia pública se debe hacer mención del asunto 

o asuntos sobre los que ésta versará. La contestación que recaiga a las solicitudes 

de audiencia pública debe realizarse por escrito, señalando día, hora y lugar para la 

realización de la audiencia. La contestación mencionará el nombre y cargo del 

funcionario que asistirá. En el escrito de contestación se hará saber si la agenda 

propuesta por las   y los solicitantes fue aceptada en sus términos, modificada o 

substituida por otra.  

 

Artículo 14. Una vez recibida la solicitud de audiencia pública la autoridad tendrá 

siete días hábiles para dar respuesta por escrito, fundada y   motivada, a los 

solicitantes.  

 

Artículo 15. La audiencia pública se llevará a cabo en forma verbal o escrita en un 

solo acto y podrán asistir:  

 



Segundo Año de Ejercicio Constitucional 
2°. Periodo Ordinario 

Gaceta No. 110 

 

158 | P á g i n a  
 

I. Los solicitantes;  

II. Los habitantes y vecinos del lugar, dándose preferencia a los interesados en la 

agenda; 

III. El titular del Poder Ejecutivo Estatal o quien lo represente;  

IV. El Presidente Municipal o quien lo represente; 

V. Las asambleas ciudadanas, los comités ciudadanos, los consejos consultivos 

ciudadanos y las organizaciones ciudadanas interesadas en el tema de la 

audiencia; y  

VI. En su caso, podrá invitarse a asistir a servidores públicos que de acuerdo a sus 

atribuciones les corresponda la atención de los asuntos a tratar en la audiencia 

pública.  

En la audiencia pública los habitantes interesados expresarán libremente sus 

peticiones, propuestas o quejas en todo lo relacionado con la administración 

pública del Estado. 

 

CAPÍTULO III 

DEL CABILDO CIUDADANO 

 

Artículo 16. El cabildo ciudadano, es un mecanismo de participación ciudadana por 

el cual el Ayuntamiento en sesión de cabildo, agenda dentro de los puntos del orden 

del día, los asuntos registrados en tiempo y forma por parte de los habitantes de un 

municipio, y junto con los promoventes se busca dar la solución a dichos asuntos, 

mismos que deberán de contener los antecedentes y la propuesta de solución de un 

asunto de interés público. 

 

Artículo 17. El cabildo ciudadano se promoverá por alguna de las siguientes causas: 

 

I. Que la ciudadanía desee participar de manera activa en la sesión del cabildo 

correspondiente para que mediante el dialogo se dé solución a las exigencias 

de los diversos sectores sociales. 

 

II. Que la trascendía del asunto a tratar lo vuelva de interés general para la 

ciudadanía. 

 

III. Que se trate sobre asuntos relacionados a los servicios públicos municipales, 

así como de su concesión. 

 

Artículo 18. Podrán promover la celebración de cabildo ciudadano: 

 

I. Las asambleas ciudadanas, los comités ciudadanos, los consejos consultivos 

ciudadanos, y las organizaciones ciudadanas del municipio correspondiente; 
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II. Representantes de los sectores que concurran en el desarrollo de actividades 

industriales, comerciales, de prestación de servicios, de bienestar social, 

ecológicos y demás grupos sociales organizados del municipio que 

corresponda; 

III. El dos por ciento de los ciudadanos inscritos en la lista nominal cuyo domicilio 

se encuentre en el municipio correspondiente. 

 

Artículo 19. En toda solicitud de cabildo ciudadano se debe hacer mención del 

asunto o asuntos sobre los que se pretende que el cabildo de solución. La 

contestación que recaiga a las solicitudes de cabildo ciudadano debe realizarse por 

escrito, señalando día, hora y lugar para la realización del cabildo. La contestación 

mencionará el nombre de los funcionarios asistentes al cabildo. En el escrito de 

contestación se anexará el orden de discusión de los asuntos sometidos al cabildo. 

 

Artículo 20. Una vez recibida la solicitud de cabildo ciudadano la autoridad tendrá 

siete días hábiles para dar respuesta por escrito, fundada y   motivada, a los 

solicitantes. 

 

Artículo 21. El cabildo ciudadano se llevará a cabo en las sesiones que sean 

necesarias para resolver los asuntos sometidos y podrán asistir:  

 

I. Los solicitantes;  

II. Las asambleas ciudadanas, los comités ciudadanos, los consejos consultivos 

ciudadanos y las organizaciones ciudadanas interesadas en el tema de la 

audiencia; y  

III. En su caso, podrá invitarse a asistir a servidores públicos que de acuerdo a sus 

atribuciones les corresponda la atención de los asuntos a tratar en el cabildo 

abierto.  

 

En el cabildo ciudadano los asistentes podrán expresarán libremente sus propuestas 

en todo lo relacionado con el asunto de que trate el cabildo. 

 

CAPÍTULO IV 

DE LA COLABORACIÓN CIUDADANA 

 

Artículo 22. Colaboración Ciudadana, es el mecanismo por el cual los ciudadanos 

morelenses, los Comités Ciudadanos, y las Organizaciones Ciudadanas podrán 

colaborar con las dependencias y Delegaciones del Poder Ejecutivo, los organismos 

descentralizados y desconcentrados y los Ayuntamientos, en la ejecución de una 

obra o la prestación de un servicio público, colectivo o comunitario, aportando para 

su realización recursos económicos, materiales o trabajo personal. 
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Artículo 23. Toda solicitud de colaboración deberá presentarse por escrito y firmada 

por el o los ciudadanos solicitantes, por los integrantes del   Comité Ciudadano, o del 

Consejo   Ciudadano, y por los representantes   de las Organizaciones Ciudadanas, 

señalando su nombre y domicilio.    

En el escrito señalarán la aportación que se ofrece o bien las tareas que se proponen 

aportar. 

 

Artículo 24. Las dependencias de la Administración Pública Estatal o municipal, en 

el ámbito de sus competencias, llevaran a cabo las acciones necesarias en caso de 

que la colaboración ofrecida sea procedente, de acuerdo a su disponibilidad 

financiera o capacidad operativa, concurrirán a ella con recursos presupuestarios 

para coadyuvar en la ejecución de los trabajos que se realicen por colaboración. 

 

Artículo 25. La autoridad tendrá un plazo no mayor de 15 días naturales para 

aceptar, rechazar o proponer cambios respecto de la colaboración ofrecida. La 

autoridad deberá fundamentar y motivar cada una de sus actuaciones. 

 

 

CAPÍTULO V 

DE LA CONSULTA CIUDADANA  

 

Artículo 26. La consulta ciudadana, es el proceso por el cual el Poder Ejecutivo 

Estatal, el Poder Legislativo, los órganos públicos autónomos, los organismos 

descentralizados y desconcentrados, los ayuntamientos y los comités ciudadanos, 

por sí o en colaboración, someten a consideración de la ciudadanía, a través de 

preguntas directas, foros o algún otro   instrumento de consulta, cualquier tema que 

tenga impacto trascendental en los distintos ámbitos temáticos y territoriales del 

Estado de Morelos. 

 

Artículo 27. La consulta ciudadana será convocada por el Poder Ejecutivo del 

Estado, el Poder Legislativo por aprobación del pleno del Congreso, por uno o más 

grupos parlamentarios del Congreso del Estado o el   ayuntamiento, señalando en 

forma clara y precisa la naturaleza del acto motivo de consulta a los ciudadanos.  

 

Artículo 28. La preparación y realización de la consulta ciudadana se organizará por 

el Poder Ejecutivo, el Poder Legislativo, los órganos autónomos, los organismos 

descentralizados o desconcentrados, así como los Ayuntamientos de acuerdo al 

ámbito de su competencia. 
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La fecha de la realización de la consulta ciudadana no será superior a noventa días 

naturales contados a partir de la expedición de la convocatoria. 

 

En el caso de consulta ciudadana sobre la realización de una obra pública, la 

dependencia estatal, municipal o la que corresponda se realizará dentro del ámbito 

territorial de acuerdo al impacto estatal o municipal que corresponda, proporcionando 

la información suficiente para el conocimiento del tema. 

 

Artículo 29. La convocatoria de consulta ciudadana, debe contener, por   lo menos:  

 

I. La descripción específica del acto que se propone consultar; y  

II. La exposición de motivos y razones por las cuales lo que se propone someter   

a   consulta   ciudadana   se   considera   de   importancia   y trascendencia 

social.  

 

Artículo 30. En los procesos de consulta ciudadana solo podrán participar los 

ciudadanos residentes de la circunscripción estatal o municipal respectiva, que 

cuenten con credencial para votar vigente para los   procesos electorales.    

 

Los resultados de la votación de la consulta ciudadana, se publicarán en el sitio de 

internet oficial del Poder Ejecutivo Estatal, del Poder Legislativo o de los 

Ayuntamientos, según corresponda en el Periódico Oficial del Estado, la Gaceta 

Municipal y en dos periódicos de mayor circulación el Estado. 

 

Artículo 31. Ningún servidor público podrá intervenir en el proceso de consulta 

ciudadana, sólo podrá hacerlo para participar a título de ciudadano en ejercicio de 

sus derechos político y electorales, así como quienes tengan a su cargo la 

preparación, desarrollo y vigilancia de la misma.  

En caso contrario, se aplicará lo dispuesto en la Ley Estatal de Responsabilidades 

de los Servidores Públicos. 

 

Artículo 32. Ninguna consulta ciudadana podrá realizarse noventa días   naturales 

previos a la fecha en que se efectúe elecciones constitucionales. 

 

CAPÍTULO VI 

DE LA DIFUSIÓN PÚBLICA 

 

Artículo 33. La Difusión Pública, es un mecanismo de participación ciudadana por 

el cual el Poder Ejecutivo, el Poder Legislativo, el Poder Judicial, los Órganos 

Públicos Autónomos, los organismos descentralizados y desconcentrados estatales 



Segundo Año de Ejercicio Constitucional 
2°. Periodo Ordinario 

Gaceta No. 110 

 

162 | P á g i n a  
 

y municipales, así como los fideicomisos públicos se obligan a difundir información 

pública de oficio, informes trimestrales de las acciones y actividades de acuerdo con 

sus atribuciones, a los ciudadanos por los medios que sean de mayor acceso con el 

objetivo de brindar la máxima publicidad y certeza de la información a los ciudadanos. 

 

Artículo 34. Queda prohibido que, en la difusión de los informes trimestrales, sean 

con la finalidad de promover servidor público alguno, los mismos contendrán la 

información necesaria para evaluar el cumplimiento del plan de desarrollo según 

corresponda, así como en su caso de su plataforma política electoral. 

 

CAPÍTULO VII 

DE LA INICIATIVA POPULAR 
 

Artículo 35. La iniciativa popular, es la facultad de los ciudadanos morelenses para 
someter a consideración del Poder Legislativo, del Poder Ejecutivo o de los 
Ayuntamientos, los proyectos de reforma, modificación y adición a la Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano de Morelos, así como de creación, reforma, 
adición, derogación o abrogación de leyes, decretos, reglamentos, bandos de policía 
y buen gobierno y disposiciones administrativas, en las materias de su competencia 
respectiva. 
 
Artículo 36. No serán objeto de iniciativa popular, las siguientes: 
 

I. Reformas a la Constitución Política del Estado y a las leyes locales que deriven 
de reformas o adiciones a la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos 

II. El régimen interno de la administración pública estatal o municipal; 
III. La regulación interna de la Legislatura; 
IV. La regulación interna del poder judicial del Estado; 
V. Las disposiciones en materia fiscal o tributaria; y 

VI. Las demás que determine la propia Constitución 
 
La Legislatura desechará de plano toda iniciativa ciudadana que se refiere a las 
materias señaladas en este artículo. 
 
 
Artículo 37. La Iniciativa Popular deberá ser presentada ante la Mesa Directiva del 
Congreso del Estado; el Presidente de la Mesa Directiva deberá decidir sobre la 
admisión de la iniciativa, dentro de los diez días hábiles siguientes a la fecha de su 
presentación. Una vez admitida la iniciativa, ésta la dará a conocer al Pleno y la 
turnará a la Comisión que corresponda de acuerdo a la materia propuesta, la que 
verificará los requisitos de procedencia de la Iniciativa. 
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Artículo 38. Para que una Iniciativa Popular pueda ser admitida para su estudio y 
dictamen ante el Congreso del Estado se requiere: 
 

I. Se presente por uno o más ciudadanos morelenses por escrito. Se refiera a 
materias que sean de la competencia legislativa del Congreso del Estado;  

II. Se presente con exposición de motivos, articulado y cumpla con los principios 
básicos de la técnica legislativa y; 

III. Que los ciudadanos que promuevan la Iniciativa Popular por dos o más 
ciudadanos, nombren un representante, quien deberá ser informado por el 
Congreso del proceso de aceptación o rechazo de la misma. 

 
Artículo 39. Las iniciativas que no reúnan los requisitos expresados por esta Ley, 
para ser dictaminadas deberán ser remitidas por el Presidente de la Mesa Directiva, 
por una sola ocasión, a quienes las presentaron, para que, en un plazo no mayor de 
cinco días hábiles, hagan las correcciones pertinentes; en caso de no subsanarse en 
el plazo estipulado, serán desechadas de plano. 
 
Artículo 40. La iniciativa ciudadana que sea rechazada por la Legislatura o el 
ayuntamiento, sólo se podrá volver a presentar, una vez transcurrido un año, contado 
a partir de la fecha en que fue rechazada. 
 
Artículo 41. Declarada la admisión de la iniciativa, se someterá al trámite legislativo 
que señala la Ley Orgánica para el Congreso del Estado de Morelos, pudiendo 
participar dentro del proceso legislativo el ciudadano o los ciudadanos que hayan 
presentado la iniciativa popular. 
 

CAPÍTULO VIII 

DEL PLEBISCITO 
 

Artículo 42. El Plebiscito es el medio de participación ciudadana, por el cual los 

ciudadanos, a través de su voto mayoritario, aprueban o rechazan los actos, 

propuestas o decisiones del Poder Ejecutivo Estatal o sus respectivos 

ayuntamientos, que se consideren como trascendentales. 

 
Artículo 43. El plebiscito podrá ser solicitado por: 
 

I. El Poder legislativo, mediante petición hecha por uno o más de sus grupos 
parlamentarios; 

II. El Poder Ejecutivo del Estado; 
III. El ayuntamiento, lo podrán solicitar por aprobación de la mayoría simple de 

sus integrantes en el ámbito de su competencia, tratándose de actos de 
gobierno o de los ayuntamientos respectivos; y 

IV. El dos por ciento de los ciudadanos inscritos en el padrón electoral del estado 
o el correspondiente al municipio respectivo, cuando los efectos del acto se 
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circunscriban sólo a uno de éstos, quienes deberán anexar a su solicitud un 
listado con sus nombres, firmas y clave de su credencial de elector. 

 
Artículo 44.  El Consejo de Participación Ciudadana es la autoridad competente para 
emitir la declaratoria de procedencia o improcedencia del plebiscito. 
 
Artículo 45.  La solicitud de plebiscito se presentará por escrito y en medio 
electrónico en un dispositivo de memoria digital ante el Consejo de Participación 
Ciudadana, debiendo contener, por lo menos: 
 

I. La descripción del acto que se pretende someter a plebiscito; 
II. La exposición de los motivos y argumentos por los cuales el acto se considera 

trascendente para la vida pública del Estado por los cuales debe someterse a 
plebiscito; 

III. Cuando sea una autoridad contemplada por esta Ley quien haya solicitado el 
plebiscito: las consideraciones que envíe serán todas aquellas que justifiquen 
la solicitud, así como las razones por los cuales considera que la ciudadanía 
debe votar a favor; 

IV. La propuesta de pregunta o preguntas a consultar, limitando la respuesta por 
un “sí” o por un “no”; 

V. La circunscripción territorial en la que se pretenda realizar el plebiscito; 
VI. El nombre del representante y domicilio para oír y recibir notificaciones, quien 

podrá realizar todos los actos tendientes a tramitar el procedimiento; y 
VII. Cuando sea presentada por ciudadanos se deberán acreditar los siguientes 

datos: nombre, firma autógrafa y clave de la credencial de elector. 
 

El Consejo de Participación Ciudadana, con apoyo del Instituto Morelense de 
Procesos Electorales y Participación Ciudadana, cotejará los datos aportados por los 
ciudadanos promoventes. 
 
Artículo 46.  El resultado del Plebiscito que se realice de conformidad con lo previsto 
en la presente Ley, tendrá carácter obligatorio para las autoridades, estatales o 
municipales, según sea el caso, debiendo abstenerse de continuar con el acto sujeto 
a plebiscito de ser rechazado por la mayoría de los ciudadanos participantes en la 
votación.   
 
Artículo 47. Causas de improcedencia del plebiscito: 
 

I. La solicitud realizada por ciudadanos, cuente con datos falsos, las firmas de 
apoyo no sean auténticas; 

II. El acto objeto del plebiscito se haya consumado y no puedan restituirse las 
cosas a la situación que guardaban con anterioridad; 

III. El escrito sea ilegible o su exposición de motivos no contenga una relación 
directa entre los motivos expuestos y el acto objeto del plebiscito; y 

IV. El acto no sea trascendente para la vida pública del Estado o del municipio. 
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Artículo 48.  El Consejo de Participación Ciudadana, con el voto de la mayoría 
simple de sus integrantes con derecho a voto, determinará si es trascendente para 
la vida pública del Estado, debiendo fundamentar y motivar la resolución que emita. 
 
Se entenderá como acto trascendental, aquel acto o resolución de una autoridad, 
cuyos efectos y consecuencias puedan causar un beneficio o perjuicio directo o 
indirecto, de manera permanente, general e importante, para los habitantes de un 
municipio o de todo el Estado. 
 
Artículo 49. En un plazo no mayor de diez días hábiles, siguientes a la recepción de 
la solicitud, el Consejo de Participación Ciudadana, concluirá si se cumplieron los 
requisitos señalados por esta Ley y, en su caso, de existir duda en la solicitud, se 
dará vista al representante del promovente o promoventes para que, en un plazo no 
mayor de cinco días hábiles aclare la observación. 
 
Artículo 50.  El Consejo de Participación Ciudadana resolverá con el voto de la 
mayoría simple de sus integrantes sobre la procedencia o no del plebiscito, en un 
plazo no mayor de treinta días hábiles siguientes a la recepción de la solicitud, previa 
fundamentación y motivación de la resolución que emita, según sea el caso. 
Cuando exista procedencia del plebiscito solicitado, el procedimiento suspenderá el 
acto o decisión correspondiente en tanto se determine la procedencia del plebiscito. 
Si el resultado del plebiscito realizado es en el sentido de desaprobar el acto de 
gobierno, el gobernador o el ayuntamiento respectivo, emitirá el acuerdo revocatorio 
que proceda, en un término no mayor de quince días hábiles. 
No se podrá expedir decreto o acuerdo en el mismo sentido del abrogado o 
derogado, dentro de los tres años contado a partir de la publicación de aquél. 
 
Artículo 51. El Consejo de Participación Ciudadana, después de decretar que la 
solicitud de plebiscito cumple con los requisitos que establece esta Ley, notificará a 
la autoridad de la que emana el acto respectivo, para que en un término de cinco 
días hábiles manifieste lo que a su derecho convenga. 
 
Artículo 52. La convocatoria se publicará en el Periódico Oficial Tierra y Libertad, 
así como en los principales diarios de circulación de la Entidad y en los medios de 
comunicación electrónicos que se consideren convenientes. 
 
Artículo 53. El resultado del plebiscito, tendrá los siguientes efectos: 
 

I. Vinculatorio: Cuando el resultado de la consulta obliga a la autoridad estatal o 
municipal, en su caso, al cumplimiento, siempre que participe al menos el 
treinta por ciento de los ciudadanos inscritos en la lista nominal de electores de 
la Entidad y de éstos, la mayoría de las opiniones se manifieste en uno u otro 
sentido; y 

II. Indicativo: cuando la opinión manifestada por parte de los ciudadanos en 
determinado sentido, no resulte obligatoria por no haberse cubierto el 
porcentaje mínimo previsto en la fracción anterior. 
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CAPÍTULO IX 

DEL REFERÉNDUM 
Artículo 54. El Referéndum es el proceso de participación ciudadana mediante el 
cual, los ciudadanos del estado o de los municipios, a través de su voto mayoritario, 
aprueban o rechazan la creación, reforma, adición, derogación o abrogación a la 
Constitución Política del Estado de Morelos, las leyes o decretos que expida la 
Legislatura del Estado, los reglamentos expedidos por el Ejecutivo estatal o los 
Ayuntamientos. 
 
Artículo 55. El referéndum podrá ser: 
 

I. Por cuanto a la materia: 
a) Legislativo, que tiene por objeto aprobar o rechazar la creación, modificación, 

reforma, adición, derogación o abrogación de leyes o decretos que expida la 
Legislatura. 

b) Reglamentario municipal, que tiene por objeto aprobar o rechazar, la 
creación, modificación, derogación o abrogación de reglamentos o 
disposiciones administrativas municipales que expidan los ayuntamientos. 

 
II. Atendiendo a su eficacia: 

 
a) Constitutivo, que tiene por resultado aprobar en su totalidad el ordenamiento 

que se someta a consulta. 
b) Abrogatorio, cuando se someta a la decisión de la ciudadanía el texto íntegro 

del articulado de un ordenamiento. 
c) Derogatorio, cuando comprenda sólo una parte de la norma sujeta a 

consulta. 
 
Artículo 56. No serán sujetas a referéndum aquellas normas que traten sobre las 
siguientes materias: 
 

I. Las reformas, derogaciones o abrogaciones que se hicieren a las leyes locales 
que se hubieren expedido por mandato constitucional, con el fin de adecuar el 
marco jurídico del Estado con la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 

II. Las de carácter tributario o fiscal; 
III. La regulación interna de la legislatura; 
IV. La regulación interna del poder judicial; y 
V. Las que determine la Constitución Política del Estado de Morelos. 

  
Artículo 57. El referéndum podrá ser solicitado por: 
 

I. El Poder Legislativo, mediante petición hecha por uno o más de sus grupos 
parlamentarios; 

II. El Poder Ejecutivo del Estado; 
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III. El ayuntamiento por aprobación de la mayoría simple de sus integrantes dentro 
del ámbito de su competencia; y 

IV. El dos por ciento de los ciudadanos inscritos en el padrón electoral del estado 
o el correspondiente al municipio respectivo, cuando los efectos de la creación, 
reforma, adición, derogación o abrogación de las leyes o decretos que expida 
la Legislatura del Estado acto se circunscriban sólo a uno de éstos, quienes 
deberán anexar a su solicitud un listado con sus nombres, firmas y clave de su 
credencial de elector; y por el diez por ciento de los  

V. Ciudadanos del padrón electoral del estado cuando se quiera someter a 
referéndum alguna reforma a la Constitución del Estado de Morelos. 

 
Artículo 58. El Poder Ejecutivo del estado, el Ayuntamiento, el Poder Legislativo del 
Estado y los ciudadanos del Estado podrán presentar la solicitud para promover un 
referéndum, ésta deberá presentarse dentro de los treinta días naturales posteriores 
a la entrada en vigor de la ley materia del referéndum y cumplir con los siguientes 
requisitos:  
 

I. Dirigirse al Consejo de Participación Ciudadana; 
II. Indicar con precisión el ordenamiento o acuerdo que se objete, en su caso, el 

o los artículos objetados debidamente individualizados; y 
III. Las razones por las cuales el ordenamiento o parte de articulado o acuerdo 

deban someterse a consideración de los morelenses. 
 
Artículo 59. La solicitud de referéndum se presentará por escrito y en medio 
electrónico en un dispositivo de memoria digital ante el Consejo de Participación 
Ciudadana, debiendo contener, por lo menos: 
 

I. Indicación de la norma o normas objeto de referéndum; 
II. Argumentos por los que se considera que son relevantes para la vida pública 

del Estado, por los cuales debe someterse a referéndum; 
III. Cuando sea una autoridad contemplada por esta Ley quien haya solicitado el 

referéndum, las consideraciones que envíe serán todas aquellas que justifiquen 
la solicitud, así como las razones por los cuáles considera que la ciudadanía 
debe votar a favor; 

IV. La propuesta de pregunta o preguntas a consultar, limitando la respuesta por 
un “sí” o por un “no”; 

V. La circunscripción territorial en la que se pretenda realizar el referéndum; 
VI. El nombre del representante y domicilio para oír y recibir notificaciones, quien 

podrá realizar todos los actos tendientes a tramitar el procedimiento; y 
VII. Cuando sea presentada por ciudadanos se deberán acreditar los siguientes 

datos: nombre, firma autógrafa y clave de la credencial de elector. 
 
El Consejo de Participación Ciudadana, valiéndose del Instituto Morelense de 
Procesos Electorales y Participación Ciudadana, cotejará los datos aportados por los 
ciudadanos promoventes. 
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Artículo 60. El referéndum reglamentario puede ser solicitado por: 
 

I. El Presidente Municipal; 
II. Los miembros del Ayuntamiento, cuando lo solicite la mayoría simple; y 
III. Los ciudadanos morelenses solicitantes, debiendo ser éstos al menos el dos 

por ciento de los electores inscritos en la lista nominal de electores del municipio 
respectivo, cuando los efectos del acto se circunscriban sólo a uno de éstos. 

 
Artículo 61. Son causas de improcedencia del referéndum cuando: 
 

I. La norma no sea objeto de referéndum; 
II. La promoción realizada por ciudadanos cuente con datos falsos, las firmas de 

apoyo no sean auténticas o el porcentaje sea menor al requerido por esta Ley; 
III. La norma o normas objeto de referéndum se hayan modificado y la modificación 

sea el objeto del referéndum; 
IV. La norma no sea trascendente para la vida pública del Estado o del municipio. 
 
Artículo 62. La solicitud de referéndum realizada por alguna autoridad, deberá 
presentarse dentro de los treinta días naturales siguientes a la publicación de la 
norma o normas objeto de consulta, en el Periódico Oficial Tierra y Libertad o la 
gaceta municipal, en su caso. Si la solicitud corresponde a ciudadanos morelenses, 
el plazo será de treinta días hábiles. 
 
Artículo 63. El Consejo de Participación Ciudadana, resolverá en un plazo no mayor 
de diez días hábiles siguientes a la recepción de la solicitud de referéndum, sobre el 
cumplimiento de los requisitos a que se refieren esta Ley. En caso afirmativo, 
notificará a la Legislatura o al ayuntamiento, en su caso, y a los solicitantes. 
 
Artículo 64. El Consejo de Participación Ciudadana, con el voto de la mayoría simple 
de sus integrantes con derecho a voto, determinará si la norma o normas que se 
propone someter a referéndum son o no procedentes, debiendo fundamentar y 
motivar la Declaratoria que emita según sea el caso. 
El Consejo de Participación Ciudadana, después de declarar que la solicitud de 
referéndum cumple con los requisitos que establece esta Ley, notificará a la 
autoridad de la que emana el acto respectivo, para que en un término de cinco días 
hábiles manifieste lo que a su derecho convenga. 
El Consejo de Participación Ciudadana podrá auxiliarse para la elaboración de su 
dictamen, de los órganos de gobierno, instituciones de educación superior, 
organizaciones no gubernamentales u organismos ciudadanizados, relacionados con 
la materia de que se trate. 
 
Artículo 65. A cada proceso de referéndum se preverá una convocatoria para 
publicitarla. El Instituto Morelense de Procesos Electorales y de Participación 
Ciudadana deberá expedir y difundir, cuando menos treinta días hábiles antes de la 
fecha de la votación, debiendo publicarse en el Periódico Oficial Tierra y Libertad, los 
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principales diarios de circulación de la Entidad y en los medios de comunicación 
electrónicos que se consideren convenientes y contendrá: 
 

I. Referencia de la norma o normas que se propone someter a referéndum; 
II. Trascripción clara de los motivos a favor o en contra expuestos; 
III. Fecha en que habrá de realizarse la votación; 
IV. Horario de votación; 
V. Lugar y fecha de la emisión de la convocatoria; y 

VI. Pregunta o preguntas conforme a las que los electores expresarán su 
aprobación o rechazo. 

 
Artículo 66. El voto será libre y secreto. Votarán por un "sí" los electores cuya 
voluntad sea que la ley u ordenamiento objetado quede vigente, y por un "no" los que 
estén a favor de que el ordenamiento objetado sea abrogado o derogado, según sea 
el caso. 
 
Artículo 67. El resultado de un referéndum, tendrá los siguientes efectos: 
 

I. Vinculatorio: Cuando el resultado de la consulta obliga a la autoridad a realizar 
las modificaciones a la Constitución Política del Estado de Morelos o ley de 
conformidad a los resultados obtenidos del referéndum: 

 
b) Tratándose de la creación, reforma, derogación o abrogación de las leyes 

o decretos que expida la Legislatura, participe al menos el cuarenta por 
ciento de los electores, de acuerdo a la lista nominal de lectores del estado 
de Morelos y de éstos, la mayoría de las opiniones se manifieste en uno u 
otro sentido. 

c) Tratándose de la creación, reforma, derogación o abrogación de los 
reglamentos que expidan los ayuntamientos, participe al menos el treinta 
por ciento de los electores, de acuerdo a la lista nominal de lectores del 
municipio de éstos, la mayoría de las opiniones se manifieste en uno u otro 
sentido. 

 
II. Indicativo: Cuando la opinión manifestada por parte de los ciudadanos en 

determinado sentido, no sujeta a la autoridad a su observancia, a falta del 

porcentaje mínimo establecido en la fracción anterior 

 

 

CAPÍTULO X 

DE LA RED DE CONTRALORÍA 

 

Artículo 68. La Red de Contraloría Ciudadana es el instrumento de participación 

ciudadana que voluntaria e individualmente, asume el compromiso de manera 

honorífica con el Poder Ejecutivo Estatal, el Poder Legislativo, el Poder Judicial, los 
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Ayuntamientos, los organismos descentralizados, desconcentrados y los organismos 

públicos autónomos para supervisar, garantizar la transparencia, la eficiencia y la 

eficacia del gasto público. 

 

Artículo 69. Los colegios o asociaciones de profesionistas, las asociaciones civiles 

que tengan como objeto social el fomento de la participación ciudadana en materia 

política o cívica y las asociaciones de vecinos cualquiera que sea su estatus legal, 

así como los ciudadanos en general, tendrán derecho de participar en la red de 

contralorías.    

Para acreditarse los interesados deberán presentar solicitud por escrito ante el Poder 

Ejecutivo Estatal, el Poder Legislativo, el Poder Judicial, los Órganos Públicos 

Autónomos, los Organismos descentralizados y desconcentrados, así como a los 

Ayuntamientos. 

 

Artículo 70. La naturaleza de la información ya sea pública, reservada o confidencial 

será la que establezca la Ley de Transparencia y Acceso a la Información del Estado.  

 

Artículo 71. El Poder Ejecutivo Estatal, El Poder Legislativo, El Poder Judicial, los 

Órganos Públicos Autónomos, los Ayuntamientos, los organismos públicos 

descentralizados y desconcentrados, así como los fideicomisos   públicos están 

obligados a proporcionar la información y documentación que les sea solicitada en 

términos de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información del Estado de 

Morelos, por la red de contralorías; con excepción de la considerada como reservada 

o confidencial en términos de la Ley de la materia. 

Las redes de contralorías solicitantes están legitimadas para pedir la sanción 

correspondiente al servidor público responsable, mediante la promoción por escrito 

ante la autoridad competente de conformidad a lo establecido en la Ley de 

Transparencia y Acceso a la Información del Estado de Morelos.  

 

Artículo 72. La red de contraloría, no podrá responder a intereses políticos, 

religiosos o económicos o cualquiera que resulte incompatible con los fines propios 

de la función, será honoraria y gratuita.  

 

Artículo 73. Con su participación social, las redes de contralorías en ningún 

momento y bajo ninguna circunstancia podrán impedir, retrasar o suspender la 

ejecución de obras, programas, proyectos o contratos, ni obstaculizar el desempeño 

de las funciones que por ley le corresponden a las dependencias y entidades del 

Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial, Órganos Públicos Autónomos y 

los organismos descentralizados y desconcentrados estatales y municipales.  
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Artículo 74. Los ciudadanos participantes en las redes de contralorías se 

encontrarán impedidos para el desempeño de sus funciones, en los casos que exista 

conflicto de interés. 

 

Artículo 75. El mal uso de la información o documentación a la que tengan acceso 

las redes de contralorías o sus miembros participantes, será sancionado en los 

términos de la legislación aplicable.  

 

Artículo 76. El Poder Ejecutivo Estatal, el Poder Legislativo, el Poder Judicial, los 

Órganos Públicos Autónomos, los Ayuntamientos, los organismos descentralizados 

y desconcentrados estatales y municipales, así como los fideicomisos públicos 

deben expedir las normas, dentro del ámbito de su competencia, para reglamentar 

las redes de contralorías registradas en cada uno de sus entes públicos. 

 

CAPÍTULO XI 

DE LA RENDICIÓN DE CUENTAS 

 

Artículo 77. La rendición de cuentas, es un instrumento de participación ciudadana 
por medio del cual el Consejo de Participación Ciudadana, puede solicitar 
información a los funcionarios y representantes populares, sobre los actos que lleven 
a cabo en el ejercicio de sus cargos, así como del resultado de su gestión, para que, 
en caso de incumplimiento, se impongan las medidas o sanciones administrativas, 
políticas o penales a que haya lugar; derivado del derecho a que tienen los 
morelenses de recibir de las autoridades estatales y municipales los informes 
generales y específicos acerca de las diversas gestiones, trabajos de infraestructura 
urbana y actividades de conformidad a sus atribuciones y con ello poder evaluar su 
actuación pública 
El Poder Ejecutivo, el Poder Legislativo, el Poder Judicial, los Organismos Públicos 
Autónomos, los organismos descentralizados y desconcentrados, así como los 
Ayuntamientos rendirán informes por lo menos una vez al año y al final de su gestión 
para efectos de evaluación sobre su desempeño por parte de los habitantes del 
Estado de Morelos, mismo que deberá de contener indicadores, metas, beneficiarios 
y el cumplimiento del Plan de Desarrollo correspondiente. 
 

Artículo 78. Si de la evaluación que hagan los ciudadanos a través de las vías de 
participación ciudadana contempladas en este ordenamiento legal, se presume la 
comisión de algún delito o irregularidad administrativa, el Instituto Morelense lo hará 
del conocimiento de las autoridades competentes. 
 
Artículo 79. El Poder Ejecutivo del Estado y los ayuntamientos están obligados a 
presentar pública y durante la construcción de la obra un informe básico a los 
ciudadanos sobre la fecha en que dará inicio la obra, su término; el costo total de la 
obra, dependencia y funcionarios encargados de cumplir con su construcción;  
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Artículo 80. Cualquier ciudadano morelense podrá solicitar al Poder Ejecutivo 
Estatal o a cualquier Ayuntamiento informes específicos como: 
 

I. Las fechas en que se iniciará y el término de cualquier obra de infraestructura; 
II. El excedente presupuestario que causó el incumplimiento con la entrega de la 

obra con las fechas marcadas en la fracción anterior; 
III. El costo total de la obra pública; 
IV. El nombre, cargo y motivos por los que los responsables de llevar a cabalidad 

las obras no fueron cumplidas como se estimaron, así como las sanciones a 
las que serán objetos por incumplimiento ante los ciudadanos; 

V. El número de incumplimientos que ha tenido el Poder Ejecutivo o Ayuntamiento 
ante los ciudadanos; 

VI. Nombre de la persona física o moral que realiza la obra pública; 
VII. Número de beneficiados; y 
VIII. Impacto Ambiental; 

 
La información antes referida se considera que es un derecho constitucional de los 
ciudadanos al acceso a la información, por los que los poderes públicos están 
obligados a difundirla y se considera información pública de oficio para acceso de los 
ciudadanos. 
 
Artículo 81. El incumplimiento ante los ciudadanos estará sujeta a la rendición de 
cuentas, mediante el mismo mecanismo del plebiscito previsto en este ordenamiento 
legal, cuando: 
 

I. En el período de seis meses el Poder Ejecutivo reúna mínimo tres 
incumplimientos o en los ayuntamientos cuando se reúnan mínimo dos 
incumplimientos; 

II. El presupuesto de cualquier obra se haya aumentado por causas de demora; 
III. Que la obra realizada no cumpla con el proyecto original 
IV. Pasado mínimo seis meses y máximo 3 años, la obra presente deterioros que 

no coincidan con la durabilidad normal de la construcción. 
 

Artículo 82. El resultado que arroje la consulta mediante la Rendición de Cuentas 

que se realice de conformidad con lo previsto en la presente Ley, tendrá carácter 

obligatorio para las autoridades, estatales o municipales, según sea el caso, 

debiendo suspender, amonestar o rescindir laboralmente a los responsables por 

causar un daño al patrimonio de los morelenses. 

 

 

 

CAPÍTULO XII 

DE LA REVOCACIÓN DEL MANDATO 
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Artículo 83. La revocación de mandato es un mecanismo de participación 

ciudadana, mediante el cual la ciudadanía puede promover la destitución de 

sus representantes de elección popular, antes de que concluyan el ejercicio de 

su encargo, mediante comicios especiales donde se les confirme o destituya, 

sin necesidad de agotar el juicio político, de quienes gozan de fuero 

constitucional.  

 

Las causas por las que podrá promoverse revocación de mandato son: 

 

a) Incumplimiento de los compromisos contraídos en campaña, por lo tanto, 

los candidatos a puestos de elección popular deberán tomar sus 

propuestas de campaña como programas de gobierno o en su caso, 

planes de desarrollo, de llegar a resultar electos.  

 

Para efectos de lo anterior, las propuestas referidas deberán ser 

depositadas y constatadas ante el Instituto Morelense de Procesos 

Electorales y Participación Ciudadana, disponiéndose su cumplimiento 

como obligatorio. 

 

b) Pérdida de legitimidad, a través del incumplimiento constante en las 

obligaciones derivadas del ejercicio del cargo, que se consagren en la 

legislación respectiva.  

 

c) Actos de corrupción política como el uso ilegítimo de información 

privilegiada, el tráfico de influencias, el caciquismo, el soborno, 

extorsiones, malversación, prevaricación, compadrazgo, cooptación, 

nepotismo e impunidad. 

 

d) Violación de derechos humanos conforme a lo establecido en la 

legislación aplicable. 

 

e) La connivencia, entendida como el asentimiento o tolerancia para con las 

faltas a la normatividad e incluso delitos que cometan sus subordinados. 

 

La solicitud de Revocación de Mandato deberá ser suscrita como mínimo por el 

veinte por ciento de los ciudadanos inscritos en la lista nominal de electores del 

Estado, del municipio o del distrito electoral, según corresponda. 
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La Revocación de Mandato procederá siempre y cuando se obtenga a favor de la 

destitución del representante de elección popular un número mayor al de los votos 

que obtuvo para ser electo.  

 

En caso de resultar procedente la revocación de mandato, se estará a lo dispuesto 

en la presente Constitución y en la ley de la materia. 

 

 

CAPÍTULO XIII 

DEL PARLAMENTO CIUDADANO 

 

Artículo 84. El Parlamento Ciudadano, es un mecanismo de participación ciudadana 

a través del cual el Poder Legislativo en sesión del Pleno del Congreso, agenda 

dentro de los puntos del orden del día, los asuntos registrados en tiempo y forma por 

parte de los ciudadanos morelenses, mismos que deberán de contener los 

antecedentes y la propuesta de solución de un asunto de interés público. 

 

Artículo 85. El Parlamento Ciudadano se promoverá por alguna de las siguientes 

causas: 

 

I. Que la ciudadanía desee participar de manera activa en la sesión del 

congreso correspondiente para que mediante el dialogo se dé solución a las 

exigencias de los diversos sectores sociales. 

 

II. Que la trascendía del asunto a tratar lo vuelva de interés general para la 

ciudadanía. 

 

III. Que se trate sobre asuntos relacionados a legislar en materia de derechos 

humas o reformas a la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 

Morelos. 

 

 

 

 

 

Artículo 86. Podrán promover la celebración del Parlamento Ciudadano: 

 

I. Las asambleas ciudadanas, los comités ciudadanos, los consejos consultivos 

ciudadanos, y las organizaciones ciudadanas del Estado; 
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II. Representantes de los sectores que concurran en el desarrollo de actividades 

industriales, comerciales, de prestación de servicios, de bienestar social, 

ecológicos y demás grupos sociales organizados del Estado; 

 

III. El dos por ciento de los ciudadanos inscritos en la lista nominal del Estado de 

Morelos. 

 

Artículo 87. En toda solicitud de Parlamento Ciudadano se debe hacer mención del 

asunto o asuntos sobre los que se pretende que el Congreso de solución. La 

contestación que recaiga a las solicitudes de Parlamento Ciudadano debe realizarse 

por escrito, señalando día, hora y lugar para la realización de la sesión. La 

contestación mencionará el nombre de los funcionarios asistentes a la sesión. En el 

escrito de contestación se anexará el orden de discusión de los asuntos sometidos 

al Congreso. 

 

Artículo 88. Una vez recibida la solicitud de Parlamento Ciudadano la autoridad 

tendrá siete días hábiles para dar respuesta por escrito, fundada y   motivada, a los 

solicitantes. 

 

 

CAPÍTULO XIV 

DEL PRESUPUESTO PARTICIPATIVO 

 

Artículo 89. El Presupuesto participativo es el mecanismo de participación 

ciudadana por el cual el Gobierno del Estado destina anualmente una partida de 

cuando menos el cincuenta por ciento del rubro de inversión pública del Presupuesto 

de Egresos y los Ayuntamientos al menos el cincuenta por ciento del rubro de 

inversión pública municipal, para inversión en obras públicas que la ciudadanía 

determine. 

 

 

 

 

 

 

TÍTULO CUARTO 

DEL CONSEJO DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA 

DEL ESTADO DE MORELOS 

CAPÍTULO I 

DE LA NATURALEZA Y ATRIBUCIONES DEL CONSEJO 
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DE PARTICICPACIÓN CIUDADANA DEL ESTADO DE MORELOS 

 

Artículo 90. Se crea el Consejo de Participación Ciudadana del Estado Morelos, 

como un organismo permanente adscrito al Instituto Morelense. 

Corresponde al Instituto Morelense, a través del Consejo de Participación 

Ciudadana, calificar la procedencia o improcedencia de las solicitudes de Plebiscito, 

Referéndum y Rendición de Cuentas que se le presenten, así como la observación 

y evaluación del trabajo gubernamental y legislativo; 

El Consejo de Participación Ciudadana además deberá vigilar y evaluar el desarrollo 

y cumplimiento de los mecanismos de participación ciudadana, por parte de las 

autoridades y funcionarios correspondientes. 

 
Artículo 91. Son atribuciones del Consejo de Participación Ciudadana: 

 

I. Calificar la procedencia o improcedencia de las solicitudes de Plebiscito, 

Referéndum y Rendición de Cuentas, que se promuevan de conformidad con 

lo establecidos por esta ley; 

II. Expedir el Estatuto que norme su vida interna, basado en lo dispuesto por esta 

ley y la normatividad aplicable a la materia; 

III. Coadyuvar con el Instituto Morelense en las acciones necesarias para el 

cumplimiento del desarrollo operativo de los procesos de participación 

ciudadana que se promuevan; 

IV. Vigilar el cumplimiento de los resultados de los mecanismos de participación 

ciudadana que se promuevan; 

V. Utilizar libremente el patrimonio que se le asigne, buscando en todo momento 

el cumplimiento de sus fines; y 

VI. Las demás que esta ley y la demás normatividad aplicable establezca. 

 

CAPÍTULO II 

DE LA INTEGRACIÓN DEL CONSEJO 

DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA DEL ESTADO DE MORELOS 

 

Artículo 92. El Consejo de Partición Ciudadana se integrará por siete miembros, el 

Presidente del Instituto Morelense, presidirá el Consejo de Participación Ciudadana, 

el Magistrado Presidente del Tribunal Electoral y cinco ciudadanos morelenses, los 

cuales durarán en su cargo tres años, pudiendo reelegirse hasta por un periodo más. 

El Secretario Ejecutivo del Instituto Morelense fungirá como Secretario Técnico del 

Consejo de Participación Ciudadana. El Secretario Técnico tendrá voz, pero no voto 

dentro del Pleno del Consejo de Participación Ciudadana. 
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Artículo 93. Los ciudadanos morelenses que deseen formar parte del Consejo de 

Participación Ciudadana deberán contar con los siguientes requisitos: 

I. Ser ciudadano morelense en pleno ejercicio de sus facultades y estar inscrito 

en el Padrón Electoral del Estado de Morelos; 

II. Contar con título y cédula profesional a nivel de licenciatura; 

III. Tener un mínimo de veintiocho años de edad al día de su nombramiento y 

acreditar por lo menos diez años de residencia en el Estado de Morelos; 

IV. Contar con un amplio reconocimiento por su liderazgo y compromiso de servicio 

a la Sociedad; 

V. No ser servidor público al momento de su nombramiento ni durante su encargo, 

ni haberlo sido en los últimos cinco años. No desempeñar algún cargo de 

elección popular durante los seis años anteriores al nombramiento; 

VI. No ser, ni haber sido integrante de la dirigencia de algún partido político durante 

los últimos seis años, ni haberse desempeñado en el cargo durante los tres 

años anteriores al nombramiento, ni durante el tiempo que dure su encargo 

como Consejero;  

VII. No haber sido sancionado por la comisión de delito doloso; y 

VIII. Tener buena reputación, reconocimiento y prestigio público. 

 
Artículo 94. Los ciudadanos que integran el Consejo de Participación Ciudadana 

emanarán de un procedimiento de elección abierta y representativa, a propuesta de 

las organizaciones de la sociedad civil y asociaciones ciudadanas debidamente 

registradas y vigentes, con residencia en el Estado de Morelos con una antigüedad 

mínima de tres años. 

 

Artículo 95. Los aspirantes a Consejero deberán provenir de los cinco distritos 

electorales federales correspondientes al Estado de Morelos, en proporción de uno 

por cada distrito; acreditando tener residencia en el distrito por el que participen. 

 

Artículo 96. La elección de los Consejeros será realizada por el Instituto Morelense, 

bajo el siguiente procedimiento: 

 

I. El Instituto Morelense emitirá una convocatoria pública con la finalidad de recibir 

propuestas de las organizaciones de la sociedad civil y asociaciones civiles; 

II. La convocatoria deberá publicarse en el Periódico Oficial treinta días antes del 

periodo de registro y difundirse en los medios de comunicación electrónicos y 

escritos de mayor audiencia y circulación en el Estado. La convocatoria 

señalará el período para recibir propuestas, que no deberá ser mayor a treinta 

días y a las que deberán acompañar los datos curriculares de los aspirantes y 

el sustento de los mismos; 
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III. Las organizaciones civiles que registren algún aspirante a Consejero, votarán 

en su respectivo distrito electoral de acuerdo a su residencia por dos 

propuestas. El aspirante que reciba más votos será el Consejero Titular y el 

segundo lugar ocupará el cargo de Consejero Suplente; 

IV. Una vez concluido el proceso de elección el Instituto Morelense tomará protesta 

a los Consejeros electos y mandará publicar la integración del Consejo de 

Participación Ciudadana, en el Periódico Oficial; y 

V. Los Consejeros electos iniciarán su periodo al día hábil siguiente de su toma 

de protesta. 

 

Artículo 97. En la integración del Consejo de Participación Ciudadana, se procurará 

la representatividad, la pluralidad y la paridad.  

 

Artículo 98. Cada Consejero tendrá un suplente y ante la ausencia definitiva por 

parte de alguno de los consejeros titulares, el suplente respectivo tomará su lugar. 

En caso de que alguno de ellos, sea titular o suplente, fuere nombrado funcionario o 

empleado del gobierno o integrante de la dirigencia de algún partido político, 

automáticamente será substituido y corresponderá a las organizaciones de la 

sociedad civil del distrito electoral federal al que corresponda su representatividad, 

hacer la propuesta respectiva, respetando al orden de prelación. 

 

Artículo 99. El Consejo de Participación Ciudadana, sesionará en pleno por lo 

menos una vez al mes para el cumplimiento de sus fines. 

 

Artículo 100. Los integrantes del Consejo de Participación Ciudadana, son 

responsables de las violaciones a las mismas y demás disposiciones aplicables en 

materia de participación ciudadana. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

CAPÍTULO QUINTO 

DE LOS CONSEJOS CONSULTIVOS CIUDADANOS 
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Artículo 101. Los Consejos Consultivos Ciudadanos, son órganos colegiados dentro 

de las administraciones públicas del Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Órganos 

Autónomos y Ayuntamientos previstos en las diferentes leyes y reglamentos vigentes 

en el estado de Morelos, los cuales están integrados por al menos una persona que 

participa de manera honorífica, sin ser servidor público estatal o municipal de ningún 

órgano ni nivel de gobierno.  

 

Artículo 102. Los consejos consultivos ciudadanos se integrarán a través de 

convocatoria pública, la cual será expedida por el IMPEPAC. Todos los ciudadanos 

que reúnan los requisitos para integrar los consejos consultivos ciudadanos tendrán 

derecho a postularse. Las convocatorias para la integración de los consejos 

consultivos deberán difundirse siguiendo los principios de máxima publicidad.   

De las personas inscritas en cada una de las convocatorias, el instituto seleccionará 

a los ciudadanos que, de acuerdo con la metodología de selección y las bases de la 

convocatoria, cumplan con los requisitos.  

El Instituto entregará al Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, los Ayuntamientos, a los 

organismos autónomos el listado de ciudadanos aptos para integrar cada uno de los 

consejos consultivos. De esa lista de ciudadanos que proporcione el IMPEPAC, la 

autoridad deberá seleccionar y nombrar a las personas que integrarán los consejos 

consultivos.  

Artículo 103. El Instituto dará capacitación a los ciudadanos elegidos para integrar 

los consejos consultivos ciudadanos y dará seguimiento al funcionamiento de los 

consejos consultivos a través de un portal de internet que permita visualizar todos 

los consejos consultivos existentes y su estatus.  

En esa base de datos deberá aparecer el nombre del consejo consultivo, el gobierno 

y área a la que pertenece, los nombres y datos de contacto de los ciudadanos que 

lo integran, su reglamento, su calendario de sesiones, las minutas de sus reuniones 

y acuerdos. 

Artículo 104. Los consejos consultivos ciudadanos deberán nombrarse durante los 

seis primeros meses de una nueva administración. Tendrán que sesionar de manera 

ordinaria una vez al mes y de manera extraordinaria las veces que sean necesarias, 

de cada sesión deberá levantarse acta.  
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En la primera sesión de trabajo, los consejos consultivos aprobarán su calendario de 

sesiones anuales.  

Todos los consejos consultivos deberán contar con un secretario técnico, el cual será 

funcionario de la administración pública, tendrá la obligación de convocar a las 

sesiones, llevar las actas, acuerdos y proporcionar al Instituto la información que 

requiera.  

Artículo 105. Los ciudadanos electos para participar en los consejos consultivos 

durarán un año en su representación, cada uno tendrá un suplente.  

Cada consejo consultivo ciudadano deberá contar con un reglamento propio en el 

que se establezcan las reglas de su funcionamiento.  

 

CAPÍTULO SEXTO 

DE LOS MEDIOS DE IMPUGNACIÓN 
 

Artículo 106. El Tribunal Electoral del Estado de Morelos es el órgano público 
autónomo, con las siguientes atribuciones en materia de Participación Ciudadana: 
 

I. Conocer, sustanciar y resolver de manera definitiva y firme, los actos, omisiones 
y acuerdos emitidos por el Consejo de Participación Ciudadana y el Consejo 
Estatal Electoral ambos del Instituto Morelense de Procesos Electorales y 
Participación Ciudadana. 

II. Desechar, sobreseer, tener por no interpuestos o por no presentados, cuando 
proceda, los recursos de reconsideración y los juicios para la protección de los 
derechos político electorales del ciudadano. 

 
Artículo 107. Los recursos son los medios de impugnación tendientes a lograr la 
revocación, la modificación o aclaración de las resoluciones dictadas por las 
autoridades competentes en materia de los mecanismos de participación ciudadana.  
Lo no previsto en el presente en la presente Ley, se aplicará de manera supletoria lo 
establecido en el Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el 
Estado de Morelos, la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en 
Materia Electoral y en el Código Procesal Civil para el Estado Libre y Soberano de 
Morelos. 
 
Artículo 108. Podrán impugnar, quienes tengan interés jurídico o legítimo. 
 
Artículo 109. El recurso de reconsideración y juicio para la protección de los 
derechos político electorales del ciudadano, deberán interponerse dentro del término 
de cuatro días, contados a partir del día siguiente a aquel que se tenga conocimiento 
o se hubiera notificado el acto o resolución que se impugne. 
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Artículo 110. Para la interposición de los recursos de reconsideración o juicio para 
la protección de los derechos político electorales del ciudadano se cumplirá con los 
requisitos siguientes: 
 

I. Deberán presentarse por escrito; 
II. Se hará constar el nombre del actor y su domicilio para recibir notificaciones. Si 

el promovente omite señalar domicilio para recibirlas, se practicarán por 
estrados; 

III. El promovente o promoventes acompañarán los documentos con los que la 
acredite su interés jurídico o legítimo; 

IV. Se hará mención expresa del acto o resolución que se impugna y la autoridad 
responsable; 

V. También se hará mención expresa y clara de los agravios que cause el acto o 
la resolución que se impugna, los preceptos presuntamente violados y los 
hechos en que se basa la información; 

VI. Se ofrecerán las pruebas que se anexen, junto con el escrito, con mención de 
las que habrán de aportarse dentro de los plazos legales, solicitando las que 
en su caso deban requerirse, cuando el promovente justifique que, habiéndolas 
pedido por escrito y oportunamente a la autoridad responsable, no le hayan 
sido entregadas, y 

VII. Se hará constar el nombre y la firma autógrafa del promovente o promoventes. 
 
 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

 

PRIMERA. Remítase el presente Decreto al Titular del Poder Ejecutivo, para su 
promulgación y publicación respectiva de conformidad con los artículos 44, 47 y 70, 
fracción XVII, inciso a), de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
Morelos. 
 
 SEGUNDA. La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en 
el Periódico Oficial “Tierra y Libertad”, órgano de difusión de Gobierno del Estado de 
Morelos.  
 
TERCERA. Se derogan todas las disposiciones de igual o menor rango normativo 
jerárquico que se opongan a lo dispuesto en el presente Decreto. 
 
CUARTA. El Consejo de Participación Ciudadana del Estado de Morelos deberá 
integrarse dentro de los dos meses siguientes, contados a partir de la publicación del 
presente Decreto, quien deberá expedir el Estatuto que norme sus actividades en los 
siguientes dos meses a su integración y solicitar al Instituto Morelense de Procesos 
Electorales y Participación Ciudadana ordene su publicación en el Periódico Oficial 
“Tierra y Libertad”. 
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QUINTA.  El Instituto Morelense de Procesos Electorales y Participación Ciudadana 
deberá adecuar, en un plazo no mayor a cuarenta días naturales, contados a partir 
de la publicación del presente Decreto, los reglamentos, estatutos, manuales y 
demás normatividad aplicable a las atribuciones y facultades que contempla el 
presente Decreto en relación con los mecanismos de participación ciudadana. 
 
 

SEXTA. Los integrantes de la Quincuagésima Tercera Legislatura, harán las 

modificaciones necesarias al Presupuesto de Egresos del Gobierno del Estado de 

dos mil diecisiete, con el objetivo de garantizar la primera partida presupuestal para 

la instrumentación de esta Ley. 

 
SÉPTIMA. Los Poderes Ejecutivo y Legislativo del Estado y los Ayuntamientos, en 
el ámbito de sus respectivas competencias, dentro de los 120 días siguientes a la 
entrada en vigor de esta ley, emitirán un reglamento para regular, la iniciativa popular 
en materia legislativa, la consulta ciudadana y demás instrumentos de participación 
que les corresponda instrumentar para garantizar la participación ciudadana.  
 

OCTAVA. El Instituto Morelense de Procesos Electorales y Participación Ciudadana, 

en un término noventa días naturales deberá emitir un reglamento para establecer el 

procedimiento del plebiscito y referéndum; así como lo relativo al proceso de 

selección de los integrantes del Consejo de Participación Ciudadana, en los términos 

que establece esta ley. 

 
Recinto Legislativo a los cinco días del mes de junio de dos mil diecisiete. 
 

 
POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA 

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL 
 

 
 
 
 
 
DIP. NORMA ALICIA   POPOCA  DIP. VÍCTOR MANUEL CABALLERO 
SOTELO               SOLANO 
 
 
 
 

 
DIP. EMMANUEL ALBERTO MOJICA LINARES 
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PROPUESTAS Y ACUERDOS PARLAMENTARIOS 

Proposición con punto de acuerdo parlamentario por el que se solicita se 

entregue un reconocimiento póstumo a la trayectoria legislativa al Licenciado 

Ricardo Ocampo Montoya, dentro del premio del Abogado “Antonio Soto y 

Gama” del año 2017. 

 

El que suscribe, Dip. Mario Alfonso Chávez Ortega, con fundamento en los 

artículos 40 fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 

Morelos; 18 fracción IV de la Ley Orgánica, 111 y 112 del Reglamento, ambos para 

el Congreso del Estado, presento para aprobación del Pleno, el siguiente PUNTO 

DE ACUERDO, al tenor de la siguientes: 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS. 

 

Hacer amigos no es sencillo y conservarlos requiere de mucho cuidado, cariño y 

comprensión pero una vez que llamamos a alguien “amigo” sabemos que por 

siempre ocupará un espacio en nuestro corazón. 

 

Esta enseñanza nos las dejo Ricardo Ocampo Montoya, quien siempre tuvo una 

sonrisa dibujada en su rostro en cualquier circunstancia, hoy su lamentable perdida 

nos afecta a todos, su partida deja una huella muy dolorosa para quienes lo 

queríamos, pero también deja una trayectoria en este recinto legislativo, pues desde 

el año 2006 incursiono como asesor en la Quincuagésima legislatura, fungió dos 

veces como secretario técnico. 

 

Por esta razón amiga y amigos diputados, pongo a su consideración lo siguiente, el 

Premio Estatal de Abogados “Antonio Díaz Soto y Gama” premia la trayectoria y labor 

de los juristas morelenses, es por ello que aun y cuando Ricardo campo Montoya, 

no era licenciado en Derechos, si fue parte de este congreso y tuvo una trayectoria 
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impecable como asesor técnico, lo que si un duda lo convirtió en un docto en la 

materia legislativa. 

 

 Por lo anteriormente expuesto someto al pleno los siguientes: 

 

PUNTO DE ACUERDO 

 

UNICO.- Se entregue un reconocimiento póstumo a la trayectoria Legislativa al Lic. 

Ricardo Ocampo Montoya, dentro del Premio del Abogado “Antonio Soto y Gama” 

del año 2017.  

. 

 

DIP. MARIO ALFONSO CHÁVEZ ORTEGA. 
 

Recinto Legislativo a los veintisiete días del mes de junio del año dos mil 

diecisiete. 

 
 

 

 

 

VOTACIÓN ECONÓMICA 

APROBADO POR UNANIMIDAD. 
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